
  

PROCURADURIA: 81                                                               CUADERNO: 1 

 
JUZGADO TRECE (13) ADMINISTRATIVO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. SECCIÓN 
SEGUNDA 

Carrera 57 N°. 43-91 piso 4 sede judicial Aydee Anzola Linares 
 
 

110013335013202200098 00 
 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO 
DEL DERECHO 

EXPEDIENTE VIRTUAL 

 

 
DEMANDANTE:         PAULA JOVANNA PACHON HAMON 
   
APODERADO:            SAMARA ZAMBRANO  
       notificacionescundinamarcalqab@gmail.com 
    
DEMANDADO:          LA NACION- MINISTERIO DE EDUCACION- FOMAG  

   notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co   
   notjudicial@fiduprevisora.com.co 
   procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co 

 
 
JUEZA:                      DOCTORA YANIRA PERDOMO OSUNA 
 

Reparto: 24 de marzo de 2022 

           

J13 

mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co


REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
 

Rama Judicial del Poder Público 
Oficina Judicial 

__________________ 
 

DATOS PARA LA RADICACIÓN DEL PROCESO 
 
JURISDICCIÓN____ Contenciosos Administrativa _____________________________ 
 
Grupo/Clase de Proceso: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DE DERECHO 
 
No. Cuadernos___________ Folios Correspondientes ________________ 
 

  DEMANDANTE (S) 
  

PAULA         JOVANNA          PACHON       HAMON                   52238363                                                           
Nombre (s)                    Primer Apellido             Segundo Apellido                   No. C. C.  
 
 
APODERADO 
 
SAMARA ALEJANDRA ZAMBRANO VILLADA        1020757608                    289231 
Nombre (s)                        Primer Apellido    Segundo Apellido   No. C. C.        T. P No.  
 
 
Dirección Notificación: Calle 44 # 54-78 piso 3 Barrio La Esmeralda 
  
DEMANDADO (s) 
 
 
NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL 
DE PRESTACIONES DE L MAGISTERIO FOMAG 
______________________________________________________________________
.  
 
 
 
ANEXOS______________________________________________________________ 
 
 
 

__________________________________ 
                                                          Firma Apoderado 
 
 

 
 
 
 
 
 
 

RADICADO PROCESO



 

Señores 
JUZGADO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTA(Reparto) 
SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTA  
 
 

REFERENCIA: Demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho – de 
Carácter Laboral – INDEMNIZACIÓN MORATORIA LEY 50/1990. Acto ficto 

 
 
SAMARA ALEJANDRA ZAMBRANO VILLADA, identificada con la cédula de 
ciudadanía No. 1020757608 de BOGOTA D,C abogada en ejercicio, acreditada con T.P. 
No. 289231del C.S de la J., actuando en nombre y representación de PAULA JOVANNA 
PACHON HAMON de las condiciones conocidas en el poder legalmente otorgado, el cual 
acompaño al presente escrito para incoar el medio de Control de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho que contempla el TITULO III del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo en su Artículo 138, de manera solidaria 
contra la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – (FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO), representado 
legalmente por la Ministra de Educación Nacional, Doctora MARIA VICTORIA 
ANGULO, quien lo sea o haga sus veces, o por el apoderado especial que para el efecto se 
designe al momento de la notificación del auto admisorio de la demanda y la Entidad 
Territorial Certificada en Educación - secretaria de Bogotá , representado legalmente 
por la Doctora EDNA BONILLA SEBA  quien lo sea o haga sus veces, al momento de la 
notificación del auto admisorio de la demanda o por el apoderado especial que para el efecto 
se designe, a fin de que previos los trámites procesales previstos en el C.P.A.C.A., y 
mediante sentencia con fuerza de cosa juzgada, se provea favorablemente a las siguientes: 
 

I. PETICIONES 
 

1. Declarar la nulidad del acto administrativo ficto configurado el día 04 DE 
NOVIEMBRE DE 2021, frente a la petición presentada ante SECRETARIA DE 
EDUCACION DE BOGOTA, el día 04 DE AGOSTO DE 2021, mediante la cual se 
niega el reconocimiento y pago de la SANCIÓN POR MORA por la no consignación 
oportuna de las cesantías establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99, equivalente 
a un (1) día de su salario por cada día de retardo, contados desde el 15 de febrero de 
2021 fecha en que debió efectuarse el pago de las cesantías del año 2020, en el 
respectivo Fondo Prestacional y hasta el momento en que se acredite el pago de los 
valores correspondientes en la cuenta individual del docente, así como también 
niegan el derecho a la INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las 
cesantías, que se encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 
50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991, indemnización que es equivalente 
al valor cancelado de los intereses causados durante el año 2020, los cuales fueron 
cancelados superado el término legal, esto es, después del 31 de enero de 2021. 
 

2. Declarar que mi representado (a) tiene derecho a que la NACIÓN- MINISTERIO 
DE EDUCACIÓN NACIONAL - FOMAG y la entidad territorial -
SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTA, de manera solidaria, le 
reconozca y pague la SANCIÓN POR MORA establecida en la Ley 50 de 1990, 
artículo 99 y a la INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las 
cesantías, que se encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 
50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991. 



 

 
CONDENAS 
 

1. Condenar a la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - 
FOMAG y la entidad territorial SECRETARIA DE EDUCACION DE 
BOGOTA, a que se le reconozca y pague la SANCIÓN POR MORA establecida en 
la Ley 50 de 1990, artículo 99, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de 
retardo, contados desde el 15 de febrero  del año 2021, fecha en que debió 
consignarse el valor correspondiente a las cesantías del año 2020, en el respectivo 
fondo prestacional y hasta el día en que se efectúe el pago de la prestación. 
 

2. Condenar a la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - 
FOMAG y la entidad territorial SECRETARIA DE EDUCACION DE 
BOGOTA, a que se le reconozca y pague la INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío 
de los intereses a las cesantías, que se encuentra establecida en el artículo 1 de la 
Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991, 
indemnización que es equivalente al valor cancelado de los intereses causados 
durante el año 2020, los cuales fueron cancelados superado el término legal, esto es, 
después del 1 de enero de 2021. 
 

3. Condenar a la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - 
FOMAG y a la entidad territorial - SECRETARIA DE EDUCACION DE 
BOGOTA, al reconocimiento y pago de los ajustes de valor a que haya lugar con 
motivo de la disminución del poder adquisitivo de la SANCIÓN MORATORIA E 
INDEMNIZACIÓN POR PAGO EXTEMPORÁNEO DE LOS INTERESES, 
referidas en los numerales anteriores, tomando como base la variación del índice de 
precios al consumidor desde la fecha en que debió efectuarse el pago de cada una 
las anualidades respectivas y de manera independiente conforme hayan sido las 
cancelaciones y hasta el momento de la ejecutoria de la sentencia que ponga fin al 
presente proceso, de conformidad con lo estipulado en el artículo 187 del C.P.A.C.A. 

 
4. Condenar a la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - 

FOMAG y a la entidad territorial - SECRETARIA DE EDUCACION DE 
BOGOTA , al reconocimiento y pago de intereses moratorios a partir del día 
siguiente de la fecha de la ejecutoria de la sentencia y por el tiempo siguiente hasta 
que se efectúe el pago de las SANCIONES MORATORIAS reconocidas en esta 
sentencia, art 192 del C.P.A.C.A. 
 

5. Que se ordene a la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - 
FOMAG y a la entidad territorial - SECRETARIA DE EDUCACION DE 
BOGOTA , dar cumplimiento al fallo que se dicte dentro de este proceso en el 
término de 30 días contados desde la comunicación de este tal como lo dispone el 
artículo 192 y siguientes del Código de procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. (C.P.A.C.A). 
 

6. Condenar en costas a la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL - FOMAG y a la entidad territorial- SECRETARIA DE 
EDUCACION DE BOGOTA,  de conformidad con lo estipulado en el Artículo 
188 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 



 

Administrativo, el cual se rige por lo dispuesto en el Artículo 392 del Código de 
Procedimiento Civil modificado por el artículo 19 de la Ley 1395 de 2010. 

 
II. HECHOS 

 
PRIMERO: El artículo 3 de la ley 91 de 1989, creó el FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, como una cuenta especial de la 
Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica.  
 
SEGUNDO: De conformidad con el parágrafo 2º del artículo 15 de la ley 91 de 1989, le 
asignó como competencia al FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO el pago de la CESANTÍA de los docentes de los establecimientos 
educativos del sector oficial. 
 
TERCERO: Con posterioridad a la entrada en vigencia del artículo 57 de la ley 1955 de 
2019, se modificó la ley 91 de 1989, entregándole la responsabilidad del reconocimiento 
y liquidación de las cesantías a las ENTIDADES TERRITORIALES y el pago de sus 
intereses antes del 30 de enero de la anualidad siguiente directamente al docente, y la 
consignación de las CESANTIAS en el Fomag en la cuenta individual dispuesta para cada 
docente antes del 15 de febrero siguiente, a la NACIÓN, literalmente así: 
 

“ ….. Artículo 57. Eficiencia en la Administración de los Recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Las cesantías definitivas y 
parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 1989 serán reconocidas y 
liquidadas por la Secretaría de Educación de la entidad territorial y pagadas por 
el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.  
 
Las pensiones que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
serán reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de 
resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el 
Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que 
se encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento de la 
pensión se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación 
de la entidad territorial” (Negrillas al copiado). 

 
CUARTO: Teniendo de presente estas circunstancias, mi representado, por laborar como 
docente en los servicios educativos estatales al servicio de las entidades demandadas, al 
igual que la totalidad de los servidores públicos y privados, tiene derecho a que sus 
intereses a las cesantías sean consignados a más tardar el día 31 de enero del año 2021 y 
sus cesantías sea canceladas hasta el día 15 de febrero del año 2021. 
 
QUINTO: Al observarse con detenimiento, que la entidad territorial y el MEN, no han 
procedido de manera efectiva a consignar ni los intereses a las cesantías, ni tampoco las 
cesantías que corresponde a su labor como servidor público del año 2020, ante la 
FIDUCIARIA LA PREVISORA O EL FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO – como cuenta especial de la NACION – y ambos términos fueron 
rebasados y por lo tanto, deben reconocer y pagar, de manera independiente, las sanciones 
moratorias causadas, desde el 1 de enero de 2021 para el caso de los intereses a las cesantías 
y a partir del 16 de febrero de la misma anualidad, para las cesantías que debían consignar 
las entidades demandadas, como lo ordena la ley. 
 



 

SEXTO: Con fecha 04 DE AGOSTO DE 2021, se solicitó el reconocimiento y pago de la 
sanción moratoria por la no consignación de la cesantía y sus intereses a la entidad 
nominadora y esta resolvió negativamente en forma ficta las pretensiones invocadas, 
situación que conllevó de conformidad con el procedimiento administrativo a adelantar la 
presente ACCION CONTROL DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO, pues las entidades demandadas no quieren reconocer que en ambos aspectos, 
superan los términos y esta circunstancia tiene consecuencias de orden jurídico hasta que 
sean corregidos para mi representado (a), como lo tienen legalizado el resto de empleados 
públicos del país. 
 
SÉPTIMO: Antes de la presentación de este medio de control se solicitó a la Procuraduría 
Judicial para Asuntos Administrativos la fijación de audiencia de conciliación prejudicial 
con el objeto de llegar a acuerdos sobre las pretensiones de esta demanda, siendo declarada 
fallida esta posibilidad. 
 
OCTAVO: Adicional a esto, antes de iniciar el señalamiento de las normas vulneradas con 
la decisión demandada, la CORTE CONSTITUCIONAL y el CONSEJO DE ESTADO lo 
determinaron de manera UNIFICADA, como fue expresado en la más reciente sentencia 
proferida por el Consejo de Estado, en sentencia del 12 de noviembre del año 2020, 
Radicación: 08001-23-33-0002014-00132-01 (1689-2018), Demandante: 
MARGARITA ROSA REYES CABALLERO, Demandado: NACIÓN – MEN – FONDO 
DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, MUNICIPIO DE 
SABANALARGA Y DEPARTAMENTO DEL ATLÁNTICO, determinándolo así: 
 

 “… ¿Les asiste derecho a los docentes oficiales a reclamar el pago de la sanción 
moratoria prevista en las Leyes 50 de 1990, 344 de 1996 y el Decreto 1582 de 1998, 
por la consignación tardía de las cesantías anualizadas? 
 
Al respecto, la Sala sostendrá la siguiente tesis: en virtud del principio de favorabilidad, 
es viable aplicar a los docentes las disposiciones que contiene la Ley 50 de 1990, en 
materia de sanción moratoria por la consignación extemporánea de las cesantías 
anuales, de manera que para estos, el valor reconocido con corte a 31 de diciembre de 
cada año por concepto de la aludida prestación, también les debe ser consignado en el 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, a más tardar el 14 de febrero 
del año siguiente a su causación. 
 
(….) 
 
Ahora, pese a que la norma transcrita se encontraba destinada específicamente a los 
trabajadores cobijados por las disposiciones del Código Sustantivo del Trabajo, la 
expedición de la Ley 344 de 1996 hizo extensivas a los servidores públicos las 
disposiciones concernientes a las cesantías. En efecto, la Ley 344 de 1996 definió el 
régimen anualizado de liquidación de cesantías para los servidores públicos que se 
vincularan a partir de su vigencia, y puntualmente en su artículo 13 previó lo siguiente: 
 

«ARTÍCULO 13. Sin perjuicio de los derechos convencionales, y lo 
estipulado en la Ley 91 de 1989, a partir de la publicación de la presente 
Ley, las personas que se vinculen a los Órganos y Entidades del Estado 
tendrán el siguiente régimen de cesantías: 
 
a) El 31 de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de 
cesantías por la anualidad o por la fracción correspondiente, sin perjuicio 



 

de la que deba efectuarse en fecha diferente por la terminación de la 
relación laboral; 
 
b) Les serán aplicables las demás normas legales vigentes sobre cesantías, 
correspondientes al órgano o entidad al cual se vinculen que no sean 
contrarias a lo dispuesto en el literal a) del presente artículo. 
 
PARÁGRAFO. El régimen de cesantías contenido en el presente artículo 
no se aplica al personal uniformado de las Fuerzas Militares y de la Policía 
Nacional.» (Subrayas de la Subsección) 

  
Por su parte, el Decreto 1582 de 1998, que reglamentó parcialmente los artículos 13 de 
la Ley 344 de 1996 y 5 de la Ley 432 de 1998, dispuso en su artículo 1 que: «El 
Régimen de liquidación y pago de las cesantías de los servidores públicos del nivel 
territorial y vinculados a partir del 31 de diciembre de 1996 que se afilien a los fondos 
privados de cesantías, será el previsto en los artículos 99, 102, 104 y demás normas 
concordantes de la Ley 50 de 1990; y el de los servidores públicos del mismo nivel que 
se afilien al Fondo Nacional de Ahorro será el establecido en el artículo 5 y demás 
normas pertinentes de la Ley 432 de 1998. […].» (Subrayas de la Subsección) 
  
Ahora bien, el numeral 3 del artículo 99 de la Ley 50 de 1991, previó la causación de 
una penalidad a cargo del empleador, a título de sanción, por la tardanza en la 
consignación del auxilio de cesantías al fondo al que el empleado se encuentre afiliado, 
para lo cual estimó la fecha en la que la obligación se haría exigible en los términos 
que a continuación se señalan: 
 
«ARTÍCULO  99.- El nuevo régimen especial de auxilio de cesantía, tendrá las 
siguientes características:  
 

1ª. El 31 de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de 
cesantía, por la anualidad o por la fracción correspondiente, sin perjuicio 
de la que deba efectuarse en fecha diferente por la terminación del contrato 
de trabajo. 
 
[…] 
 
3ª. El valor liquidado por concepto de cesantía se consignará antes del 15 
de febrero del año siguiente, en cuenta individual a nombre del trabajador 
en el fondo de cesantía que el mismo elija. El empleador que incumpla el 
plazo señalado deberá pagar un día de salario por cada retardo. 
 
[…].» (Subrayas de la Sala) 

 
De conformidad con las consideraciones anteriormente expuestas, es claro que el 
alcance de las previsiones contenidas en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990 amparan 
el auxilio de cesantías a que tienen derecho los servidores públicos docentes, bajo los 
preceptos de la Ley 344 de 1996 y del Decreto 1582 de 1998, de modo que frente a la 
mora en la consignación de dicha prestación resulta procedente el pago de una sanción 
correspondiente a un día de salario por cada día de retardo. De tal suerte, si al 15 de 
febrero de la siguiente anualidad no se verifica el depósito del monto correspondiente 
en el fondo de cesantías al que el empleado se encuentre afiliado, el mismo podrá 
requerir el reconocimiento y pago de la sanción contemplada en el artículo 99 de la Ley 
50 de 1990, antes citado. 

 



 

III. DISPOSICIONES LEGALES VIOLADAS 
 

➢ Constitución Política de Colombia Artículo 13 y 53. 
➢ Ley 91 de 1989. Art. 5 y 15.  
➢ Ley 50 de 1990, Art. 99 
➢ Ley 1955 de 2019. Art. 57 
➢ Ley 52 de 1975, art. 1 
➢ Ley 344 de 1996, artículo 13. 
➢ Ley 432 de 1998, art. 5. 
➢ Decreto Nacional 1176 de 1991, artículo 3. 
➢ Decreto Nacional 1582 de 1998, arts. 1 y 2.  

 
IV. CONCEPTO DE VIOLACIÓN 

 
En el presente asunto, lo que se busca determinar es sí las entidades demandadas, como 
EMPLEADORES de mi representado (a), al no haber consignado las cesantías del año 2020 
en el Fondo Prestacional del Magisterio el 15 de febrero de 2021, ¿Le asiste derecho a 
reclamar el pago de la sanción moratoria prevista en las Leyes 50 de 1990, 344 de 1996 y 
el Decreto 1582 de 1998, por la consignación tardía de las cesantías anualizadas? 
 
Durante muchos años a los docentes oficiales, se tuvo la insana costumbre que en el mes 
de junio o julio, se apropiaban recursos por parte de Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, destinados a cancelar las cesantías parciales de los docentes que las iban 
solicitando, con destino a reparación de vivienda, compra de vivienda, liberación de 
hipoteca o el pago de sus estudios, pero nunca al docente el 15 de febrero de cada anualidad, 
le fueron consignados estos recursos a disposición de Fomag, para que en consecuencia 
estuviera a su disposición.  
 
Esta es la razón, por la cual se le prohibía solicitar sus cesantías, sino cada 3 años, contados 
desde la fecha de pago del último anticipo parcial (que a veces se convertían en 10 años, 
pues la entidad se demoraba en pagar varios años), circunstancia que fue declarada ilegal 
por el honorable Consejo de Estado, Subsección B, en sentencia emitida dentro del proceso 
radicado 110010325000201600099200, el día 24 de octubre de 2019, con magistrado 
Ponente Dr. Cesar Palomino Cortés, medio de control nulidad simple contra el inciso 1 del 
artículo 5, del acuerdo 34 de 1998. 
 
Muchos años se demoraron los docentes para darse cuenta de esta irregularidad, pero 
cuando fue sometida a debates jurisprudenciales, por parte de los maestros, tanto la Corte 
Constitucional, como en la Sección Segunda del Consejo de Estado (salas A y B), se han 
pronunciado de manera unificada, en la necesidad de corregir esta irregularidad y que los 
docentes tengan el mismo trato de los demás empleados públicos, so pena de incurrir en las 
sanciones establecidas en la ley. 
 
Seguir sosteniendo por parte del Ministerio de Hacienda, que apropia unos recursos para 
sufragar el costo de los anticipos de cesantías, en el mes de julio de cada año,  PARA LOS 
DOCENTES QUE VAYAN SOLICITANDO  CESANTÍAS QUE LO REQUIERAN, NO 
DESPOJA DE LA OBLIGACIÓN A LAS ENTIDADES TERRITORIALES Y A LA 
NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, de consignar las cesantías a 
todos los docentes vinculados después del 1 de enero de 1990, en la respectiva cuenta 
individual del docente, el 15 de febrero de cada anualidad, así el docente no las solicite. 



 

 
Es un hecho notorio, para la Jurisdicción Contenciosa Adminstrativa, en todos los Distritos 
y Circuitos judiciales, que desde el año 2010 hasta la fecha, a los docentes que han 
solicitado cesantías parciales, estas han sido demoradas, venciéndose los términos de la ley 
1071 del año 2006, y que evidenciaron que sus cesantías cuando iban a ser solicitadas, no 
se encontraban consignadas en el FOMAG, lo que rápidamente identificaron los órganos 
de Cierre, que ha derivado la presentación de esta demanda. 
 
Es tan irregular esta circunstancia que debe corregirse, que no solo NO han sido 
consignadas las cesantías a mi mandante el 15 de febrero del año 2020 en el FOMAG, que 
soterradamente para impedir que se evidenciara esta situación, el gobierno propuso un 
incidente de Impacto Fiscal a la sentencia citada tres párrafos con anterioridad y que los 
docentes no pudieran darse cuenta que los recursos de sus cesantías no reposan en este 
fondo, el cual fue creado con el objetivo de tener a disposición estos recursos, situación que 
descubrieron tanto la Corte Constitucional, como el Consejo de Estado, ordenando 
reconocer a favor de los docentes oficiales la sanción contenida en el artículo 99, de la ley 
50 de 1990, por la actuación irregular durante tantos años del Ministerio de Educación 
Nacional y de las entidades territoriales como empleadores, que hoy solicitamos sea 
corregida. 
 

DESARROLLO JURISPRUDENCIAL HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 
 

 
 

1. El Honorable Consejo de Estado en sentencia de unificación expedida el día seis (6) 
de agosto de dos mil veinte (2020), Radicación número: 08001-23-33-000-2013-
00666-01 (0833-16) CE-SUJ- SII-022-2020, con ponencia de la Dra. SANDRA 
LISETH IBARRA, determinó al unísono en la sección segunda que:  

 
“ ….. 78. Así́ las cosas, se reitera que la causación de la sanción por mora por falta de 
consignación de las cesantías anualizadas, ocurre al día siguiente al del vencimiento de la 
oportunidad que tiene la Administración para proceder en tal sentido, esto es, 15 de febrero 
siguiente a la anualidad que causó la cesantía.  
 
79. Este espacio es propicio para aclarar, que la sanción por mora se origina por la falta 
de pago o de consignación de las cesantías, según el caso. Pero no puede dejarse de lado, 
que ello se traduce en el incumplimiento de una obligación que tiene unos términos 
estrictos y perentorios dispuestos por la ley en garantía del trabajador, de manera que la 
sustracción del deber tiene un momento cierto y determinado, que permite el nacimiento 
de la penalidad que sin ser un derecho beneficia al empleado.  

No. RADICADO EXPEDIENTE FECHA DECISIÓN MAGISTRADO PONENTE CONSEJEROS FIRMANTES

1
08001-23-33-000-2013-00666-01 (0833-

16)
6 de agosto de 2020

Dra. SANDRA LISETH 
IBARRA

SENTENCIA DE UNIFICACIÓN

2
76001-23-31-000-200900867-01, No. 

Interno: 4854-2014
24 de enero de 2019

Dra. SANDRA LISETH 
IBARRA

Dr. CÉSAR PALOMINO CORTÉS - Dr. 
CARMELO PERDOMO CUÉTER

3 54001-23-33-000-2016-00236-01 21 de febrero de 2019
Dra. SANDRA LISETH 

IBARRA
Dr. CÉSAR PALOMINO CORTÉS -    Dr. 

CARMELO PERDOMO CUÉTER

4 08001-23-33-000-2014-00208-01 10 de junio de 2020
Dra. SANDRA LISETH 

IBARRA
Dr. CÉSAR PALOMINO CORTÉS -    Dr. 

CARMELO PERDOMO CUÉTER

5 08001-23-33-000-2014-00132-01 12 de noviembre de 2020
Dr. WILLIAM 

HERNÁNDEZ GÓMEZ

Dr. RAFAEL FRANCISCO SUÁREZ 
VARGAS - Dr. GABRIEL VALBUENA 

HERNÁNDEZ

6
08001 23 31 000 2014 00815 01 

(4979–2017)
17 de junio de 2021

Dr. GABRIEL VALBUENA 
HERNÁNDEZ

Dr. WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ - 
Dr. RAFAEL FRANCISCO SUÁREZ 

VARGAS

7 08001-23-33-000-2015-00331-01 17 de junio de 2021
Dr. CÉSAR PALOMINO 

CORTÉS
Dra. SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ -  

Dr. CARMELO PERDOMO CUÉTER                   



 

 
80. En esa medida, al examinar el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, en su numeral 3° 
encontramos que la norma dispone lo siguiente: «3a. El valor liquidado por concepto de 
cesantía se consignará antes del 15 de febrero del año siguiente, en cuenta individual a 
nombre del trabajador en el fondo de cesantía que el mismo elija. El empleador que 
incumpla el plazo señalado deberá pagar un día de salario por cada retardo.»  
 
81. Como puede observase, el legislador consagró una obligación a cargo del empleador y 
la sometió al cumplimiento de un plazo que, de incumplirse, le genera una sanción 
pecuniaria a favor del empleado o trabajador. Conforme lo anterior, no se está ante una 
obligación pura y simple, sino que la propia ley ha querido que esté sometida a un plazo 
para su pago, en la medida que fijó en cada año una fecha determinada para efectuar la 
consignación, por lo cual, válidamente puede afirmarse que la obligación es 
sustancialmente una obligación de plazo.  
 
82. Ahora bien, si el empleador no procede a consignar las cesantías dentro del plazo fijado 
por el ordenamiento, a partir de ese momento incurre en mora y se hace exigible una 
sanción, que por naturaleza es prescriptible si dentro de los 3 años siguientes no se reclama.  
 
83. En tal virtud, negarse a considerar la prescripción de la sanción por mora porque no 
hubo pago efectivo de la cesantía o porque no se produjo su consignación, es desconocer 
que aquella nace a la vida jurídica ipso jure, en la manera que dispuso el legislador y que 
fue apreciada por la jurisprudencia del Consejo de Estado, siendo exigible para su 
beneficiario; lo cual, no se confunde con la extensión de la penalidad en el tiempo, que si 
está directamente asociada a que se efectúe la cancelación de la prestación social.  
 
84. El anterior razonamiento pone en la palestra dos obligaciones que pese a ser conexas, 
no son dependientes. En efecto, el pago atribuido a la cesantía constituye la solución al 
deber prestacional del empleador respecto de la solicitud efectuada por su empleado, de 
modo que al producirse hace que se extinga. Este mismo pago, ante la causación eventual 
de la moratoria, ocasiona que ésta cese, no que se extinga, como ocurre con la prescripción 
una vez transcurridos los 3 años establecidos en el artículo 151 del Código Procesal del 
Trabajo y de la Seguridad Social.  
 
85. En suma, la causación de la sanción por mora la hace exigible para su beneficiario y, 
por tanto, activa en su contra los términos de ley para que el paso del tiempo, 
hipotéticamente puedan extinguir la obligación, que se reitera es totalmente independiente 
a la prestación social, tal como hoy día es regla pacífica de la Corporación.  
 
86. No puede entenderse de otra manera, pues en voces de la jurisprudencia, el nacimiento 
de la sanción por mora no está condicionado al reconocimiento de la cesantía, 
ocurriendo de pleno derecho por el incumplimiento del pago de parte del empleador 
dentro de los términos de ley, por lo que la subsistencia de la obligación prestacional 
tampoco puede impedir la extinción por el paso del tiempo. En términos sencillos, la 
existencia formal y subsistencia de la cesantía, no determina ni la causación ni la extinción 
de la moratoria. 
 

Cuando el 29 de diciembre de 1989, se creó en el artículo 3 de la Ley 91 del mismo año el 
FOMAG, el objetivo era que las cesantías de los docentes, que fueran vinculados a partir 
del 1 de enero de 1990, fueran consignadas de manera anualizada a este fondo por parte del 
Ministerio de Educación Nacional, que para este momento era el patrono de los docentes 
de la educación pública oficial, situación que se mantuvo hasta la expedición de la ley 60 
de 1993 y la ley 1955 de 2019.  
 



 

El Fomag, estaría constituido además de los recursos provenientes de los que fueron 
establecidos en el artículo 8 de la ley 91 de 1989 (también para el pago de pensiones), del 
valor de las cesantías retroactivas que adeudaran las entidades territoriales de los docentes 
vinculados antes del 31 de diciembre de 1989 y los depósitos que debía realizar la Nación 
– MEN, el 15 de febrero de cada año, para los docentes vinculados después del 1 de enero 
de 1990, tal y como lo estableció la ley 50 de 1990. 
 
Por eso cuando se expidió la ley 50 del 28 de diciembre de 1990, con posterioridad a la 
expedición a la ley 91 del 29 de diciembre de 1989, (un año después) la finalidad fue regular 
las obligaciones de los empleadores para con los servidores públicos, INCLUIDOS LOS 
DOCENTES, como lo han determinado las Sentencias de la Honorable Corte 
Constitucional C-486 DE 2016, SU 098 DE 2018, SU 332 DE 2019,  y la SU 041 DE 2020, 
a quienes a partir del 1 de enero de 1990, les modificó el régimen de liquidación de cesantías 
de retroactiva a un régimen anualizado, PERO  también, estableció una obligación de la 
consignación de sus cesantías en un término perentorio que no podía superar 15 DE 
FEBRERO de cada anualidad. 
 
Así como un año antes de la expedición de la ley 50 de 1990, había sido modificado para 
los maestros el régimen de cesantías, pasando de un régimen retroactivo a un régimen 
anualizado antes que fuese modificado para el resto de empleados públicos del país, es claro 
que esta modificación que perjudicaba notablemente a todos los maestros vinculados con 
posterioridad al 1 enero de 1990, también trajo consigo una obligación a cargo del estado, 
de que sus cesantías fueran consignadas de manera oportuna so pena, de la cancelación de 
la sanción por mora que estamos solicitando a favor de mi representado en esta oportunidad. 
 

2. Así mismo, el Honorable CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN SEGUNDA 
SUBSECCIÓN B, CONSEJERA PONENTE: SANDRA LISSET IBARRA 
VÉLEZ, en providencia del 24 de enero de 2019, Radicado No. 76001-23-31-000-
200900867-01, No. Interno: 4854-2014, Actor: Álvaro Bonilla Guerrero, 
Demandado:  Municipio de Santiago de Cali – Secretaría de Educación Municipal. 
- Asunto: Cumplimiento de la sentencia de tutela SU098/18 del 17 de octubre de 
2018, mediante la cual ordenó proferir nuevo fallo dentro del proceso 4854-2014. 
Decisión: Revoca sentencia de primera instancia, y en su lugar, accede al 
reconocimiento de la sanción moratoria prevista en el artículo 99 de la Ley 50 
de 1990 para docentes oficiales, conceptuó: 

 
“Aplicación del principio de favorabilidad para el reconocimiento de la sanción 
moratoria prevista en el numeral 3º del artículo 99 de la Ley 50 de 1990 al personal 
docente del sector oficial afiliado al FOMAG.  
 
1. La Corte Constitucional en la Sentencia SU 098/18496, indicó que en virtud 
del principio de favorabilidad en materia laboral, es procedente aplicar lo 
dispuesto en el numeral 3º del artículo 99 de la Ley 50 de 1990 a los docentes 
oficiales, ya que la Ley 91 de 1989 no contempla de manera expresa sanción por la 
no consignación de las cesantías en el FOMAG, por las consideraciones que la Sala 
transcribirá in extenso a continuación: 

 

 
496 Expediente T-6.736.200. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.  



 

«[…] en este caso es necesario que la Corte evalúe la posible violación directa 
de la Constitución, debido a que la interpretación por la que optaron los jueces, 
implica el desconocimiento del artículo 53 de la Carta Política.   

 
Este mandato constitucional establece una serie de derechos y garantías mínimas 
fundamentales en favor de los trabajadores, que no pueden ser desconocidos. 
Entre estos, se encuentra el principio de favorabilidad en la aplicación de las 
normas jurídicas laborales o en la interpretación de éstas, lo cual supone que el 
funcionario público deberá optar por dar aplicación a la situación más favorable 
para el trabajador cuando exista un conflicto de normas jurídicas o dudas en la 
interpretación de una determinada norma jurídica497. 
 
Aunado a lo anterior, la Corte Constitucional ha reconocido que el hecho de 
que los docentes se encuentren amparados por un régimen especial, no implica 
el desconocimiento de su calidad de trabajadores del Estado, y menos aún si se 
trata de la aplicación de una norma de carácter laboral que comporta un 
beneficio, caso en el cual prevalece la interpretación que reporte el mayor 
beneficio para el empleado, pues ésta será la que se ajuste a los postulados del 
artículo 53 de la Carta Política. 
 
En el caso objeto de estudio se evidencia que existe una postura más favorable 
respecto de los derechos laborales de los docentes oficiales, esto es, aquella que 
reconoce que este grupo de trabajadores del Estado tiene derecho a la sanción 
por mora en el pago del auxilio de cesantía.  
 
A pesar de que los jueces adoptaron una postura razonable y se encuentra 
justificada desde el punto de vista legal, este entendimiento excluyó otra posible 
interpretación de la normativa general que consagra la sanción moratoria por 
la no consignación de cesantías de conformidad con lo dispuesto en el numeral 
3° del artículo 99 de la Ley 50 de 1990. 
 
Esto, por cuanto el ámbito de aplicación de la sanción moratoria de la Ley 50 
de 1990 se extiende a todos los empleados públicos. Así lo establece el Decreto 
1252 de 2000498:  
 

“Artículo 1°. Los empleados públicos, los trabajadores oficiales y los 
miembros de la fuerza pública, que se vinculen al servicio del Estado a partir 
de la vigencia del presente decreto, tendrán derecho al pago de cesantías en 
los términos establecidos en las Leyes 50 de 1990, 344 de 1996 o 432 de 
1998, según el caso. Lo dispuesto en el inciso anterior se aplicará aun en el 
evento en que en la entidad u organismo a los cuales ingrese el servidor 
público, exista un régimen especial que regule las cesantías. Parágrafo. Los 
fondos o entidades públicas, incluida la Caja Promotora de Vivienda Militar 
que administran y pagan las cesantías de los servidores a que se refiere este 
artículo, seguirán haciéndolo”. (Subraya fuera de texto) 

 
Así las cosas, aunque los jueces contencioso administrativos expusieron que la 
anterior normativa no era aplicable a los docentes del sector oficial porque se 
encuentran cobijados por un régimen especial, y que la norma remite a las Leyes 
50 de 1990, 344 de 1996 o 432 de 1998, de lo cual concluyeron que estaban 

 
497 Sentencias T-401 de 2015 y T-464 de 2016. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.  
498 “Por el cual se establecen normas sobre el régimen prestacional de los empleados públicos, los trabajadores oficiales y los miembros de la Fuerza 
Pública”. 



 

excluidos, omitieron realizar una lectura de la norma en todo su contexto y a la 
luz de la interpretación que estuviera conforme a la Constitución. 
 
De esta manera, la Sala no comparte el anterior razonamiento, puesto que 
precisamente las normas que se encuentran en la disposición, en particular, el 
artículo 13 de la Ley 344 de 1996, extendió la liquidación anual de las cesantías 
a todas las personas que se vinculen a los órganos y entidades del Estado a partir 
del 31 de diciembre de 1996. Al respecto, las autoridades judiciales interpretaron 
el aparte “sin perjuicio de (…) lo estipulado en la Ley 91 de 1989” bajo un 

entendimiento restrictivo, en el sentido de que los docentes estaban excluidos de 
este contenido de manera categórica.  
 
No obstante, como quedó visto en la parte considerativa de esta providencia, 
existe otra interpretación sobre el alcance de esta norma. Así, en varios 
pronunciamientos del Consejo de Estado sobre el reconocimiento y pago de la 
sanción moratoria en virtud de lo dispuesto en la Ley 50 de 1990 se establece que 
aunque en virtud del artículo 13 de la Ley 344 de 1996 y el Decreto 
Reglamentario 1582 de 1998 se extiende el régimen de liquidación y pago de las 
cesantías a los servidores públicos del nivel territorial, también lo es que, en 
materia prestacional los docentes que se vincularon con posterioridad al 1° de 
enero de 1990 -que sería el caso del actor, pues su vinculación se efectúo el 31 
de marzo de 2003- se encuentran sometidos a las normas de los empleados 
públicos del orden nacional, según lo dispuesto en el numeral 3° del artículo 15 
de la Ley 91 de 1989.  
 
Bajo esta perspectiva, dichos fallos del Consejo de Estado concluyen que no es 
que los docentes estén excluidos de lo dispuesto en la norma, sino que no son 
destinatarios de la sanción moratoria que se extendió a los servidores públicos 
del orden territorial porque no cumplen los requisitos de: (i) reunir la condición 
territorial ni (ii) estar afiliados a un fondo privado administrador de cesantías de 
aquéllos creados por la Ley 50 de 1990, pues para eso se creó el FOMAG. 
 
Una vez realizada la anterior aclaración, encuentra la Corte que existe una 
interpretación favorable al actor que no se tuvo en cuenta por el despacho ni la 
Corporación Judicial, y que se encuentra en el mismo contenido de la disposición 
en comento, pues allí se establece, en lo pertinente, que los empleados públicos 
que se vinculen al servicio del Estado a partir de la vigencia del Decreto 1252 de 
2000 –el actor se vinculó el 31 de marzo de 2003- tienen derecho al pago de las 
cesantías en los términos establecidos en la Ley 50 de 1990 y que lo allí dispuesto 
se aplica aún en el evento en que el servidor público se rija por un régimen 
especial que regule las cesantías. 
 
Además, el parágrafo del artículo 1° del Decreto 1252 de 2000 consagra que los 
fondos que administran y pagan las cesantías a los servidores referidos seguirán 
haciéndolo, dentro de los cuales está incluido el fondo del FOMAG. Por tanto, la 
interpretación que permita concluir que dicha sanción moratoria no es aplicable 
al actor bajo el argumento de que no cumple la condición de pertenecer a la 
categoría de servidor público territorial ni la de encontrarse afiliado a un fondo 
privado, también puede entenderse de manera distinta a la luz de lo dispuesto en 
el parágrafo precitado.  
 
Agregado a lo anterior, como ya se mencionó, el régimen anualizado que 
establece la Ley 50 de 1990 se extendió al sector público. Específicamente, el 
artículo 13 de la Ley 344 de 1996 estableció un nuevo régimen de cesantías 



 

anualizado y sistema aplicable a las personas que se vincularan con el Estado con 
posterioridad a su entrada en vigencia. Por otra parte, el artículo 1º del Decreto 
1582 de 1998 acogió la sanción moratoria prevista en el artículo 99 de la Ley 50 
de 1990.  
 
Realizada la anterior aclaración, esta Corporación considera que, en el régimen 
anualizado, aplicable al caso de los docentes vinculados después de 1990 y 1996, 
es lógico que se exija la afiliación y el pago oportuno del auxilio de cesantías, ya 
que la consignación es la manera de garantizar el acceso a la prestación. Sin 
duda, este sistema solo puede ser equitativo si las personas pueden contar 
con su pago de forma oportuna para poder disponer de la prestación en 
cualquiera de los eventos en que se permite, esto es, ante el desempleo, para 
financiar la educación propia, de compañeros permanentes, de los hijos o 
dependientes499 y para la adquisición, construcción, mejora o liberación de 
bienes raíces destinados a su vivienda500.  
 
Adicionalmente, cabe anotar que, como quedó visto, una interpretación 
restrictiva de la aplicación de la sanción moratoria incurriría en un trato 
desigual de los docentes frente a otros trabajadores del Estado que gozan de 
la sanción como garantía de la prestación. Esta distinción viola el derecho a 
la igualdad toda vez que los docentes tendrían un derecho limitado por tener 
una categoría específica dentro de los trabajadores estatales, lo cual no 
constituye un motivo valido en sí mismo para negar su acceso.  
 
Si bien se ajusta a la Constitución la creación de regímenes especiales, inclusive 
dentro de los trabajadores del Estado, en este caso se trata de una prestación 
exigible para todos los trabajadores, por lo cual la discusión está en su forma de 
garantía. El derecho a la igualdad exige que no se hagan distinciones 
injustificables entre sujetos asimilables. Los docentes hacen parte de los 
empleados públicos, a quienes, en general, les aplica la sanción moratoria. En tal 
medida, se trata de un escenario en el cual todos gozan de una prestación, el 
auxilio de cesantías, que garantiza la subsistencia ante el desempleo y el acceso 
a la educación y vivienda. Por ello, un acercamiento que disminuye la protección 
de la garantía a unos en perjuicio de los otros viola el derecho a la igualdad.  
 
Como se advirtió, los docentes se encuentran en la categoría de los empleados 
públicos y no existe razón que justifique que en su calidad de trabajadores no 
tengan derecho, de la misma forma que los demás servidores públicos, a que sus 
prestaciones sociales sean canceladas en tiempo. Una interpretación contraria no 
protegería a estas personas en la misma forma que a otros servidores públicos, lo 
cual tendría como consecuencia la restricción de su posibilidad de gozar de la 
garantía del pago oportuno del auxilio de cesantías y, a su vez, de las protecciones 
ya mencionadas que se derivan de esa prestación. 

 
499 Ley 50 de 1990. “Artículo 102º.- El trabajador afiliado a un Fondo de Cesantía sólo podrá retirar las sumas abonadas en su cuenta en los 
siguientes casos: 
1. Cuando termine el contrato de trabajo. En este evento la Sociedad Administradora entregará al trabajador las sumas a su favor dentro 
de los cinco (5) días siguientes a la presentación de la solicitud. 
2. En los eventos en que la legislación vigente autoriza la liquidación y pago de cesantía durante la vigencia del contrato de trabajo. El 
valor de la liquidación respectiva se descontará del saldo del trabajador desde la fecha de la entrega efectiva. 
3. Para financiar los pagos por concepto de matrículas del trabajador, su cónyuge, compañera o compañero permanente y sus hijos, en 
entidades de educación superior reconocidas por el Estado. En tal caso el Fondo girará directamente a la entidad educativa y descontará el anticipo 
del saldo del trabajador, desde la fecha de la entrega efectiva. 
Parágrafo. El trabajador afiliado a un fondo de cesantías también podrá retirar las sumas abonadas por concepto de cesantías para destinarlas al 
pago de educación superior de sus hijos o dependientes, a través de las figuras de ahorro programado o seguro educativo, según su preferencia y 
capacidad”. 
500 Código Sustantivo del Trabajo. “Artículo 256. Financiación de viviendas. <Artículo modificado por el artículo 18 del Decreto 2351 de 1965. El 
nuevo texto es el siguiente:> 
1. Los trabajadores individualmente, podrán exigir el pago parcial de su auxilio de cesantía para la adquisición, construcción, mejora o liberación 
de bienes raíces destinados a su vivienda, siempre que dicho pago se efectúe por un valor no mayor del requerido para tales efectos. 
2. Los {empleadores} pueden hacer préstamos a sus trabajadores sobre el auxilio de cesantía para los mismos fines. (…)”. 



 

 
Para la Sala, la anterior interpretación no resulta incompatible con el régimen 
especial que regula la figura del auxilio de cesantías de los docentes porque no 
afecta los requisitos, términos y competencia para su reconocimiento ni afecta el 
derecho de los docentes a esta prestación como tampoco genera exclusiones entre 
los docentes del magisterio, lo cual, al parecer, si se derivaría de la interpretación 
según la cual solo los docentes del sector territorial tendrían derecho a esta 
consecuencia legal por el incumplimiento de la consignación de la prestación 
social del auxilio de cesantías.  
 
Sumado a lo anterior, el régimen especial al que está sometido el actor no 
contempla la sanción que solicita, situación distinta sería que su régimen lo 
contemplara o que, en su lugar, se estableciera otro tipo de beneficios o 
sanciones, lo cual, en este caso no se evidencia. Al respecto, la jurisprudencia 
constitucional ha sostenido que hipótesis como las que ahora se encuentran 
bajo estudio pueden desconocer el derecho a la igualdad. 
 
Acerca del criterio hermenéutico de especialidad, la jurisprudencia constitucional 
ha sostenido que este “permite reconocer la vigencia de una norma sobre la base 
de que regula de manera particular y específica una situación, supuesto o 
materia, excluyendo la aplicación de las disposiciones generales”501 y también 
que, a través de este principio, en caso de incompatibilidad entre una norma 
general y una especial, prevalece esta última502 “sobre la base de que la norma 
especial sustrae o excluye una parte de la materia gobernada por la ley de mayor 
amplitud regulatoria, para someterla a una regulación diferente y específica, sea 
esta contraria o contradictoria, que prevalece sobre la otra”503.  
 
En este marco, la Sala advierte que en este caso no se presenta antinomias 
legales que puedan y deban resolverse a través del principio de especialidad, 
ya que no se trata de elegir la aplicación de una u otra normativa, pues lo 
que sucede es que la norma especial carece de regulación respecto a una 
figura jurídica que sí está presente en la norma general, por tanto, lo que se 
evidencia es un vacío. Es decir, la normativa que regula el régimen especial 
de docentes no reguló la materia de la sanción moratoria ni sustrajo o 
excluyó está figura jurídica que sí está regulada en la norma general, en 
consecuencia, no se trata de normas excluyentes que exigen aplicar una u 
otra sino de disposiciones que se complementan.   
 
Bajo esta línea argumentativa es importante enfatizar que en este caso no se 
vulnera el principio de inescindibilidad o conglobamento, según el cual “El texto 
legal así escogido debe (…) aplicarse de manera íntegra en su relación con la 
totalidad del cuerpo normativo al que pertenece, sin que sea admisible escisiones 
o fragmentaciones tomando lo más favorable de las disposiciones en conflicto, o 
utilizando disposiciones jurídicas contenidas en un régimen normativo distinto 
al elegido”504, en razón a que, al elegirse la norma más favorable al 
trabajador, es aplicable en su totalidad el contenido referente a la sanción 
moratoria por la no consignación del auxilio de cesantías en los términos 
previstos en la Ley 50 de 1990.  
 
Esto es, no se elige parte de su contenido, pues no se aplican de manera 
fragmentada los contenidos normativos que más favorecen al trabajador con 

 
501 Sentencia C-451 de 2015. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 
502 Sentencia C-439 de 2016. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 
503 Ibídem 
504 Sentencia T-832A de 2013, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 



 

fundamento en distintas fuentes normativas, sino que como quedó expuesto, en 
el régimen especial hay una ausencia de regulación de la figura de la sanción 
moratoria por la no consignación de cesantías (vacío normativo), mientras 
que el régimen general si la contempla. Así las cosas, se aplica de manera 
completa la norma especial, excepto en caso de vacío, en donde se aplica el 
régimen general.   
 
Por otro lado, no debe interpretarse el régimen especial como un aislamiento de 
las garantías de igualdad y favorabilidad, las cuales no se les deja de aplicar a los 
docentes. A la luz de lo dispuesto en la Constitución no sólo debe reconocerse 
que los trabajadores gozan de iguales derechos, sino que en la aplicación de las 
fuentes deben recibir un mismo tratamiento y ante la duda debe optarse por la 
interpretación que resulte más favorable en virtud del principio de igualdad de 
trato y de favorabilidad505, lo cual, además, encuentra sustento en el artículo 4° 
de la Constitución Política. 
 
[…] 
 
De conformidad con todo lo expuesto, en consonancia con el principio de 
favorabilidad procede aplicar lo dispuesto en el numeral 3° del artículo 99 
de la Ley 50 de 1990 ya que la Ley 91 de 1989 no contempla de manera 
expresa sanción por la no consignación de las cesantías en el FOMAG.  
 
Cabe anotar que la figura jurídica de la sanción moratoria, que se encuentra en 
dos fuentes normativas distintas (Ley 50 de 1990 y Ley 244 de 1995 modificada 
por la Ley 1071 de 2006), se origina en causas disímiles. Por ejemplo, una de 
ellas es que la sanción que contempla la Ley 50 de 1990 se origina ante la no 
consignación del empleador en los términos previstos por el Legislador, mientras 
que la sanción prevista en la Ley 244 de 1995 se da en razón a la solicitud del 
interesado y la consignación tardía luego de que se emite el respectivo acto 
administrativo que reconoce la liquidación del auxilio de cesantías, de forma 
parcial o total, a favor del trabajador. Además, la sanción moratoria prevista en 
el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, está sujeta al fenómeno de la prescripción506. 
 
Retomando, la no consignación de las cesantías y el pago tardío de las mismas 
tienen causa generadora y un componente temporal diferente y en el caso de los 
servidores públicos conviven sin restricción. Es importante recordar que ya existe 
un pronunciamiento de esta Corporación que establece que los docentes como 
empleados públicos tienen derecho a la sanción moratoria por el pago tardío de 
cesantías en aplicación del principio constitucional de favorabilidad, pues no 
existe justificación constitucional para que a los docentes no le cancelen la 
prestación social de las cesantías en tiempo. Por tanto, inobservar esta regla sería 
desconocer la calidad de empleados públicos que la jurisprudencia constitucional 
le otorgó a los docentes del sector oficial y lo dispuesto en el artículo 53 Superior 
acerca del principio de favorabilidad. Así, aunque en este pronunciamiento se 
resolvió una hipótesis distinta, en la medida en que la sanción que allí se reconoce 

 
505 Sentencia SU-1185 de 2001, M.P. Rodrigo Escobar Gil. 
506 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, sentencia de 12 de octubre de 2016, Radicación número: 08001-23-31-000-2012-00091-
01(1899-14). Consejero Ponente, Sandra Lisset Ibarra Vélez: “La prescripción fue objeto de estudio por la Sección Segunda para señalar que en 
los asuntos relativos a sanción moratoria, se debe aplicar el artículo 151 del Código de Procedimiento Laboral, que prevé que el término de 
prescripción es de tres (3) años, y se debe contar a partir de la fecha en que la obligación se hace exigible y su interrupción pero solo por un lapso 
igual, el cual tiene lugar con el simple reclamo escrito del interesado y para el caso de los empleados públicos deberá presentarse ante la autoridad 
pública competente”.  
Sobre este mismo aspecto pueden revisarse los siguientes fallos, entre ellos, una sentencia de unificación. Consejo de Estado, Sección Segunda, 
Subsección B, sentencia de 30 de marzo de 2017 Radicación número: 08001-23-33-000-2014-00332-01(3815-15) Consejero ponente: Sandra Lisset 
Ibarra Vélez. Consejo de Estado, Sección Segunda. Sentencia de unificación de 25 de agosto de 2016. Rad. 08001 23 31 000 2011 00628-01 (0528-
14). Consejero Ponente: Luis Rafael Vergara Quintero.   



 

a los docentes tiene una fuente normativa diferente, la razón de la decisión de la 
misma es vinculante y no se puede desconocer.  
 
Específicamente, la Sentencia SU 336 de 2017507 expuso como uno de los 
aspectos relevantes aplicable al presente caso que “(…) El propósito del 
Legislador al implementar el auxilio de cesantía así como la sanción por la mora 
en el pago de la misma, fue garantizar los derechos a la seguridad social y al 
pago oportuno de las prestaciones sociales de los trabajadores, tanto del sector 
público como del privado, a través de la implementación de un mecanismo ágil 
para la cancelación de un sustento que se torna básico para aquellos y sus 
familias” (Subraya fuera de texto) 
 
Cabe anotar que en este pronunciamiento se aplicó el régimen general de las 
cesantías de los servidores públicos, en lo que concierne a la sanción moratoria 
por pago tardío que contempla la Ley 244 de 1995508 modificada por la Ley 1071 
de 2006509 a los docentes y, en este caso, como quedó visto, se trata de aplicar el 
régimen general de la sanción moratoria por la no consignación del auxilio de 
cesantías que consagra la Ley 50 de 1990, el cual en virtud del artículo 13 de la 
Ley 344 de 1996 y los Decretos 1582 de 1998 y 1252 de 2000 se extendió a los 
servidores públicos, categoría dentro de la cual caben, como ya se expuso, los 
docentes como empleados públicos.  
 
Por lo tanto, la razón de la decisión de dicha sentencia de unificación es aplicable 
a este caso pues, excluirlo, implica apartarse de la racionalidad del mismo y 
desconocer la interpretación que más se ajusta a los postulados constitucionales 
a la luz del principio de favorabilidad y la cláusula de Estado Social de Derecho. 
  
En este orden de ideas, el despacho y la Corporación Judicial, al negar el 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria, aplicaron la interpretación más 
restrictiva para los derechos del docente. En efecto, los despachos judiciales 
accionados desconocieron que aunque la norma que establece la sanción 
moratoria por la no consignación de las cesantías en los términos que 
contempla el numeral 3° del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, el artículo 13 de 
la Ley 344 de 1996 y su Decreto Reglamentario 1582 de 1998, y el Decreto 1252 
de 2000, no esté expresamente consagrada a favor de los miembros del 
Magisterio, en virtud del principio de interpretación conforme a la 
Constitución y favorabilidad en materia laboral, les correspondía aplicar la 
interpretación más beneficiosa para el trabajador, esto es, que los docentes sí 
son destinatarios de la norma que consagra la referida sanción, pues esta es la 
interpretación que más se ajusta a la Constitución. 
  
En consecuencia, la Sala Plena concluye que los despachos judiciales 
accionados incurrieron en violación directa de la Constitución, pues 
desconocieron el principio de interpretación conforme a la Constitución y de 

 
507 M.P. Iván Humberto Escrucería Mayolo 
508 “por medio de la cual se fijan términos para el pago oportuno de cesantías para los servidores públicos, se establecen sanciones y se dictan 
otras disposiciones´ (…) Artículo 1º.- Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud de la liquidación de las 
Cesantías Definitivas, por parte de los servidores públicos de todos los órdenes, la entidad patronal deberá expedir la Resolución correspondiente, 
si reúne todos los requisitos determinados en la Ley”. 
509 “´por medio de la cual se adiciona y modifica la Ley 244 de 1995, se regula el pago de las cesantías definitivas o parciales a los servidores 
públicos, se establecen sanciones y se fijan términos para su cancelación´ 
(…) 
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto reglamentar el reconocimiento de cesantías definitivas o parciales a los trabajadores y 
servidores del Estado, así como su oportuna cancelación. 
Artículo 2°. Ámbito de aplicación. Son destinatarios de la presente ley los miembros de las Corporaciones Públicas, empleados y trabajadores del 
Estado y de sus entidades descentralizadas territorialmente y por servicios. Para los mismos efectos se aplicará a los miembros de la fuerza pública, 
los particulares que ejerzan funciones públicas en forma permanente o transitoria, los funcionarios y trabajadores del Banco de la República y 
trabajadores particulares afiliados al Fondo Nacional de Ahorro”. 
 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=315#0


 

favorabilidad en materia laboral consagrado en el artículo 53 Superior, al negar 
el reconocimiento de la sanción moratoria por  retardo en el pago de las cesantías, 
pues ante interpretaciones razonables sobre la norma que consagra esta 
prestación, eligieron la menos favorable para el docente.» 

 
2. Así, la Corte Constitucional concluyó «[…] en este caso no se presenta 

antinomias legales que puedan y deban resolverse a través del principio de 
especialidad, ya que no se trata de elegir la aplicación de una u otra normativa, pues 
lo que sucede es que la norma especial carece de regulación respecto a una figura 
jurídica que sí está presente en la norma general, por tanto, lo que se evidencia 
es un vacío», de ahí que les sea aplicable «en su totalidad el contenido referente a 
la sanción moratoria por la no consignación del auxilio de cesantías en los 
términos previstos en la Ley 50 de 1990.» (Se resalta).  
 
3.  Sobre el particular, es preciso que la Sala de decisión deje sentada su posición, 
para señalar que el principio de favorabilidad contemplado en el artículo 53 de la 
Constitución Política, ha sido definido por la doctrina como la «facultad que tiene el 
juez de trabajo para resolver los casos de conflicto entre dos o más disposiciones 
legales o contractuales, mediante la aplicación de aquella que más favorezca y proteja 
el interés del trabajador, independientemente de su origen, naturaleza o rango 
jerárquico»510. Al respecto, esta Corporación511, ha señalado que la potestad del juez 
para optar por la regla más favorable para resolver un caso, implica necesariamente 
la concurrencia de dos elementos: «(i) la duda seria y objetiva ante la necesidad de 
elegir entre dos o más interpretaciones, ello, en función de la razonabilidad 
argumentativa y solidez jurídica que una u otra interpretación tengan; y (ii) la noción 
de interpretaciones concurrentes, pues además de generar duda, deben ser aplicables 
a los supuestos de hecho de las disposiciones normativas en juego y a las situaciones 
fácticas concretas.» 
 
4. Tal como se expuso en la sentencia revisada por la Corte Constitucional y que 
fuere dejada sin efectos, en el caso del demandante no se configuraba la conflictividad 
de disposiciones aplicables o una dualidad de interpretaciones de una misma 
disposición normativa, entre las cuales, el juez debía determinar el precepto que 
conllevara mayor favorabilidad al empleado.  

 
Lo anterior, por cuanto la finalidad del legislador y de manera conjunta con el 
Gobierno Nacional512 al crear el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, era precisamente unificar el sistema prestacional de los maestros del 
sector público, que con ocasión de la diversidad de regímenes que obedecían a las 
vinculaciones con las diferentes entidades territoriales, generó un grave desorden y 
desigualdad que pretendió eliminarse con la expedición de la Ley 91 de 1989.” 

 
3. Un docente vinculado después de 1990, tiene las cesantías anualizadas y son 

liquidadas de esta manera, pues al estar vinculado después de 1 de enero de 1990, su 
régimen legal lo determinan la ley 91 de 1989 y la ley 50 de 1990, circunstancia que 
no está en controversia, al igual que al resto de servidores públicos. Reiterada 
posición del Honorable Consejo de Estado, como ejemplo de ellos traemos en esta 
ocasión un fallo de la Sección Segunda – Subsección B, Consejera Ponente: Sandra 
Lisset Ibarra Vélez, de fecha 21 de febrero de 2019, en el expediente con Radicación 
54001-23-33-000-2016-00236-01, se extrae: 

 
510 LÓPEZ FAJARDO, Alberto. «Elementos de Derecho del Trabajo – Partes Individual y Colectiva». Tercera Edición. Ed. Librería Ediciones del 
Profesional Ltda. Bogotá. 2006.  
511 Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto No. 2249 de 30 abril de 2015. Consejo de Estado – Sección Segunda – Subsección 
B. Sentencia de 25 de enero de 2016. Rad. No. 66001233300020120006001. C.P.: Sandra Lisset Ibarra Vélez.  
512 Representado por los Ministros de Hacienda y Crédito Público, y de Educación Nacional.  



 

 
“ …. 31. De las normas señaladas en precedencia, se establece que de conformidad con 
el artículo 15 de la Ley 91 de 1989513, los docentes que se vinculen a partir del 1 de enero 
de 1990, para efectos de las prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas 
vigentes aplicables a los empleados públicos del orden nacional que establece un 
sistema anualizado, sin retroactividad y pago de intereses a sus beneficiarios. 
 
32. Por lo anterior, los docentes que ingresaron con posterioridad a la fecha señalada (1 
de enero de 1990), por el solo hecho de ser designados por el alcalde o gobernador, no 
adquieren el carácter de territorial regidos por normas prestacionales aplicables a los 
servidores públicos que ostentan dicha calidad, puesto que por disposición de la Ley 91 
de 1989, artículo 15, numeral 3º, literal b), los maestros «[…] que se vinculen a partir 

del 1o. de enero de 1990, para efecto de las prestaciones económicas y sociales se regirán 
por las normas vigentes aplicables a los empleados públicos del orden nacional, Decretos 
3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 1978, o que se expidan en el futuro.», como lo 
es la Ley 344 de 1996514 que sin perjuicio de lo previsto en la Ley 91 de 1989, consagró 

un sistema de liquidación anualizado de cesantías para las «[…] personas que se 
vinculen a los Órganos y Entidades del Estado.».  

 
33. Ahora bien, considera la Sala pertinente señalar que el Consejo de Estado al 
pronunciarse respecto de sí los docentes oficiales son destinatarios de la prima de 
servicios contemplada en el Decreto 1042 de 1978 en la Sentencia de Unificación CE-
SUJ2 del 14 de abril del 2016515, sostuvo que la voluntad del legislador al expedir la 

Ley 91 de 1989, fue unificar el sistema laboral - prestacional de los docentes oficiales 
nacionales y nacionalizados a partir de 1 de enero de 1990, sin desconocer los derechos 
adquiridos de aquellos maestros, que por disposición de las entidades territoriales a las 
que se encontraban adscritos, les habían sido reconocidas algunas prestaciones 
adicionales a las mínimas legales. En esta oportunidad, el máximo órgano de cierre de 
la jurisdicción contenciosa administrativa, precisó lo siguiente: 
 
«[…] con la intención de “definir de una vez por todas las responsabilidades en materia 

salarial y prestacional” entre la Nación y las entidades territoriales, nuevamente por 
iniciativa del Gobierno Nacional, se tramita la Ley 91 de 1989, por medio de la cual se 
crea el FOMAG, el cual es pensado como un “mecanismo ágil y eficaz” para “poner fin 

a las fallas administrativas que constantemente obstaculizan el pago oportuno de las 
prestaciones sociales y los servicios médico asistenciales del personal docente.” 
 
La ponencia para primer debate deja claro además, que el propósito de esta ley no es 
sólo la creación de un fondo que dote de agilidad y eficiencia el pago de salarios y 
prestaciones a los docentes oficiales, sino que, en aras de “resolver el problema de la 

diversidad de regímenes laborales aplicables al Magisterio (…) y de la ausencia de un 

instrumento que unifique el sistema normativo”, la intención también era la “definición 

de un régimen laboral único a partir del 1 de enero de 1990”, pero respetando “las normas 

vigentes en las entidades territoriales para los maestros vinculados hasta el 31 de 
diciembre de 1989, y para quienes ingresen con posterioridad a esa fecha, adoptar las 
disposiciones que rigen para los empleados públicos del  orden nacional.” 
 
Tal y como se lee en la exposición de motivos de la ley bajo estudio y en las ponencias 
para primer y segundo debate, la meta principal del legislador de 1989 fue la de unificar 
el régimen salarial y prestacional de los docentes oficiales nacionales y nacionalizados 
a partir de 1990, […]» 
 

 
513 Por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
514 «Por la cual se dictan normas tendientes a la racionalización del gasto público, se conceden unas facultades extraordinarias y se expiden otras 
disposiciones.» 
515 Consejo de Estado – Sección Segunda – Subsección B. Sentencia del 14 de abril de 2016. Rad. 2013-00134-01. C.P. Sandra Lisset Ibarra Vélez.  



 

34. Por todo lo anterior, los docentes que ingresaron con posterioridad al 1 de enero de 
1990, por el solo hecho de ser designados por el alcalde o gobernador y tener la calidad 
de cofinanciados, no adquieren el carácter de territorial regidos por normas 
prestacionales aplicables a los servidores públicos que ostentan dicha calidad, puesto 
que por disposición de la Ley 91 de 1989, artículo 15, numeral 3º, literal b), los maestros 
«[…] que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, para efecto de las prestaciones 

económicas y sociales se regirán por las normas vigentes aplicables a los empleados 
públicos del orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 1978, o 
que se expidan en el futuro.», como lo es la Ley 344 de 1996516 que sin perjuicio de lo 

previsto en la Ley 91 de 1989, consagró un sistema de liquidación anualizado de 
cesantías para las «[…] personas que se vinculen a los órganos y entidades del Estado.».  

 
Al tratarse unas cesantías anualizadas deben liquidarse al 30 de diciembre las cesantías, 
pagarle los intereses antes del 30 de enero y ser consignadas en el Fomag, (Fondo de 
Prestaciones Sociales del Magisterio) antes del 15 de febrero de cada año, al igual que el 
resto de servidores públicos. Debe aclararse que, por orden legal, TODOS los docentes de 
la educación pública deben ser afiliados al prenombrado fondo, sin que haya lugar a que el 
docente pues elegir otra entidad que maneje los recursos de su pensión, cesantías y aportes 
de salud. 

 
4. El honorable CONSEJO DE ESTADO, SECCIÓN SEGUNDA, SUBSECCIÓN 

B, CONSEJERA PONENTE: SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ, en 
providencia del 10 de julio de 2020, en el expediente Radicado No. 08001-23-33-
000-2014-00208-01, No. Interno: 0324-2016, Actor: Nevys del Socorro Ariza 
Arévalo, Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Municipio de Sabanalarga y 
Departamento del Atlántico, determinó:  

 
“VI. CONCEPTO DE MINISTERIO PÚBLICO 

 
 26. La Procuradora Segunda Delegada ante el Consejo de Estado517, consideró que se debe 
confirmar la sentencia apelada, por cuanto si bien los educadores se encuentran sujetos a un 
régimen especial, también lo es, que el legislador al establecer la sanción moratoria, utiliza el 
término genérico de servidores públicos, lo que incluye a quienes prestan sus servicios como 
docentes en el sector oficial. 
 
27. Adicional a ello, adujo que el hecho de presentarse una falta de previsión por parte del 
legislador, y de no contemplarse en la norma especial la aludida penalidad, no es óbice para 
que al sector docente se le otorgue un trato desigual en comparación con el resto de empleados 
cobijados por la Ley 50 de 1990518, por lo que en virtud del derecho a la igualdad, el principio 
de favorabilidad y en atención al artículo 8 de la Ley 153 de 1887519 resulta procedente por 
analogía, aplicar el conjunto normativo de las disposiciones que establecen la penalidad por 
retardo en la consignación de las cesantías.” 

 
El fallo continuó expresando en su parte resolutiva que: 

 
“39. De los elementos de prueba aportados al expediente, la Sala encuentra acreditado que el 

municipio de Sabanalarga no ha consignado las cesantías correspondientes a las anualidades 
de 2001 y 2002, por consiguiente, omitió el plazo previsto por el legislador para tal efecto, es 

 
516 «Por la cual se dictan normas tendientes a la racionalización del gasto público, se conceden unas facultades extraordinarias y se expiden otras 
disposiciones.» 
517 F.F. 382 a 388. 
518 «Por la cual se introducen reformas al Código Sustantivo del Trabajo y se dictan otras disposiciones.» 
519 «Por la cual se adiciona y reforma los códigos nacionales, la ley 61 de 1886 y la 57 de 1887 
[…] 
ARTICULO 8o.  Cuando no hay ley exactamente aplicable al caso controvertido, se aplicarán las leyes que regulen casos ó materias semejantes, y 
en su defecto, la doctrina constitucional y las reglas generales de derecho.» 

https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/ley_0057_1887.htm#1


 

decir, con anterioridad al 15 de febrero de cada anualidad, por lo que, se causa la sanción 
moratoria de la Ley 50 de 1990. 
 
42. En ese orden de ideas, debido a que no se logró acreditar que en efecto, la administración 
consignó oportunamente el auxilio de cesantías de la accionante por las anualidades de 2001 
a 2003, a partir del 15 de febrero de 2002 se causó el derecho al pago de la sanción moratoria 
a su favor. En otros términos, la entidad empleadora incurrió en incumplimiento de la 
obligación prevista en el numeral 3º del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, desde el 15 de febrero 
de 2002 y se siguió causando por las anualidades sucesivas.  
 
49. Al respecto, cabe precisar que la sentencia CE-SUJ004 del 25 de agosto de 2016, dejó 
establecido que con antelación a ella, existían diversas posturas acerca de la aplicación de la 
prescripción en materia de sanción moratoria, entre las cuales, una de las tesis precisamente 
que se prohijaba consistía en que «la reclamación de la sanción moratoria surge desde el 
momento en que la obligación se hace exigible, entendiéndose como obligación la que el 
legislador impone al empleador de pagar la sanción cuando omite el deber de consignar las 
cesantías anualizadas en una fecha determinada, siendo así, la reclamación válidamente se 
puede realizar desde el momento mismo en que empieza a correr la mora», de manera que, la 
postura definida en la aludida sentencia unificadora devenía de tiempo atrás y en esa medida, 
se erigía como un criterio plausible y aplicable para el caso bajo estudio. 
 
50. En ese orden, se establece que la declaración de la prescripción del derecho pretendido 
en el sub júdice en ningún momento desconoce el derecho de igualdad, acceso a la 
administración de justicia y a la seguridad jurídica de la parte accionante, si se tiene en cuenta 
que la sanción moratoria por su naturaleza penalizadora, necesariamente debe encontrarse 
sujeta al término prescriptivo, pues ninguna penalidad puede existir indefinidamente en el 
tiempo, posición que debe aplicarse de manera uniforme a todas las personas que en virtud de 
su inactividad injustificada en el tiempo para reclamar dicho apremio, deban asumir las 
consecuencias de la extinción del mismo.” Subrayas y negrita fuera de texto. 
 

5. El Honorable Consejo de Estado, en sentencia del 12 de noviembre del año 2020, 
Radicación: 08001-23-33-000-2014-00132-01 (1689-2018), Demandante: 
MARGARITA ROSA REYES CABALLERO, Demandado: NACIÓN-
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, MUNICIPIO DE 
SABANALARGA Y DEPARTAMENTO DEL ATLÁNTICO, determinó: 

 
“ De conformidad con los planteamientos derivados de la sentencia de primera 
instancia y del recurso de alzada, los problemas jurídicos a resolver en esta instancia 
se resumen en las siguientes preguntas: 
 

1. ¿Les asiste derecho a los docentes oficiales a reclamar el pago de la sanción moratoria 
prevista en las Leyes 50 de 1990, 344 de 1996 y el Decreto 1582 de 1998, por la 
consignación tardía de las cesantías anualizadas? 
 
El régimen normativo que regula el pago de las cesantías anualizadas y la 
sanción por la mora en su consignación, para los servidores públicos 
 
Ahora, pese a que la norma transcrita se encontraba destinada específicamente a los 
trabajadores cobijados por las disposiciones del Código Sustantivo del Trabajo, la 
expedición de la Ley 344 de 1996 hizo extensivas a los servidores públicos las 
disposiciones concernientes a las cesantías. En efecto, la Ley 344 de 1996 definió el 
régimen anualizado de liquidación de cesantías para los servidores públicos que se 
vincularan a partir de su vigencia, y puntualmente en su artículo 13 previó lo 
siguiente: 
 



 

“ ….. Del marco jurídico aplicable a los docentes oficiales en materia de cesantías 
 
En lo que respecta al personal docente, se debe indicar que el artículo 3 de la Ley 91 
de 1989 creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio como «una 
cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, 
sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad fiduciaria 
estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital» que 
estaría a cargo del pago de las prestaciones sociales520 que se causaran a favor del 
personal docente nacional y nacionalizado, a partir de la promulgación de esa ley.  
 
La aludida norma, en su artículo 1, numeral 3, precisó que los docentes territoriales 
son aquellos «vinculados por nombramiento de entidad territorial, a partir del 1 de 
enero de 1976, sin el cumplimiento del requisito establecido en el artículo 10 de la 
Ley 43 de 1975» y en el artículo 2 ibidem reguló lo relativo al reconocimiento de sus 
prestaciones, en los siguientes términos:  
  

(….) 
 
En armonía con el marco reseñado en precedencia, la Subsección había 
sostenido la tesis de que los docentes oficiales, si bien servidores públicos en 
toda regla, no están amparados por las disposiciones de liquidación anual de 
las cesantías consagradas en la Ley 50 de 1990, comoquiera que la aplicación 
de tales previsiones con destino a los empleados territoriales surgió de la Ley 
344 de 1996, en cuyo artículo 13 les hizo extensivas las normas vigentes en 
materia de cesantías, pero hizo la salvedad de que ello era «sin perjuicio de 
lo estipulado en la Ley 91 de 1989», lo que se traduce en que lo allí dispuesto 
no cobijó al personal docente.  
 
Esa postura también había sido desarrollada por la Corte Constitucional, al 
estudiar el ajuste del artículo 15 de la Ley 91 de 1989 a los postulados de la 
Carta, pues en sentencia C-928 de 2006521 señaló que la forma de realizar el 
cálculo y pago de las cesantías a favor de los docentes afiliados al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio no era igual al establecido 
en la Ley 50 de 1990. En aquella ocasión, puntualizó además que ello no 
redundaba en una violación del derecho a la igualdad porque «simplemente 
la manera como se liquidan y pagan aquellos522 es distinta a la regulada en la 
Ley 50 de 1990, sin que por ello se configure discriminación alguna». 

 
Sin embargo, por vía de acción de tutela, tanto la Corte Constitucional como el 
Consejo de Estado523 han considerado que en virtud del principio de favorabilidad, es 
viable aplicar a los docentes las disposiciones que contiene la Ley 50 de 1990, en 
materia de sanción moratoria por la consignación extemporánea de las cesantías 
anuales, de manera que para estos, el valor reconocido con corte a 31 de diciembre 
de cada año por concepto de la aludida prestación, también les debe ser consignado 
en el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, a más tardar el 14 de 
febrero del año siguiente a su causación, so pena de que se incurra en mora 
equivalente a un día de salario por cada día de retraso.   
 
En efecto, sobre ese particular, la Corte Constitucional en sentencia SU-098/18524 
sostuvo que el «hecho de que los docentes se encuentren amparados por un régimen 
especial, no implica el desconocimiento de su calidad de trabajadores del Estado, y 

 
520 De acuerdo con el artículo 5, numeral 1, de la Ley 91 de 1989.  
521 Corte Constitucional, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto.  
522 Refiriéndose a diferentes prestaciones, entre ellas las cesantías.  
523 Ver, entre otras, sentencias del Consejo de Estado, del 17 de junio de 2019, A.C. 11001-03-15-000-2018-04617-01, Sección Tercera, M.P. y del 
28 de junio de 2019, A.C. 11001-03-15-000-2018-04679-01, Sección Primera, M.P. Roberto Augusto Serrato Valdés.  
524 M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado. 



 

menos aún si se trata de la aplicación de una norma de carácter laboral que comporta 
un beneficio, caso en el cual prevalece la interpretación que reporte el mayor 
beneficio para el empleado, pues ésta será la que se ajuste a los postulados del 
artículo 53 de la Carta Política». 
 
De igual manera, en la sentencia en cita, la Corte señaló que aunque los jueces han 
adoptado una postura jurídicamente razonable y justificada al negar el derecho a la 
sanción moratoria, esta excluye otra posible interpretación, en virtud de la cual sí 
los ampara la sanción moratoria por la no consignación de cesantías de conformidad 
con lo dispuesto en el numeral 3° del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, la cual es 
«más favorable respecto de los derechos laborales de los docentes oficiales», máxime 
cuando «el ámbito de aplicación de la sanción moratoria de la Ley 50 de 1990 se 
extiende a todos los empleados públicos. Así lo establece el Decreto 1252 de 2000». 
Y finalmente, concluyó:  
 

«[…] Realizada la anterior aclaración, esta Corporación considera que, en el 
régimen anualizado, aplicable al caso de los docentes vinculados después de 
1990 y 1996, es lógico que se exija la afiliación y el pago oportuno del auxilio 
de cesantías, ya que la consignación es la manera de garantizar el acceso 
a la prestación. Sin duda, este sistema solo puede ser equitativo si las 
personas pueden contar con su pago de forma oportuna para poder 
disponer de la prestación en cualquiera de los eventos en que se permite, 
esto es, ante el desempleo, para financiar la educación propia, de 
compañeros permanentes, de los hijos o dependientes y para la 
adquisición, construcción, mejora o liberación de bienes raíces 
destinados a su vivienda.  
 
Adicionalmente, cabe anotar que, como quedó visto, una interpretación 
restrictiva de la aplicación de la sanción moratoria incurriría en un trato 
desigual de los docentes frente a otros trabajadores del Estado que gozan 
de la sanción como garantía de la prestación. Esta distinción viola el 
derecho a la igualdad toda vez que los docentes tendrían un derecho 
limitado por tener una categoría específica dentro de los trabajadores 
estatales, lo cual no constituye un motivo valido en sí mismo para negar 
su acceso.  
 
[…] 
Como se advirtió, los docentes se encuentran en la categoría de los 
empleados públicos y no existe razón que justifique que en su calidad de 
trabajadores no tengan derecho, de la misma forma que los demás 
servidores públicos, a que sus prestaciones sociales sean canceladas en 
tiempo. Una interpretación contraria no protegería a estas personas en la 
misma forma que a otros servidores públicos, lo cual tendría como 
consecuencia la restricción de su posibilidad de gozar de la garantía del pago 
oportuno del auxilio de cesantías y, a su vez, de las protecciones ya 
mencionadas que se derivan de esa prestación. 
 
[…] 
Sumado a lo anterior, el régimen especial al que está sometido el actor no 
contempla la sanción que solicita, situación distinta sería que su régimen 
lo contemplara o que, en su lugar, se estableciera otro tipo de beneficios 
o sanciones, lo cual, en este caso no se evidencia. Al respecto, la 
jurisprudencia constitucional ha sostenido que hipótesis como las que 
ahora se encuentran bajo estudio pueden desconocer el derecho a la 
igualdad. 
[…] 



 

 
De conformidad con todo lo expuesto, en consonancia con el principio de 
favorabilidad procede aplicar lo dispuesto en el numeral 3° del artículo 
99 de la Ley 50 de 1990 ya que la Ley 91 de 1989 no contempla de manera 
expresa sanción por la no consignación de las cesantías en el FOMAG. 
[…]» (Resalta la Subsección) 

 
Recientemente, en sentencia SU-332 de 2019525 esa Corporación también concluyó 
que:  
 

«[…] 52. En síntesis, con base en la jurisprudencia constitucional, es 
posible concluir que (i) el pago oportuno de las cesantías es una garantía de 
todos los trabajadores, protegida por la Constitución; (ii) los miembros del 
Magisterio gozan de un régimen prestacional especial, en razón de la labor 
que desarrollan y su vinculación con el Estado; (iii) los docentes oficiales se 
pueden catalogar como empleados públicos, en razón de las funciones que 
desarrollan, el régimen de carrera al que se encuentran sometidos y la 
vinculación mediante nombramiento, que da lugar a una relación legal y 
reglamentaria; (iv) los docentes oficiales, en tanto empleados públicos, 
tienen derecho al reconocimiento y pago de la sanción moratoria por 
pago tardío de las cesantías. […]» (Negrillas de la Sala) 

  
Bajo el anterior derrotero, la Subsección ha considerado viable acoger el criterio de 
favorabilidad aplicado en sede constitucional, para resolver las controversias 
relacionadas con el reconocimiento de sanción moratoria por la consignación tardía 
de las cesantías anuales a los docentes, al amparo de lo dispuesto en el artículo 99 de 
la Ley 50 de 1990. Por ende, se aplicará el anterior criterio a fin de establecer si la 
demandante es beneficiaria de la sanción pretendida en la demanda, en los términos 
del segundo problema jurídico planteado al inicio de estas consideraciones.” 

 

6. Ha sido tan reiterativa la jurisprudencia, en este sentido que la Sección Segunda, 
teniendo como M.P. al Dr. GABRIEL VALVUENA HERNANDEZ, el 17 de 
junio de 2021, DEMANDADO: Nación – Ministerio de Educación Nacional – 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – Departamento del 
Atlántico – Municipio de Sabanalarga, Radicación:  08001 23 31 000 2014 
00815 01 (4979–2017) 

 
“ …. De igual manera, en sentencia de unificación jurisprudencial proferida por la Sección 

Segunda de esta Corporación el 6 de agosto de 2020 se indicó lo siguiente:  
 
«PRIMERO: UNIFICAR JURISPRUDENCIA en la Sección Segunda del Consejo de Estado, 
para señalar en cuanto a la prescripción de la sanción moratoria de la Ley 50 de 1990, las 
siguientes reglas jurisprudenciales: 
  
El momento a partir del cual se contabiliza el término de la prescripción de la sanción moratoria 
de las cesantías anualizadas prevista en la Ley 50 de 1990, es desde su causación y exigibilidad, 
es decir, el 15 de febrero de la anualidad siguiente, por ende, la reclamación administrativa 
deberá presentarse dentro de los tres años siguientes, so pena de configurarse la prescripción 
extintiva. 
En el evento en que se acumulen anualidades sucesivas de mora en la consignación de cesantías 
anualizadas, el término prescriptivo de la sanción prevista en la Ley 50 de 1990 deberá 
contabilizarse de manera independiente por cada año, de tal modo que el empleado dispone de 
3 años contados a partir del 15 de febrero del año siguiente a su causación para reclamar la 
sanción moratoria por la anualidad correspondiente, so pena de su extinción.   

 
525 Corte Constitucional, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.  



 

 
SEGUNDO: Señalar que las reglas jurisprudenciales que se definen en esta sentencia deben 
aplicarse de manera retrospectiva a todos los casos pendientes de decisión tanto en vía 
administrativa como en vía judicial, dejando a salvo por cosa juzgada los conflictos decididos 
con antelación.»526 
 
Es claro entonces, que la sanción o indemnización moratoria sí está sometida al fenómeno de 
la prescripción extintiva, y que la fecha desde la cual procede la reclamación por la mora en la 
consignación de las cesantías anualizadas es a partir del 15 de febrero del año siguiente a su 
causación, es decir a partir del momento en que se hizo exigible y se generó el incumplimiento 
o tardanza, que para el caso que hoy nos ocupa es así:  
 

 
AÑO 
COTIZADO 

FECHA 
LEGAL PARA 
CONSIGNAR 
LAS 
CESANTÍAS 

FECHA EN QUE 
OPERÓ LA 
PRESCRIPCIÓN 

2001 14 de febrero de 
2002 

15 de febrero de 2005 

2002 14 de febrero de 
2003 

            15 de febrero de 2006 

2003 14 de febrero de 
2004 

15 de febrero de 2007 

 
Debido a lo anterior, se debe entender que la parte interesada solicitó de manera tardía el 
reconocimiento de la sanción moratoria por todo el lapso solicitado entre 2001 a 2003, pues 
radicó las peticiones el 25 y 26 de febrero de 2014, es decir transcurrieron 8 años hasta el 
momento en que se radicó la petición de reconocimiento y pago de la sanción, y por lo tanto le 
es aplicable el fenómeno de la prescripción.” 

 

Si bien en el asunto anterior, se trata de una decisión judicial de nuestra máximo órgano de 
cierre de la jurisdicción contenciosa administrativa, donde se ordena la prosperidad de la 
excepción de prescripción por cuanto el docente solo reclamó la sanción por la mora en las 
cesantías 8 años después (26 de febrero de 2014) de la fecha límite que era el 14 de febrero 
del año 2007, ESTA CIRCUNSTANCIA NO ACONTECE EN EL PRESENTE ASUNTO, 
pues mi representado solo ha demorado 4 meses para realizar la solicitud  después del 14 
de febrero del año 2020, situación que es clara. 
 

Incluso el propio Consejo de Estado en esta decisión ordena PAGAR las cesantías 
del docente por encontrarse vigente la relación laboral, pero NO la sanción por 
mora en las cesantías, PUES, AUNQUE SI SE GENERARON, el actor se demoró 
más de tres (3) años en su reclamo. No puede la entidad demandada seguir insistiendo que 
existe un procedimiento interno diferente en donde se menciona en un documento cuanto 
equivaldrían las cesantías del docente, sin que haya procedido a su cancelación efectiva, 
PUES LO QUE ESTA SOLICITANDO EL DOCENTE ES LA CONSIGNACIÓN, no la 
relación de lo que correspondería si tuviera las cesantías consignadas en el FONDO 
PRESTACIONAL, situación que resulta diferente. 
 
Lo que las entidades territoriales reportan al MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL es la totalidad de días que trabajaron los docentes, para determinar 
IMAGINARIAMENTE cuanto serían las cesantías cada año y así conocer cuánto deberían 
ser las cesantías acumuladas del docente en toda su vida laboral.   
 

 
526 Consejo de Estado. Sección Segunda. Sentencia de Unificación Jurisprudencial CE-SUJ-SII-022-2020. Radicado: 08001-23-33-000-2013-00666-
01 (0833-2016). 



 

SEÑOR JUEZ, ¿Y PARA QUE NECESITAN SABER CUANTO SON LAS CESANTIAS 
QUE DEBERIAN TENER ACUMULADAS LOS DOCENTES EN EL FOMAG?  Pues 
muy sencillo, el numeral 3. Literal B del artículo 15 de la ley 91 de 1989, determina que 
los intereses a las cesantías de los docentes no se cancelan sobre el 12% del valor de las 
cesantías cada año, sino del D.T.F. sobre el monto acumulado que se haya calculado 
debería poseer el docente consignado en el FONDO PRESTACIONAL, monto que 
nunca ha tenido lamentablemente mi representado y que sería ilógico para este proceso 
pedirle una sanción por mora por cada año hacia atrás, pues en primer lugar la gran mayoría 
estaría prescrito y en segundo lugar la condena en costas en el presente asunto debe 
unificarse como una sola actuación. 
 
Obsérvese el contenido del numeral 3. Literal B del artículo 15 de ley 91 de 1989, que 
determina la manera de calcular los intereses de las cesantías: 

“ … 3. Cesantías:  

A. Para los docentes nacionalizados vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, el 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio pagará un auxilio 
equivalente a un mes de salario por cada año de servicio o proporcionalmente por 
fracción de año laborado, sobre el último salario devengado, si no ha sido modificado 
en los últimos tres meses, o en caso contrario sobre el salario promedio del último año.  

B. Para los docentes que se vinculen a partir del 1. de enero de 1990 y para los 
docentes nacionales vinculados con anterioridad a dicha fecha, pero sólo con respecto 
a las cesantías generadas a partir del 1o. de enero de 1990, el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio reconocerá y pagará un interés anual sobre 
saldo de estas cesantías existentes al 31 de diciembre de cada año, liquidadas 
anualmente y sin retroactividad, equivalente a la suma que resulte de aplicar la tasa 
de interés, que de acuerdo con certificación de la Superintendencia Bancaria, haya 
sido la comercial promedio de captación del sistema financiero durante el mismo 
período. Las cesantías del personal nacional docente, acumuladas hasta el 31 de 
diciembre de 1989, que pasan al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, continuarán sometidas a las normas generales vigentes para los 
empleados públicos del orden nacional.” 

En este sentido, obsérvese como se logra demostrar en el plenario, que lo que fue 
consignado en la cuenta del docente, fue los intereses a las cesantías del año 2020, DE 
MANERA EXTEMPORÁNEA, lo que genera ADEMÁS una sanción por mora 
independiente y que fue también solicitada en el plenario, pero lo que resulta inaudito, es 
que incluso hoy, después de haber solicitado la consignación de las cesantías en el Fomag, 
la entidad siga insistiendo que no tiene esa obligación y siga en el transcurso del tiempo 
generando esta sanción por mora a cargo de las entidades demandadas, CUANDO ES 
REITERADA LA JURISPRUDENCIA Y EL CONTENIDO DE LA LEY DE LA 
OBLIGACIÓN QUE SE ENCUENTRA A CARGO DE LAS ENTIDADES 
DEMANDADAS, COMO EMPLEADORES. 
 

7. El Honorable Consejo de Estado, en sentencia del 17 de junio de 2021, teniendo 
como Magistrado Ponente: Dr. CESAR PALOMINO CORTES, Radicado No. 
08001-23-33-000-2015-00331-01 (Nº interno:5865-2019), DEMANDANTE: 
Magola Judith Imitola Ferrer, DEMANDADO: Nación - Ministerio de Educación - 
Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio – Departamento del Atlántico - 
Municipio de Piojó, Tema: Sanción por mora, en el caso de un docente clarificó la 



 

aplicación de la ley 50 de 1990, en caso de la consignación que debe efectuarse en 
el fomag al 15 de febrero de cada año, al tratarse de un docente vinculado después 
del 1 de enero de 1990, al igual que mi mandante, determinó: 

 
“ …. 2.1. Los docentes oficiales y la sanción moratoria prevista en la Ley 50 de 

1990 
 
Según lo previsto en el artículo 115 de la Ley 155 de 1994, los docentes oficiales se 
benefician del reconocimiento del auxilio de cesantías de acuerdo con los parámetros 
establecidos por el artículo 15 (numeral 3) de la Ley 91 de 1989, norma en la que se 
distinguen, por un lado, los docentes que son beneficiarios del régimen de cesantías 
retroactivas y, por otro, a quienes se les aplica el régimen de cesantías anualizadas con 
pago de intereses y sin retroactividad. 
 
Quiere decir lo anterior, que los docentes vinculados a partir del 1° de enero de 1990 
gozan del régimen de cesantías anualizadas, prestación que desde la entrada en vigencia 
de la Ley 344 de 1996527, debe liquidarse de acuerdo con lo previsto por el artículo 99 
de la Ley 50 de 1990, es decir, anualmente y consignarse en el respectivo fondo de 
cesantías antes del 15 de febrero del año siguiente, so pena de que el empleador sea 
sancionado con el pago de un día de salario por cada día de mora: 
 
“Artículo 99. El nuevo régimen especial de auxilio de cesantía tendrá las siguientes 
características:  
 
1ª. El 31 de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de cesantía, por la 
anualidad o por la fracción correspondiente, sin perjuicio de la que deba efectuarse 
en fecha diferente por la terminación del contrato de trabajo. 
 
2ª. El empleador cancelará al trabajador los intereses legales del 12% anual o 
proporcionales por fracción, en los términos de las normas vigentes sobre el régimen 
tradicional de cesantía, con respecto a la suma causada en el año o en la fracción que 
se liquide definitivamente. 
 
3ª. El valor liquidado por concepto de cesantía se consignará antes del 15 de febrero 
del año siguiente, en cuenta individual a nombre del trabajador en el fondo de cesantía 
que el mismo elija. El empleador que incumpla el plazo señalado deberá pagar un día 
de salario por cada retardo. […]”. 

 

En estas condiciones está probado que la entidad demandada, no consignó las cesantías del 
año 2020 a mi mandante en el Fomag el de febrero del año 2021 y esta situación ha sido 
ratificada y ratificada por el Consejo de Estado, situación que incluso tiene expedida las 
respectivas sentencias de unificación, situación que determina la prosperidad de la condena 
por la sanción por la mora en las cesantías hasta que sea acreditado el pago de sus 
respectivas cesantías.  

 
DESARROLLO JURISPRUDENCIAL DE LA HONORABLE CORTE 

CONSTITUCIONAL 

 
527 “ARTÍCULO 13. Sin perjuicio de los derechos convencionales, y lo estipulado en la Ley 91 de 1989, a partir de la publicación de la presente 
Ley, las personas que se vinculen a los Organos y Entidades del Estado tendrán el siguiente régimen de cesantías: 
a) El 31 de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de cesantías por la anualidad o por la fracción correspondiente, sin perjuicio de 
la que deba efectuarse en fecha diferente por la terminación de la relación laboral; 
b) Les serán aplicables las demás normas legales vigentes sobre cesantías, correspondientes al órgano o entidad al cual se vinculen que no sean 
contrarias a lo dispuesto en el literal a) del presente artículo. 
<Inciso 3o.  INEXEQUIBLE> 
PARÁGRAFO. El régimen de cesantías contenido en el presente artículo no se aplica al personal uniformado de las Fuerzas Militares y de la Policía 
Nacional”. 



 

 
La misma posición adoptada por el Consejo de Estado, se encuentra en consonancia con la 
línea jurisprudencial de la Corte Constitucional, tal como ha sido expresado en sede de 
Unificación con la Sentencia SU-098, en el expediente T-6.736.200, teniendo como 
Magistrada Ponente a la Dra. GLORIA STELLA ORTIZ DELGADO, providencia de fecha 
diecisiete (17) de octubre de dos mil dieciocho (2018), así: 
 
" … 

70. En este orden de ideas, el despacho y la Corporación Judicial, al negar el 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria, aplicaron la interpretación más 
restrictiva para los derechos del docente. En efecto, los despachos judiciales 
accionados desconocieron que aunque la norma que establece la sanción moratoria 
por la no consignación de las cesantías en los términos que contempla el numeral 3° 
del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, el artículo 13 de la Ley 344 de 1996 y su Decreto 
Reglamentario 1582 de 1998, y el Decreto 1252 de 2000, no esté expresamente 
consagrada a favor de los miembros del Magisterio, en virtud del principio de 
interpretación conforme a la Constitución y favorabilidad en materia laboral, les 
correspondía aplicar la interpretación más beneficiosa para el trabajador, esto es, 
que los docentes sí son destinatarios de la norma que consagra la referida sanción, 
pues esta es la interpretación que más se ajusta a la Constitución. 

  
71. En consecuencia, la Sala Plena concluye que los despachos judiciales accionados 

incurrieron en violación directa de la Constitución, pues desconocieron el principio 
de interpretación conforme a la Constitución y de favorabilidad en materia laboral 
consagrado en el artículo 53 Superior, al negar el reconocimiento de la sanción 
moratoria por  retardo en el pago de las cesantías, pues ante interpretaciones 
razonables sobre la norma que consagra esta prestación, eligieron la menos 
favorable para el docente. 

  
Conclusiones y decisión a adoptar 
 
72. Del análisis del caso planteado, se derivan las siguientes conclusiones: 
 

- El auxilio de cesantías: (i) es una prestación social que se apoya los artículos 42 y 
48 Superiores; (ii) es irrenunciable; (iii) su fin es que el trabajador pueda atender 
sus necesidades mientras permanece cesante y además que, en caso de requerirlo, 
acceda a vivienda y educación; y (iv) es una de las prestaciones más importante para 
el trabajador y su núcleo familiar528.   
 

- En principio, las normas sobre cesantías que establece la Ley 50 de 1990 sólo eran 
aplicables a los trabajadores que se vinculaban mediante contrato de trabajo y que 
se regían por las normas del Código Sustantivo del Trabajo. No obstante, con la 
expedición de la Ley 344 de 1996, artículo 13, reglamentado por el Decreto 1582 de 
1998, el régimen anualizado de cesantías se extendió a todas las personas que se 
vincularan con los órganos y entidades del Estado a partir del 31 de diciembre de 
1996.  

 
- La Ley 50 de 1990 (i) no hace referencia explícita a los docentes; y (ii) aplica para 

los trabajadores que se vinculen mediante contrato de trabajo y se rigen por las 
normas del Código Sustantivo del Trabajo, y también a todas las personas que se 
vinculen con los órganos y entidades del Estado a partir del 31 de diciembre de 1996.  

 
528 Sentencia T-008 de 2015. Corte Constitucional. Magistrado ponente: Jorge Iván Palacio 
Palacio. 



 

 
- El principio de favorabilidad es una herramienta consagrada por el Constituyente 

para dirimir los conflictos laborales que puedan surgir de la aplicación tanto de 
fuentes formales de derecho como de la interpretación que de éstas se pueda 
desprender. Cuando concurren interpretaciones y, a partir de ello, se genera una 
duda razonable y seria respecto de la aplicación de una u otra lectura, el operador 
jurídico (incluido el juez) siempre debe optar por la alternativa que más favorezca 
al trabajador/pensionado, so pena de infringir un mandato constitucional.    
 

- El principio de favorabilidad como mandato constitucional debe guardar 
consonancia con el principio de inescindibilidad, en este sentido su armonización 
consiste en que una vez se elige la norma más favorable, esta debe aplicarse en su 
totalidad sin escindir su contenido. 
 

- La existencia de regímenes especiales se encuentra conforme a la Constitución 
siempre que no supongan un tratamiento inequitativo y menos favorable para un 
grupo determinado de trabajadores en comparación con el régimen general. Todo 
tratamiento dispar que no sea razonable configura un trato discriminatorio en 
abierta contradicción con el artículo 13 de la Carta.  
 

- La Sentencia C-928 de 2006 no prohibió que se efectúen remisiones al régimen 
general cuando una persona se encuentre amparada por un régimen especial, sino 
que tan solo se limitó a decir que la existencia de regímenes especiales no puede 
considerarse discriminatorio per se sin analizar previamente las particularidades de 
cada caso en concreto, pues como quedó visto, todo tratamiento inequitativo que no 
sea razonable a la luz de los postulados constitucionales constituye un acto 
discriminatorio, y así lo ha determinado esta Corporación en casos como los que se 
reseñaron en el fundamento jurídico 53 de esta providencia.  
 

- Es lógico exigir que, en el sistema anualizado, se requiera la afiliación y el pago 
oportuno del auxilio de cesantías, ya que la consignación es la manera de garantizar 
el pago oportuno y la protección ante los eventos de desempleo o para el acceso a 
vivienda y educación. Además, una lectura contraria que excluya a los docentes del 
goce de esta protección constituye una violación al derecho a la igualdad, en tanto 
se determina una distinción injustificada entre trabajadores del Estado. 
 

- En este caso no se presentan antinomias legales que puedan y deban resolverse a 
través del principio de especialidad, ya que no se trata de elegir la aplicación de una 
u otra normativa. En este caso particular, se trata de que la norma especial carece 
de regulación respecto a una figura jurídica que  está presente en la norma general. 
Es decir, la normativa que regula el régimen especial de docentes no reguló la 
materia de la sanción moratoria ni sustrajo o excluyó está figura jurídica que está 
prevista en el régimen general. En consecuencia, no se trata de normas excluyentes 
que exigen aplicar una u otra, sino de disposiciones que se complementan.   
 

- En este caso no se vulnera el principio de inescindibilidad o conglobamento, al 
elegirse la norma más favorable al trabajador, pues es aplicable en su totalidad el 
contenido referente a la sanción moratoria por la no consignación del auxilio de 
cesantías en los términos previstos en la Ley 50 de 1990.  

 
Esto es, no se elige parte de su contenido, ya que no se aplican de manera 
fragmentada los contenidos normativos que más favorecen al trabajador con 
fundamento en distintas fuentes normativas, sino que como quedó expuesto, en el 
régimen especial hay una ausencia de regulación de la figura de la sanción moratoria 



 

por la no consignación de cesantías (vacío normativo), mientras que el régimen 
general si la contempla. Así las cosas, se aplica de manera completa la norma 
especial, excepto en caso de vacío normativo, en donde es posible acudir al régimen 
general.   
 

- No debe interpretarse el régimen especial como un aislamiento de las garantías de 
igualdad y favorabilidad, las cuales no se les deja de aplicar a los docentes. A la luz 
de lo dispuesto en la Constitución no sólo debe reconocerse que los trabajadores 
gozan de iguales derechos, sino que en la aplicación de las fuentes deben recibir un 
mismo tratamiento y ante la duda debe optarse por la interpretación que resulte más 
favorable en virtud de los principios de igualdad de trato y de favorabilidad, lo cual 
además se encuentra en consonancia con lo dispuesto en el artículo 4° de la 
Constitución Política. 
 

- Existen casos en los que esta Corporación ha aplicado el régimen general a personas 
que están amparadas por un régimen especial sin que esto signifique el 
desconocimiento del principio de inescindibilidad. Tal es el caso de la aplicación de 
la norma sobre el reconocimiento y pago de la sanción moratoria de las cesantías a 
los servidores públicos por pago tardío, que esta Corporación en sentencia de 
unificación, aplicó a los docentes oficiales. 
 

- Los despachos judiciales accionados incurrieron en violación directa de la 
Constitución, pues desconocieron el principio interpretación conforme a la 
Constitución y de favorabilidad en materia laboral consagrado en el artículo 53 
Superior, al negar el reconocimiento de la sanción moratoria por retardo en el pago 
de las cesantías, pues ante interpretaciones razonables sobre la norma que consagra 
esta prestación, eligieron la menos favorable para el docente.” 

 
Tanto el Honorable Consejo de Estado, como la Corte Constitucional, no habían tenido la 
oportunidad de pronunciarse, antes del año 2018 de MANERA UNIFICADA sobre la 
aplicabilidad o no del contenido del artículo 99 de la ley 50 de 1990 a los docentes oficiales, 
habiendo encontrado que no existe ninguna razón para que una vez vencido el 15 de febrero 
de cada anualidad, las cesantías de los maestros de régimen anualizado no sean consignadas 
al FOMAG, pues el régimen de cesantías de los docentes y los demás servidores públicos 
del país es exacto, de hecho, el cambio de régimen retroactivo a régimen anualizado, fue 
efectuado desde el 29 de diciembre de 1989 a los maestros, cuando el resto de servidores 
públicos del país fue realizado un año con posterioridad.  
 

2. La Corte Constitucional en sentencia C – 486 del 7 de septiembre de 2016, 
Referencia: Expediente D-11244, teniendo como M.P. Dra. MARÍA VICTORIA 
CALLE CORREA, expresando claramente la progresividad de los derechos de los 
docentes en cuanto a la aplicación diferenciada para ellos, respecto a la liquidación 
de la sanción por mora en las cesantías, que pretendía crearse en el artículo 89 de la 
Ley 1769 de 2015, determinó: 

 
“ …. De acuerdo con la jurisprudencia reiterada en esta oportunidad, el principio de 
progresividad es una herramienta conceptual y normativa desarrollada en el marco del 
derecho internacional de los derechos humanos, y actualmente ampliamente utilizada por 
este Tribunal, para establecer el nivel de cumplimiento y satisfacción de las facetas 
prestacionales de los derechos constitucional. 
  
Este principio parte del supuesto según el cual todos los derechos deben lograr su plena 
eficacia, pero la satisfacción o plena garantía de algunos de sus contenidos y obligaciones 



 

correlativas es más onerosa que la de otras facetas. En ese marco, el principio toma en 
consideración las limitaciones presupuestales de cada estado, pero exige la adopción de 
medidas y censura abiertamente la inacción estatal o los retrocesos, una vez se ha alcanzado 
cierto nivel de cumplimiento. 
  
Así las cosas, desde un punto de vista positivo, el principio de progresividad exige avanzar, 
a medida que el desarrollo económico estatal lo permita, mientras que, desde un punto de 
vista negativo, la interdicción de retroceso opera como una barrera prima facie a la 
adopción de decisiones que suponen un nivel inferior al ya alcanzado por el Estado. El 
carácter prima facie hace referencia al hecho de que la prohibición no es absoluta, sino que 
exige al órgano estatal, primero, motivar todo paso atrás y, segundo, hacerlo en el marco 
de la razonabilidad y la proporcionalidad, es decir, indicando los fines constitucionales que 
pretende satisfacer con la medida regresiva y demostrando que el medio adoptado para 
lograrlo no restringe en exceso otras facetas del mismo u otros derechos; ni desconoce el 
principio de igualdad y el mandato de no discriminación.    
El derecho al trabajo es, en Colombia, un derecho fundamental, con un contenido complejo 
y amplias facetas prestacionales. Este derecho no implica, por razones de imposibilidad 
fáctica, asegurar a cada persona un puesto de trabajo, sino propiciar condiciones de acceso 
y estabilidad adecuadas y, una vez generada la vinculación, un conjunto de garantías para 
que se desarrolle en condiciones justas y acordes con la dignidad humana. El trabajo, así 
concebido, constituye un medio de realización del ser humano, y un pilar esencial del orden 
social. 
  
Además de su importancia para la satisfacción de las aspiraciones humanas y la generación 
de riqueza para el país, el derecho al trabajo se asocia a la satisfacción de otros principios 
constitucionales, como el derecho al mínimo vital o el libre desarrollo de la personalidad; 
y guarda relaciones estrechas con los principios de solidaridad social e igualdad material. 
En el Estado colombiano, el derecho al trabajo se ha concebido como uno de los aspectos 
cardinales en la construcción de los sistemas de seguridad social, es decir, en las medidas 
adoptadas por el Estado social que defiende la Constitución para defender a todos los 
colombianos de la pobreza, las enfermedades, y para garantizarles, al menguar sus fuerzas 
de trabajo, o llegar al fin del período vital, un sustento para sus familias. 
  
En ese contexto, el constituyente previó para un conjunto de estándares que deben 
respetarse en toda relación laboral, a los que denominó principios mínimos fundamentales, 
destacando con este doble calificativo su trascendencia constitucional.  
  
Dentro de estos principios mínimos, se encuentra el pago de las acreencias laborales, un 
conjunto de emolumentos que persiguen diversas finalidades en torno  a la dignidad 
humana y la manutención familiar, en el marco de las relaciones laborales, y dentro de tales 
prestaciones se encuentra el auxilio de cesantía. 
  
Más allá de la forma en que se ha desarrollado históricamente el auxilio de cesantías, en el 
orden constitucional y legal actual, resulta claro que esta prestación está concebida para 
brindar un soporte económico a las personas que, por diversas circunstancias, terminan una 
relación laboral, con evidentes riesgos para su bienestar y mínimo vital. Las cesantías 
constituyen entonces un ahorro forzado que intenta hacer más leves las consecuencias de 
los períodos de inestabilidad o de auténtica imposibilidad de acceso a un puesto de trabajo, 
que no sólo afectan intensamente la vida de una persona, sino que se ciernen como una 
amenaza para la tranquilidad del grupo familiar. 
 
(….) 
La razón por la cual en algunas normas sustantivas el legislador ha incorporado la sanción 
de un día de salario por cada día de mora es, precisamente, porque una persona sin trabajo 
sufre cada día una lesión intensa a su mínimo vital. Una vez más, lo anterior no significa 
que esta sea la única forma válida de calcular tal interés, pero su modificación por otra 
fórmula debe basarse en razones constitucionales que justifiquen la regresión. 



 

  
Por otra parte, es imprescindible señalar que el análisis de regresividad sí admite ‘pasos 

atrás’, pero que la carga de justificarlos radica en quien impone la medida, es decir, para el 

caso de las leyes, en el Congreso de la República. En este trámite, sin embargo, no existe 
una justificación específica y satisfactoria que, en el proceso de elaboración de la ley, 
explique la decisión de modificar el plazo y la sanción por mora en el pago de las cesantías. 
Y ello es explicable, en la medida en que se trata de una norma incluida en una ley que 
trataba un aspecto totalmente distinto, según se ha concluido en el estudio por violación al 
principio de unidad de materia. 
  
Así las cosas, resulta que con la introducción del artículo 89 de la Ley 1769 de 2015 no 
sólo se desconoció el principio de unidad de materia, sino que, además, se creó un régimen 
más oneroso y regresivo en términos de pago de cesantías y de intereses de mora, que 
modifica lo establecido en los artículos 4 y 5 de la Ley 1071 de 2006, ya que el plazo para 
el pago de las cesantías pasa de cuarenta y cinco (45) días hábiles a sesenta (60) días 
hábiles, que en términos reales puede llegar a ser desde ochenta (80) días hábiles hasta 
ochenta y cinco (85) días hábiles por la utilización de los recursos, dando lugar a que se 
amplíe en un término de hasta quince días el pago de las cesantías para los docentes 
oficiales.  
  
Lo mismo sucede con el pago de los intereses de mora ya que cambia el valor establecido 
en la Ley 1071 de 2006 de un día de salario por cada día de retardo hasta que se haga 
efectivo el pago de las mismas, a lo regulado en el parágrafo del artículo 89 de la Ley 1769 
de 2015 de una tasa de intereses legales equivalente a la DTF efectiva anual, causado 
diariamente por la suma no pagada.  
  
Ahora bien, dado que esta demanda se dirige a cuestionar una decisión legislativa que se 
previó para regir a partir del año en curso, y que la sentencia de este Tribunal se produce 
tras varios meses de su entrada en vigencia, resulta pertinente referirse a los efectos que 
dará la Corte a esta decisión. 
  
El artículo 241 de la Constitución Política consagra una cláusula amplia de competencia 
de la Corte Constitucional, así como las funciones específicas, en materia de control de 
regularidad entre las leyes y el Texto Superior. Así, el inciso primero de esta disposición 
establece que le corresponde a este Tribunal garantizar la supremacía y la integridad de la 
Carta Política. 
  
La labor de asegurar estos dos valores, esenciales en un ordenamiento constitucional, 
incluye la de definir los efectos de sus decisiones, tal como lo ha sostenido esta 
Corporación, al menos, desde las sentencias C-013 de 1993, C-031 de 1993 y C-037 de 
1996.  
  
La decisión acerca de los efectos de los fallos, en lo que atañe a su aplicación en el tiempo, 
tiene por regla general la de los efectos posteriores a su adopción, con el fin de garantizar 
seguridad jurídica a los asociados. Sin embargo, excepcionalmente, la Corporación adopta 
decisiones con efectos diferidos (es decir, que comienzan a regir en un momento futuro 
determinado) o retroactivas, es decir, que rigen con anterioridad a su promulgación. Esta 
última opción ha sido utilizada, entre otros escenarios, cuando se afectan los derechos 
laborales, las prestaciones sociales o el derecho a la seguridad social de las personas, sin 
que exista un motivo constitucionalmente válido para ello. 
  
Sin embargo, también ha acudido la Corte a decisiones retroactivas en otros escenarios. En 
la sentencia C-623 de 2015, en la que se declararon inexequibles apartes normativos de los 
artículos 50 y 53 de la Ley 160 de 1994 (o ley de reforma agraria), por violación del artículo 
238 de la Carta Política, se resolvió darle efectos retroactivos a la decisión (a partir de la 
promulgación de la Ley 160 de 1994) porque se consideró que: “[…] el Congreso de la 
República desbordó su libertad de configuración legislativa, toda vez que estableció una 



 

suspensión automática de los actos administrativos que culminan los procesos agrarios de 
clarificación de la propiedad, deslinde, recuperación de baldíos y extinción del dominio, 
de conformidad con los artículos 50 y 53 de la Ley 160 de 1994”. La Corte sostuvo que 

ello implicaba una intromisión del legislador en una facultad específica y autónoma de los 
jueces de la República. 
  
También en la sentencia C-619 de 2003, la Corte recordó que para asegurar la supremacía 
y la integridad de la Constitución puede modular sus fallos, evitando así que el 
pronunciamiento sea inocuo, y garantizando una seguridad jurídica basada en la certeza de 
los derechos; al tiempo que en la sentencia C-464 de 2004, la Corporación decidió dar 
efectos retroactivos a declaratoria de inexequibilidad de la norma que prohibía contraer 
pensión a la persona que contrajera nuevas nupcias, para evitar una lesión a un derecho 
imprescriptible, basada en un desconocimiento del libre desarrollo de la personalidad. 
  
En el caso objeto de estudio y, en la medida en que de acuerdo con el análisis precedente, 
el legislador decidió adoptar una medida regresiva, como es la modificación y el retroceso 
en el goce efectivo de un derecho fundamental en el marco de una ley anual de presupuesto; 
y en que esa decisión normativa afecta a un grupo de trabajadores que debe ser 
especialmente protegido en el orden constitucional colombiano, la Corte considera 
necesario dar efectos retroactivos a esta providencia. Así las cosas, evidenciando que se 
pudieron presentar pagos tardíos a las cesantías que implican mora, la Corporación le dará 
efectos retroactivos a esta decisión, para que se paguen los intereses de mora de acuerdo a 
la legislación anterior, es decir el artículo 5 de la Ley 1071 de 2006 
 
En ese contexto, las cesantías son parte del contenido prestacional del derecho al trabajo 
y, por lo tanto, uno de los aspectos en los que opera la exigencia de progresividad y la 
prohibición de retroceso. 

 
En ese sentido es preciso indicar que el Gobierno pretendió incluso por ley, tratar 
nuevamente a los docentes de manera discriminada en la ley 1769 de 2015, cambiándoles 
la fórmula de liquidación de sanción por mora, circunstancia que evidenció la Corte 
Constitucional como un evidente retroceso sin justificación a un empleado público 
vulnerante del principio de progresividad establecida en las normas laborales, PUES UN 
DOCENTE VINCULADO DESPUÉS DE 1990, no tiene ninguna diferencia con 
CUALQUIER FUNCIONARIO PÚBLICO vinculado después de esta fecha en torno al 
reconocimiento de sus CESANTÍAS, situación que aparece nuevamente en el presente 
asunto, pues para efecto de la liquidación, de la aplicación del régimen por anualidades, la 
fecha de la consignación de las cesantías, si reviste igualdad en el recorte de sus derechos, 
pues incluso fue expedida la ley 91 del 29 de diciembre de 1989, fue expedida un (1) año 
antes que fuera expedida la ley 50 del 28 de diciembre de 1990, pero para efectos de la 
liquidación de la SANCION POR MORA POR NO HABER CONSIGNADO SUS 
CESANTIAS el 15 de febrero de 2021, entonces ahora sí no existe conducta reprochable 
del estado. 
 
¿O cuál es la razón para la cual se otorga un término perentorio a la entidad territorial o a 
la Nación – Ministerio de Educación Nacional para consignar las cesantías el 15 de febrero 
de cada año y el pago de los intereses de conformidad con la aplicación de las normas 
nacionales que regulan la materia, si vencido el término no existe ninguna conducta 
sancionable para el patrono que no cumplió el contenido de la ley con mi representado 
como docente? 
 



 

¿Cuál es la razón por la que, a todos los funcionarios públicos, si les aplica la sanción de la 
ley 50 de 1990, si la aplicación del régimen contenido de la ley 344 de 1996, le aplicable a 
todos los servidores públicos del país, incluyendo los docentes? 
 

3. La Corte Constitucional ya se había pronunciado al respecto mediante sentencia 
C-741 de 2012, reconociendo que “la calidad de los docentes oficiales es 
asimilables a la de los empleados públicos”, concluyendo así la Corporación: 

 
“(…)existen importantes semejanzas, incluso identidades, entre las características 
usualmente atribuidas a la figura de los empleados públicos y las que, según se explicó, 
son propias del trabajo de los docentes oficiales, entre ellas el hecho de cumplir tareas 
propias y típicas de entidades administrativas y la circunstancia de ser empleados de 
carrera, que se vinculan previo concurso, a través de un acto administrativo de 
nombramiento, siendo ese tipo de servidores, según lo entiende la doctrina, uno de las 
que conforman el subgrupo de los empleados públicos” (Negrilla fuera del texto). 

 

La finalidad de los regímenes especiales es conceder ciertos beneficios legales a un 
determinado grupo de trabajadores, sin que se vuelva un medio discriminatorio para el 
reconocimiento o acceso a derechos mínimos que se encuentran consagrados en la 
legislación para la generalidad, lo que significa que si el régimen especial resulta ser menos 
favorable a la norma general, se debe imponer esta última, por cuanto la idea de las normas 
especiales es el mayor beneficio para las personas destinatarias.  
 
La regulación de los regímenes especiales debe ajustarse a lo establecido a la Constitución 
Política, por lo cual deben determinar un nivel de protección igual o superior a lo dispuesto 
para la generalidad de la población. 
 
La jurisprudencia del Consejo de Estado, establece que los regímenes excepcionales o 
especiales no pueden ser aplicados si resultan desfavorables para el trabajador, por lo tanto, 
debe aplicarse el régimen salarial y prestacional más favorable al trabajador, lo que sin duda 
nos lleva a concluir, que los docentes son merecedores de la sanción por mora al no pago 
oportuno de sus cesantías, pues entonces como hace para solicitarle al Fomag el pago 
parciales de las mismas, si están no están consignadas en su cuenta individual, generando 
los respectivos intereses de mora para ser cancelados por anualidades, como el resto de 
servidores públicos del país.  
 
En este sentido el Consejo de Estado indicó que es válido la aplicación de los regímenes 
especiales, siempre y cuando no resulten discriminatorios, precisando lo siguiente: 

 

“(…)La Carta Política no establece diferenciaciones dentro del universo de los 
pensionados. Por el contrario, consagra la especial protección de las pensiones y de las 
personas de la tercera edad. No obstante, el legislador puede diseñar regímenes especiales 
para determinado grupo de pensionados, siempre que tales regímenes se dirijan a la 
protección de bienes o derechos constitucionalmente protegidos y no resulten 
discriminatorios.(…) Por las razones anteriores la Corte considera que el 
establecimiento de regímenes pensionales especiales, como aquellos señalados en el 
artículo 279 de la Ley 100, que garanticen en relación con el régimen pensional, un 
nivel de protección igual o superior, resultan conformes a la Constitución, como 
quiera que el tratamiento diferenciado lejos de ser discriminatorio, favorece a los 
trabajadores a los que cobija. Pero si se determina que al permitir la vigencia de 
regímenes especiales, se perpetúa un tratamiento inequitativo y menos favorable para un 
grupo determinado de trabajadores, frente al que se otorga a la generalidad del sector, y 



 

que el tratamiento dispar no es razonable, se configuraría un trato discriminatorio en abierta 
contradicción con el artículo 13 de la Carta.” (Negrilla fuera del texto). 

 
APLICACIÓN DE LA LEY 50 DE 1990 A LOS SERVIDORES PÚBLICOS 

DOCENTES 

El numeral 5 del artículo 2 de la ley 91 de 1989, determinó: 
 

“ …. 5. Las prestaciones sociales del personal nacional y nacionalizado que se causen 

a partir del momento de la promulgación de la presente Ley, son de cargo de la Nación 
y serán pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.” 

(subrayas de mí autoría) 

 
Con posterioridad a la entrada en vigencia del artículo 57 de la ley 1955 de 2019, se 
modificó la ley 91 de 1989, entregándole la responsabilidad del reconocimiento y 
liquidación de las cesantías a las ENTIDADES TERRITORIALES y el pago de sus 
intereses antes del 31 de enero de la anualidad siguiente directamente al docente, y la 
consignación de las CESANTÍAS en el Fomag en la cuenta individual dispuesta para cada 
docente antes del 15 de febrero siguiente, a la NACIÓN, literalmente así: 
 

“ ….. Artículo 57. Eficiencia en la Administración de los Recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Las cesantías definitivas y 
parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 1989 serán reconocidas y 
liquidadas por la Secretaría de Educación de la entidad territorial y pagadas por 
el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.  
 

Las pensiones que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del 
proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser 
elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada 
correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de 
reconocimiento de la pensión se hará mediante resolución que llevará la firma del 
Secretario de Educación de la entidad territorial” (Negrillas al copiado). 

 
Eso significa que con anterioridad al año 2019, en torno al reconocimiento de las cesantías 
de los docentes oficiales, las actividades que desarrollaban las secretarías de Educación que 
se encontraban certificadas conforme a la ley 715 de 2001, para el manejo de los trámites 
en el reconocimiento y pago de las cesantías de que trata la ley 91 de 1989, se realizaba 
DESCONCENTRADAMENTE, como lo determinaba el artículo 56 de la ley 962 de 2005 
(derogado parte final Ley 1955 de 2019), así: 
 

“ …. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del 
proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser 
elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada 
correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente”. 

   
Esta circunstancia evidencia que para el trámite de la consignación de las cesantías al 15 de 
febrero de 2021 y el pago de los intereses a 31 de diciembre de 2020, era la Nación - MEN 
conforme a lo establecido en la ley 91 de 1989 y la ley 50 de 1990, la única responsable de 
la consignación de las cesantías y de su reconocimiento, circunstancia que fue modificada 
en el artículo 57 de la ley 1955 de 2019, donde la función fue DESCENTRALIZADA para 



 

las entidades territoriales, ya no simplemente para la elaboración y liquidación de los actos 
administrativos de cesantías, sino que con posterioridad al 1 de enero del año 2020, serían 
reconocidas y liquidadas, de manera descentralizada lo que la hace responsable de 
MANERA CONJUNTA con la NACIÓN, no solamente que se garantice el pago de los 
intereses a los docentes a su cargo en el correspondiente municipio o departamento 
certificado (31 de enero del año 2021), la consignación de las cesantías antes del 15 de 
febrero de cada año. 
 
En estas condiciones, no solo existe SANCIÓN POR MORA, cuando se inicia el trámite 
contenido en los artículos 4 y 5 de la ley 1071 de 2006, sino que la consignación tardía de 
la misma y/o de sus intereses, en cumplimiento de la normatividad que regula la materia 
contenida en la ley 91 de 1989 y la ley 50 de 1990 y sus reglamentarios, genera para las 
entidades territoriales y la NACION – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL – 
FOMAG, la correspondiente sanción por mora en por el no pago de los intereses a las 
cesantías antes del 31 de enero de cada año y la consignación inoportuno de las cesantías 
en la cuenta individual del trabajador antes del 15 de febrero de cada año.  
 
Cuando el 29 de diciembre de 1989, fue expedida la ley 91 de 1989, cambiando el régimen 
de cesantías a los docentes que fueran nombrados con posterioridad al 1 de enero de 1990, 
expresando que para estos docentes se aplicarían las normas para los empleados públicos 
del orden nacional, no se refería única y exclusivamente a que el tratamiento legal a partir 
de esta fecha, le cambiara solamente el régimen de cesantías a los docentes de manera anual, 
sino que de manera inescindible, era necesario, que una vez cambiado el régimen de 
liquidación, se respetase la fecha de consignación de los recursos de las mismas, esto es 
cada año con anterioridad al 15 de febrero, en el FOMAG, fondo que precisamente, fue 
constituido para ello. 
 
El Decreto 1272 del 23 de julio de 2018, «Por el cual se modifica el Decreto 1075 de 2015 
-Único Reglamentario del Sector Educación-, se reglamenta el reconocimiento y pago de 
Prestaciones Económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio y se dictan otras disposiciones», en su artículo 2.4.4.2.3.2.28., expresamente 
determina la existencia de la sanción por mora en la legislación docente para el caso 
de las solicitudes parciales, circunstancia que evidencia la aplicación para el caso concreto 
el derecho que le asiste a mi representado frente a esos efectos cuando en el mismo asunto 
se trata de consignar a tiempo sus cesantías en el Fomag, así:   

“ …. Sanción moratoria. El pago de la sanción moratoria se hará con cargo a los 
recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, sin perjuicio de 
las acciones legales o. judiciales correspondientes que se deban adelantar en contra de 
quien dé lugar a la configuración de la sanción moratoria, con el fin de que el Fondo 
recupere las sumas pagadas por el incumplimiento de los términos previstos en la Ley 
1071 de 2006. 
  
Así mismo, la sociedad fiduciaria deberá interponer las acciones legales 
correspondientes en contra de las entidades territoriales certificadas en educación por 
el incumplimiento de los términos indicados en la Ley 1071 de 2006 y reintegrar las 
sumas de dinero canceladas con ocasión del pago de la sanción moratoria que le sea 
atribuible.” 

 



 

Señor juez, es que sí el patrono, en este caso las entidades territoriales y/o la NACIÓN – 
MEN, no consignan oportunamente ni los intereses a las cesantías, ni las cesantías, pues el 
docente no puede ir a solicitar cesantías para lo aquellas situaciones que lo permite la ley.    
 
Lo accesorio sigue la suerte de lo principal y este caso las situaciones por las cuales hacía 
el pasado se ha presentado multiplicidad de PAGOS TARDÍOS EN LAS CESANTÍAS 
PARCIALES O DEFINITIVAS al docente producto de la aplicación de la ley 1071 de 
2006, es sencillamente por cuanto el MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL no ha 
consignado oportunamente las cesantías en la cuenta individual del docente, lo que ha 
cambiado ahora con el artículo 57 de la ley 1955 de 2019, donde la entidad territorial, en 
coordinación con la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, deben 
actuar al unísono para garantizar el pago de las mismas como se le garantiza a todos los 
empleados públicos del orden nacional, entre ellos los jueces, empleados de los ministerios, 
de las superintendencias a quienes sus patronos son diligentes y les consignan 
oportunamente sus cesantías. 
   
A partir del artículo 13 de la Ley 344 de 1996, se establece el régimen anualizado de 
cesantías para los servidores públicos del orden nacional e incluso claramente se determina 
QUE SIN IMPORTAR LO QUE EXPRESE LA LEY 91 DE 1989, el régimen de cesantías 
será realizado de la siguiente manera: 

“ …. Sin perjuicio de los derechos convencionales, y lo estipulado en la Ley 91 de 1989, 
a partir de la publicación de la presente Ley, las personas que se vinculen a los Órganos y 
Entidades del Estado tendrán el siguiente régimen de cesantías: 
  
a) El 31 de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de cesantías por la 
anualidad o por la fracción correspondiente, sin perjuicio de la que deba efectuarse en fecha 
diferente por la terminación de la relación laboral; 
  
b) Les serán aplicables las demás normas legales vigentes sobre cesantías, 
correspondientes al órgano o entidad al cual se vinculen que no sean contrarias a lo 
dispuesto en el literal a) del presente artículo.” 
  
De acuerdo con lo anterior, las personas que a partir de Diciembre de 1996, se vinculen 
con entidades u organismos públicos, les serán aplicables las cesantías anualizadas, que 
tiene como características la liquidación anual y el pago de intereses.” 

 
Si la ley 50 de 1990 y la ley 344 de 1996, son aplicables a los empleados públicos del orden 
nacional, es claro que tanto las entidades territoriales como la Nación, deben aplicar las 
disposiciones legales en igualdad de condiciones, como lo expresó nuestro máximo órgano 
de cierre en la jurisdicción contencioso administrativo en sentencia de unificación expedida 
día seis (6) de agosto de dos mil veinte (2020), plurimencionada así:  
 

“ …. Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, para 

efectos de las prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas vigentes 
aplicables a los empleados públicos del orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 
1969 y 1045 de 1978, o que se expidan en el futuro.», como lo es la Ley 344 de 1996 que 
sin perjuicio de lo previsto en la Ley 91 de 1989, consagró un sistema de liquidación 
anualizado de cesantías para las […] personas que se vinculen a los órganos y entidades 
del Estado”. 

 
Algunos Tribunales Administrativos del país, antes del 18 de julio de 2018, venían 
interpretando que la Ley 1071 de 2006 no resultaba aplicable a los docentes, por cuanto el 



 

artículo 2° no se refería de forma expresa a ellos como destinatarios de la norma, mientras 
que sí lo hacía con respecto a otros servidores, como los miembros de la fuerza pública que 
tienen un régimen salarial y prestacional especial. 

Pero el Honorable Consejo de Estado en sentencia de unificación CE-SUJ-S11-(012-2018) 
del 18 de julio de 2018 Rad. 73001-23-33-000-2014- 00580-01 NI: 4961-2015, DESPEJÓ 
CUALQUIER INQUIETUD A LOS OPERADORES JUDICIALES EN LA 
JURISDICCIÓN CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA, considerando claramente la 
naturaleza del cargo de los docentes al servicio oficial, sentenciando que, se encuadran 
dentro del concepto de empleados públicos, establecido en el artículo 123 de la 
Constitución Política y a partir de ello, unificó su jurisprudencia en el sentido que "a los 
docentes les son aplicables las Leyes 244 de 1995 y 1071 de 2006, que contemplan la 
sanción por mora en el reconocimiento y pago de las cesantías parciales o definitivas de 
los servidores públicos; siendo consonante esta posición, con la adoptada por la Corte 
Constitucional...", lo que constituye expresamente una interpretación igual en aplicación 
de la ley 91 de 1989, cuando expresa que le serán aplicable todas las disposiciones del orden 
nacional que sean expedidas en el futuro, la aplicación de la sanción por mora en las 
cesantías contenida en la ley 50 de 1990, que se dispone para todos los empleados públicos 
del orden nacional, en consonancia con el artículo 13 de la ley 344 de 1996, que expresa 
que se aplica referida disposición, sin importar lo que haya determinado la ley 91 de 
1989 en ese sentido, determinando el derecho que le asiste para el docente reclamante en 
consonancia con la sentencia de unificación expedida el día seis (6) de agosto de dos mil 
veinte (2020), Radicación número: 08001-23-33-000-2013-00666-01 (0833-16) CE-SUJ- 
SII-022-2020, con ponencia de la Dra. SANDRA LISETH IBARRA, que UNIFICÓ el 
criterio frente a esta circunstancia, frente la existencia de la sanción por mora para todos 
los servidores públicos también por falta de consignación oportuna de las cesantías o de sus 
intereses anualizados. 

Así mismo procedió la H. Corte Constitucional en sentencia de unificación SU-336 del 18 
de mayo de 2017, con ponencia del Doctor IVÁN HUMBERTO ESCRUCERÍA 
MAYOLO, precisó que los docentes oficiales hacen parte de la categoría de empleados 
públicos, pues aunque no están expresamente rotulados en ninguna de las categorías de 
servidores públicos mencionados en el artículo 2 de la Ley 1071 de 2006, lo cierto es que 
el Estatuto Docente contenido en la Ley 2277 de 1979 los definió como empleados oficiales 
de régimen especial y a su vez, la Ley Orgánica de Distribución de Competencias y 
Recursos (60 de 1993) y la Ley General de Educación (115 de 1994), los denominaron 
servidores públicos de régimen especial, expresiones que son de contenido equivalente, 
concluyendo entonces que les es aplicable el régimen general en lo no regulado en el 
régimen especial y específicamente advirtió, que cuando el artículo 15 de la Ley 91 de 1989 
establece que el pago de las cesantías de los docentes oficiales se rige por la normatividad 
vigente y aquellas que se expidan en el futuro para los empleados públicos del orden 
nacional, se refiere a la Ley 244 de 1995, modificada por la Ley 1071 de 2006, así como a 
la ley 50 de 1990 y ley 344 de 1996, que resultan aplicable a toda categoría de empleado 
público nacional o territorial, incluyendo entonces claramente a los docentes, que 
contempla la posibilidad de reconocer a favor de sus destinatarios, la sanción por el pago 
tardío de las cesantías ya sea por: 

1. Su inoportuna consignación antes del 15 de febrero de cada año,  
2. El no pago de intereses antes del 30 de enero de cada año O,  



 

3. La demora en su reconocimiento y pago cuando ha sido solicitado su acumulado 
para ser utilizado para compra de vivienda, pago de sus estudios o pago de hipoteca, 
como lo contempla la utilización de las misma en la ley.  

Es por ello que las cesantías y sus intereses deben pagarse completa y oportunamente a los 
trabajadores, so pena de violar sus derechos fundamentales.  Al respecto la doctrina 
constitucional señala que la creación y aplicación de las normas que versan sobre materias 
laborales, entre ellas las obligaciones prestacionales, exigen de los funcionarios competentes 
especial diligencia, en lo referente a las prerrogativas reconocidas por el sistema jurídico a los 
trabajadores y bajo la perspectiva del Estado Social de Derecho, tanto el legislador como la 
autoridad administrativa carecen de atribuciones que impliquen la consagración de normas o 
la adopción de procedimientos contrarios a las garantías mínimas que la Constitución ha 
plasmado con el objeto de brindar especial protección a las relaciones laborales, siendo clara 
la vulneración por el no pago oportuno de los intereses a las cesantías ni las cesantías a mi 
mandante como docente, cuando no se aplica en igualdad de condiciones, los valores en los 
momentos específicos ordenados en la ley.  
 

EL FOMAG EN EL PRESENTE ASUNTO ES EL FONDO DE CESANTÍAS A 
QUIEN NO SE LE HA GIRADO LAS MISMAS CESANTÍAS RELAMADAS DE 

MI REPRESENTADO, COMO LO ORDENA LA LEY Y LAS DECISIONES 
EXPRESADAS EN LAS SENTENCIAS DE UNIFICACIÓN DE LA CORTE 

CONSTITUCIONAL Y DEL CONSEJO DE ESTADO 
 

EL FOMAG ES LA “VÍCTIMA” DEL IRREGULAR ACTUAR DE LAS 

ENTIDADES NOMINADORAS, QUIEN ACTUA EN DEFENSA DE SU PROPIO 
VERDUGO 

 
Señor juez, es tan desafortunada e irregular la conducta que fue descubierta por mi 
representado (a) en el presente asunto por parte de las entidades públicas demandadas, en 
el cual quedó demostrado que no le fueron consignadas sus cesantías por su labor como 
docente oficial para la vigencia laboral del año 2020 en el Fomag y que debían estar pagadas 
a más tardar el 15 de febrero del año 2021, que la misma entidad a la que debe pagársele 
las cesantías, sale en defensa de sus propios verdugos, creyendo que expresando en 
una respuesta masiva a los docentes de Colombia, ellos iban a dejar de reclamar sus 
derechos, pidiéndole además con esta demanda se corrija para los años subsiguientes 
esta indebida actuación de las entidades convocadas a juicio.   
 
Fue el propio Vicepresidente de Prestaciones Económicas del Fomag, por medio de 
respuesta masiva con Radicado No.: 2021017XXXX01X (sic) – seguramente de mal 
defensor de oficio, pues quedó demostrado que no recibió los recursos de los 
empleadores de mi mandante – fechada el 21 de agosto de 2021, el que, de manera 
sorprendente, inaudita frente a la ley e inentendible de una entidad pública, en donde 
establece en el mismo oficio masivo enviado a los docentes de Colombia que: 
 

“… Frente a esta solicitud me permito indicar que el personal docente se encuentra regulado 
en materia prestacional por un régimen excepcional el cual incluye un sistema de 
reconocimiento y pago de cesantías e intereses sobre estas. Este régimen excepcional se 
encuentra establecido en la ley 91 de 1989, y es desarrollado en el decreto 2831 de 2005, 
modificado por el Decreto 1272 del 23 de julio de 2018 y complementado por las leyes 244 de 
1995, 344 de 1996, 1071 de 2006 y 1955 de 2019, entre otras  
 
(….) 
 
Igualmente y en concordancia con la naturaleza diferenciada del régimen excepcional docente 
el Decreto 1582 de 1998 en su artículo 1 estableció́ que el sistema de cesantías regulado por la 
ley 50 de 1990 sería aplicable a los funcionarios públicos afiliados a los Fondos Privados de 
Cesantías, circunstancia que no se da para el personal docente, ya que estos por expreso 



 

mandato de la ley 91 de 1989 serán afiliados al FOMAG cuya naturaleza jurídica y 
funcionamiento tiene su propio marco normativo, distinto a lo regulado para los fondos 
privados de cesantías creados por la misma ley 50 de 1990.  
 
Como consecuencia de lo expuesto hasta aquí, no es posible acceder a su solicitud ya que como 
se puede concluir la sanción mora por la no consignación de cesantías establecida en la ley 50 
de 1990 no es aplicable al personal docente ya que este no cumple con el requisito de estar 
afiliado a un fondo privado de cesantías para ser cobijados por dicha normatividad”.  

 
¿DÓNDE ES IRREGULAR SU ACTUAR?: 
 

1. Cuando ya ha sido tan debatido y superado por la Corte Constitucional y por el H. 
Consejo de Estado, que la ley 50 de 1990 de 1990 sí se aplica a los docentes oficiales, 
sigue insistiendo que la disposición normativa en comento no resulta aplicable. 
 

2. Cuando debería el Fomag y la misma fiduciaria la Previsora que administra sus 
recursos, las entidades que están siendo afectada por el no pago oportuno de las 
cesantías al 15 de febrero de 2021, que corresponden al ejercicio de mi mandante 
como docente en el servicio oficial para la vigencia 2020, DEBERÍAN SER LAS 
PRIMERAS EN RECLAMAR ESTOS RECURSOS. 
 

3. No solamente reclamar estos recursos, sino impetrar todas las acciones legales 
coercitivas para que estos puedan llegar a sus arcas, habiéndole concedido la ley 
todas las herramientas necesarias para que este momento fue el acto principal de 
reclamar estos recursos. 
 

4. El FOMAG, se ha visto estos últimos diez (10) años afectados por más de 60.000 
demandas en Colombia, por la no cancelación oportuna de las cesantías parciales o 
definitivas a los docentes de conformidad con lo establecido en la ley 1071 de 2006, 
¿PERO SABE SEÑOR JUEZ POR QUÉ?  Pues sencillamente por esta misma razón, 
pues cuando el docente solicita la cancelación de sus cesantías están no las tiene la 
entidad y no puede cancelárselas de manera oportuna, sino que tiene que esperar 
como lo dice el propio oficio que estamos señalando como irregular en este acápite 
de conceptualización de las normas vulneradas por los actos administrativos 
demandados, debe esperar a que en los meses de julio o en los meses siguientes el 
MINISTERIO DE HACIENDA a bien lo tenga gire los recursos de las cesantías 
parciales de los docentes quienes las han solicitado. 
 

5. El Ministerio de Hacienda, SOLO GIRA LOS RECURSOS DE LAS CESANTIAS 
PARCIALES a quienes solicitan para estudio, compra o remodelación de vivienda, 
pero a los docentes a quienes nunca solicitan cesantías, sus recursos nunca han 
estado consignados de manera oportuna.  No importa que el trabajador, sea docente 
o servidor público de cualquier naturaleza en el estado SOLICITE O NO SUS 
CESANTIAS, estas deben estar consignadas en el fondo para cuando llegue el 
momento de acreditar requisitos para solicitarlo. 
 

6. Esta circunstancia existe hace muchos años, e incluso el reclamo por prescripción 
podría haberse realizado por los tres (3) años anteriores pues las cesantías para 
estos años tampoco se encuentran consignadas en el FOMAG, pero el hecho que 
una insana costumbre haya subsistido en el tiempo no le genera derechos a las 
entidades demandadas, quienes escondidas por unas decisiones judiciales que ya 
fueron REVALUADAS, y que esta situación adoptó una nueva postura 
jurisprudencial unificada en ambas cortes que deben pronunciarse sobre la materia 
y además justa para este gremio del estado que ha luchado por tantos años, por un 
trato igualitario frente a sus cesantías. 
 

7. No se puede escindir la interpretación de la ley 91 de 1989 y la ley 50 de 1990, a mi 
mandante como docente, pues sí se le cambió el régimen de cesantías retroactivo a 
un régimen anualizado por haber sido vinculado después de del 1 de enero de 



 

1990,como al resto de empleados públicos del país, también debe tener la protección 
que sus cesantías sean canceladas al igual que resto de empleados públicos del país 
A QUIENES SE LES LIQUDA LAS CESANTIAS DE LA MISMA FORMA Y SE 
LES CONSIGNA DE LA MISMA MANERA, para que ahora la entidad pública 
que es la “victima”, la “afectada”, la “doliente”, la “acreedora”, la “beneficiada del 

pago que reclamamos”, como se le quiera denominar legalmente, TOME AHORA 

PARTIDO A FAVOR DE SU REAL DEUDOR, expresando que los recursos que 
debía manejar no son sometidos a sanción por mora, cuando ni es arte, ni parte en el 
presente, sino para verse perjudicada por la actitud de la entidad demandada Y DE 
MANERA EXTRAÑA antes que coadyuvar la pretensión que es respaldada por un 
amplio criterio jurisprudencial unificado, ahora lo rechaza.  ESTO NUNCA VISTO 
EN EL DERECHO.   

 
V. PRUEBAS 

 
DOCUMENTAL SOLICITADA: 
 
1. Solicito se oficie al SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTAY/O 
SECRETARIA DE EDUCACIÓN, para que se sirva certificar la fecha exacta en la que 
consignó como patrono de mi mandante las cesantías que corresponden al trabajo realizado 
como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 
en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. Esta información 
ya fue solicitada a la entidad territorial, pero no fue contestada de manera congruente y para 
las resultas del proceso es indispensable que el despacho conozca la siguiente información: 
 

A. Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, donde 
aparezca el nombre de mi representado, el valor exacto consignado y la copia del 
CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite presupuestal que ocasionó 
la erogación del gasto por este concepto. 
 

B. Si la acción descrita en el literal A, obedece a que esta entidad, solo se realizó algún 
reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado algún pago – consignación 
– por concepto de las cesantías que corresponden a la vigencia del año 2020, sírvase 
expedir la respectiva constancia de este documento del reporte o informar sobre el 
trámite dado a esta cancelación. 
 

C. Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta cesantía anual 
a mi representado, por laborar el año 2020, al servicio de esta entidad territorial y 
que dio nacimiento a la consignación por parte de esta entidad a la acreencia 
cancelada en el Fomag. De lo contrario infórmeme sobre la inexistencia del acto 
administrativo y si se dio algún trámite para su realización. 

 
2.Solicito se oficie al MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, para que se sirva 
certificar de mi mandante que labora en SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTA, 
la fecha exacta en la que consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado como 
docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 en el 
Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha, así mismo la siguiente 
información: 

 
A. Así mismo, sírvase expedir copia de la constancia de la respectiva transacción - 

consignación, que fue realizada de manera individual o conjunta que corresponda al 
concepto de cesantía de la vigencia laborada 2020, a favor del docente que aparece 
como demandante en el FONDO PRESTACIONAL DEL MAGISTERIO – 
FOMAG. 
 



 

B. Sírvase indicar la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las 
cesantías sobre el monto acumulado de esta prestación, que le corresponden al 
docente solicitante, así como el valor cancelado, y que incluye el valor de las 
cesantías que fueron causadas y acumuladas hasta el año 2020. 

 
VI. ANEXOS 

 
De la manera más respetuosa me permito manifestar que los documentos que se encuentran 
anexos a esta demanda son los siguientes: 
 

• Poder para actuar. 

• Constancia de la petición presentada como reclamación administrativa por mi 
representado ante la SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTA 

• Oficio de respuesta a la reclamación administrativa No  S-2021-277027  del 25 DE 
AGOSTO DE 2021 

• Solicitud de certificación de realizada a la entidad territorial, donde consta que no fue 
efectuado la consignación oportuna de las cesantías a mi mandante el 15 de febrero de 2021.  

• Oficio de respuesta a la solicitud de prueba No S-2021-275922 del 24 DE AGOSTO DE 
2021 

• Relación de pago de los intereses de las cesantías, donde consta que el pago fue efectuado 
en los meses de marzo o abril de 2021. 

• Fotocopia de la cédula. 

• Constancia de procuraduría. 

• Copias de la demanda para el traslado al Ministerio Público, a la entidad demandada y 
archivo. 

• Sentencia SU – 098 de la Corte Constitucional. 

• Sentencias del Consejo de Estado: 
 

No. RADICADO EXPEDIENTE FECHA DECISIÓN MAGISTRADO PONENTE 

1 
08001-23-33-000-2013-00666-01 

(0833-16) 
6 de agosto de 2020 

Dra. SANDRA LISETH 
IBARRA 

2 
76001-23-31-000-200900867-01, No. 

Interno: 4854-2014 
24 de enero de 2019 

Dra. SANDRA LISETH 
IBARRA 

3 54001-23-33-000-2016-00236-01 21 de febrero de 2019 
Dra. SANDRA LISETH 

IBARRA 

4 08001-23-33-000-2014-00208-01 10 de junio de 2020 
Dra. SANDRA LISETH 

IBARRA 

5 08001-23-33-000-2014-00132-01 12 de noviembre de 2020 
Dr. WILLIAM 

HERNÁNDEZ GÓMEZ 

6 
08001 23 31 000 2014 00815 01 

(4979–2017) 
17 de junio de 2021 

Dr. GABRIEL VALBUENA 
HERNÁNDEZ 

7 08001-23-33-000-2015-00331-01 17 de junio de 2021 
Dr. CÉSAR PALOMINO 

CORTÉS 

 

• Respuesta masiva del Fomag a los docentes públicos de Colombia. 
 

VII. COMPETENCIA 
 
Es usted competente señor Juez para conocer del presente juicio en primera instancia por 
el origen de los actos acusados, la entidad demandada y por razón del territorio porque mi 
representado presta sus servicios en SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTAde 
conformidad con la Ley 2080 de 2021. 



 

 
 

VIII. ESTIMACION RAZONADA DE LA CUANTÍA 
 

La sanción por mora solicitada debe liquidarse a partir del 15 de febrero del año 2021 y 
hasta el momento en que se acredite la consignación de las cesantías de la anualidad 2020, 
de la siguiente manera: 
 
NOMBRE PAULA JOVANNA PACHON HAMON  

CÉDULA 52.238.363 

1   
VALOR SALARIO DIAS MORA MES VALOR MORA 

 $5.103.213 13 FEBRERO  $2.211.392 

 $5.103.213 31 MARZO  $5.273.320 

 $5.103.213 30 ABRIL  $5.103.213 

 $5.103.213 31 MAYO  $5.273.320 

 $5.103.213 30 JUNIO  $5.103.213 

 $5.103.213 31 JULIO  $5.273.320 

 $5.103.213 31 AGOSTO  $5.273.320 

 $5.103.213 30 SEPTIEMBRE  $5.103.213 

 $5.103.213 31 OCTUBRE  $5.273.320 

 $5.103.213 30 NOVIEMBRE  $5.103.213 

5103213 31 DICIEMBRE  $5.273.320 

5103213 31 ENERO  $5.273.320 

5103213 28 FEBRERO  $4.762.999 

5103213 24 MARZO  $4.082.570 

TOTAL 402    $68.383.054 

 
 

IX. DOMICILIO PROCESAL 
 
 
DEMANDANTE: Carrera 31ª No. 25ª- 26, Barrio la Gran América, Bogotá  
            Buzón de notificaciones: cundinamarcaplqab@gmail.com  
 

DEMANDADO: 
 

• SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTA., ubicado en la Av. El Dorado No 66-63, 
en la ciudad de Bogotá. 
 
Correo electrónico: notificacionesjudiciales@secretariajudicial.gov.co 
 
 

• La Nación (Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio), en el Centro Administrativo Nacional - C. A. N., ubicado en 
la calle 43 No. 57 – 14, en la ciudad de Bogotá. 
 
Correo electrónico: notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co 

 

• Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, ubicado en la Calle 72 No. 10 - 03, 
en la ciudad de Bogotá. 
 
Correo electrónico: notjudicial@fiduprevisora.com.co 

mailto:cundinamarcaplqab@gmail.com
mailto:notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co
mailto:notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co
mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co


 

 
 

NOTIFICACIONES 
 

Recibiré notificaciones en la Secretaría de su despacho o en mi oficina de abogado ubicada 
en la Carrera 31ª No. 25ª-26  
 
Atentamente, 
 
 

 
SAMARA ALEJANDRA ZAMBRANO VILLADA  
C.C. No.1.020.757.608 de Bogotá  
T.P. No. 289.231 del C.S. de la Judicatura. 
 

Usuario OFC America
Texto tecleado
X.



Yobany Lopez <notificacionescundinamarcalqab@gmail.com>

PROCESO MORA cesantías 2020

1 mensaje

PAULA JOVANNA PACHON HAMON <paulapachon2021@gmail.com> 9 de julio de 2021, 16:15
Para: paulasanabria.lopezquintero@gmail.com, notificacionescundinamarcalqab@gmail.com

Cordial saludo

Envío documentos y autorización, gracias. 


PapelesPaulaLopezAbogadosCesantias2021.pdf

12817K

https://mail.google.com/mail/u/2/?ui=2&ik=98f59573c4&view=att&th=17a8d20b309f4671&attid=0.1&disp=attd&realattid=f_kqwu86y20&safe=1&zw


A13Sr Jo\,, t/z"zn
Yo Paula Jovanna Pachón Hamón identificado (a) con la cédula de ciudadanía
No.52238363 expedida en la ciudad de Bogotá , de acuerdo a lo dispuesto en
el Decreto 806 de 2070, me permito otorgar poder al Dr. YOBANY ALBERTO
LOPEZ QUINTERO, identificado con la cedula de ciudadanía No. 89.009.237 de
Armenia y T"P No. 112.907 del C.S de la J, a la Dra LAURA MARCETA LOPEZ

QUINTERO , identificada con la cédula de ciudadanía No. 4t.96A"7L7 de Armenia
y T.P 165_.395 del C. S de la l, ylo a la Dra PAULA MILENA AGUDELO
MONTAÑA, identificada con cédula de ciudadanía No. 1.030.633.678 de Bogoüá y
T.P No. 277-A9B del C. S de la J,ylo a la Dra SAMARAATEIAilDRA
ZAMBRANO VILI-ADA, identificada con la cédula de ciudadanía No.
L.02A.757.608 de Bogotá y T.P 289.23L del C.S de la J, para que en mi nombre y
representación Ileven a cabo todas las actuaciones peftinentes al proceso de
sanción por mora.

Por Io anterior, se adjuntan los poderes coffespondientes tal y como lo establece el

Decreto 806 con la sola antefirma, sin presentaciones personales o
reconocimientos diferentes para que sea aceptado en todas las etapas procesales
que se requieran.

Teléfono: 3124506688
Dirección: Calle 19' 88-66 lnterior 4 Apto 604

Cordialmente,..
i,'./

il#¿ffi.r.í'rá pá¿n'¿, h#1'r 
:3r' * # "'

Cédula:52238363
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LOPE Z QUINIERO

-7) 
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-7't-. 
._ffd.rr¿2t/122¿Í

Señor

JTJEZ ADMINISTRATTVO DEL CIRCUITO DE

CONDENAS

1. Condenar a la NACIÓN - MIM§TERIO
PRESTACIONES SOCTALES DEL

(Reprrto)
Ciud¡d

- .r-r f"t ,', ! ¡ .. -.:'-* '- ' ;- . , ,, . . . *, , ,, ,, ,- ,, ii{, identiñcado (a) con la cédul¿ de ciudadanía No;'if[f§1][, de la manera más
¡espetuosa manifiesto que confiero PODER especial, amplio y suficiente al Doctor YOBANY ALBERTO LÓPE;Z
QUINTERO, identificado con la cédula de ciudadanía No. 89.009.237 de Armenia y acreditado mediante Ta{eta Profesional
de Abogado No. I12.907 del Consejo Superior de la Judicatura, a la Doctora LAURA MARCELA LÓPtrz QUINTERO,
identificada con la cédula de ciudadanla No. 41.960.717 de Armenia y acreditada con la Ta{eta Profesional de Abogada No.
165.395 expedida por el Consejo Superior de la Judic¿tura y/o a !a Doctora PAIILA MILENA AGUDELO MONTAÑA,
identificada con la cédula de ciudadanla No. 1.030.633.678 de Bogotá y acreditada con la Ta{eta Profesional de Abogada
No. 277.098 expedida por el Consejo Superior de la Judicaturg y/o a la Doctora §AMARA ALEJANDRA ZAMBRANO
VILLADd identificad¿ con l¿ cédula de ciudadanla No. 1.020.757.608 de Bogotrí y acreditada con la Tat'eta Profesional de
Abogada No. 289.23 I expedida por el Consejo Superior de la Judicatur4 para que en mi nombre y representación, interponga
el medio de Control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho que contempla el TfTULO trI delCódigo de Procedimiento
Administrativo y de lo Contencioso Adminisüativo en su Artículo 138, contra la NACION- MIMSTERIO DE
EI'UCACIÓN NACIONAL - F'ONIX) NACIONAL DE PRESTACIO¡TES S(rctALE§ DEL MAGISTERIO,
representado legatnente por la Ministra de Educación Nacional, quien lo sea o haga sus veces, al momento de la notificación
del ¿uto admisorio de la demanda o por el apoderado especial que para el efecto se designe y con[a la ENTIDAI)
TERRITORIAL CERTII'ICADA EN EDUCACIÓX , representado
legalmente por el Alc¿lde o Gobernador, quien lo sea o haga zus veces o al apoderado que al efecto se designe, a fin de que
preüos los trímites procesales prwistos en el C.P.A.C.A., y mediante s€ntercia con fuerz¿ de cosa juzgada, se provea
favor¡blemente a las siguientes:

DECI-ARAICIOIT{ES:

l. Declara¡ la nulidad del acto ficto configurado el día . frente a la petición

@iaSANCIóNPoRpresentada el dla
MORA establecida en el artlculo 99 de la ley 50 de 1990, equivalente a rm (1) dla de mi salario por cada día de
retardo, contados desde el I de enero del airo 2021, hasta el momento etr que se acreditó el pago de los i¡tereses a

las cesandas del año 2020, asl como adicionalmente negó el derecho al reconocimiento y pago de la SANCIÓN POR
MORA, contemplada en la 6¡gm¿ disposición, por cuatrto támpoco me canceló oporhmammte las cesantías que
corresponden al año 2020, que debían ser pagadas antes del 15 de feb¡ero del añ.o 2021.

2. Declarar que tengo derecho a que la NACIÓN - MI¡ilSTT,RIO DE EDUCACIÓN xlcfOx¡, -f'oNDO
NACIONAL DE PRESTACIO¡IES §OCIALES IIEL MAGISTERIO - y l¡ etrtid¡d territori¡l

dc m¡ner¡ solid¡ri¡, me reconozca y pague la SANCIÓN POR
MORA est¿blecida en la L,ey 50 de 1990, artlculo 99, equivaleute a un (1) dla de mi salario por cada dla de ret¿rdo,
contados desde el I de eirero del año 2021 fecha en que debió consignarse mis intereses a las cesanüas que

corresponden a la anualidad del año2020, hasta el día mometrto en que se efectuó e1 pago.

3. Declara¡ que tengo derecho a que la NACIÓN - MIMSTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL -FONDO
NACIONAL DE PRESTACIO¡IE§ SOCIALES DEL MAGISTERIO - y l¡ entidrd territori¡l

@"tr-,ffi ll-,9#tiittT?"'11:?^i;il::ffi"f X#X
contados desde el 15 de febrero de 2021, día en que debió consignarse el valor de mis cesantlas que correspoaden a

la anualidad del año 2020, hasta el dla momelrto efl que se efecüró el pago.

DE EDUCACIÓX X¡,CTOXNT,- FONDO NACIONAL DE
MAGISTERIO - y lr entid¡d territori¡l

a que se me reconozca y pague la SANCIÓN POR MORA
establecida en la Ley 50 de 1990, articulo 99, equivalente a un (l) dla de mi salario por cada día de retardo, contados
desde el I de enero el año 2021, fecha en que debió consigna¡ss los intereses a las cesantías del año 2020, en el
respectivo fondo prestacional y hasta el dla _, momerto en que se efectuó el pago de los
respectivos intereses.

2. Condena¡ a la NACIÓN - MII\IISTERIO DE EDUCACIÓX XACTO¡.IAL- FO¡TDO NACIONAL DE
PRESTACIONES SOCIALE§ DEL MAGISTERIO - y la entid¡d territori¡l

, a que se me reconozcu y pagu" la SANCIÓN POR MORA

ÁIIIOAUIA. CRA 50 É 38.103 AV PAUCE EDIÉ¡CIO GUAR'A SOL. LOCAL IO9, IELI 322 0653 - CEL: 317 621 352J - J1O ]33 2808 MEOELL¡N, ARAUCA CRA 2] 1 20.31 BARRIO U ESPERANZA CERCA
A LA ASoCIACION DE E0UCADORES DE ARAUCA CEL 317 682 7927, APAR]ADÓ, CRA, 99 i 96.35 C.C APARTACENIRO oÉ 221 , CEL 310 {29 3857, ATLANTIco. CRA, 3884 66.39
SEDE DEI SINDICAÍO DE EDUCADORES n3m- - fEL: r5l 385 1603 " CELI 310 458 1625 - 310 458 1471 - 310 458 1708. BARRANOUILLA. EOGOIA ¡liERlcA: Cm l1A i 25A-26 BARRIO U GMN
AMÉRICA JUNTO AL STND|CATO DE :DUCADORES mE TEL: \1 ó95 tl12 . \1) 712 i$. CEtr 304 352 r597 - 317 383 0581. AOGOTA ESr,lEilLJA- CLL s. r il-i8 PrSO 3 BARRTO U ESMEULDA

CARTAGENA. STYAaA: CLL.21 :9 - 62 PRIIlER PISO TEL: 18) 7]3 C366 CEL:317 621 7957 fUNJA. CALDAS Cll 22 t 23-23 LOCAL I EOIFICIO CO§CHA LOPEZ. TEL: 16) 391 2i9l

SES TEL I ala a;:0 - C:- l'7 62- 3:35 l-i É:! 3f.9a BUCARAMANGA. Fr ii,rii;'l: CLL 13 t 6-33 ;RENTE AL S ñDlCAiO DE EDUCAIORES SER IEL ór 3?l 2366

- L- -- r CAL q'¡MOIAS.GUAINIA GJAVTARE.VA,PES VICHADA ir VI-LAVICENCIO

€
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rópe z QUINTERO
,{B0c$}0§ &,1§0ciADos

3.

4.

5.

6.

At€ntamente,

ACEPTO:

PAt]LA MILENA AGUDELO MONAAÑA
C.C. No. 1.030.633.67E dc Bogot{

' T.P. No. 2z.tDt del c.s. de l¡ J.
em¡il:

ACEPTO:

SAMARA ALEJANDRA ZAMBRA]\IO VILLADA
C.C. No. 1.020.757.f)t de Bogoti
T.P. No. 289231 del C.S. de h J.

e.m¡il: notifi c¡cionescundin¡m¡rcdqrb@gp.rücom

El prcsñte podq, § mü¡ al com indic¿do por el prcfesional del dtrcho qw s aomtra registrado m el Registo Nrcimal dc Abogados, regun

to reglado a et ardculo 5'del Deeto 806 de 2020.

A§IIoQUIA,cm 50F38-IO3AVPAuCEED]FIC¡oGUARDASoL.LOCALIOg.fEL 3220653.C81:31f6213324 '3104332808 MEDELLíN,ARAUCA]CRA,23;20-3lBARRIOIAFSPERANA CERCA

t-Lrr§óclÁCtoñ-oilouéÁ¡one§ oinnnucÁc¡r :rz 682 792i. apARrADó cRA 99 r 90-35 c.c. ApARTAcENTRo oF 22r - cEL 310 429 3857 ArLÁNr¡co cRA 384* 66'3s
SEDE DEL StNDtCATo 3E :DUCADoRES ADE§ - TE!: {51 385 4603 - CEL 310 458 1625 - 310 458 1471 - 310 458 1708 BARRANQUILU. BocofÁ AMÉRlcar cRA. 31A ¡ 25A-26 BARRIo u GMN
ÁueÁtóÁlulró lL srÑcrCeró Oe fouceoonEs'loE , tEL, 11,695 3312 - 11) 712 {748 CEL 304 352 1597 - 317 383 0581. aoGoTA IS§EMLDA: CLL «.. f-78 PISO I BARRIo ú ESMEML0A

IJO CASA DEL EDUCADOR x 3$32'SUDIB" 'TEL: (51 664 0196 - 5e 0187 ' CELi 314 ,6 2191 - 314 776 3466 - 31t 778 4078 -
CEL: 317 621 795r. fUNJA. tALrA§r CLl. 22 f 23-23 LOCAL 1 EDIFICIO CONCHA LOPEZ TEL: (61 891 219:

TEL: (1) 805 6d20 CEL: 318 510 1768, BOGOTA. BOLIVAR: CALIE DEL CUARTEL 0E! !lJO CASA DEL EDUCADOR X 3$32'SUDIB" 'TEL:
CARÍAGEIA, BOYACÁ: CLL 21 * 9 - 62 PR]MER PISO, TEL: (8) 743 0366 CEL: 317 621 795', fUNJA. 

'AL'A§I 
CLI, 2

CEL 317 621 Bu4. MANIZALES, cAFñ§ti cLa. 10 r ¡-S; C c sllreeÑÁ pUZl. IOCAL 11 1 - 112 TEL: 12) 214 4l 02 cEL:317 s1 1 311. CAQi:TA: CM. I 3 cLL 1 3 ESOUINA BARRIO CENTROMCAL l. CEL:320371
(4J670826CEl:322535CEL 317 621 8U4. MANIZALES, CAFñ§'i CLa. 10 r 4-57 C C SANTAANA PLAZA. IOCAL 11 1 - 112 TEL: 12) 214 4l 02 CEL:317 S1 1 311. CAQiI

7053 - 318 22i 8331. FLORENCIA. C!§Alr C!1. 15, 1 1 -37 EARRIO LOPERENA CEL 3l 7 383 &85 300 41 3 4204. VALLEDUPAR. CHOCOT Cm.6

"SES' TEL| (7j 635 04OO , CEL: 317 621 8095 , 31? 621 8096. BUCARAMANGA. FISARALDAT ClL. l: t 6-38 FRENTE AL SlNDlCAfo DE EDUCADORES -SER' - TEL: {6) 333 2366

clo' cEL:317567 2273- cALt.AxTtGUos TFRntfaRros NActoNALES:AM[oxAS, GUA¡NíA,GUAv|ARE.vAUPES,vlchAtA: cRA.26*35-0s PlSo4 "cEL:31.8803466. vlluvlcENclo

)=-

%

ACSPTO:

YOBANY ALBERTO LÓPEZ QT'INTERO
C.C. t9.lXD237 de Armcnlr (Q)

¡6a ¡!|. 6a;¡rf.r. No. 112.9fi del C.S. de l¡ J.
émrll: yobrnynotijud@g¡nrilcom

LAT]RA MARCELA LÓPEZ QI'INTERO
C.C. No. 41.9ú.717 de Armeni¡ (Q)

T.P. No. 165395 del C.S. de l¡ J.
emei} leura@lopezquintero¡bog¡do¡.com

Q/*aur€/r*
establecida en la Ley 50 de 1990, artlculo 99, equivalente a un (1) dla de mi salario por cada dla de retardo, cortados

desde el 15 de febrero de 2021 fecha en que debió consignarse el auxiüo de cesantia del año 2020, en el respectivo

fondo prestacional y hasta el dla 

---..
Condenar a la NACIóN-MINISTERIO DE EDUCACIÓX XICTOX¡,1,- FOI\DO NACIONAL DE

PRESTACIONDS §OCIALES DEL MAGISTERIO - y ¡ l¡ entld¡d territori¡l

,1lff "J$*rK?"ld,l'ilá".tlSiH"1",.I1ll'áffi iffi JX§
antsriores, tomando como base la variación del lndice de precios al consumidor desde la fecha eIr que se efectuó el

pago de cada una las anualidades respectivas y de manera independiente conforme hayan sido las cancelaciones,

t¿lto de los intereses, como del pago de la cesantíg cancelados de manera tardla ambos en la vigencia

conespondicnte at año 2021, pero corresponden a mi tabajo como servidor púbüco del año 2020, y, hasta el

mom€rto de la ejecutoria de la sentencia que ponga fin al presente proceso, de conformidad con 1o estipulado en el

artlcr¡lo 187 del C.P.A.C.A.

Condena¡ a ta NACIóN-MIM§TERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO NACIONAL DE
PRESTACIOI\rE§ §OCIALES DEL MAGISTERIO- al reconoci¡niento y pago de intereses moratorios a partir

del día siguiente de la fecha de la ejecutoria de la sentencia y por el tiempo siguiente hasta que se efectue el pago de

las SANCIÓNES MORATORIAS reco¿ocid¿s en esta sentencia , art 192 del C.P.A.C.A.

eue se ordene a la NACIóN-MIMSTERIO DE EDUCACIÓX XICIOXAI,- FONDO NACIONAL DE
PRESTACIONDS SOCIALE§ DEL MAGISTERIO - y r l¡ entid¡d territorirl

#;i&H:,.il"*Tff B;T"#ifii.n:l
Código de procedimiento Arlministrativo y de lo Contencioso Administrativo. (C.P.A.C.A).

CONdCNAT EN COSTA§ A 1A NACIÓN-MIMSTE*IO I'E EDUCACIÓN NACIONAI-F'ONDO NACIONA]' DE
PRESTACIO¡IES SOCIALES DEL MAGISTERIO y r lr entid¡d territori¡I

de conformidad con lo estipulado en el Artlculo 188 del Código de

Procedimiento Admhistrativo y de lo Contencioso Administrativo, el cual se rige por 1o dispuesto en el Artículo 392

del Código de P¡ocedimiento Civil modificado por el artlculo 19 de la Ley 1395 de 2010.

Mis apoderados quedan especiaLnente facultados para recibir, conciliar, transigir, desistir, re'nunciar, sustituir y reasumir este

pode¡, además de recibir, notiñcarse, interponer recursos ordinarios y extraordi:rarios y en fin realizar todo 1o que esté

conforme al derecho, para la debida representación de mis intereses, recibh copia auéntica de la sentencia, sin que pued¿

decirse en momento alguno que intervienen sin poder suñciente para actuar dentro de esta medio de control de nulidad y
¡sstall¿simiento del derecho.

ACEPTO:

LO
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Señores 
ENTIDAD TERRITORIAL DE BOGOTA D.C 
SECRETARÍA DE EDUCACIÓN  
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
BOGOTA D.C 
 

REFERENCIA: Pago de sanción por mora por inoportuna consignación de cesantías y el pago tardío 
de los intereses del año 2020. 
DOCENTE SOLICITANTE: JHOVANNA ELIZABETH ORDOÑEZ VILLEGAS  
C.C. No. 66955137 

 
SAMARA ALEJANDRA ZAMBRANO VILLADA, identificada con la cédula de ciudadanía No. 
1’020.757.608 de Bogota, abogada en ejercicio, acreditada con T.P. No. 289.231 del C. S. de la J., 
actuando en nombre y representación de JHOVANNA ELIZABETH ORDOÑEZ VILLEGAS, docente 
adscrito a esta entidad territorial, de las condiciones conocidas en el poder legalmente otorgado, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 5 del Decreto Nacional 806 de 2020, el cual acompaño al 
presente escrito, me dirijo a su despacho para manifestar que en ejercicio de la reclamación administrativa 
establecida en la ley 1437 de 2011, presento PETICIÓN, consagrado en el artículo 23 de nuestra 
Constitución, para que sean resuelta favorablemente las siguientes: 

 
PETICIONES 

 
1. Se le reconozca y pague al docente que actúa como SOLICITANTE en esta petición, la 

SANCIÓN POR MORA, por la no consignación oportuna de las cesantías establecida en la Ley 
50 de 1990, artículo 99, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de retardo, contados 
desde el 15 de febrero de 2021 fecha en que debió efectuarse el pago de las cesantías del año 
2020, en el respectivo Fondo Prestacional y hasta el momento en que la entidad territorial acredite 
el pago en la Fiduciaria la Previsora S.A., entidad encargada de administrar los recursos de la 
cuenta especial de la Nación – FOMAG, que a la fecha de presentación de esta petición no ha 
sido cancelada. 

 
2. Se le reconozca y pague al docente que actúa como SOLICITANTE en esta petición, la 

SANCIÓN POR MORA- INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las cesantías, 
que se encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y el Decreto 
Nacional 1176 de 1991, indemnización que es equivalente al valor cancelado de los intereses 
causados durante el año 2020, los cuales fueron cancelados superado el término legal, esto es, 
después del 31 de enero de 2021. 

 
3. Ordenar el reconocimiento y pago de los ajustes de valor a que haya lugar con motivo de la 

disminución del poder adquisitivo de las SANCIONES MORATORIAS referidas en los 
numerales anteriores, tomando como base la variación del índice de precios al consumidor desde 
la fecha en que se efectuó el pago de cada una las anualidades respectivas y de manera 
independiente conforme hayan sido las cancelaciones, tanto de los intereses, como del pago de la 
cesantía, cancelados de manera tardía ambos en la vigencia correspondiente al año 2021 para mi 
mandante, pero corresponden a su trabajo como servidor público del año 2020 y hasta el momento 
en que se efectuen o efectuaron los pagos. 
 
 

FUNDAMENTOS DE LA PETICIÓN 
 
PRIMERO: En el artículo 57 de la ley 1955 de 2019, se modificó la ley 91 de 1989, entregándole la 
responsabilidad del reconocimiento y liquidación de las cesantías a las entidades territoriales y el pago 



 

de sus intereses antes del 31 de enero de la anualidad siguiente directamente al docente, siendo 
obligatoria entonces la consignación de las CESANTÍAS en el Fomag en la cuenta individual dispuesta 
para cada docente antes del 15 de febrero siguiente y sus intereses antes del 31 de enero de 2021, 
literalmente así: 
 

“ ….. Artículo 57. Eficiencia en la Administración de los Recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio. Las cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 1989 serán 
reconocidas y liquidadas por la Secretaría de Educación de la entidad territorial y pagadas por el Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio (Negrillas al copiado). 

 
SEGUNDO: La entidad territorial estaba obligada a girar los recursos de las CESANTÍAS que generó 
mi representado como docente en su actividad como docente oficial en la vigencia fiscal del año 2020, a 
mas tardar el día 15 de febrero del año 2021 y no lo efectuó y no lo ha realizado a la fecha.  Así mismo 
estaba obligado a liquidar el valor de lo que le correspondía por CESANTÍAS para el mismo período del 
año 2020, para que fueran cancelados sus intereses a las cesantías antes del 31 de enero siguiente y solo 
se cancelaron después del 1 de abril del año 2021, en abierta vulneración de la ley y del desarrrollo 
jurisprudencial que se ha determinado en la materia, de conformidad con lo ordenado en la ley 50 de 
1990, ley 52 de 1975 y en el Decreto Nacional 1176 de 1991. 
 
TERCERO: Para que no exista duda del derecho que le asiste a mi representado (a), el H. Consejo de 
Estado, en sentencia del 12 de noviembre del año 2020, Radicación: 08001-23-33-0002014-00132-01 
(1689-2018), Demandante: MARGARITA ROSA REYES CABALLERO, Demandado: NACIÓN – 
MEN – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, determinándolo así: 
 

 “… ¿Les asiste derecho a los docentes oficiales a reclamar el pago de la sanción moratoria prevista en las Leyes 
50 de 1990, 344 de 1996 y el Decreto 1582 de 1998, por la consignación tardía de las cesantías anualizadas? 
 
Al respecto, la Sala sostendrá la siguiente tesis: en virtud del principio de favorabilidad, es viable aplicar a los 
docentes las disposiciones que contiene la Ley 50 de 1990, en materia de sanción moratoria por la consignación 
extemporánea de las cesantías anuales, de manera que para estos, el valor reconocido con corte a 31 de diciembre 
de cada año por concepto de la aludida prestación, también les debe ser consignado en el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, a más tardar el 14 de febrero del año siguiente a su causación. 

 
En estas condiciones es claro que la máxima autoridad en la jurisdicción contenciosa administrativa, así 
como la Corte Constitucional en Sentencia de Unificación 098-2018, ya ha definido la situación de mi 
representado que le otorga derecho a reclamar las indemnizaciones correspondientes y que su situación 
legal para el pago de las mismas, sea regularizada hacia el futuro. 
 
El Decreto reglamentario 1176 del 6 de mayo de 1991, contempló: 
 

“… Artículo 3º.- El valor liquidado por concepto de auxilio de cesantía se consignará en el fondo de cesantía 
que el trabajador elija, dentro del término establecido en el ordinal 3 del artículo 99 de la Ley 50 de 1990.  
 
El valor liquidado por concepto de intereses, conforme a lo establecido en la Ley 52 de 1975, se entregará 
directamente al trabajador dentro del mes siguiente a la fecha de liquidación del auxilio de cesantía”. 
 

Así mismo, es claro el contenido del artículo 1 de la ley 52 de 1975, que establece: 
 

“ …. 2º Los intereses de que trata el inciso anterior deberán pagarse en le mes de enero del año siguiente a aquel 

en que se causaron; o en la fecha del retiro del trabajador o dentro del mes siguiente a la liquidación parcial de 
cesantía, cuando se produjere antes del 31 de diciembre del respectivo período anual, en cuantía proporcional al 
lapso transcurrido del año.    
 



 

3º Si el patrono no pagare al trabajador los intereses aquí establecidos, salvo los casos de retención autorizados 
por la Ley o convenidos por las partes, deberá cancelar al asalariado a título de indemnización y por una sola vez 
un valor adicional igual al de los intereses causados.” 

 
Hay que recordar que cuando fue expedida la ley 91 de 1989, se replicó el contenido del artículo 27 del 
Decreto Nacional 3118 de 1968, que establecía la liquidación de las cesantías a los docentes 
NACIONALES, de manera anual, de tal forma que lo que pretendió la ley 91, fue realizar una aplicación 
integral de todas aquellas situaciones anteriores aplicables a los empleados públicos del orden nacional, 
acabando con la retroactividad de las cesantías para los docentes que se vincularan después del 1 de enero 
de 1990, (independientemente que fueran territoriales o nacionales), estableciéndolo así en su artículo 
15:  
 

“ …. A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y nacionalizado y el que se 
vincule con posterioridad al 1 de enero de 1990 será regido por las siguientes disposiciones: 

(…..) 

Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, para efectos de las 
prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas vigentes aplicables a los empleados 
públicos del orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 1978, o que se expidan en 
el futuro, con las excepciones consagradas en esta Ley. 

En este orden de ideas, es claro que el actuar de las entidades a quienes se les solicita la indemnización, 
deben cancelarla por su irregular proceder, pues las diposiciones de carácter nacional que regulan con 
anterioridad el pago de las cesantías y los intereses a las cesantías fueron vulnerados por las entidades a 
quienes se les solicita hoy la cancelación de las sanciones por mora. 
 

NOTIFICACIONES 
 
Recibiré notificaciones en mi oficina de abogado (a) ubicada en la carrera 31ª No. 25ª -26 o en mi correo 
electrónico notificacionescundinamarcalqab@gmail.com 
 
Atentamente, 
 
 

SAMARA ALEJANDRA ZAMBRANO VILLADA  
C.C. No. 1’020.757.608 de Bogota  
T.P. No. 289.231 del C. S de la J
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Bogotá D.C, 23 de Agosto  de   2021. 
 
 
 
Señor (a): 
Docente 
Ciudad. 
  
 
ASUNTO:    SANCION POR MORA EN EL PAGO DE CESANTIAS E INTERESES A LAS 
CESANTIAS CAUSADAS A 31 DE DICIEMBRE DE 2020 
 
 Cordial saludo:       
 

De conformidad con el asunto de la referencia, está oficina se permite emitir pronunciamiento al 
respecto: 
 
Con relación a los numerales primero y segundo de su petición donde solicita se reconozca y pague la 
sanción por mora o indemnización moratoria por no haberle consignado las cesantías causadas a 31 
de diciembre de 2020 dentro del término legal y se le reconozca y pague la sanción por mora o 
indemnización moratoria por haberle pagado dentro del término legal los intereses a las cesantías 
causadas a a 31 de diciembre de 2020, nos permitimos informarle que: 

 
 

• Mediante acuerdo No 39 de 1998, el Consejo Directivo del Fondo Prestacional del 
Magisterio, determinó el procedimiento a lugar, encaminado al reconocimiento de un 
interés anual sobre el saldo de las cesantías de los docentes vinculados a partir del 1° de 
enero de 1990 y para los docentes vinculados con   anterioridad, solo si las cesantías son 
generadas a partir de la fecha referida, de acuerdo con el artículo 15, numeral 3°, literal B, 
de la ley 91 de 1989. 

 
• De conformidad al comunicado No 008 de fecha 11-02-2020, expedido por Fiduprevisora 

S.A, se realizan precisiones a la luz del acuerdo No 39 de 1998, indicando, que correrá por 
cuenta de las Secretarías de Educación de la mano del área nominadora, liquidar los 
reportes de las cesantías e ingresar la información necesaria para llevar a cabo el proceso 
correspondiente a través de aplicativo Humano. Finalizado el proceso anterior, el sistema 
generara un reporte, el cual debe ser remitido directamente a Fiduprevisora S.A con fecha 
límite, improrrogable del 05-02-2021, de lo contrario conllevara a la no inclusión en nómina 
de los docentes. 

 
• En ese sentido, y una vez culminadas las etapas respectivas en los términos establecidos 

la Fiduprevisora procede a liquidar los intereses a las cesantías y como vocera de los 
recursos del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, programa el correspondiente 
desembolso. 
  

• Ni la Secretaría de Educación de Bogotá, ni ninguna entidad territorial certificada PAGA 
intereses de cesantías a los docentes afiliados al FOMAG. 

 
• De allí que la Oficina de Nómina de la Secretaría de Educación no liquida intereses a las 

cesantías de los docentes ya que por competencia establecida en la ley 91 de 1989, la 
responsable directa de liquidar y girar DIRECTAMENTE los intereses de cesantías a los 
docentes es la FIDUPREVISORA. 
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• La Oficina de Nómina reportó a la fiduciaria a comienzos de año y de manera oportuna los 
consolidados de cesantías docentes causadas durante la vigencia 2020 a la 
FIDUPREVISORA mediante oficios: S-2021-28027 del 05/02/2021 y recibido por la 
FIDUPREVISORA con el radicado 20210320319552 del 05/02/2021 para los docentes 
activos y S-2021-28017 del 04/05/2021 y recibido por la FIDUPREVISORA con el 
20210320319552 del 05/02/2021 para los docentes retirados. 
 

• Con lo anterior hacemos énfasis en que las entidades territoriales reportan a comienzo de 
cada año las cesantías anuales causadas por los docentes a la FIDUPREVISORA y dicha 
fiduciaria CALCULA, LIQUIDA Y GIRA DIRECTAMENTE a cada uno de los docentes los 
intereses a las cesantías. 

 
• Por último, de acuerdo con el numeral tercero, a través del cual solicita se le expida la 

certificación de la fecha en que esta entidad territorial certificada giró al Fondo Nacional d 
Prestaciones Sociales del Magisterio las cesantías casadas al 31 de diciembre de 2020, al 
respecto nos permitimos informarle que es el Ministerio de Educación Nacional encargado 
de girar los recursos directamente a Fiduprevisora, es decir los recursos no son provienen 
de este ente territorial. 

 
Por lo anterior y con el fin de responder su solicitud de fondo, se dará traslado por competencia a 
Fiduprevisora S.A, mediante radicado No S-2021-273529 de fecha 23-08-2021. 
 
Cordialmente, 
 

          
EDDER HARVEY RODRÍGUEZ LAITON  
Director de Talento Humano   
Secretaría de Educación del Distrito  

 
 
Revisado: Janine Parada Nuvan  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 
 
 
 



 

Señores 
ENTIDAD TERRITORIAL DE BOGOTA D.C 
SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 
Ciudad 
 

REFERENCIA: Ejercicio del derecho de petición. Art. 23 Constitución Política 
ASUNTO: Solicitud de información de cancelación de cesantías anuales vigencia año 2020. 
DOCENTE SOLICITANTE: JHOVANNA ELIZABETH ORDOÑEZ VILLEGAS 
CÉDULA: 66955137 

 
SAMARA ALEJANDRA ZAMBRANO VILLADA, identificada con la cédula de ciudadanía No. 
1’020.757.608 de Bogota, abogada en ejercicio, acreditada con T.P. No. 289.231 del C.S de la J., actuando 
en nombre y representación de JHOVANNA ELIZABETH ORDOÑEZ VILLEGAS, de las condiciones 
conocidas en el poder legalmente otorgado, de conformidad con lo establecido en el artículo 5 del Decreto 
Nacional 806 de 2020, el cual acompaño al presente escrito para manifestar que en ejercicio del derecho 
establecido en el artículo 23 de la Constitución política de Colombia y la ley 1437 de 2011, presento solicitud 
de información, que requiero conocer para trámite prejudicial y judicial, para que sean resueltas las 
siguientes: 

PETICIONES 
 

1. Sírvase indicarme en qué fecha exacta, fueron consignadas por parte de esta entidad territorial, como 
patrono las cesantías de mi representado al FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO y que causó como servidor público al servicio de esta entidad 
territorial de conformidad con lo establecido en la ley 60 de1993 y ley 715 de 2001, en la vigencia 
del año 2020. 
 

2. Sírvase enviarme copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, donde 
aparezca el nombre de mi representado, el valor exacto consignado y la copia del CDP que fue 
realizado para realizar el respectivo trámite presupuestal que ocasionó la erogación del gasto por 
este concepto.   
 

3. Si la acción descrita en el numeral 2 de esta petición, obedece a que esta entidad, solo se realizó 
algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado algún pago – consignación – por 
concepto de las cesantías que corresponden a la vigencia del año 2020, sírvase expedir la respectiva 
constancia de este documento del reporte o informarme sobre el trámite dado a esta cancelación. 
 

4. Expídase a mi costa, copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta cesantía 
anual a mi representado, por laborar el año 2020, al servicio de esta entidad territorial y que dio 
nacimiento a la consignación por parte de esta entidad a la acreencia cancelada en el Fomag. De lo 
contrario infórmeme sobre la inexistencia del acto administrativo y si se dio algún tramite para su 
realización. 

 
NOTIFICACIONES 

 
Recibiré notificaciones en mi oficina de abogado (a) ubicada en la Carrera 31ª No. 25ª-26 o en mi correo 
electrónico notificacionescundinamarcalqab@gmail.com. 
 
Atentamente, 
 

 
SAMARA ALEJANDRA ZAMBRANO VILLADA 
C.C. No.1.020.757.608 de Bogota  
T.P. No.289.231 del C. S. de la J

lopez
Sello
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Bogotá D.C, 29 de agosto de 2021.        S-2021-280773 
 
 
Señor (a):  
JHOVANNA ELIZABETH ORDOÑEZ VILLEGAS 
notificacionescundinamarcalqab@gmail.com  
Ciudad.  
 
ASUNTO: Sanción por mora en el pago de cesantías e intereses a las cesantías causadas a 31 de diciembre  
de 2020 Ref. E-2021-186067 
 
Cordial saludo:  
 
 
De conformidad con el asunto de la referencia, esta oficina se permite emitir pronunciamiento al respecto, en 
los siguientes términos. Con relación a los numerales primero y segundo de su petición, donde solicita se 
reconozca y pague la sanción por mora o indemnización moratoria por la no consignación de las cesantías 
causadas a 31 de diciembre de 2020 dentro del término legal y se le reconozca y pague la sanción por mora o 
indemnización moratoria por no haberle pagado dentro del término legal los intereses a las cesantías causadas 
a 31 de diciembre de 2020, nos permitimos informarle que:  
 

 Mediante acuerdo No 39 de 1998, el Consejo Directivo del Fondo Prestacional del Magisterio, 
determinó el procedimiento a lugar, encaminado al reconocimiento de un interés anual sobre el saldo 
de las cesantías de los docentes vinculados a partir del 1° de enero de 1990 y para los docentes 
vinculados con anterioridad, solo sí las cesantías son generadas a partir de la fecha referida, lo anterior 
de acuerdo con el artículo 15, numeral 3°, literal B, de la ley 91 de 1989.  
 

 De conformidad con el comunicado No. 008 de fecha 11-02-2020, expedido por Fiduprevisora S.A, se 
realizan precisiones a la luz del Acuerdo No. 39 de 1998, indicando, que correrá por cuenta de las 
Secretarías de Educación de la mano del área nominadora, liquidar los reportes de las cesantías e 
ingresar la información necesaria para llevar a cabo el proceso correspondiente a través de aplicativo 
Humano. Finalizado el proceso anterior, el sistema generará un reporte, el cual debe ser remitido 
directamente a Fiduprevisora S.A con fecha límite, improrrogable del 05-02-2021, de lo contrario 
conllevará a la no inclusión en nómina de los docentes.  

 
 En ese sentido, y una vez culminadas las etapas respectivas en los términos establecidos, la 

Fiduprevisora procede a liquidar los intereses a las cesantías y como vocera de los recursos del Fondo 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, programa el correspondiente desembolso.  

 
 Ni la Secretaría de Educación del Distrito, ni ninguna entidad territorial certificada PAGA intereses de 

cesantías a los docentes afiliados al FOMAG.  
 
 De allí que la Oficina de Nómina de la Secretaría de Educación no liquida intereses a las cesantías de 

los docentes ya que por competencia establecida en la Ley 91 de 1989, la responsable directa de 
liquidar y girar DIRECTAMENTE los intereses de cesantías a los docentes es la FIDUPREVISORA S.A 
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 La Oficina de Nómina reportó a comienzos de año y de manera oportuna los consolidados de cesantías 
docentes causadas durante la vigencia 2020 a la FIDUPREVISORA S.A. mediante oficios: S-2021-
28027 del 05/02/2021 y recibido por la FIDUPREVISORA S.A. con el radicado 20210320319552 del 
05/02/2021 para los docentes activos y S-2021-28017 del 04/05/2021 y recibido con el 
20210320319552 del 05/02/2021 para los docentes retirados.  
 

 Con lo anterior hacemos énfasis en que las entidades territoriales reportan a comienzo de cada año las 
cesantías anuales causadas por los docentes a la FIDUPREVISORA S.A. y dicha entidad CALCULA, 
LIQUIDA Y GIRA DIRECTAMENTE a cada uno de los docentes los intereses a las cesantías.  

 
 Por último, de acuerdo con el numeral tercero, a través del cual solicita se le expida la certificación de 

la fecha en que esta entidad territorial giró al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
las cesantías casadas al 31 de diciembre de 2020, al respecto nos permitimos informarle que es el 
Ministerio de Educación Nacional encargado de girar los recursos directamente a Fiduprevisora, es 
decir los recursos no provienen de este ente territorial.  

 
Por lo anterior y con el fin de responder su solicitud de fondo, se dará traslado por competencia a Fiduprevisora 
S.A, mediante radicado No. S-2021-280758 de fecha 29-08-2021. 
 
Cordialmente,    
 

 
EDDER HARVEY RODRIGUEZ LAITON 
Director de Talento Humano 
Secretaría de Educacipon del Distrito 
 

Revisó: Janine Parada Nuvan-Profesional Especializado  
 
 
 



EXTRACTO DE INTERESES A LAS CESANTIAS
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO

Cedula 66955137 Nombre JHOVANNA ORDONEZ
VILLEGAS

  Departamento BOGOTA D.C. Vinculación DISTRITAL
Municipal BOGOTA D. C. Fuentes de recurso SISTEMA GENERAL DE

PARTICIPACION
Plantel DOCENTES DISTRITALES   

  CESANTIAS QUE AFECTAN LA LIQUIDACIÓN DE INTERESES
Vinculacion Fuente recursos Prestacion Valor Numero resolución Fecha de pago
Sin datos Sin datos Sin datos Sin datos Sin datos Sin datos

  INTERESES PAGADOS
Año DTF Cesantias Acumulado Intereses Fecha Estado
2006 6.56% 960,271 960,271 62,994 10/04/2007 PRESENTE PAGO
2007 8.26% 1,003,484 1,963,755 162,206 10/03/2008 PRESENTE PAGO
2008 10.04% 1,237,588 3,201,343 321,415 06/04/2009 PRESENTE PAGO
2009 6.24% 1,383,638 4,584,981 286,103 30/03/2010 PRESENTE PAGO
2010 3.88% 1,099,440 5,684,421 220,556 31/05/2011 PRESENTE PAGO
2011 4.61% 1,491,738 7,176,159 330,821 28/01/2013 PRESENTE PAGO
2012 5.85% 1,566,326 8,742,485 511,435 27/03/2013 PRESENTE PAGO
2013 4.44% 1,629,527 10,372,012 460,517 22/03/2014 PRESENTE PAGO
2014 4.46% 1,816,575 12,188,587 543,611 18/03/2015 PRESENTE PAGO
2015 5.13% 2,037,707 14,226,294 729,809 12/03/2016 PRESENTE PAGO
2016 7.52% 3,219,161 17,445,455 1,311,898 17/03/2017 PRESENTE PAGO
2017 6.37% 3,588,902 21,034,357 1,339,889 16/03/2018 PRESENTE PAGO
2018 5.05% 3,858,061 24,892,418 1,257,067 06/05/2019 PRESENTE PAGO
2019 4.98% 4,172,251 29,064,669 1,447,421 24/03/2020 PRESENTE PAGO
2020 3.64% 4,445,814 33,510,483 1,219,782 27/03/2021 PRESENTE PAGO

  PAGOS REALIZADOS
Comprobante Fecha de pago Banco Sucursal Pago neto
200704230030122 2007-04-23 BANCO POPULAR POPULAR C. DE SERVICIOS CARRERA OCTAVA -

BOGOTA
62994

200803310087149 2008-03-31 BANCO POPULAR POPULAR C. DE SERVICIOS CARRERA OCTAVA -
BOGOTA

162206

200904170097581 2009-04-17 BANCO POPULAR POPULAR C. DE SERVICIOS CARRERA OCTAVA -
BOGOTA

321415

201004120114142 2010-04-12 BANCO POPULAR POPULAR C. DE SERVICIOS CARRERA OCTAVA -
BOGOTA

286103

201107120018129 2011-07-12 BANCO POPULAR POPULAR C. DE SERVICIOS CARRERA OCTAVA -
BOGOTA

220556

201304080109924 2013-04-08 BBVA COLOMBIA BBVA SUCURSAL ABIERTA 842256
201403280108217 2014-03-28 BBVA COLOMBIA BBVA SUCURSAL ABIERTA 460517
201503270116453 2015-03-27 BANCOLOMBIA BANCOLOMBIA SUCURSAL ABIERTA 543611
201603310120655 2016-03-31 BANCOLOMBIA BANCOLOMBIA SUCURSAL ABIERTA 729809
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Documento válido como histórico de pagos de intereses

Dada a solicitud del(a) interesado(a) a los 03 días del mes de Noviembre del año 2021 a las 14:53:03.



EXTRACTO DE INTERESES A LAS CESANTIAS
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO

Cedula 66955137 Nombre JHOVANNA ORDONEZ
VILLEGAS

PAGOS REALIZADOS
Comprobante Fecha de pago Banco Sucursal Pago neto

201703310118413 2017-03-31 BANCOLOMBIA BANCOLOMBIA SUCURSAL ABIERTA 1311898
201803280119032 2018-03-28 BANCOLOMBIA BANCOLOMBIA SUCURSAL ABIERTA 1339889
201905310000469 2019-05-31 BBVA COLOMBIA BBVA SUCURSAL ABIERTA 1257067
202003310116737 2020-03-31 BANCOLOMBIA BANCOLOMBIA SUCURSAL ABIERTA 1447421
202103310113971 2021-03-31 BANCOLOMBIA BANCOLOMBIA SUCURSAL ABIERTA 1219782

Powered by TCPDF (www.tcpdf.org)

        Página 2/2

Documento válido como histórico de pagos de intereses

Dada a solicitud del(a) interesado(a) a los 03 días del mes de Noviembre del año 2021 a las 14:53:03.
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CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 
 

 PROCURADURÍA PRIMERA JUDICIAL II PARA ASUNTOS ADMINISTRATIVOS 
 

CONSTANCIA No. 021 de 2022 
 
 

Radicación N.° 019-2022 (SIGDEA E-2022-061835) 31 de enero de 2022. 
 

CONVOCANTE(S): (1) LUISA LEONOR MARTÍNEZ BERNAL; (2) LUZ ALEIDA FERRER 
NARVAEZ; (3) MIREYA GUERRERO ALBADAN; (4) LUZ ANGELA 
PORTILLA CASTILLO; (5) JUAN MANUEL NOY HILARION; (6) CLAUDIA 
MARCELA REYES SANCHEZ; (7) SULY YOLIMA VASCO TOVAR; (8) MARIA 
CLAUDIA SALCEDO ALVAREZ; (9) DORIS ANGELA CASTAÑEDA PINTO; 
(10) NAPOLEON VARGAS PEÑARANDA; (11) ARIZALDO NIÑO SUAREZ; 
(12) JACKELINE DEL CARMEN MOLINA PALLARES; (13) LUIS FERNANDO 
SANABRIA RICO; (14) LILIANA AGUILERA SIERRA; (15) PABLO FABIAN 
PACHON AMON; (16) PAULA JOVANNA PACHON HAMON; (17) 
JHOVANNA ORDOÑEZ VILLEGAS; (18) ANA ELIZABETH MORALES 
SALAZAR; (19) MARYLUZ OLARTE BENAVIDES; (20) JOHANNA 
CAROLINA RODRIGUEZ VALLE; (21) CLAUDIA INES CALDERON 
SANCHEZ; (22) GUILLERMO ENRIQUE IBAÑEZ PINILLA; (23) CLAUDIA 
MARCELA LADINO BAQUERO; (24) NELSON ENRIQUE MORENO 
BOGOTA; (25) MARIA TERESA PAEZ DURAN; (26) ILIANA MARIA MUÑOZ 
DURAN; (27) NUBIA ESTELA SANDOVAL BLANCO; (28) ANA CELINA 
LOPEZ ROJAS; (29) MELBA PATRICIA ORTEGA VARGAS; (30) ANGELICA 
MARIA CARVAJAL ALZATE; (31) JUDITH CONSUELO ROJAS CASTILLO; 
(32) MYRIAM SUSANA ALONSO BERNAL; (33) CRISTIAN BERNARDO 
PARRADO RINCON; (34) MELISSA YOHANNA BARRIOS PINEDA; (35) 
DIANA CAROLINA CORENA SALAZAR; (36) MONICA PATRICIA CORENA 
SALAZAR; (37) JOSE HENRY BURGOS ENRIQUEZ; (38) LORENA 
JARAMILLO URRUTIA; (39) NURIJAIBEL ALFONSO BUITRAGO; (40) 
SANDRA MILENA CUESTA REINA; (41) PAULA ANDREA GOMEZ MARIN; 
(42) CLARA LUDIVIA GONZALEZ PALENCIA; (43) GERSON HERNANDEZ 
CHAUX; (44) JOHN FREDY SANCHEZ MOJICA; (45) SANDRA LILIANA 
LOPEZ CASTRO; (46) KARINA ELENA GALOFRE PEÑARANDA; (47) 
NELIDA PATIÑO VARGAS; (48) JAIME ENRIQUE BUITRAGO CARDENAS; 
(49) ADRIANA PEÑA ESPITIA; (50) SANDRA MILENA GOMEZ LINDO. 

 
CONVOCADO(S): NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL 

DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO; BOGOTÁ D.C. – 
SECRETARÍA DISTRITAL DE EDUCACIÓN. 

 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO. 
 

 

En los términos del artículo 2 de la Ley 640 de 20011, en concordancia con lo dispuesto en el 
numeral 6 del artículo 2.2.4.3.1.1.9. del Decreto 1069 de 2015, la Procuraduría Primera Judicial 
II para Asuntos Administrativos expide la siguiente: 
 

CONSTANCIA: 
 
1. Mediante apoderada, los convocantes (1) LUISA LEONOR MARTÍNEZ BERNAL; (2) LUZ 

ALEIDA FERRER NARVAEZ; (3) MIREYA GUERRERO ALBADAN; (4) LUZ ANGELA 
PORTILLA CASTILLO; (5) JUAN MANUEL NOY HILARION; (6) CLAUDIA MARCELA 
REYES SANCHEZ; (7) SULY YOLIMA VASCO TOVAR; (8) MARIA CLAUDIA SALCEDO 
ALVAREZ; (9) DORIS ANGELA CASTAÑEDA PINTO; (10) NAPOLEON VARGAS 

1 En concordancia con lo establecido en el artículo 19 del Decreto 30 de 2002. 
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PEÑARANDA; (11) ARIZALDO NIÑO SUAREZ; (12) JACKELINE DEL CARMEN 
MOLINA PALLARES; (13) LUIS FERNANDO SANABRIA RICO; (14) LILIANA 
AGUILERA SIERRA; (15) PABLO FABIAN PACHON AMON; (16) PAULA JOVANNA 
PACHON HAMON; (17) JHOVANNA ORDOÑEZ VILLEGAS; (18) ANA ELIZABETH 
MORALES SALAZAR; (19) MARYLUZ OLARTE BENAVIDES; (20) JOHANNA 
CAROLINA RODRIGUEZ VALLE; (21) CLAUDIA INES CALDERON SANCHEZ; (22) 
GUILLERMO ENRIQUE IBAÑEZ PINILLA; (23) CLAUDIA MARCELA LADINO 
BAQUERO; (24) NELSON ENRIQUE MORENO BOGOTA; (25) MARIA TERESA PAEZ 
DURAN; (26) ILIANA MARIA MUÑOZ DURAN; (27) NUBIA ESTELA SANDOVAL 
BLANCO; (28) ANA CELINA LOPEZ ROJAS; (29) MELBA PATRICIA ORTEGA 
VARGAS; (30) ANGELICA MARIA CARVAJAL ALZATE; (31) JUDITH CONSUELO 
ROJAS CASTILLO; (32) MYRIAM SUSANA ALONSO BERNAL; (33) CRISTIAN 
BERNARDO PARRADO RINCON; (34) MELISSA YOHANNA BARRIOS PINEDA; (35) 
DIANA CAROLINA CORENA SALAZAR; (36) MONICA PATRICIA CORENA SALAZAR; 
(37) JOSE HENRY BURGOS ENRIQUEZ; (38) LORENA JARAMILLO URRUTIA; (39) 
NURIJAIBEL ALFONSO BUITRAGO; (40) SANDRA MILENA CUESTA REINA; (41) 
PAULA ANDREA GOMEZ MARIN; (42) CLARA LUDIVIA GONZALEZ PALENCIA; (43) 
GERSON HERNANDEZ CHAUX; (44) JOHN FREDY SANCHEZ MOJICA; (45) SANDRA 
LILIANA LOPEZ CASTRO; (46) KARINA ELENA GALOFRE PEÑARANDA; (47) NELIDA 
PATIÑO VARGAS; (48) JAIME ENRIQUE BUITRAGO CARDENAS; (49) ADRIANA 
PEÑA ESPITIA; (50) SANDRA MILENA GOMEZ LINDO, presentó solicitud de conciliación 
extrajudicial de manera electrónica el día 31 de enero de 2022, convocando a las entidades 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO; BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA 
DISTRITAL DE EDUCACIÓN. 
 

2. Las pretensiones formuladas por la parte convocante en la solicitud de conciliación fueron 
las siguientes:  

“De la manera más respetuosa solicito a la PROCURADURÍA la fijación de fecha para audiencia de 
conciliación prejudicial, a efectos de agotar el requisito de procedibilidad a que se refiere el artículo 13 
de la ley 1285 de 2009, reglamentado por el decreto 1716 de 2009 con el propósito de procurar un 
acuerdo con LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTA 
sobre lo siguiente: 
 
1. Declarar la nulidad de los actos fictos configurados, frente a las peticiones presentadas ante la 
SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTA, por medio del cual se niega el reconocimiento y pago 
de la SANCIÓN POR MORA por la no consignación oportuna de las cesantías establecida en la Ley 
50 de 1990, artículo 99, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de retardo, contados desde 
el 15 de febrero de 2021 fecha en que debió efectuarse el pago de las cesantías del año 2020, en el 
respectivo Fondo Prestacional y hasta el momento en que se acredite el pago de los valores 
correspondientes en la cuenta individual del docente, así como también niegan el derecho a la 
INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se encuentra establecida 
en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991, 
indemnización que es equivalente al valor cancelado de los intereses causados durante el año 2020, 
los cuales fueron cancelados superado el término legal, esto es, después del 31 de enero de 2021. 
 
De la siguiente manera: 
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No. CEDULA NOMBRE FECHA DE  
RECLAMACION 

NUMERO DE  
RADICADO 

ACTO FICTO 

1 35517226 
LUISA LEONOR MARTINEZ  

BERNAL 11/08/2021 E2021190035 11/11/2021 

2 51772571 LUZ ALEIDA FERRER NARVAEZ 4/08/2021 E2021185411 4/11/2021 

3 52101049 MIREYA GUERRERO ALBADAN 4/08/2021 E2021185418 4/11/2021 

4 41680494 
LUZ ANGELA PORTILLA  

CASTILLO 4/08/2021 E2021185424 4/11/2021 

5 80415593 JUAN MANUEL NOY HILARION 4/08/2021 E2021185439 4/11/2021 

6 51734458 
CLAUDIA MARCELA REYES  

SANCHEZ 4/08/2021 E2021185443 4/11/2021 

7 52049073 SULY YOLIMA VASCO TOVAR 4/08/2021 E2021185450 4/11/2021 

8 51847495 
MARIA CLAUDIA SALCEDO  

ALVAREZ 4/08/2021 E2021185453 4/11/2021 

9 39649306 
DORIS ANGELA CASTAÑEDA  

PINTO 11/08/2021 E2021190022 11/11/2021 

10 13363119 
NAPOLEON VARGAS  

PEÑARANDA 4/08/2021 E2021185462 4/11/2021 

11 194589 ARIZALDO NIÑO SUAREZ 4/08/2021 E2021185470 4/11/2021 

12 51832972 
JACKELINE DEL CARMEN  

MOLINA PALLARES 4/08/2021 E2021185494 4/11/2021 

13 79365372 
LUIS FERNANDO SANABRIA  

RICO 4/08/2021 E2021185522 4/11/2021 

14 39698613 LILIANA AGUILAR SIERRA 4/08/2021 E2021185526 4/11/2021 

15 79967308 PABLO FABIAN PACHON AMON 4/08/2021 E2021185534 4/11/2021 

16 52238363 
PAULA JOVANNA PACHON  

HAMON 4/08/2021 E2021185545 4/11/2021 

17 66955137 
JHOVANNA ELIZABETH  
ORDOÑEZ VILLEGAS 4/08/2021 E2021185561 4/11/2021 

18 51789305 
ANA ELIZABETH MORALES  

SALAZAR 4/08/2021 E2021185567 4/11/2021 

19 52474865 
MARYLUZ MATILDE OLARTE  

BENAVIDES 4/08/2021 E2021185574 4/11/2021 

20 52764505 
JOHANNA CAROLINA  
RODRIGUEZ VALLE 4/08/2021 E2021185582 4/11/2021 

21 28169193 
CLAUDIA INES CALDERON  

SANCHEZ 4/08/2021 E2021185587 4/11/2021 

22 79044659 
GUILLERMO ENRIQUE IBAÑEZ  

PINILLA 4/08/2021 E2021185593 4/11/2021 

23 40188781 
CLAUDIA MARCELA LADINO  

BAQUERO 4/08/2021 E2021185598 4/11/2021 

24 79576094 
NELSON ENRIQUE MORENO  

BOGOTÁ 4/08/2021 E2021185600 4/11/2021 

25 52553165 MARIA TERESA PAEZ DURAN 5/08/2021 E2021185744 5/11/2021 

26 51832064 ILIANA MARIA MUÑOZ DURAN 5/08/2021 E2021185785 5/11/2021 

27 24079628 
NUBIA ESTELA SANDOBAL  

BLANCO 5/08/2021 E2021185846 5/11/2021 

28 51798547 ANA CELINA LOPEZ ROJAS 5/08/2021 E2021185856 5/11/2021 

29 35410569 
MELBA PATRICIA ORTEGA  

VARGAS 5/08/2021 E2021185863 5/11/2021 

30 52067291 
ANGELICA MARIA CARVAJAL  

ALZATE 5/08/2021 E2021185891 5/11/2021 
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31 52146706 
JUDITH CONSUELO ROJAS  

CASTILLO 5/08/2021 E2021185898 5/11/2021 

32 39527301 
MYRIAM SUSANA ALONSO  

BERNAL 5/08/2021 E2021185904 5/11/2021 

33 1071303466 
CRISTIAN BERNANDO PARRADO  

RINCON 5/08/2021 E2021185910 5/11/2021 

34 39462484 
MELISSA YOHANNA BARRIOS  

PINEDA 5/08/2021 E2021185916 5/11/2021 

35 52732748 
DIANA CAROLINA CORENA  

SALAZAR 5/08/2021 E2021185921 5/11/2021 

36 52282621 
MONICA PATRICIA CORENA  

SALAZAR 5/08/2021 E2021185948 5/11/2021 

37 97480618 JOSE HENRY BURGOS ENRIQUE 5/08/2021 E2021185958 5/11/2021 

38 52048544 LORENA JARAMILLO URRUTIA 5/08/2021 E2021185972 5/11/2021 

39 52544259 
NURIJAIBEL ALFONSO  

BUITRAGO 5/08/2021 E2021185979 5/11/2021 

40 52359186 SANDRA MILENA CUESTA REINA 5/08/2021 E2021185987 5/11/2021 

41 53015020 PAULA ANDREA GOMEZ MARIN 5/08/2021 E2021185994 5/11/2021 

42 36179296 
CLARA LUDIVIA GONZALEZ  

PALENCIA 5/08/2021 E2021186001 5/11/2021 

43 17330447 GERSON HERNANDEZ CHAUX 5/08/2021 E2021186024 5/11/2021 

44 1023861515 JHON FREDDY SANCHEZ MOJICA 5/08/2021 E2021186029 5/11/2021 

45 52100248 SANDRA LILIANA LOPEZ CASTRO 5/08/2021 E2021186036 5/11/2021 

46 52716856 
KARINA ELENA GALOFRE  

PENARA 5/08/2021 E2021186046 5/11/2021 

47 39619801 NELIDA PATIÑO VARGAS 5/08/2021 E2021186059 5/11/2021 

48 19414917 
JAIME ENRIQUE BUITRAGO  

CADENAS 5/08/2021 E2021186072 5/11/2021 

49 39546597 ADRIANA PEÑA ESPITIA 5/08/2021 E2021186116 5/11/2021 

50 53064006 SANDRA MILENA GOMEZ LINDO 5/08/2021 E2021186122 5/11/2021 

 
 
2. Declarar que mi representado (a) tiene derecho a que la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL -FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – y la 
entidad territorial SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTA, de manera solidaria, le 
reconozca y pague la SANCIÓN POR MORA establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99 y a la 
INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se encuentra establecida 
en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991. 
 
CONDENAS 
 
1. Condenar a la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – y la entidad territorial SECRETARIA DE 
EDUCACION DE BOGOTA, a que se le reconozca y pague la SANCIÓN POR MORA establecida 
en la Ley 50 de 1990, artículo 99, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de retardo, 
contados desde el 15 de febrero del año 2021, fecha en que debió consignarse el valor 
correspondiente a las cesantías del año 2020, en el respectivo fondo prestacional y hasta el día en 
que se efectuó el pago de los respectivos intereses. 
 
2. Condenar a la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – y la entidad territorial SECRETARIA DE 
EDUCACION DE BOGOTA, a que se le reconozca y pague la a la INDEMNIZACIÓN, por el pago 
tardío de los intereses a las cesantías, que se encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 
1975, la Ley 50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991, indemnización que es equivalente al 
valor cancelado de los intereses causados durante el año 2020, los cuales fueron cancelados 
superado el término legal, esto es, después del 31 de enero de 2021. 
 
3. Condenar a la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO - y a la entidad territorial SECRETARIA DE 
EDUCACION DE BOGOTA, al reconocimiento y pago de los ajustes de valor a que haya lugar con 
motivo de la disminución del poder adquisitivo de la SANCIÓN MORATORIA E INDEMNIZACIÓN 
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POR PAGO EXTEMPORÁNEO DE LOS INTERESES, referidas en los numerales anteriores, 
tomando como base la variación del índice de precios al consumidor desde la fecha en que se 
efectuó el pago de cada una las anualidades respectivas y de manera independiente conforme hayan 
sido las cancelaciones, tanto de los intereses, como del pago de la cesantía, cancelados de manera 
tardía ambos en la vigencia correspondiente al año 2021, pero corresponden al trabajo de mi 
mandante como servidor público del año 2020, y, hasta el momento de la ejecutoria de la sentencia 
que ponga fin al presente proceso, de conformidad con lo estipulado en el artículo 187 del 
C.P.A.C.A.”. 
 

3. El día diecisiete (17) de marzo de 2022, se realizó la audiencia de conciliación de manera 
no presencial sincrónica a través de la aplicación Microsoft Teams, previa comunicación y 
notificación de las partes, de acuerdo con la Resolución No. 312 de fecha 29 de julio de 
2020 expedida por el Procurador General de la Nación mediante la cual dispuso que frente 
a la conciliación extrajudicial administrativa, el agente del Ministerio Público podrá 
programar y realizar audiencias de manera no presencial mediante la modalidad sincrónica, 
a través del uso de tecnologías que permitan la grabación en audio y video de la 
intervención simultánea en la audiencia de todos sus intervinientes y el intercambio de 
información (artículo 2º); y se declaró fallida ante la imposibilidad de llegar a un acuerdo, 
por no existir ánimo conciliatorio entre las partes. 

 
4. De conformidad con lo anteriormente expuesto, se da por agotado el requisito de 

procedibilidad exigido para acudir a la jurisdicción de lo contencioso administrativo, de 
acuerdo con lo dispuesto en los artículos 35 y 37 de la Ley 640 de 2001, en concordancia 
con lo establecido en el artículo 161 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo – CPACA. 
 

5. En los términos de la Ley 640 de 2001, en concordancia con lo establecido en el Decreto 
1069 de 2015, se devolverían a la parte citante los documentos aportados con la 
conciliación, de no ser porque el trámite se adelantó de manera electrónica, razón por la 
cual no existen anexos físicos para devolver. 

 
Expedida y firmada digitalmente en Bogotá D.C., a los diecisiete (17) días del mes de marzo de 
dos mil veintidós (2022). 

 
 
 

 
 

DIANA MARCELA GARCÍA PACHECO 
Procuradora Primera Judicial II para Asuntos Administrativos 
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Yobany Lopez <notificacionescundinamarcalqab@gmail.com>

TRASLADO DE DEMANDA PAULA JOVANNA PACHON Vs MINISTERIO DE
EDUCACION NACIONAL

1 mensaje

Yobany Lopez <notificacionescundinamarcalqab@gmail.com> 23 de marzo de 2022, 13:20
Para: notificacionesjudiciales@secretariajudicial.gov.co, "MINISTERIO DE EDUCACION
(notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co)" <notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co>,
procesosnacionales@defensajuridica.gov.co, Notificaciones Judiciales <notjudicial@fiduprevisora.com.co>

 

Buenas Tardes

 

 

 

Actuando en calidad
de apoderada de la parte demandante, me permito remitir escrito de la demanda
la cual fue
radicada ante la jurisdicción contenciosa
administrativa.  

 

 

Cordialmente,  

 

 

SAMARA ALEJANDRA
ZAMBRANO VILLADA

C.C. 1.020.757.608
de Bogotá

T.P. 289.231 del
C.S. de la J
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RV: Generación de la Demanda en línea No 388640-110013335013202200098 00

Radicacion Demandas Juzgados Administrativos - Bogotá - Bogotá D.C.
<raddemadminbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Jue 24/03/2022 11:35 AM
Para:  Juzgado 13 Administrativo Seccion Segunda - Bogota - Bogota D.C. <admin13bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Juzgado
13 Administrativo Seccion Segunda - Bogotá - Bogotá D.C. <jadmin13bta@notificacionesrj.gov.co>
CC:  Alixamanda Rodriguez Soto <notificacionescundinamarcalqab@gmail.com>

1 archivos adjuntos (77 KB)
013-2022-00098.pdf;

Buenas tardes Doctor(a),


Adjunto acta de reparto de la demanda
de acuerdo al asunto, los documentos enviados por el accionante se encuentran en la parte inferior de
presente correo (Dar clic en la palabra Archivo).

A partir de este momento cualquier solicitud, aclaración, consulta y demás trámites respecto a su
proceso debe dirigirla directamente al juzgado al cual fue asignado, teniendo en cuenta las siguientes
pautas establecidas por los Juzgados Administrativos:

 

Sin otro particular me suscribo de usted.
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Atentamente,

MARCELA BELTRAN

 

Oficina de Apoyo - Reparto Juzgados Administrativos Sede CAN

Cra 57 # 43-91 - Teléfono: 5553939
Correo: repartoprocesosadmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: Demanda en Linea Rama Judicial <demandaenlinea@deaj.ramajudicial.gov.co>

Enviado: jueves, 24 de marzo de 2022 9:38
Para: Alixamanda Rodriguez Soto <notificacionescundinamarcalqab@gmail.com>; Alixamanda Rodriguez Soto
<notificacionescundinamarcalqab@gmail.com>; Radicacion Demandas Juzgados Administrativos - Bogotá - Bogotá
D.C. <raddemadminbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: Generación de la Demanda en línea No 388640
 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

REPÚBLICA DE COLOMBIA

Buen día,

Oficina Judicial / Oficina de Reparto


Estimado usuario su solicitud fue recibida con el numero de confirmación 388640

recuerde revisar los listados de reparto diario en la siguiente dirección haciendo CLICK aquí 

los cuales encontrará el juzgado al que fue enviada su demanda.


Departamento : BOGOTA

Ciudad: BOGOTA, D.C.


Especialidad: ADMINISTRATIVO

Clase de Proceso: SECCIÓN 2A NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO (ASUNTOS
LABORALES)


Accionado/s : 

Tipo Sujeto: DEMANDANTE

Persona Natural: PAULA JOVANNA PACHON HAMON 

Número de Identificación: 52238363

Tipo de discapacidad: NO APLICA

Correo Electrónico: NOTIFICACIONESCUNDINAMARCALQAB@GMAIL.COM

Dirección: CALLE 44 # 54-78

Teléfono: 3173830581


https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ramajudicial.gov.co%2Fweb%2Fdireccion-seccional-de-administracion-judicial-de-bogota-cundinamarca%2Foficinas-adscritas&data=04%7C01%7Cadmin13bt%40cendoj.ramajudicial.gov.co%7C51a14b3a56264dfe085308da0db45078%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C637837365472024530%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=HrLhYTFb2wxoiZ8EAX8ahE8Jh9EpEBQUuS3Bjax%2FGGg%3D&reserved=0
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Tipo Sujeto: APODERADO

Persona Natural: SAMARA ALEJANDRA ZAMBRANO VILLADA 

Número de Identificación: 1020757608

Tipo de discapacidad: NO APLICA

Correo Electrónico: NOTIFICACIONESCUNDINAMARCALQAB@GMAIL.COM

Dirección: CALLE 31 A NO- 25A -26

Teléfono: 3173830581

Tarjeta Profesional: 289231


Tipo Sujeto: DEMANDADO

Persona Jurídica: MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL

Nit: 8999999901,

Correo Electrónico: 

Dirección: 

Teléfono: 


Descargue los archivos del tramite a continuación : 

Archivo 


Cordialmente,


Consejo Superior de la Judicatura - Rama Judicial Nota Importante:

Enviado desde una dirección de correo electrónico utilizado exclusivamente para notificación el cual no
acepta respuestas.

AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama
Judicial de Colombia. Si no es el destinatario de este correo y lo recibió por error
comuníquelo de inmediato, respondiendo al remitente y eliminando cualquier copia que
pueda tener del mismo. Si no es el destinatario, no podrá usar su contenido, de hacerlo
podría tener consecuencias legales como las contenidas en la Ley 1273 del 5 de enero de
2009 y todas las que le apliquen. Si es el destinatario, le corresponde mantener reserva en
general sobre la información de este mensaje, sus documentos y/o archivos adjuntos, a no
ser que exista una autorización explícita. Antes de imprimir este correo, considere si es
realmente necesario hacerlo, recuerde que puede guardarlo como un archivo digital.

https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fprocesojudicial.ramajudicial.gov.co%2FDemandaEnlinea%2Farchivos%2Findex%2Fc0968471-b273-4b65-98cb-13e673c9fe10&data=04%7C01%7Cadmin13bt%40cendoj.ramajudicial.gov.co%7C51a14b3a56264dfe085308da0db45078%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C637837365472024530%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=JdmTSB%2FK7n5l581nYrlgrniRkOwHiUbC2oYGxwTbcLA%3D&reserved=0
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ACTA   INDIVIDUAL  DE  REPARTO
Fecha : 24/mar./2022



CORPORACION GRUP NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERE

CD. DESP SECUENCIA: FECHA DE REPARTOJUZGADOS ADMINISTRATIVOS  DEL CIRCUITO DE BO

NUMERO DE RADICACIÓN

110013335013202200098 00

063 9587 24/03/2022  11:34:39a. m.REPARTIDO AL DESPACHO 

JUZGADO 13 ADMINISTRATIVO SEC SEGUNDA ORAL BOGOTA
IDENTIFICACION NOMBRE PARTEAPELLIDO 

0388640 SOL388640 ��⇪01

52238363 PAULA JOVANNA PACHON HAMON ��⇪01

1020757608 SAMARA A ZAMBRANO VILLADA ��⇪03

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  SE RECIBE POR CORREO 24/03/2022OBSERVACIONES:

DESKTOP-DEG1EA9

lbeltranv
EMPLEADO

����������  

������
� �� 3��3�9�5�

CUADERNOS:

FOLIOS: 

1

EXPEDIENTE DIGITAL

0

Lina Marcela Beltran



INFORME AL DESPACHO 

 

 

REPARTIDO POR LA OFICINA DE APOYO PARA LOS JUZGADOS ADMINISTRATIVOS 
DE BOGOTÁ VÍA CORREO CORRESPONDIÓ A ESTE JUZGADO EL PRESENTE 
PROCESO ORDINARIO. SÍRVASE PROVEER.- 

 

 

 
 

 

JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ SECCIÓN SEGUNDA 
 
 

AL Despacho de la Doctora: YANIRA PERDOMO OSUNA  
 

HOY: 

Ladino Jaramillo
Texto tecleado
19 de mayo de 2022



   

 

   

 

JUZGADO TRECE (13) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCION SEGUNDA 

 
Bogotá, D.C., diecinueve (19) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

 

Radicación:  11001-33-35-013-2022-00098-00 

Proceso: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

Demandante: PAULA JOVANNA PACHON HAMON 

Demandado: NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL-FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y 
DISTRITO CAPITAL-SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTA  

Asunto: AUTO ADMITE DEMANDA 

 

Esta demanda fue radicada vía correo electrónico, sin solicitud de medida cautelar, 

y fue reenviada a las entidades demandadas tal como consta a folio 66 del 

expediente digital. 

 

Por consiguiente, por reunir la demanda los requisitos legales establecidos en los 

artículos 30 y 35 de la Ley 2080 de 2021 que modificaron los artículos 155 y 162 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

(CPACA), de conformidad con lo previsto en los artículos 171 y 172 ibidem, este 

Despacho,    

   

                                           RESUELVE  
 

1.- RECONOCER personería jurídica, a la doctora SAMARA ALEJANDRA 

ZAMBRANO VILLADA identificada con la C.C N° 1.020.757.608 y portadora de la 

T.P. No. 289.231 del C.S.J., como apoderada de la parte demandante conforme al 

poder obrante a folio 47 del expediente virtual. 

 
2.- ADMITIR la demanda, interpuesta por PAULA JOVANNA PACHON HAMON a 

través de apoderada, en contra de la en contra de la NACION-MINISTERIO DE 

EDUCACION NACIONAL-FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO, y BOGOTA DISTRITO CAPITAL - SECRETARIA DE 

EDUCACION DE BOGOTÁ. 

 
3.- NOTIFICAR por estado la admisión de la demanda a la (s) parte(s) demandante 

(s). 

 
4.- NOTIFICAR personalmente la admisión de la demanda, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 171 del C.P.A.C.A. a las siguientes personas: 
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4.1.- MINISTRO DE EDUCACION NACIONAL o a quien haya delegado para tal 

función. 

 

4.2.- ALCALDE MAYOR DE BOGOTA o a quien haya delegado para tal función. 
 
4.3.- DIRECTOR DE LA AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÌDICA DEL 

ESTADO (artículo 48 de la Ley 2080 de 2021 que modificó el artículo 199 de la Ley 

1437 de 2011). 

 
4.4- MINISTERIO PÚBLICO  

 
5.- CORRER traslado de la demanda a la (s) parte (s) demandada (s), a la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado y al Ministerio Público, por el término de 

treinta (30) días, el cual comenzará a correr a partir del día siguiente, de los dos (2) 

días hábiles después del envío del mensaje de datos a los correspondientes 

buzones electrónicos, conforme a lo dispuesto en el artículo 172 de la Ley 1437 de 

2011, en concordancia con el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021 que modificó el 

artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 

 

6.- PREVENIR a la entidad demandada, a fin de que conteste por escrito la 

demanda con el lleno de los requisitos del artículo 175 del C.P.A.C.A, modificado 

por los artículos 37 y 38 de la Ley 2080 de 2021 y allegando la totalidad de las 

pruebas que se encuentren en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso.  

 

7.- ADVERTIR que de la contestación de la demanda deberá remitirse copia a los 

demás sujetos procesales, por lo que el término de tres (3) días de traslado de las 

excepciones que se llegaren a formular, se entenderá surtido dos (2) días hábiles 

después de efectuarse del respectivo mensaje de datos al canal digital informado 

por el demandante, de acuerdo a lo previsto en el artículo 51 de la Ley 2080 de 2021 

que adicionó el artículo 201 a Ley 1437 de 2011. 

 

8. ADVERTIR que como quiera que los expedientes administrativos de los docentes 

vinculados al FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  

reposan en el ente territorial del último lugar de prestación de servicios de los 

mismos, por secretaria líbrese oficio a la Secretaria de Educación de Bogotá a fin 

de que se sirva aportar el respectivo cuaderno administrativo de la demandante, la 

inobservancia de estos deberes constituye falta disciplinaria gravísima del 

funcionario encargado del asunto (parágrafo 1º,  artículo 175 C.P.A.C.A.) 
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9. INSTAR a todos los sujetos procesales a cumplir con las obligaciones 

establecidas en el artículo 46 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021, realizando 

las actuaciones a través de medios tecnológicos para cuyo efecto deberán informar  

los canales digitales, correo electrónico y celular escogido para los fines del 

proceso, y enviar copia de todos los memoriales a través de estos con copia 

incorporada al mensaje de datos, con destino a la Oficina de Apoyo de los Juzgado 

Administrativos al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, 

para su registro en siglo XXI y su posterior reenvío a este juzgado. 

 

 
NOTIFIQUESE Y CUMPLASE. 
 
 

     YANIRA PERDOMO OSUNA 
Jueza 

 

 

 
 
 
 
 
 
 
  

JUZGADO TRECE (13) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTA D.C.  

-SECCIÓN SEGUNDA- 
   
Por anotación en estado electrónico No. 030 de fecha 20-05-2022 fue notificado 
el auto anterior. Fijado a las 8:00 AM.  
   

              11001-33-35-013-2022-00098 

Firmado Por:

 

 

Yanira  Perdomo Osuna

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

013

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 76135b2c413aaf7f6aa31736aded4021e92cc88ce07a85e3bd4953f9a0e75733

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


Documento generado en 19/05/2022 05:37:59 PM

 

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica
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Juzgado 13 Administrativo Seccion Segunda - Bogotá - Bogotá D.C.

De: Juzgado 13 Administrativo Seccion Segunda - Bogotá - Bogotá D.C.
Enviado el: viernes, 20 de mayo de 2022 12:01 p. m.
Para: notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co; paniaguabogota3@gmail.com; 

Jacqueline Forero; andresrmjuridico@outlook.es; 
Notificaciones.bogota@mindefensa.gov.co; colombiapensiones1@hotmail.com; 
abogado23.colpen@gmail.com; jrperdomoc@colpensiones.gov.co; 
edilsonrodriguezc@gmail.com; alfredo20092009@hotmail.com; matheq@outlook.com; 
ERNESTO_GONZALEZ_CALA@OUTLOOK.COM; andres.904@hotmail.com; 
carmenaliciamartinezs@gmail.com; 'danielsancheztorres@gmail.com'; dufais1092
@hotmail.com; 'recepciongarzonbautista@gmail.com'; mariangelica0326@gmail.com; 
fcuriel@defensoria.edu.co; luisa.der@gmail.com; gsus2805@hotmail.com; 
paolaandreaib@gmail.com; kuspoca@gmail.com; hilton.moscoso@almacafe.com.co; 
jgomez@gomezQabogados.com; carlos.guevarasin@tiglegal.com; 
notificacionesjudiciales@sdis.gov.co; gustavo.aranda.63@hotmail.com; 
nizamudio@hotmail.com; doradomiguel123@gmail.com; jramosabogados51
@gmail.com; juan.blanco@almacafe.com.co; jgomez@gomezQabogados.com; 
angiedanielaorozco@gmail.com; 'recepciongarzonbautista@gmail.com'; 
toscanasaudi@yahoo.es; edison_55@hotmail.com; 
camposasociadosjusticia@gmail.com; roaortizabogados@gmail.com; 
'danielsancheztorres@gmail.com'; ofivillegas@hotmail.com; lilime83@gmail.com; 
lilime83@gmail.com; marcelaramirezsu@hotmail.com; 
claudiasusanaariasgomez@gmail.com; jherreraluna@gmail.com; 
notificacionescundinamarcalqab@gmail.com; 
notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co; notjudicial@fiduprevisora.com.co; 
procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co; zasa2@hotmail.com; 
abogado23colpen@hotmail.com; abogadoharoldhm@gmail.com; 
notificacionesjudicialesyabar@gmail.com; jorge.lucas@tiglegal.com; 
carlos.guevarasin@tiglegal.com; jaigome68@yahoo.com; gerencia@cesaracero-
abogados.com; subgerencia@cesaracero-abogados.com; auxiliarjuridico@cesaracero-
abogados.com; anaraquellopez.2018@gmail.com; alirio.solorza@gmail.com; 
jairosarpa@hotmail.com; subdirector.juridicopensional@boyacá.gov.co; 
jenniferk.lawyer@gmail.com; hernandocanole477@gmail.com; lombanaabogado1234
@gmail.com; jagfac88@hotmail.com; carlosriveross@hotmail.com; 
abogado27.colpe@gmail.com; colombiapensiones1@gmail.com; 
abogadosasociadoscyj@gmail.com; soldadoabogadomoreno@gmail.com; 
mauriciobeltranabogados@gmail.com; paniaguacohenabogadossas@gmail.com; Yenny 
Alexandra Pineros Caballero; angelagilvalero@gmail.com; 
marcelaramirezsu@hotmail.com; dlacostae@hotmail.com; 'yoligar70@gmail.com'; 
'danielsancheztorres@gmail.com'; rocafuerte-ge@hotmail.com; 
mariadeysyvanguma@gmail.com; notificacionesjudiciales@jcabezasabogados.com

CC: yltorres@procuraduria.gov.co; procesosnacionales@defensajuridica.gov.co
Asunto:  ESTADO ELECTRONICO N°. 030-2022
Datos adjuntos: 030_2022.pdf; 2019-211-CORRIGE CAMB DE PALAB DE OFICIO.pdf; 2021-325 AUTO 

OYC-ADMITE DEMANDA.pdf; 2022-020 AUTO INAD DDA REMI ENT DDA.pdf; 2022-23-
REMITE SECC 1RA-CONVOC TRIB ARBITRAMENTO.pdf; 2022-029 AUTO INADMITE 
DEMANDA.pdf; 2022-034 AUTO ADMITE DDA PEN SOBRE.pdf; 2022-038-AUTO INAD 
DMDA REMI ENT DDA.-REAJUSTE BASE SALARIAL.pdf; 2022-042-AUTO IMPED BON 
JUD-RAM JUD Y REMITE A JUZ TRAN.pdf; 2022-050-AUTO ADMITE DDA -CONTRATO 
REALIDAD.pdf; 2022-051-ADMITE DDA PONAL-AMPARO DE PROBREZA.pdf; 2022-51- 
AUTO TRASLADO CAUTELA.pdf; 2022-052 AUTO EJE ORDENA DESARCHIVO.pdf; 
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Datos adjuntos: 2022-057-ADMITE DDA PONAL.pdf; 2022-059 AUTO IMPED BONIFICA JUDICI .pdf; 
2022-061-REMITE SEC 4TA-CALCULO ACTUARIAL.pdf; 2022-063 AUTO INADMITE 
DEMANDA.pdf; 2022-065-ADMITE DDA FAC.pdf; 2022-068 AUTO INAD DDA- POD-
REMI DDA.pdf; 2022-069-REMITE SEC 4TA-BONO PENSIONAL.pdf; 2022-075 AUTO 
ADMITE DDA CONTR REALIDAD SUBRED.pdf; 2022-079 AUTO IMPEDIMENTO 100% 
SALARIO + PRIM ESP 30%.pdf; 2022-082 AUTO ADMITE DDA NOM LISTA.pdf; 
2022-083 AUTO ADMITE DDA SANC MOR.pdf; 2022-084-AUTO IMPED BON JUD-RAM 
JUD Y REMITE A JUZ TRAN.pdf; 2022-085 AUTO RECHAZA DEMANDA POR 
CADUCIDAD.pdf; 2022-086- AUTO CONCI REQ PROCU.pdf; 2022-092 AUTO ADM DDA 
HORAS EXTR .pdf; 2022-094 AUTO ADM DDA MOD ASIG RET CASUR.pdf; 2022-098-
AUTO ADMITE DDA-SANC MORA-MIN EDU Y SEC BOGOTA.pdf; 2022-100-AUTO 
ADMITE DDA-SANC MORA-MIN EDU Y SEC BOGOTA.pdf; 2022-101-remite comp 
territorial.pdf; 2022-105 AUTO INADMITE DEMANDA.pdf; 2022-106-AUTO IMPED BON 
JUD-RAM JUD Y REMITE A JUZ TRAN.pdf; 2022-107 AUTO INADMITE DEMANDA.pdf; 
2022-109-INADMITE-APORTE ENVIO DDA.pdf; 2022-110 AUTO INAD PODER.pdf; 
2022-112 AUTO INAD DDA REM DDA.pdf; 2022-114 AUTO REM COMP EJEC.pdf; 
2022-115-ADMITE UGPP, MINTIC, Y PAR TELECOM.pdf; 2022-119 AUTO ADMITE DDA 
SANC MOR.pdf; 2022-121 AUTO ADMITE DDA SANC MOR.pdf; 2022-122 AUTO REM 
COMP REINT.pdf; 2022-127-INADMITE-ALLEGE AA DDO.pdf; 2022-129 AUTO ADMITE 
DEMANDA RPJ FOMAG.pdf; 2022-132-AUTO ADMITE DDA-SANC MORA-MIN EDU Y 
SEC BOGOTA.pdf; 2022-134 AUTO IMPED BON JUD-RAM JUD Y REMITE A JUZ TRAN 
(1).pdf; 2022-135 AUTO INADMITE DEMANDA.pdf; 2022-137 AUTO ADMITE DDA SANC 
MOR.pdf; 2022-139 AUTO ADMITE DDA SANC MOR.pdf; 2022-141-INADMITE-APORTE 
ENVIO DDA.pdf; 2022-142 AUTO IMPED BON JUD-RAM JUD Y REMITE A JUZ TRAN.pdf; 
2022-143 AUTO ADMITE DDA SANC MOR.pdf; 2022-144-AUTO ADMITE DDA-SANC 
MORA-MIN EDU Y SEC SOACHA.pdf; 2022-145 AUTO ADMITE DDA SANC MOR.pdf; 
2022-149-ADMITE DDA SUBRED NORTE.pdf; 2022-152-AUTO INAD DMDA 
ADECUAR.pdf; 2022-153 AUTO IMPEDIMENTO BONI ACTIVI SEMESTRAL.pdf; 2022-155 
AUTO IMPED SALARIO 100% MÁS BON 30%.pdf; 2022-157 AUTO ADMITE DDA SANC 
MOR.pdf; 2022-158-AUTO INADMITE DEMANDA.-REAJU BASE SALA.pdf; 2022-162 
AUTO INAD ACRED REMI DDA.pdf

 
JUZGADO TRECE (13) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
CARRERA 57 No. 43 – 91 PISO 4 

323 205 89 55 / 555 39 39 Ext 1013 

 
 

Por medio de la presente envió en archivo pdf copia la publicación del Estado N°030 de 2022 que 
contiene autos proferidos el  19 de mayo de 2022, así mismo se remiten las providencias dictadas 
dentro de cada uno de los respectivos procesos 

Se informa que los autos también fueron publicados en el portal de la Rama 
Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-13-administrativo-de-bogota/313 

  
Cordialmente; 



3

 
Elizabeth Jaramillo Marulanda 
Secretaria  
Juzgado Trece Administrativo de Bogotá  
________________________________________________________________________________ 
AVISO IMPORTANTE: Esta dirección de correo electrónico jadmin13bta@notificacionesrj.gov.co es de uso 
único y exclusivo de envío de notificaciones, todo mensaje que se reciba no será leído y automáticamente se 
eliminara de nuestros servidores, apreciado usuario si tiene alguna solicitud por favor comuníquese a la 
siguiente línea whatsapp 323 205 89 55 o al número telefónico: 555 39 39 Ext. 1013 o envíenos un correo 
electrónico a la siguiente dirección: admin13bt@cendoj.ramajudicial.gov.co, para la radicación de 
memoriales por favor enviarlos únicamente al correo  correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co,
dispuesto para tal fin por favor no duplicar la solicitud; para finalizar agradecemos presentar los 
memoriales en formato PDF nombrándolo en síntesis de que trata el documento. De conformidad con 
lo dispuesto en el art. 162 del CPACA modificado por la Ley 2080 de 2021, en concordancia con lo 
previsto en el art. 3 del decreto 806 de junio de 2020, todo documento presentado al juzgado deberá ser 
enviado simultáneamente a los correos electrónicos de LAS PARTES y demás sujetos procesales; y 
acreditarse su envío ante la autoridad judicial. 
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NOTIFICACION PERSONAL ART 199 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
110001333501320220009800
Juzgado 13 Administrativo Seccion Segunda - Bogotá - Bogotá D.C.
<jadmin13bta@notificacionesrj.gov.co>
Lun 6/06/2022 9:30 AM
Para:

notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co <notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co>;
notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co
<notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co>

CC:

yltorres@procuraduria.gov.co <yltorres@procuraduria.gov.co>;
procesosnacionales@defensajuridica.gov.co <procesosnacionales@defensajuridica.gov.co>

 
 

JUZGADO TRECE (13) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ
SECCIÓN SEGUNDA

CARRERA 57 No. 43 – 91 PISO 4
323 205 89 55

 
 

 
Señora
Ministra
O quien haga sus veces
MINISTRO DE EDUCACION NACIONAL
 
 
Señora
ALCALDESA
O quien haga sus veces
ALCALDIA MAYOR DE BOGOTA
 
 
 
Acatando lo estipulado en la Ley 1437 de 2011, articulo 199 modificado por el artículo 612 de la Ley
1564 del 2012; procedo a dar cumplimiento a dicha normatividad y en consecuencia notifico auto
admisorio de fecha 19 de mayo de 2022, proferido dentro del Expediente Nº. 11001 33 35 013 2022-
00098,  para tales efectos adjunto pdf donde puede consultarlo.
 
 
DEJO CONSTANCIA PARA EFECTO DE CONTABILIZACION DE  TÉRMINOS  SE TENDRÁ EN
CUENTA LO ESTABLECIDO EN EL ARTICULO 48 DE LA LEY 2080 DE 2021, EN
CONCORDANCIA CON LO DISPUESTO EN LOS INCISOS 3º Y 4º DEL ARTICULO 86 IBIDEM
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Cordialmente;
 

Elizabeth Jaramillo Marulanda
Secretaria
Juzgado Trece Administrativo de Bogotá
________________________________________________________________________________
AVISO IMPORTANTE: Esta dirección de correo electrónico jadmin13bta@notificacionesrj.gov.co es de uso
único y exclusivo de envío de notificaciones, todo mensaje que se reciba no será leído y automáticamente se
eliminara de nuestros servidores, apreciado usuario si tiene alguna solicitud por favor comuníquese a la
siguiente línea whatsapp 323 205 89 55 o al número telefónico: 555 39 39 Ext. 1013 o envíenos un correo
electrónico a la siguiente dirección: admin13bt@cendoj.ramajudicial.gov.co, para la radicación de
memoriales por favor enviarlos únicamente al correo   correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co,
dispuesto para tal fin por favor  no duplicar  la solicitud; para finalizar agradecemos presentar los
memoriales en formato PDF nombrándolo en síntesis de que trata el documento. De conformidad con
lo dispuesto en el art. 162 del CPACA modificado por la Ley 2080 de 2021, en concordancia con lo
previsto en el art. 3 del decreto 806 de junio de 2020, todo documento presentado al juzgado deberá ser
enviado simultáneamente a los correos electrónicos de LAS PARTES y demás sujetos procesales; y
acreditarse su envío ante la autoridad judicial.
 
 
 

mailto:jadmin13bta@notificacionesrj.gov.co
mailto:admin13bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Retransmitido: NOTIFICACION PERSONAL ART 199 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
110001333501320220009800
Microsoft Outlook
<MicrosoftExchange329e71ec88ae4615bbc36ab6ce41109e@etbcsj.onmicrosoft.com>
Lun 6/06/2022 9:31 AM
Para:

notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co <notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co>

Se completó la entrega a estos destinatarios o grupos, pero el servidor de destino no envió
información de notificación de entrega:

notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co (notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co)

Asunto: NOTIFICACION PERSONAL ART 199 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 110001333501320220009800

mailto:notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co
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Retransmitido: NOTIFICACION PERSONAL ART 199 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
110001333501320220009800
Microsoft Outlook
<MicrosoftExchange329e71ec88ae4615bbc36ab6ce41109e@etbcsj.onmicrosoft.com>
Lun 6/06/2022 9:31 AM
Para:

notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co
<notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co>

Se completó la entrega a estos destinatarios o grupos, pero el servidor de destino no envió
información de notificación de entrega:

notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co (notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co)

Asunto: NOTIFICACION PERSONAL ART 199 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 110001333501320220009800

mailto:notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co
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Entregado: NOTIFICACION PERSONAL ART 199 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
110001333501320220009800
postmaster@procuraduria.gov.co <postmaster@procuraduria.gov.co>
Lun 6/06/2022 9:31 AM
Para:

yltorres@procuraduria.gov.co <yltorres@procuraduria.gov.co>

El mensaje se entregó a los siguientes destinatarios:

yltorres@procuraduria.gov.co

Asunto: NOTIFICACION PERSONAL ART 199 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 110001333501320220009800

mailto:yltorres@procuraduria.gov.co
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Entregado: NOTIFICACION PERSONAL ART 199 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
110001333501320220009800
postmaster@defensajuridica.gov.co <postmaster@defensajuridica.gov.co>
Lun 6/06/2022 9:31 AM
Para:

procesosnacionales@defensajuridica.gov.co <procesosnacionales@defensajuridica.gov.co>

El mensaje se entregó a los siguientes destinatarios:

procesosnacionales@defensajuridica.gov.co

Asunto: NOTIFICACION PERSONAL ART 199 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 110001333501320220009800

mailto:procesosnacionales@defensajuridica.gov.co
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RV: RESPUESTA PAULA JOVANNA PACHON HAMON RAD 11001-33-35-013-2022-00098-00
Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Lun 13/06/2022 3:24 PM
Para:

Juzgado 13 Administrativo Seccion Segunda - Bogotá - Bogotá D.C.
<jadmin13bta@notificacionesrj.gov.co>

CC:

Benavides Infante Edni Katherine <t_ebenavides@fiduprevisora.com.co>

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial para el
proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo siglo XXl podrá confirmar
los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

Sede Judicial  CAN
RJLP

De: Benavides Infante Edni Katherine <t_ebenavides@fiduprevisora.com.co>

Enviado: lunes, 13 de junio de 2022 9:25 a. m.

Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: RESPUESTA PAULA JOVANNA PACHON HAMON RAD 11001-33-35-013-2022-00098-00
 
 
 
Buen dia,
 
Por medio de la presente, remito respuesta a requerimiento.
 
Se informa que este correo es de uso exclusivo de la entidad, por lo anterior se solicita que las notificaciones judiciales
se  remitan  unicamente a los correos :
procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co - notjudicial@fiduprevisora.com.co
 
Cordialmente,
 
EDNI KATHERINE BENAVIDES INFANTE
Defensa Jurídica  - Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio (FOMAG)
Calle 72 # 10 – 03

mailto:procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co
mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co
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Bogotá, Colombia.
 
 
La información contenida en este correo y sus anexos es confidencial y/o privada. Solo puede ser
utilizada por la persona o empresa a la cual está dirigida. Si Usted no es el receptor autorizado,
cualquier retención, difusión, distribución o copia de este correo es prohibida y sancionada por la ley.
Si por error recibe este correo, por favor reenviarlo al remitente de Fiduprevisora S.A. y/o elimine el
mensaje original incluyendo sus archivos anexos. La respuesta a este correo con el envío de
información personal, propia o de terceros, implica su aceptación inequívoca al eventual uso o
tratamiento de datos personales que realice Fiduprevisora S.A conforme a las finalidades contenidas
en la política de protección de datos personales publicada en www.fiduprevisora.com.co, en la cual se
detallan entre otros aspectos, los derechos que le asisten como titular de información para realizar
consultas, peticiones o reclamos relacionados con el tratamiento de información por parte de
Fiduprevisora S.A. Así mismo, podrá solicitar información relativa a protección de datos personales en
los siguientes canales de atención: Dirección Calle 72 No. 10-03, Bogotá, Teléfono (1) 5945111 o al
correo electrónico: protecciondedatos@fiduprevisora.com.co. “Defensoría del Consumidor Financiero
– Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity de la
ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. Correo electrónico:
defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com, de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada
continua”. Las funciones del Defensor del Consumidor son: dar trámite a las quejas contra las
entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la
institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del
Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público
de la entidad. Asimismo, tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule
recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre
la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no
se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del
reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio (dirección y ciudad) 4.
Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma
puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor Financiero" disponible para su descarga desde
cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. Fiduprevisora S.A. remite la información
contenida en este mensaje de datos por considerar que es de su interés.



 
 

 
                                                      

  

*20220821276191* 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: 20220821276191 
Fecha: 08-06-2022 

 

Señores  
JUZGADO TRECE (13) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BOGOTÁ 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 
Bogota  
 
RADICADO: 11001-33-35-013-2022-00098-00 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE PAULA JOVANNA PACHON HAMON 
DEMANDADO: NACIÓN -MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  
 
Respetado Doctor (a), 
 
En atención a la solicitud allegada a este Fondo a través del correo electrónico de notificaciones 

electrónicas notjudiciales@fiduprevisora.com.co, mediante el cual requirió:  
 

- “ADVERTIR que como quiera que los expedientes administrativos de los docentes vinculados al FONDO 
DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO reposan en el ente territorial del último lugar de 
prestación de servicios de los mismos, por secretaria líbrese oficio a la Secretaria de Educación de 
Bogotá a fin de que se sirva aportar el respectivo cuaderno administrativo de la demandante, la 
inobservancia de estos deberes constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario encargado del 
asunto (parágrafo 1º, artículo 175 C.P.A.C.A”. 

 
Al respecto, nos permitimos informar se dio traslado a la Secretaria de Educación de Bogota, 

mediante radicado de salida N° 20220821276151, toda vez que es dicha entidad a quien les co-

rresponde crear, archivar y conservar la historia laboral de la citada docente, en cumplimiento de 
lo señalado en el artículo 21 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Ad-
ministrativo (Ley 1437 de 2011) y Decreto 1272 del 2018. 
 
Esta comunicación no tiene el carácter de acto administrativo por cuanto la FIDUPREVISORA S.A. 
no tiene competencia para expedirlos, solamente obra calidad de administradora de los recursos 
del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
 
Remito para su conocimiento y trámite legal pertinente. 
 

Atentamente, 

 
CAMILO ANDRÈS BARRERA SÀNCHEZ 
Gerencia Jurídica de Negocios Especiales 
Fiduprevisora S.A 
 
Proyecto: Edni Katherine Benavides Infante  
 
“Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, 
Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite 
a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con 
destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor 
con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación 
de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos 
completos 2. Identificación 3. Domicilio (dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App 
“Defensoría del Consumidor Financiero" disponible para su descarga desde cualquier Smartphone, por Play Store o por App Store”. 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:notjudiciales@fiduprevisora.com.co


 
 

 
                                                      

  

*20220821276151* 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: 20220821276151 
Fecha: 08-06-2022 

Señores 
SECRETARIA DE EDUCACIÓN DE BOGOTA           
claudiapuentes@educacionbogota.gov.co 
sednotificaciones@educacionbogota.edu.co  
Bogota  
 
Radicado: 11001-33-35-013-2022-00098-00 
Medio de control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
Demandante PAULA JOVANNA PACHON HAMON 
Demandado: NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL 

DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
 

Cordial saludo, 
 
Por considerar de su competencia y en virtud de lo dispuesto por el artículo 21 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011), me permito 
remitir el oficio allegado a este Fondo a través del correo electrónico de notificaciones electrónicas 
notjudiciales@fiduprevisora.com.co, mediante el cual requiere:  
 

- “ADVERTIR que como quiera que los expedientes administrativos de los docentes vinculados al FONDO 
DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO reposan en el ente territorial del último lugar de 
prestación de servicios de los mismos, por secretaria líbrese oficio a la Secretaria de Educación de 
Bogotá a fin de que se sirva aportar el respectivo cuaderno administrativo de la demandante, la 
inobservancia de estos deberes constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario encargado del 
asunto (parágrafo 1º, artículo 175 C.P.A.C.A.”.  

 
Lo anterior debido a que FIDUPREVISORA S.A, como administrador de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, tiene dentro de su competencia impartir un visto 
bueno previo a todo reconocimiento y no es la entidad competente para reconocer, modificar o 

aclarar actos administrativos de prestaciones de docentes, esta función corresponde a la 
Secretaria de Educación a la cual pertenecen los docentes, por lo tanto me permito solicitarle sea 
esa entidad la que en virtud del Decreto 2831 de 2005 reciba y de trámite correspondiente al 
oficio petitorio. 
 
Es importante indicar que se remite copia JUZGADO TRECE (13) ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, al Correo 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
 

 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 

mailto:claudiapuentes@educacionbogota.gov.co
mailto:sednotificaciones@educacionbogota.edu.co
mailto:notjudiciales@fiduprevisora.com.co
mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


 
 

 
                                                      

  

Remito para su conocimiento y trámite legal pertinente. 
 
Atentamente, 
 

CAMILO ANDRÉS BARRERA SÁNCHEZ  
Gerencia Jurídica de Negocios Especiales 
Fiduprevisora S.A 
 
Proyecto: Edni Katherine Benavides Infante  
 
“Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, 
Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite 
a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con 
destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor 
con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación 
de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos 
completos 2. Identificación 3. Domicilio (dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App 
“Defensoría del Consumidor Financiero" disponible para su descarga desde cualquier Smartphone, por Play Store o por App Store”:  



25/6/22, 17:57 Correo: Juzgado 13 Administrativo Seccion Segunda - Bogotá - Bogotá D.C. - Outlook

https://outlook.office.com/mail/id/AAQkAGYxYjlhZGNiLWM5NDEtNDAwOC05MTA1LTFmZWI3NGY5NDJjZQAQAKm%2F8%2FknP0I8uMLG3K0BnD… 1/3

RV: RESPUESTA RADICADO SOLICITUD SECRETARIA DE EDUCACION
Correspondencia Sede Judicial CAN B - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbtab@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Jue 23/06/2022 11:22 AM
Para:

Juzgado 13 Administrativo Seccion Segunda - Bogotá - Bogotá D.C.
<jadmin13bta@notificacionesrj.gov.co>

CC:

sednotificaciones@educacionbogota.edu.co <sednotificaciones@educacionbogota.edu.co>

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial para el
proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo siglo XXl podrá confirmar
los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

Sede Judicial  CAN

De: sednotificaciones@educacionbogota.edu.co <sednotificaciones@educacionbogota.edu.co> en nombre de SED
NOTIFICACIONES <sednotificaciones@educacionbogota.edu.co>

Enviado: miércoles, 22 de junio de 2022 5:20 p. m.

Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: Certificado: RESPUESTA RADICADO SOLICITUD SECRETARIA DE EDUCACION
 

Email Certificado™ | Entrega Certificada
Este es un Email Certificado™ enviado por SED NOTIFICACIONES.

 

 
 
Secretaria de Educación del Distrito - Oficina de Servicio al Ciudadano.
 
 
Asunto: Respuesta al radicado No  E-2022-123623 SED  

 
Apreciado (a) señor (a) JUZGADO 13 ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DE BOGOTA Cordial saludo,
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La Secretaría de Educación del Distrito, le ha dado respuesta a la solicitud E-2022-123623 con el radicado de
salida No. S-2022-211451 del 23/6/2022.
 
Para consultar su respuesta, ingrese al módulo de consulta web del Formulario Único de Trámites en el
link,  http://fut.redp.edu.co/FUT-web/#/consulta_web,  con los siguientes datos:

Número radicado: S-2022-211451
Código de verificación: J6D2V

 
NOTA: Si al realizar la verificación de su respuesta en la página indicada le genera error de
visualización, dirigirse al icono PÁGINA SIGUIENTE ubicado en la parte superior, para que le permita
acceder.
 

 
Se informa a los destinatarios de esta comunicación electrónica, que esta respuesta es exclusivamente de carácter
informativo, por lo tanto, no se debe responder a este correo, si usted necesita información, aclaración o
ampliación de su respuesta lo invitamos a que realice su solicitud a través de nuestro canal virtual 
  http://fut.redp.edu.co/FUT-web/#/consulta_web/#/fut/999/contactenos referenciando el radicado de salida de su
comunicación 
 
Le invitamos a diligenciar la siguiente encuesta elaborada por la Secretaría de Educación del Distrito con el ánimo conocer por parte
de nuestros usuarios la calidad de las respuestas brindadas por nuestra entidad: https://forms.office.com/r/r5Qx7prTpc.
 

Atentamente, 
 

 
 

 
 
 

 

Gestionado por: Grupo de correspondencia, Yessica Rodríguez.
 
 
 
 
 
 
Por favor evita imprimir, a menos que sea estrictamente necesario, al preferir el uso de documentos
digitales se ahorra agua, energía y recursos forestales. La información aquí contenida es para uso
exclusivo de la persona o entidad de destino. Está estrictamente prohibida su utilización, copia,
descarga, distribución, modificación y/o reproducción total o parcial, sin el permiso expreso de la
Secretaría de Educación del Distrito, pues su contenido puede ser de carácter confidencial y/o
contener material privilegiado. Si usted recibió esta información por error, por favor contacte en forma
inmediata a quien la envió y borre este material de su computador. La Secretaría de Educación del
Distrito no es responsable por la información contenida en esta comunicación, el directo responsable
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es quien la firma o el autor de la misma. www.educacionbogota.edu.co Por favor evita imprimir, a
menos que sea estrictamente necesario, al preferir el uso de documentos digitales se ahorra agua,
energía y recursos forestales. La información aquí contenida es para uso exclusivo de la persona o
entidad de destino. Está estrictamente prohibida su utilización, copia, descarga, distribución,
modificación y/o reproducción total o parcial, sin el permiso expreso de la Secretaría de Educación del
Distrito, pues su contenido puede ser de carácter confidencial y/o contener material privilegiado. Si
usted recibió esta información por error, por favor contacte en forma inmediata a quien la envió y
borre este material de su computador. La Secretaría de Educación del Distrito no es responsable por la
información contenida en esta comunicación, el directo responsable es quien la firma o el autor de la
misma. www.educacionbogota.edu.co
 

RPost ® Patentado
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RV: RADICADO DE SALIDA SED NO S-2022-215830
Correspondencia Sede Judicial CAN B - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbtab@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Vie 24/06/2022 2:30 PM
Para:

Juzgado 13 Administrativo Seccion Segunda - Bogotá - Bogotá D.C.
<jadmin13bta@notificacionesrj.gov.co>

CC:

sednotificaciones@educacionbogota.edu.co <sednotificaciones@educacionbogota.edu.co>

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial para el
proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo siglo XXl podrá confirmar
los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

Sede Judicial  CAN
RJLP

De: SED NOTIFICACIONES <sednotificaciones@educacionbogota.edu.co>

Enviado: viernes, 24 de junio de 2022 11:10 a. m.

Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.RPOST.BIZ <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.RPOST.BIZ>
Asunto: RADICADO DE SALIDA SED NO S-2022-215830
 
Apreciado (a) señor (a) 

 
 La Secretaría de Educación del Distrito, le ha dado respuesta a la solicitud con I-2022-63965, E-2022-123623 el
radicado de salida No. S-2022-215830 del 23/06/2022. 

 Para consultar de esta radicado puede ingresar al módulo de consulta web del Formulario Único de Trámites
en el link, http://fut.redp.edu.co/FUT-web/#/consulta_web, con los siguientes datos:

 
Número radicado: S-2022-215830

Código de verificación: PVQHN
 

https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Ffut.redp.edu.co%2FFUT-web%2F%23%2Fconsulta_web&data=05%7C01%7Cjadmin13bta%40notificacionesrj.gov.co%7C9283cbd03e504d4a152008da561801ad%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C637916958345563840%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=I5AmREhm973D%2BVzAgVSjTSLX7OaZ3Yc%2BGkw8v3J78Zk%3D&reserved=0


25/6/22, 17:50 Correo: Juzgado 13 Administrativo Seccion Segunda - Bogotá - Bogotá D.C. - Outlook

https://outlook.office.com/mail/id/AAQkAGYxYjlhZGNiLWM5NDEtNDAwOC05MTA1LTFmZWI3NGY5NDJjZQAQAKGvP4e5UrtFpYPcur%2BwFls%3D 2/2

 Invitamos a diligenciar la siguiente encuesta elaborada por la Secretaría de Educación del Distrito con el ánimo
conocer por parte de nuestros usuarios la calidad de las respuestas brindadas por nuestra entidad:
  https://forms.office.com/r/r5Qx7prTpc

DESCARGAR LOS ANEXOS EN ESTE LINK: I-2022-63965

Se informa a los destinatarios de esta comunicación electrónica, que esta respuesta es exclusivamente de
carácter informativo, por lo tanto, no se debe responder a este correo, si usted necesita información, aclaración
o ampliación de su respuesta lo invitamos a que realice su solicitud a través de nuestro canal virtual 
  http://fut.redp.edu.co/FUT-web/#/consulta_web/#/fut/999/contactenos referenciando el radicado de salida
de su comunicación 

Atentamente, 

 



Oficina de Servicio al
Ciudadano 
Secretaria de Educación
Distrital 
Av. El Dorado No. 66 - 63 
PBX: (+571) 324 1000 
www.educacionbogota.edu.co 
Información: Línea 195 
 

Gestionado por: DANIEL TORRES

Por favor evita imprimir, a menos que sea estrictamente necesario, al preferir el uso de documentos
digitales se ahorra agua, energía y recursos forestales. La información aquí contenida es para uso
exclusivo de la persona o entidad de destino. Está estrictamente prohibida su utilización, copia,
descarga, distribución, modificación y/o reproducción total o parcial, sin el permiso expreso de la
Secretaría de Educación del Distrito, pues su contenido puede ser de carácter confidencial y/o
contener material privilegiado. Si usted recibió esta información por error, por favor contacte en forma
inmediata a quien la envió y borre este material de su computador. La Secretaría de Educación del
Distrito no es responsable por la información contenida en esta comunicación, el directo responsable
es quien la firma o el autor de la misma. www.educacionbogota.edu.co Por favor evita imprimir, a
menos que sea estrictamente necesario, al preferir el uso de documentos digitales se ahorra agua,
energía y recursos forestales. La información aquí contenida es para uso exclusivo de la persona o
entidad de destino. Está estrictamente prohibida su utilización, copia, descarga, distribución,
modificación y/o reproducción total o parcial, sin el permiso expreso de la Secretaría de Educación del
Distrito, pues su contenido puede ser de carácter confidencial y/o contener material privilegiado. Si
usted recibió esta información por error, por favor contacte en forma inmediata a quien la envió y
borre este material de su computador. La Secretaría de Educación del Distrito no es responsable por la
información contenida en esta comunicación, el directo responsable es quien la firma o el autor de la
misma. www.educacionbogota.edu.co
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Nota 1: La información que se aporta es fiel copia de la que reposa en los archivos de la SED. Se da 
cumplimiento a la Ley 962 de 2005, “ARTÍCULO 20. SUPRESIÓN DE SELLOS – Ley Anti trámites. 
 
 
Av. Eldorado No. 66 – 63 
PBX: 324 10 00 Fax: 315 34 48 
Código postal: 111321 
www.educacionbogota.edu.co  
Información: Línea 195 

 
 

Bogotá D.C., 22 de junio 2022 
 
 
Señor(a) 
JUZGADO TRECE (13) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co  
Bogotá D.C. 
 
  
 
ASUNTO: I-2022-63965, E-2022-123623 
 Radicado: 11001-33-35-013-2022-00098-00 
 Medio de control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
 Demandante: PAULA JOVANNA PACHON HAMON 

Demandado: NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

 
 
De manera atenta y teniendo en cuenta la solicitud del asunto, se remite según competencia del 
Archivo Central de la Secretaría de Educación del Distrito, copia de los actos administrativos y demás 
documentos por usted solicitados, relacionados con la señora PAULA JOVANNA PACHON HAMON 
identificada con cedula de ciudadanía No. 52238363: 
 
1. Expediente 2012-CES-010845 
2. Expediente 2016-CES-325040 
3. Expediente 2016-CES-382203 
4. Expediente 2018-CES-608717 
 
Los datos consignados en la presente comunicación han sido el resultado de la verificación sobre 
los libros y demás archivos que se encuentran bajo custodia del Archivo Central de la Secretaría de 
Educación del Distrito. 
 
 
 
Cordialmente, 
 
 

 
 
Anexos: 4 

Elaboró: Nodier Betancur López - Contratista Grupo de Gestión Documental DSA  

Revisó: Lucila Rodríguez Rodríguez - Contratista Grupo de Gestión Documental DSA  
 José Israel Pedreros Sarmiento - Profesional Universitario - Grupo de Gestión Documental DSA 

 

S-2022- 

 

I-2022-63965 

RADICACIÓN CORRESPONDENCIA DE SALIDA 

Fecha  

No. Referencia   

215830

2022-06-23
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RV: CONTESTACION DEMANDA 110013335013202200098-PAULA JOVANNA PACHON
HAMON

Correspondencia Sede Judicial CAN B - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbtab@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Vie 8/07/2022 11:18 AM

Para: Juzgado 13 Administrativo Seccion Segunda - Bogotá - Bogotá D.C.
<jadmin13bta@notificacionesrj.gov.co>
CC: Rueda Agredo Karen Eliana <t_krueda@fiduprevisora.com.co>

6 archivos adjuntos (10 MB)
CONTESTACION DEMANDA SANCION MORATORIA LEY 50 PAULA JOVANNA PACHON HAMON.pdf; ESCRITURA PÚBLICA No.
522.pdf; SUSTITUCIONES ZONA 3 (60)-85-86.pdf; COMUNICADO-NOMINA-INTERESES-A-LAS-CESANTIAS-.pdf;
COMUNICADO16.pdf; ACUERDO NO. 39 DE 1998.pdf;

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo siglo XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

Sede Judicial  CAN
CAMS

De: Rueda Agredo Karen Eliana <t_krueda@fiduprevisora.com.co>

Enviado: viernes, 8 de julio de 2022 8:31 a. m.

Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
Alixamanda Rodriguez Soto <notificacionescundinamarcalqab@gmail.com>

Asunto: CONTESTACION DEMANDA 110013335013202200098-PAULA JOVANNA PACHON HAMON
 

La información contenida en este correo y sus anexos es confidencial y/o privada. Solo puede ser
utilizada por la persona o empresa a la cual está dirigida. Si Usted no es el receptor autorizado,
cualquier retención, difusión, distribución o copia de este correo es prohibida y sancionada por la ley.
Si por error recibe este correo, por favor reenviarlo al remitente de Fiduprevisora S.A. y/o elimine el
mensaje original incluyendo sus archivos anexos. La respuesta a este correo con el envío de
información personal, propia o de terceros, implica su aceptación inequívoca al eventual uso o
tratamiento de datos personales que realice Fiduprevisora S.A conforme a las finalidades contenidas
en la política de protección de datos personales publicada en www.fiduprevisora.com.co, en la cual se
detallan entre otros aspectos, los derechos que le asisten como titular de información para realizar



13/7/22, 12:49 Correo: Juzgado 13 Administrativo Seccion Segunda - Bogotá - Bogotá D.C. - Outlook

https://outlook.office.com/mail/id/AAQkAGYxYjlhZGNiLWM5NDEtNDAwOC05MTA1LTFmZWI3NGY5NDJjZQAQAFSVt7tJK3pDumaHUvXWP6k%3D 2/2

consultas, peticiones o reclamos relacionados con el tratamiento de información por parte de
Fiduprevisora S.A. Así mismo, podrá solicitar información relativa a protección de datos personales en
los siguientes canales de atención: Dirección Calle 72 No. 10-03, Bogotá, Teléfono (1) 5945111 o al
correo electrónico: protecciondedatos@fiduprevisora.com.co. “Defensoría del Consumidor Financiero
– Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity de la
ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. Correo electrónico:
defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com, de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada
continua”. Las funciones del Defensor del Consumidor son: dar trámite a las quejas contra las
entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la
institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del
Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público
de la entidad. Asimismo, tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule
recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones
entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del
Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los
siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido
vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor Financiero"
disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store.
Fiduprevisora S.A. remite la información contenida en este mensaje de datos por considerar que es de
su interés.



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

*20221181457071* 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: 20221181457071 
Fecha: 05-07-2022 

Señores 
JUZGADO TRECE (13) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

E.                                                  S.                                                                           D. 
 

PROCESO: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO 

DEMANDANTE: PAULA JOVANNA PACHON HAMON 

DEMANDADO: NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

RADICADO:   11001333501320220009800 
 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA. 

 

KAREN ELIANA RUEDA AGREDO identificada con cédula de ciudadanía número 

1.018.443.763 de Bogotá y portadora de la Tarjeta Profesional 260125 del Consejo Superior de 

la Judicatura, actuando en nombre y representación de la NACION- MINISTERIO DE 

EDUCACION, FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO-, conforme al poder de sustitución conferido por el Dr. LUIS ALFREDO 

SANABRIA RIOS actuando en ejercicio de la delegación efectuada por el Dr. GUSTAVO 

FIERRO MAYA, jefe de la oficina asesora jurídica y delegado por la Ministra de Educación para 

la función de otorgar poderes en representación de la misma, a través de la escritura pública No. 

522 del 28 de marzo de 2019, me permito dar contestación a la demanda del presente asunto en 

los siguientes términos: 

A LOS HECHOS 

A continuación, se dará respuesta a cada uno de los hechos relatados por la parte actora dentro 

de la demanda, en los términos siguientes:  

PRIMERO: NO ES UN HECHO. Es una apreciación subjetiva del apoderado de la parte 

actora, acerca de la interpretación de una norma, lo cual no es objeto de pronunciamiento alguno. 

SEGUNDO: NO ES UN HECHO. Es una apreciación subjetiva del apoderado de la parte 

actora, acerca de la interpretación de una norma, lo cual no es objeto de pronunciamiento alguno. 

TERCERO: NO ES UN HECHO. Es una apreciación subjetiva del apoderado de la parte 

actora, acerca de la interpretación de una norma, lo cual no es objeto de pronunciamiento alguno. 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

CUARTO: NO ES UN HECHO. Es una apreciación subjetiva del apoderado de la parte 

actora, acerca de la interpretación de una norma, lo cual no es objeto de pronunciamiento alguno. 

QUINTO:NO ME CONSTA. Me atengo a lo que se pruebe en el transcurso del proceso y a 
las pruebas obrantes en el expediente. 
 
SEXTO: ES CIERTO: Tal y como evidencia en documental obrante en el expediente. 

SEPTIMO: ES CIERTO: Tal y como evidencia en documental obrante en el expediente. 

OCTAVO: NO ES UN HECHO. Es una apreciación subjetiva del apoderado de la parte 

actora, acerca de la interpretación de una norma, lo cual no es objeto de pronunciamiento alguno. 

A LAS PRETENSIONES 

Me opongo a las pretensiones de la demanda frente a la condena por sanción moratoria, en los 

fundamentos de la defensa y acorde con lo que resulte probado dentro del proceso. En términos 

precisos la oposición a las pretensiones se fundamenta en las siguientes razones:  

 
DECLARATIVAS 
 
PRIMERA: ME OPONGO.  Declarar la nulidad del acto administrativo ficto configurado el 
día 04 DE NOVIEMBRE DE 2021, frente a la petición presentada ante SECRETARIA DE 
EDUCACION DE BOGOTA, el día 04 DE AGOSTO DE 2021, mediante el cual se niega la 
procedencia de la sanción moratoria establecida en la ley 50 de 1990. 
 
SEGUNDO: ME OPONGO. A que se declare que el demandante tiene derecho a que la 
NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- (FOMAG) reconozca sanción moratoria 
establecida en la ley 50 de 1990 toda vez que no tiene derecho a la misma. 
 
CONDENATORIAS 
 
PRIMERA: ME OPONGO A que a título de nulidad y restablecimiento de derecho se ordene 
a NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- (FOMAG) a reconocer y pagar sanción 
moratoria establecida en la ley 50 de 1990 toda vez que no tiene derecho a la misma. 
 

SEGUNDA: ME OPONGO A que a título de nulidad y restablecimiento de derecho se ordene 

a NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- (FOMAG) a reconocer intereses de 

mora, teniendo en cuenta que los mismos no son procedentes. 

 

TERCERO: ME OPONGO pues la sentencia en si ya tiene un carácter vinculante y no se 

requiere la solicitud de la misma. 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

CUARTO: ME OPONGO, de modo que la legislación es clara al afirmar que se tiene el 

Derecho a la legitima defensa y por ende no se debe condenar en costa si no hay gastos en los 

que hizo incurrir la parte vencida de conformidad con lo dispuesto por el articulo 365 Código 

General del Proceso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

En nombre de la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO., con fundamento en 

lo que más adelante sustentaré, manifiesto que me opongo A TODAS Y CADA UNA DE LAS 

PRETENSIONES SOLICITADAS EN LA DEMANDA, SUS DECLARACIONES Y 

CONDENAS, por carecer de fundamentos de derecho, debiéndose absolver a la NACION- 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO de todo cargo.  

 

EL PROBLEMA JURÍDICO 

De acuerdo a las pretensiones y supuestos de hecho en los que se soporta el medio de control 

de nulidad y restablecimiento del derecho incoado por el demandante, se puede concluir que los 

problemas jurídicos que debe entrar a resolver la jurisdicción contenciosa administrativa, 

representada en este caso, corresponden a los siguientes:  

 

• ¿Se configuran, en el caso concreto de la docente PAULA JOVANNA PACHON HAMON-

, los presupuestos necesarios para el reconocimiento y pago de la sanción por mora de que trata 

la Ley 50 de 1990 y el pago de indemnización por pago tardío de intereses a las cesantías? 

 

• ¿Cómo se garantiza el principio de inescindibilidad de la norma en el régimen especial de las 

cesantías de los docentes? 

  

A efectos de que el Despacho cuente con los argumentos suficientes para desatar el presente 

litigio, muy respetuosamente procedemos a realizar una puntual exposición de los aspectos que, 

a nuestro juicio, permiten concluir que no hay lugar a acceder a las pretensiones de la parte 

demandante, lo cual procedemos a desarrollar en los siguientes términos.  

 

1.Generalidades del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – FOMAG y sus 

características frente a otras figuras de administración de las cesantías de los trabajadores 

 

La Ley 91 de 1989 creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (FOMAG) 

como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, 

sin personería jurídica, para que sus recursos sean manejados por una entidad fiduciaria estatal 

o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital; para tal efecto, el 

Presidente de la República, el Ministro de Educación Nacional y Fiduciaria La Previsora S.A. 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

celebraron contrato de fiducia mercantil protocolizado mediante la Escritura Pública No. 0083 

de 21 de junio de 1990.  

 

Para los efectos de esta defensa del patrimonio público, es necesario que el Señor Juez tenga en 

cuenta que el FOMAG es un fondo cuenta, que de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 3 y 

4 de la Ley 91 de 1989 y el objeto del contrato mismo, constituye un patrimonio autónomo cuyos 

recursos son administrados por una sociedad fiduciaria (actualmente Fiduprevisora S.A.), 

sociedad de economía mixta vinculada al Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Por ser un 

fondo cuenta, no se constituye como una entidad financiera y consecuentemente, no le es 

permitido realizar las operaciones financieras de que trata el Estatuto Orgánico del Sector 

Financiero (Decreto Ley 663 de 1993), el cual referencia taxativamente las entidades que sí tienen 

esa posibilidad. En lo que se refiere al pago de las cesantías del personal docente afiliado al 

FOMAG, el artículo 15, numeral 3 de la misma ley, prevé los escenarios y la forma en que, según 

el periodo de vinculación del docente, se liquidan y pagan las correspondientes cesantías.  

 

Otra de las particularidades del régimen de los docentes deviene en que en virtud del artículo 1 

del Decreto 3752 de 2003, a este fondo cuenta, se deben afiliar, obligatoriamente, todos los 

docentes del país. 

 

Para mayor claridad, resulta relevante resaltar las sustanciales diferencias que tiene el FOMAG 

con otros sistemas de administración de cesantías, particularmente en lo relacionado con la 

naturaleza jurídica, régimen especial, funcionamiento y operación, respecto de los demás 

regímenes de cesantías, así:  

 

•Fondos Privados de Cesantías: 

 

De acuerdo con lo establecido en el Estatuto Orgánico del Sector Financiero (Decreto Ley 663 

de 1993) los fondos privados de cesantías corresponden a la figura de un patrimonio autónomo 

de propiedad de los afiliados, independiente del patrimonio de la sociedad administradora y 

conformado por las cuentas individuales de éstos, las cuales, a su vez, tienen una subcuenta de 

corto y una subcuenta de largo plazo. Por su naturaleza, tienen las características de una entidad 

financiera, lo cual le permite realizar inversiones. En cuanto al régimen de liquidación de las 

cesantías y sus intereses pertenecientes a sus afiliados voluntarios, se realiza conforme a lo 

expresamente regulado por artículo 99 de la Ley 50 de 1990. 

 

Es importante anotar, que por disposición del Decreto 1582 de 1998, artículo 2, las entidades 

administradoras de cesantías creadas por la Ley 50 de 1990 podrán administrar en cuentas 

individuales los recursos para el pago de las cesantías. Esta modalidad de administración, 

corresponde exclusivamente a las entidades administradoras de cesantías creadas por la Ley 50 

de 1990, no así para el FOMAG, que se creó mediante la Ley 91 de 1989 bajo el principio de 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

unidad de caja y, por tanto, las cesantías de los docentes no se administran en cuentas 

individuales.      

        

•Fondo Nacional del Ahorro: 

 

El Fondo Nacional del Ahorro se constituye como un establecimiento público creado mediante 

el Decreto Ley 3118 de 1968, bajo el régimen aplicable a las empresas industriales y comerciales 

del Estado. Está organizado como un establecimiento de crédito del orden nacional de carácter 

financiero, de naturaleza especial, con personería jurídica, autonomía administrativa y capital 

independiente.  

 

Este Fondo entidad se regula por la Ley 432 de 1998, al cual se deben afiliar obligatoriamente 

todos los servidores públicos y de manera excepcional, los particulares que voluntariamente lo 

hagan. En este sistema, también se dispuso el esquema de cuentas individuales para cada afiliado, 

tal como lo dispone el artículo 12, cuando se regula los intereses de las cesantías para el FNA, 

los cuales se abonarán a la cuenta individual de cada servidor público.  

 

2.Fuentes de financiación de los distintos regímenes de cesantías:  

  

Otra de las diferencias entre los diferentes regímenes de cesantías se encuentra en las fuentes de 

financiación de cada uno, como se plantea en el siguiente cuadro y su esquema de administración:   

  

FONDOS PRIVADOS DE 
CESANTÍAS 

(cuentas individuales por 
afiliado) 

FONDO NACIONAL DEL 
AHORRO 

(cuentas individuales por 
afiliado) 

FOMAG 
(fondo común-unidad de 

caja) 

Recursos con los que se conforman 
A. Las sumas que por concepto de 
auxilio de Cesantías consigne el 
empleador.  
B. Aportes voluntarios por los afiliados 
independientes. (Decreto 1063 de 
1991, artículo 12, literal b) y artículo 
31). 
C. Aportes de las cooperativas o 
precooperativas de trabajo asociado. 
(Artículo 59 de la Ley 79 de 1988, el 
Decreto 468 de 1990 
y el Decreto 4855 de 2006). 
D. Los aportes de las entidades 
públicas del sector salud, de la rama 
judicial o del nivel territorial. (Decreto 
1582 de 1998). 
E. Las sumas entregadas por la nación 
a través del sistema general de 
participaciones. 
F. Las sumas entregadas por la nación 
y las entidades territoriales por 
concepto de los contratos de 
concurrencia.  

a) Las cesantías de los afiliados,; 
b) Las apropiaciones y recursos 
provenientes de la Nación y de otras 
entidades de derecho público o 
privado; 
c) Los auxilios, subvenciones, 
donaciones o contribuciones; 
d) Los recursos provenientes de los 
empréstitos internos y externos;  
e) Los bienes que como persona 
jurídica adquiera a cualquier título y los 
frutos naturales o civiles de éstos; 
f) Los rendimientos que provengan de 
sus inversiones y rentas, cualquiera 
que sea su naturaleza; 
g) El producto de las operaciones de 
venta de activos; 
h) Los ahorros voluntarios de los 
afiliados; e 
i) Cualquier otro ingreso que resulte a 
favor del Fondo. 

El 5% del sueldo básico mensual del 
personal afiliado al Fondo. 
Las cuotas personales de inscripción 
equivalentes a una tercera parte del 
primer sueldo mensual devengado, y 
una tercera parte de sus posteriores 
aumentos. 
 
El aporte de la Nación equivalente al 
8% mensual liquidado sobre los 
factores salariales que forman parte 
del rubro de pago por servicios 
personales de los docentes. 
 
El aporte de la Nación equivalente a 
una doceava anual, liquidada sobre los 
factores salariales que forman parte 
del rubro de servicios personales de los 
docentes. 
 
El 5% de cada mesada pensional que 
pague el Fondo incluidas las mesadas 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

G. Los rendimientos generados por los 
activos que integran los portafolios del 
fondo. 
H. El producto de las operaciones de 
venta de activos. 
I. Cualquier otro ingreso que resulte a 
favor de los portafolios del Fondo 

adicionales, como aporte de los 
pensionados. 
 
El 5 por mil, de que hablan las Leyes 4 
de 1966 y 33 de 1985, a cargo de los 
docentes, de toda nómina que les 
pague la Nación por servicios 
personales. 
 

FONDOS PRIVADOS DE 
CESANTÍAS 

FONDO NACIONAL DEL 
AHORRO 

FOMAG 

SUJETOS BENEFICIARIOS 

Trabajadores particulares 

vinculados a través de contrato 
de trabajo.  

Trabajadores y servidores 

públicos. 
 

Trabajadores del sector 
privado que se afilien 

voluntariamente.  

Exclusivamente y de forma 

obligatoria, el Personal 
docente. 

 

3.Imposibilidad jurídica y física de apertura de cuentas individuales para los afiliados al 

FOMAG  

 

A diferencia de lo dispuesto para los Fondos Privados de Cesantías y del Fondo Nacional del 

Ahorro, el esquema de manejo de las cesantías de los docentes del FOMAG tiene vedada la 

posibilidad de aperturar cuentas individuales para cada uno de sus afiliados. Lo anterior se explica 

a partir de la naturaleza y estructura de este fondo cuenta, la cual surge a partir de lo dispuesto 

por el propio legislador en las normas vigentes que gobiernan su funcionamiento, así:  

 

•Al tenor de lo establecido en el artículo 8 de la Ley 91 de 1989, los recursos del FOMAG se 

conforman con una pluralidad de fuentes, que corresponden, entre otras, a los realizados a través 

de los descuentos a los afiliados y los aportes de la Nación y las entidades territoriales. Es decir, 

durante la vigencia presupuestal respectiva se reserva el pasivo prestacional de los docentes, 

incluyendo las cesantías.  

•La totalidad de recursos con que se constituye el FOMAG conforman el patrimonio autónomo 

que se administra a través de un esquema fiduciario al que se refiere la Ley 91 de 1989. En ese 

sentido, los recursos se administran conforme a las indicaciones de la mencionada ley, las 

cláusulas del contrato fiduciario y las determinaciones que apruebe el Consejo Directivo del 

FOMAG.  

• La Ley 1955 de 2019, artículo 57, señala que “Para el pago de las prestaciones económicas 

y los servicios de salud, el Fondo deberá aplicar el principio de unidad de caja con el fin de lograr 

mayor eficiencia en la administración y pago de las obligaciones definidas en la ley, …”. El 

principio de unidad de caja permite que con el recaudo de todos los rubros se conforme una caja 

común destinada a atender el pago de las obligaciones asumidas, en este caso, lo correspondiente 

a las prestaciones económicas de los docentes (incluidas las cesantías y los intereses de las 

cesantías) y los servicios de salud.             



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

De lo anterior se concluye que, en primer término, en el FOMAG no hay cuentas individuales 

para los docentes, y segundo, los valores que corresponden a las cesantías no se consignan sino 

que ya están presupuestados y trasladados al fondo, desde el primer mes de cada vigencia.  

   

Ahora bien, para mayor claridad del tema, el esquema descrito lo soporta un conjunto de normas 

que indican cómo se apropian los recursos que conforman el patrimonio autónomo del 

FOMAG, incluidas las cesantías y sus intereses (Ley 91 de 1989, artículo 8; Ley 715 de 2001, 

artículo 8 y 36; Decreto 196, artículos 12 y 13), normas que soportan el régimen especial del 

Magisterio, que finalmente deben interpretarse en concordancia con lo dispuesto en el artículo 

5 del Decreto 3752 de 2003. Es así como este procedimiento surte las siguientes fases:  

•Elaboración del cálculo actuarial que determina el total del pasivo prestacional a cargo de la 

entidad territorial con el FOMAG. Este cálculo se elabora con cargo a los recursos del fondo y 

se presenta de manera separada la deuda por concepto de cesantías y pensiones. 

•Una vez definido el monto de la deuda a pagar, y previa revisión del Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público, la sociedad fiduciaria (en este caso Fiduprevisora S.A.) comunica a la entidad 

territorial las cifras correspondientes a este concepto.  

•Esta deuda se cubre con el traslado de los recursos del Fondo Nacional de Pensiones de las 

Entidades Territoriales -FONPET- al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio -

FOMAG-.  

•En caso de que estos recursos no fueren suficientes para cubrir la deuda, la entidad territorial 

deberá disponer de sus propios recursos hasta cubrir la totalidad de las obligaciones corrientes 

que correspondan.  

 

Teniendo en cuenta que el procedimiento descrito involucra los recursos de las cesantías y sus 

intereses, se puede concluir que anualmente se realiza la actividad operativa de la liquidación de 

las cesantías, ya que los recursos están inmersos en el FOMAG antes del 1 de febrero de cada 

vigencia, bajo el principio de unidad de caja. Esta actuación es probatoriamente demostrable en 

la medida en que Fiduprevisora S.A., en su calidad de vocera y administradora del FOMAG, 

emite comunicados a las diferentes Secretarías de Educación Certificadas y a los encargados de 

las oficinas de prestaciones económicas de las entidades territoriales, sobre la fecha de entrega 

del reporte de cesantías para pago de intereses en la primera nómina de cada vigencia.  

 

Para la liquidación de las cesantías correspondientes al año 2020, que es el periodo de cesantías 

del cual el demandante reclama que presuntamente no se realizó la consignación, Fiduprevisora 

S.A. emitió el Comunicado No. 16 de 17 de diciembre de 2019, en el cual se dieron los 

lineamientos operativos y la fecha para presentar el reporte de cesantías para pago de intereses 

en la primera nómina del año 2020. En dicha comunicación se especificó lo siguiente:  

“2. La fecha de recibo de reportes de cesantías para todas las Secretarías de Educación a nivel 

nacional, es hasta el 05 DE FEBRERO DE 2020. Esta fecha es improrrogable y, por tanto, el 

no reporte oportuno de la información a esta entidad, conllevará la no inclusión en nómina de 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

los docentes, siendo el Ente Territorial el responsable de las contingencias que se deriven en el 

pago de los intereses y por la mora en el pago de las prestaciones a favor de los docentes”      

 

Con lo hasta aquí expuesto, podemos aproximarnos a las siguientes conclusiones:  

 

1.El compendio normativo en el cual se sustenta el FOMAG, cuyas normas fueron 

puntualmente citadas, no contempla la posibilidad de la apertura de cuentas individuales para 

cada uno de los afiliados, configurándose así la imposibilidad jurídica de acudir a su creación por 

vía de una orden judicial, como lo pretende el demandante, pues el FOMAG se rige por el 

principio de unidad de caja expresamente dispuesto para su administración. 

2.El funcionamiento mismo del fondo cuenta, que se administra bajo la figura de un fondo 

común, configura una imposibilidad física para aperturar cuentas individuales para cada uno de 

los más de 300.000 docentes que se encuentran afiliados al FOMAG.           

4.Ante la imposibilidad física y jurídica de apertura de cuentas individuales para cada docente 

afiliado al FOMAG, la imposibilidad se extiende a la figura de la “consignación de cesantías”. 

En lugar de una consignación, los docentes tienen la posibilidad de retirar sus cesantías siempre 

que su solicitud cumpla con el lleno de los requisitos de ley.  

5.Teniendo en cuenta las anteriores precisiones, no podría configurarse la sanción moratoria 

contemplada en la Ley 50 de 1990, artículo 99, para el escenario del FOMAG, ya que lo que pena 

la ley en mención es la consignación inoportuna de las cesantías y, al estar vedada la posibilidad 

de la consignación de las cesantías de los docentes del FOMAG, de contera se descarta algún 

tipo de sanción.     

 

3. Procesos de afiliación de los docentes al FOMAG y su diferencia respecto a las 

administradoras de cesantías y el Fondo Nacional del Ahorro 

 

Hasta ahora, nos hemos referido a las diferencias sustanciales que ostentan los tres regímenes de 

cesantías analizados, enfatizando en su naturaleza jurídica, los recursos que los conforman y la 

tipología de trabajador que vinculan. En este acápite, se profundiza en el procedimiento de 

afiliación que se debe surtir para vincular a cada trabajador y cómo la misma normativa establece 

las limitantes de adhesión a cada uno de los sistemas.  

 

• Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – FOMAG:  

 

De conformidad con lo establecido por la Ley 91 de 1989, reglamentada por el Decreto 3752 de 

2003, los docentes del servicio público educativo que estén vinculados a las plantas de personal 

de los entes territoriales deberán ser afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio – FOMAG. Lo anterior significa que, por un lado los docentes forzosamente deben 

ser afiliados al FOMAG y a través de ese fondo cuenta obtener el pago de sus prestaciones 

sociales y, por otra parte, sus cesantías deben ser reconocidas y pagadas de acuerdo a los 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

procedimiento y reglamentación establecida para tales efectos. Es decir, el ordenamiento jurídico 

no prevé que los docentes tengan la posibilidad de elegir otro esquema o figura de administración 

de sus cesantías, sino que por voluntad expresa del legislador deben someterse al régimen 

especial previsto para el magisterio, el cual no ha sido retirado del mundo jurídico por parte de 

algún alto tribunal.  

 

• Fondos Privados de Cesantías: 

 

De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 98 de la Ley 50 de 1990, aquellas personas que se 

encuentren vinculadas en una relación laboral regida mediante contrato de trabajo, 

obligatoriamente deben afiliarse a una de las empresas administradoras de cesantías (AFP), cuya 

creación se autorizó en virtud del numeral 6 del artículo 99 de la citada ley. A diferencia de los 

docentes del FOMAG, los trabajadores a los que les es aplicable este esquema tienen la 

posibilidad de escoger libremente la entidad administradora de fondos y pensiones de cesantías 

a la cual desean afiliarse y, adicionalmente, tienen la potestad de trasladar sus saldos de un fondo 

de cesantías a otro, siempre y cuando sean de la misma naturaleza (Ley 50 de 1990, artículo 99, 

numeral 5).  

 

En Colombia, actualmente funcionan 4 AFP: Protección S.A., Porvenir S.A., Colfondos 

Pensiones y Cesantías y Old Mutual. 

 

Lo anterior, sin perjuicio de lo establecido en la Ley 432 de 1998, artículo 8, que permite a los 

trabajadores del sector privado su afiliación en el Fondo Nacional del Ahorro, gozando de todos 

los beneficios contemplados para este sistema de administración de las cesantías, con excepción 

de lo relacionado con el artículo 12 de la misma ley, referente al cálculo de los intereses de las 

cesantías.           

 

• Fondo Nacional del Ahorro: 

 

Por disposición expresa del artículo 5 de la Ley 432 de 1998, los servidores públicos de la Rama 

Ejecutiva del Poder Público deben afiliarse al Fondo Nacional del Ahorro. Es importante anotar, 

que el mismo artículo previó que dicha afiliación no es aplicable al personal uniformado de las 

Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, ni a los afiliados del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio creado mediante la Ley 91 de 1989. La excepción era apenas obvia, en 

razón a que los docentes se encuentran cobijados por un régimen especial creado mediante una 

norma anterior.  

 

De lo anterior se concluye, que las cesantías de los servidores públicos de la Rama Ejecutiva 

forzosamente deben ser administradas a través de una figura específica, en este caso, por 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

intermedio del Fondo Nacional del Ahorro, de acuerdo a la normativa y reglamentación prevista 

para tales efectos. 

 

• Conclusiones: 

 

De las acotaciones anteriormente realizadas, en donde se citan puntualmente las normas que se 

refieren a la especificidad de la tipología de trabajadores que obligatoriamente se debe afiliar a 

cada uno de éstos, podemos concluir que el diseño que hasta la fecha se encuentra vigente 

corresponde a un sistema de administración de cesantías coherente, en donde, atendiendo a la 

claridad de su reglamentación, no habría lugar a ningún tipo de confusión respecto de su 

funcionamiento y las reglas que, según el tipo de trabajador, deben observarse para la liquidación 

y pago de las respectivas cesantías.         

 

4. Régimen de intereses de cesantías en los distintos esquemas 

 

Teniendo en cuenta que parte de la discusión jurídica de las pretensiones gira en torno a la 

oportunidad y forma en que deben pagarse los intereses de cesantías de los docentes del 

FOMAG, corresponde puntualizar lo relativo al régimen aplicable en cada uno de los regímenes:  

 

• Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio: 

 

En lo que se refiere a los intereses de las cesantías de los docentes del FOMAG, encontramos 

que la Ley 91 de 1989, artículo 15, señala expresamente la manera en cómo se liquidan los 

intereses de las cesantías del personal docente, así:  

 

“El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio reconocerá y pagará un interés anual 

sobre saldo de estas cesantías existentes al 31 de diciembre de cada año, liquidadas anualmente 

y sin retroactividad, equivalente a la suma que resulte aplicar la tasa de interés, que de acuerdo 

con certificación de la Superintendencia Bancaria, haya sido la comercial promedio de captación 

del sistema financiero durante el mismo período.”      

 

Adicionalmente, el Acuerdo No. 39 de 1998 del Consejo Directivo del FOMAG, estableció el 

procedimiento mediante el cual se hace efectivo el mandato legal contenido en el artículo 

mencionado. A su vez, el artículo 4 del acuerdo que se cita, indica:  

 

“ARTICULO CUARTO: El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio realizará el 

pago de los intereses en el mes de marzo, a los docentes cuya información haya sido remitida a la Entidad 

Fiduciaria que administra los recursos del Fondo a más tardar el cinco (5) de febrero de cada año, y en 

el mes de mayo a los docentes cuya información haya sido remitida a la Entidad Fiduciaria en el período 

comprendido entre el seis (6) de febrero hasta el quince (15) de marzo de cada año. En los casos en que 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

la entidad territorial reporte la información con posterioridad a ésta fecha, la entidad fiduciaria, 

programará pagos posteriores, de lo cual informará al Consejo Directivo del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio.”  

 

Los plazos establecidos en el acuerdo transcrito fueron expedidos y publicados por el Consejo 

Directivo del FOMAG en ejercicio de las funciones establecidas en el artículo 7 de la Ley 91 de 

1989, entre otras, la de “Determinar la destinación de los recursos y el orden de prioridad 

conforme al cual serán atendidas las prestaciones sociales frente a la disponibilidad financiera del 

Fondo, de tal manera que se garantice una distribución equitativa de los recursos”. Bajo esa línea, 

la liquidación de los intereses de las cesantías los docentes de FOMAG sigue ese procedimiento. 

Ahora bien, la firma de abogados que representa a la docente YIRA PATRICIA IBARGUEN 

GIRÓN, presentó ante el Consejo de Estado el medio de control de “nulidad simple por 

inconstitucionalidad” del artículo 4 del Acuerdo No. 39 de 1998, al cual le fue asignado el 

expediente No. 11001032500020210068600 (3740-2021) y su trámite se surte ante la Sección 

Segunda, Subsección A, de ese alto tribunal.  

 

Se concluye entonces que lo dispuesto por el Consejo Directivo del FOMAG en materia de 

intereses de cesantías tiene plena vigencia, por tanto, no puede pretender la parte demandante 

que por vía de las pretensiones de la presente acción judicial el juez de esta causa decrete una 

especie de “derogatoria tácita” del acuerdo al que se hace referencia, máxime cuando es su misma 

firma la que está persiguiendo la nulidad de la disposición a través de la autoridad competente 

para declararla.        

 

• Fondos Privados de Cesantías: 

 

Para la liquidación de los intereses de las cesantías de los trabajadores vinculados mediante 

contrato de trabajo, el numeral 2 del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, expresamente dispuso lo 

siguiente:  

 

“2. El empleador cancelará al trabajador los intereses legales del 12% anual o proporcionales por 

fracción, en los términos de las normas vigentes sobre el régimen tradicional de cesantía, con respecto a la 

suma causada en el año o en la fracción que se liquide definitivamente.” 

 

A diferencia de los docentes afiliados al FOMAG, en el caso de los trabajadores particulares 

encontramos que el esquema previsto es un porcentaje anual o proporcional por fracción, en 

este caso el 12%, que se aplica a la suma causada en el año o en la respectiva fracción. Nótese, 

que a diferencia de los docentes del FOMAG, los trabajadores particulares: (i) no tienen la 

posibilidad de que la liquidación de los intereses de las cesantías se realice respecto del saldo 

acumulado de cesantías, sino por el de cada año individualmente considerado, y (ii) la tasa de 

interés está atada al 12%, sin que se consideren las fluctuaciones de la economía, hecho que sí 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

está previsto para los docentes del FOMAG, cuya tasa de interés será la certificada por la hoy 

Superintendencia Financiera, de acuerdo a la comercial promedio de captación del sistema 

financiero durante el mismo período.  

 

•Fondo Nacional del Ahorro: 

 

En el caso de este fondo, la liquidación de los intereses se encuentra expresamente reglada por 

el artículo 12 de la Ley 432 de 1998, el cual señala lo siguiente:  

 

“Artículo 12. INTERESES SOBRE CESANTÍAS. El Fondo Nacional del Ahorro reconocerá 

y abonará en la cuenta de cesantías de cada servidor público afiliado, un interés equivalente a la variación 

anual de la Unidad de Valor Real-UVR, certificada por el Banco de la República, sobre las cesantías 

liquidadas por la entidad nominadora correspondientes al año inmediatamente anterior o proporcional 

por la fracción de año que se liquide definitivamente. No obstante, el cálculo del interés tendrá en cuenta 

las fechas en las que fue consignada cada fracción. 

 

Para el efecto, los saldos que administre el Fondo Nacional del Ahorro por este concepto se 

denominarán en UVR y se reexpresarán en pesos de acuerdo con el valor de la UVR, certificado 

por el Banco de la República, con base en la fecha de consignación de cada una de las fracciones.” 

 

Se concluye entonces que, aún en el esquema previsto para la liquidación de los intereses de las 

cesantías en el Fondo Nacional del Ahorro, tampoco se tienen en cuenta el saldo acumulado por 

concepto de cesantías, sino que se replica la fórmula de las AFP correspondiente al valor de la 

cesantía del último año. En cuanto al porcentaje, este se encuentra atado a la variación de la UVR 

certificada por el Banco de la República, más no al comercial promedio de captación del sistema 

financiero durante el mismo período.  

 

Aspecto importante para resaltar, es el atinente al principio de inescindibilidad de los regímenes, 

toda vez que, si bien los trabajadores particulares pueden vincularse al Fondo Nacional del 

Ahorro, el artículo 9 de la Ley 432 de 1998 establece que “Los empleadores del sector privado 

deberán liquidar y consignar las cesantías de sus trabajadores afiliados al Fondo Nacional del 

Ahorro, de acuerdo con lo establecido en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990”.   

 

Principio de inescindibilidad 

 

En línea con el recuento normativo expuesto, la característica de cada sistema de cesantías tiene 

claramente delimitada sus reglas en la legislación. Es así como para el caso de los docentes del 

FOMAG, la ley no dispuso la existencia de cuentas individuales en la cual se debieran consignar 

sus cesantías, sino que el fondo cuenta se encuentra estructurado en el principio de “unidad de 

caja”. En todo caso, sus cesantías e intereses de cesantías se encuentran plenamente garantizados, 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

lo cual, en últimas, cumple fielmente los presupuestos constitucionales (artículos 42 y 48) en que 

se sustenta el auxilio de cesantías, esto es: (i) subvencionar las necesidades del trabajador mientras 

permanece cesante, y (ii) atender otros requerimientos importantes del trabajador como vivienda 

y educación.  

 

El hecho de que en el sistema normativo de los docentes se prescinda de la herramienta 

financiera de las cuentas individuales no pone en peligro el acceso a este auxilio, por tanto, en el 

derecho positivo no se incorporó algún tipo de indemnización frente a una consignación tardía 

en una cuenta individual, pues es imposible que este hecho se de en la realidad. Bajo ese 

entendimiento, el Consejo de Estado advirtió que lo que sí debía protegerse era el pago oportuno 

del auxilio de cesantías, y para lo cual dio lugar a la sanción moratoria en la Sentencia SU-00580 

de 2018.   

 

en tanto y que, lo que sí puede darse materialmente es el pago extemporáneo de las cesantías 

legalmente solicitadas, frente a lo cual, es sabido que la sentencia de unificación 00580 de 2018 

del Consejo de Estado sentó jurisprudencia respecto a dicha situación.  

 

Ahora bien, el hecho que ha generado la apertura del presente debate jurídico se encuentra 

fincado, en parte, al contenido del artículo 13 de la Ley 344 de 1996, reglamentado parcialmente 

por el Decreto 1582 de 1998, el cual señala:  

 

 “Sin perjuicio de los derechos convencionales, y lo estipulado en la Ley 91 de 1989, a 

partir de la publicación de la presente Ley, las personas que se vinculen a los Órganos y Entidades 

del Estado tendrán el siguiente régimen de cesantías: Ver Art. 3° Decreto Nacional 1919 de 2002 

   

 a) El 31 de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de cesantías por la 

anualidad o por la fracción correspondiente, sin perjuicio de la que deba efectuarse en fecha 

diferente por la terminación de la relación laboral; 

   

 b) Les serán aplicables las demás normas legales vigentes sobre cesantías, 

correspondientes al órgano o entidad al cual se vinculen que no sean contrarias a lo dispuesto 

en el literal a) del presente artículo; 

(…)” (negrillas fuera del texto original) 

   

 En la extensión que esta ley realizó respecto de las personas que se vincularan a los 

órganos y entidades del Estado, hizo salvedad expresa a las particularidades del sistema de 

cesantías de los docentes que se rigen por la Ley 91 de 1989. La alocución legislativa no pudo 

ser más contundente al respecto, ya que se apoyó en la secuencia léxica “Sin perjuicio de”, que 

quiere decir “dejando a salvo a”. La misma Corte Constitucional advierte en la Sentencia SU-098 

de 2018, que cuando existen controversias en la aplicación de dos normas que rijan una misma 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

situación laboral se debe escoger la más favorable al trabajador; sin embargo, esto no se puede 

realizar de espaldas al principio de inescindibilidad, para lo cual reseña: “El principio de 

favorabilidad como mandato constitucional debe guardar consonancia con el principio de 

inescindibilidad, en este sentido su armonización consiste en que una vez se elige la norma más 

favorable, esta debe aplicarse en su totalidad sin escindir su contenido.”.  

 

Se pregunta entonces: ¿Cómo puede aplicarse una norma suprimiendo una frase expresamente 

consignada en ella? A nuestro juicio, es imposible desprenderse de la salvedad que puntualmente 

señala la ley respecto de lo estipulado en la Ley 91 de 1989. Una interpretación en contrario 

contraviene la armonía y consonancia que debe imponerse para que coexistan los dos principios 

en la resolución de un caso particular.  

 

En los hechos de la presente demanda, encontramos que el apoderado de la parte demandante 

fuerza las normas que rigen el imperio de las cesantías de los docentes del FOMAG a decir cosas 

que el legislador no ha contemplado. Y, a través de una cuestionable práctica, agrega textos 

inexistentes al contenido del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, buscando quizás la formación 

de una especie de “Lex Tertia” que, aunque controvertida, corresponde a una figura que en el 

derecho penal excepcionalmente aplican los jueces en sus decisiones.                       

 

Indebida interpretación de la jurisprudencia relacionada con las cesantías del FOMAG 

 

Para robustecer su argumentación, el apoderado de la parte demandante se refiere a una serie de 

pronunciamientos judiciales de las altas cortes que él mismo clasifica de la siguiente manera:  

 

• Sentencia SU-098 de 2018 de la Corte Constitucional 

• Sentencias del Consejo de Estado:  

 

No. RADICADO EXPEDIENTE FECHA DECISIÓN MAGISTRADO 

PONENTE 

1 08001-23-33-000-2013-00666-01 

(0833-16) 

 

6 de agosto de 2020 

 

Dra. SANDRA LISETH 

IBARRA 

 

2  

76001-23-31-000-200900867-01, No. 

Interno: 4854-2014 

 

 

 

 

24 de enero de 2019 

 

Dra. SANDRA LISETH 

IBARRA 

 

3 54001-23-33-000-2016-00236-01 21 de febrero de 2019 Dra. SANDRA LISETH 

IBARRA 

 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

4 08001-23-33-000-2014-00208-01 10 de junio de 2020 Dra. SANDRA LISETH 

IBARRA 

 

5 08001-23-33-000-2014-00132-01 12 de noviembre de 

2020 
Dr. WILLIAM 

HERNÁNDEZ GÓMEZ 

 

6 08001 23 31 000 2014 00815 01 

(4979–2017) 

 

17 de junio de 2021 

 

Dr. GABRIEL VAL-

BUENA 

HERNÁNDEZ 

 

7 08001-23-33-000-2015-00331-01 17 de junio de 2021 Dr. CÉSAR PALOMINO 

CORTÉS 

 

 

Centraremos nuestra atención en el contenido de la sentencia SU-098 de 2018 de la Corte 

Constitucional por dos razones fundamentales: (i) porque se trata de una sentencia de unificación 

de jurisprudencia perteneciente a la tipología “interpretativas”, y (ii) porque los 

pronunciamientos del Consejo de Estado citados por la parte demandante, deciden casos 

particulares y concretos en donde las pretensiones no han prosperado por estar prescritas.  

 

En su génesis, la sentencia SU-098 de 2018 tuvo su origen en la revisión que hizo la Corte 

Constitucional de una sentencia de tutela proferida por la Sección Quinta del Consejo de Estado 

que revocó la decisión que, en primera instancia, había proferido la Sección Cuarta de la misma 

corporación. Es importante anotar, que el Ministerio de Educación Nacional no hizo parte, en 

ninguna de las instancias, de la parte pasiva de las acciones constitucionales revisadas por la Corte 

Constitucional, como tampoco fue integrada al trámite de la sentencia de unificación que se está 

referenciando. La parte accionada estuvo conformada por el municipio de Santiago de Cali, quien 

no había realizado la afiliación del docente al FOMAG, y de contera, no había trasladado los 

periodos correspondientes a las cesantías en las que el docente no estuvo afiliado al fondo.  

 

La Corte Constitucional ordenó a la Sección Segunda, Subsección B de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo del Consejo de Estado emitir un nuevo fallo en el que se tenga en cuenta las 

consideraciones referentes a la aplicación del principio de favorabilidad e interpretación 

conforme a la Constitución, esto es, en torno al derecho de los docentes al reconocimiento y 

pago de la sanción moratoria establecida en la Ley 50 de 1990. En cumplimiento de la anterior 

decisión, la Sección Segunda del Consejo de Estado emitió sentencia del 24 de enero de 2019, 

en la cual dio cumplimiento a la Sentencia SU-098 de 2018 y en su lugar condenó, a título de 

restablecimiento del derecho, a que el municipio de Santiago de Cali realizara el reconocimiento 

y pago de la sanción moratoria “prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1999, equivalente a un 

día de salario por cada día de retardo desde el 15 de febrero de 2007 hasta el 1 de octubre del 

mismo año”. Valga aclarar, que el origen de la sanción moratoria devenía para este caso concreto 

del hecho de que el municipio de Cali no realizó la afiliación del docente al FOMAG y, por ende, 

tampoco realizó la consecuencia consignación de las cesantías.  



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

 

Las circunstancias fácticas relacionadas con el caso que desató la Corte Constitucional en la 

sentencia SU-098 de 2018 no corresponden a las mismas en las que se fundan las pretensiones 

de la demandada, ya que, en este caso concreto, no se cuestiona una afiliación inoportuna al 

FOMAG que haya devenido en el retardo de la consignación de las cesantías. En este caso 

puntual, la demandante reclama la consignación extemporánea de sus cesantías en los plazos 

establecidos en la Ley 50 de 1990 e indemnización por pago inoportuno de los intereses, frente 

a lo cual, como se ha venido señalando, es imposible que se cause una demora respecto de un 

hecho que la administración no puede ejecutar en el régimen especial de los docentes, ya que 

resulta imposible realizar una consignación ante la ausencia de cuentas individuales por cada 

afiliado.  

 

Bajo este panorama, la Corte Constitucional en la sentencia analizada cita el contenido de la 

Sentencia C-298 de 2006, advirtiendo que “la existencia de regímenes especiales no puede 

considerarse discriminatorio per se sin analizar previamente las particularidades de cada caso 

concreto”. En este caso, se probará que al caso de la docente PAULA JOVANNA PACHON 

HAMON no le son extensibles los efectos de la sentencia de unificación (SU-098 de 2018) de la 

Corte Constitucional.    

 

Con base a los elementos ampliamente analizados, principalmente lo relativo a la imposibilidad 

física y jurídica de efectuar consignaciones de cesantías en cuentas individuales de los docentes 

del FOMAG, procedemos a abordar los problemas jurídicos planteados en la demanda, con la 

intención de que, muy respetuosamente, el operador judicial de esta causa los considere dentro 

de su decisión.    

 

•¿Se configuran, en el caso concreto de la docente PAULA JOVANNA PACHON HAMON, 

los presupuestos necesarios para el reconocimiento y pago de la sanción por mora de que trata 

la Ley 50 de 1990 y el pago de indemnización por pago tardío de intereses a las cesantías? 

 

No se configuran, en el caso de la señora PAULA JOVANNA PACHON HAMON, los 

presupuestos indicados en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990 para que se configure la sanción 

moratoria de que trata la ley.   

 

Lo anterior, teniendo en cuenta que la sanción por mora por la no consignación o consignación 

extemporánea de las cesantías (establecida en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990) está atada a un 

hecho concreto, esto es, el acto de la “consignación de las cesantías”. Como quiera que en el 

esquema establecido por la Ley 91 de 1989 y el Decreto 3752 de 2003 aplicable a los docentes 

del FOMAG no se administran las cesantías a través de la creación de cuentas individuales, luego 

entonces no hay consignación, por tanto, no puede configurarse sanción moratoria respecto de 

un hecho que materialmente no puede darse. El símil a aplicarse, para el caso de los docentes, 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

es el cálculo, liquidación y apropiación de los recursos que garantizan el pago de las cesantías e 

intereses a las cesantías, el cual se realiza cada año conforme a lo dispuesto en la Ley 91 de 1989 

y el Acuerdo No. 39 de 1998.      

 

• ¿Cómo se garantiza el principio de inescindibilidad de la norma en el régimen especial de 

las cesantías de los docentes? 

 

Atendiendo a la interpretación de la Corte Constitucional en la Sentencia C-098 de 2018, 

encontramos que para garantizar el principio de inescindibilidad de la norma se deben atender, 

en su integridad, las normas que gobiernan, en este caso, el régimen especial de los docentes del 

FOMAG. Al aplicar esas normas, encontramos este sistema no contempla cuentas individuales 

para cada docente, luego entonces no se da el hecho o acto de la consignación de las cesantías, 

con lo cual, no es posible extender una sanción que exclusivamente está contemplada para los 

casos de omisión o consignación tardía de las cesantías.    

 

INDEBIDA INTERPRETACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA RELACIONADA 

CON LAS CESANTÍAS DEL FOMAG 

 

Para robustecer su argumentación, el apoderado de la parte demandante se refiere a una serie de 

pronunciamientos judiciales de las altas cortes que él mismo clasifica de la siguiente manera:  

 

• Sentencia SU-098 de 2018 de la Corte Constitucional 

• Sentencias del Consejo de Estado:  

 

No. RADICADO EXPEDIENTE FECHA DECISIÓN MAGISTRADO 

PONENTE 

1 08001-23-33-000-2013-00666-01 

(0833-16) 

 

6 de agosto de 2020 

 

Dra. SANDRA LISETH 

IBARRA 

 

2  

76001-23-31-000-200900867-01, No. 

Interno: 4854-2014 

 

 

 

 

24 de enero de 2019 

 

Dra. SANDRA LISETH 

IBARRA 

 

3 54001-23-33-000-2016-00236-01 21 de febrero de 2019 Dra. SANDRA LISETH 

IBARRA 

 

4 08001-23-33-000-2014-00208-01 10 de junio de 2020 Dra. SANDRA LISETH 

IBARRA 
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(4979–2017) 
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Centraremos nuestra atención en el contenido de la sentencia SU-098 de 2018 de la Corte 

Constitucional por dos razones fundamentales: (i) porque se trata de una sentencia de unificación 

de jurisprudencia perteneciente a la tipología “interpretativas”, y (ii) porque los 

pronunciamientos del Consejo de Estado citados por la parte demandante, deciden casos 

particulares y concretos en donde las pretensiones no han prosperado por estar prescritas.  

 

En su génesis, la sentencia SU-098 de 2018 tuvo su origen en la revisión que hizo la Corte 

Constitucional de una sentencia de tutela proferida por la Sección Quinta del Consejo de Estado 

que revocó la decisión que, en primera instancia, había proferido la Sección Cuarta de la misma 

corporación. Es importante anotar, que el Ministerio de Educación Nacional no hizo parte, en 

ninguna de las instancias, de la parte pasiva de las acciones constitucionales revisadas por la Corte 

Constitucional, como tampoco fue integrada al trámite de la sentencia de unificación que se está 

referenciando. La parte accionada estuvo conformada por el municipio de Santiago de Cali, quien 

no había realizado la afiliación del docente al FOMAG, y de contera, no había trasladado los 

periodos correspondientes a las cesantías en las que el docente no estuvo afiliado al fondo.  

 

La Corte Constitucional ordenó a la Sección Segunda, Subsección B de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo del Consejo de Estado emitir un nuevo fallo en el que se tenga en cuenta las 

consideraciones referentes a la aplicación del principio de favorabilidad e interpretación 

conforme a la Constitución, esto es, en torno al derecho de los docentes al reconocimiento y 

pago de la sanción moratoria establecida en la Ley 50 de 1990. En cumplimiento de la anterior 

decisión, la Sección Segunda del Consejo de Estado emitió sentencia del 24 de enero de 2019, 

en la cual dio cumplimiento a la Sentencia SU-098 de 2018 y en su lugar condenó, a título de 

restablecimiento del derecho, a que el municipio de Santiago de Cali realizara el reconocimiento 

y pago de la sanción moratoria “prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1999, equivalente a un 

día de salario por cada día de retardo desde el 15 de febrero de 2007 hasta el 1 de octubre del 

mismo año”. Valga aclarar, que el origen de la sanción moratoria devenía para este caso concreto 

del hecho de que el municipio de Cali no realizó la afiliación del docente al FOMAG y, por ende, 

tampoco realizó la consecuente consignación de las cesantías.  

 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

Las circunstancias fácticas relacionadas con el caso que desató la Corte Constitucional en la 

sentencia SU-098 de 2018 no corresponden a las mismas en las que se fundan las pretensiones 

de la demandada, ya que, en este caso concreto, no se cuestiona una afiliación inoportuna al 

FOMAG que haya devenido en el retardo de la consignación de las cesantías. En este caso 

puntual, la demandante reclama la consignación extemporánea de sus cesantías en los plazos 

establecidos en la Ley 50 de 1990 e indemnización por pago inoportuno de los intereses, frente 

a lo cual, como se ha venido señalando, es imposible que se cause una demora respecto de un 

hecho que la administración no puede ejecutar en el régimen especial de los docentes, ya que 

resulta imposible realizar una consignación ante la ausencia de cuentas individuales por cada 

afiliado.  

 

Bajo este panorama, la Corte Constitucional en la sentencia analizada cita el contenido de la 

Sentencia C-298 de 2006, advirtiendo que “la existencia de regímenes especiales no puede 

considerarse discriminatorio per se sin analizar previamente las particularidades de cada caso 

concreto”. En este caso, se probará que al caso de la docente Yira Patricia Ibarguen Girón no le 

son extensibles los efectos de la sentencia de unificación (SU-098 de 2018) de la Corte 

Constitucional. 

 

Ahora bien, en una sentencia de unificación posterior, esto es, la sentencia SU-573 de 2019, la 

Corte Constitucional declara que, en el debate que se pueda suscitar en punto de la consignación 

extemporánea de cesantías y sus intereses para el caso de los docentes del FOMAG, se configura 

la denominada “Ausencia de relevancia constitucional”. Advierte el alto tribunal que esta 

tipología de controversias no trasciende del ámbito meramente legal, precisando lo siguiente:  

 

“En consecuencia, cualquier pago adicional que no corresponda a la finalidad misma de las 

cesantías, sino a una penalidad para el empleador que no las consigna al fondo o las paga al 

trabajador en los términos solicitados, es un reconocimiento de fuente legal con carácter 

netamente patrimonial, que no amerita la intervención del juez de tutela. Además, según se deriva 

de los antecedentes de los casos acumulados, no es prima facie admisible considerar que la falta 

de reconocimiento de aquella pretensión económica pueda comprometer su mínimo vital, en la 

medida en que los tres accionantes mantienen vigente su vínculo laboral con el Departamento 

del Atlántico –como se refiere, igualmente, en el apartado que sigue–.”       

 

La providencia que se cita, además, ahonda en otros aspectos fundamentales que brindan los 

elementos para desatar la controversia que se plantea en el presente medio de control, tal es el 

caso de la preservación del principio de inescindibilidad de la norma, respecto al cual, tomando 

los argumentos del Consejo de Estado, se señala lo siguiente.  

 

“Por otra parte, es preciso destacar que la presunta inaplicación del principio de favorabilidad 

laboral –artículo 53 de la Constitución-, argumento empleado para sustentar el defecto por 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

desconocimiento del precedente, es una cuestión que ya fue debatida en los procesos de nulidad 

y restablecimiento del derecho promovidos por los tutelantes, habida cuenta de que estos 

alegaron como concepto de violación: el desconocimiento de los artículos 13 y 53 de la 

Constitución . En relación con dicho planteamiento, el Consejo de Estado indicó que, por 

tratarse de un régimen de liquidación diferente, no era dable a los docentes “recibir los beneficios 

de un sistema para que con posterioridad a la obtención de aquellos pretenda la aplicación de 

otro régimen, so pretexto del carácter de su vinculación” , pues “favorecerse de las ventajas de 

uno y otro […] desconocería el principio de inescindibilidad de la ley laboral”.” 

 

Con base en lo anterior, aunado que no se trata de la discusión de un derecho fundamental que 

por ende debe ventilarse ante la jurisdicción contenciosa, encontramos que, adicionalmente, es 

contrario a derecho que los docentes reciban beneficios de un sistema y, a la vez, se pretenda 

acceder a los favorecimientos de otro sistema.     

 

Con base a los elementos ampliamente analizados, principalmente lo relativo a la imposibilidad 

física y jurídica de efectuar consignaciones de cesantías en cuentas individuales de los docentes 

del FOMAG, procedemos a abordar los problemas jurídicos planteados en la demanda, con la 

intención de que, muy respetuosamente, el operador judicial de esta causa los considere dentro 

de su decisión.    

EXCEPCIONES 

 

Acorde con la argumentación que muy respetuosamente se presentó al señor(a) juez(a) en 

precedencia, se procede, en los términos establecidos la Ley 1437 de 2011, artículo 175, numeral 

3, y el parágrafo 2 ibídem, modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021, el cual señala 

que las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 

y 102 del Código General del Proceso, se procede a formular las siguientes excepciones previas.  

 

EXCEPCION PREVIA- CADUCIDAD 

Respecto del término de caducidad de las acciones contenciosas, la jurisprudencia constitucional 

ha sustentado su compatibilidad con el ordenamiento superior, en los siguientes términos: 

Atendiendo a la necesidad de organizar coherentemente diferentes instituciones procesales, el 

C.P.A.C.A. se encarga de fijar los términos de caducidad de las diferentes acciones contenciosas. 

En cada caso, es la naturaleza propia de los actos o hechos alrededor de los cuales versa la 

controversia jurídica, la que recomienda la fijación de un plazo más o menos largo para 

controvertir la conducta oficial, en desarrollo de las funciones constitucionalmente asignadas 

(artículo 150 C. P.), el legislador goza de libertad para configurar los procedimientos a través de 

los cuales se protegen los derechos ciudadanos y la integridad del ordenamiento jurídico. Resulta 

pertinente, entonces, que, como consecuencia de esta facultad, se puedan fijar límites en el 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

tiempo para alegar el reconocimiento de garantías o impugnar la juridicidad de ciertos actos.  

Resulta necesario dotar de firmeza a las determinaciones. 

INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN 

 

Cuando se analizó el problema jurídico, se hizo énfasis en la imposibilidad jurídica y material de 

administrar los recursos de las cesantías de los docentes del FOMAG bajo la figura de cuentas 

individuales, lo cual descarta, de contera, que se pueda ejecutar el acto físico de la consignación 

de las cesantías, hecho del cual pende la configuración de la sanción moratoria de que trata la 

Ley 50 de 1990, artículo 99.  

 

También se realizó una breve reseña de las órdenes que se desprenden de la sentencia de 

unificación SU-098 de 2018, en la cual la Corte Constitucional delimitó el rango interpretativo 

del principio de favorabilidad para la aplicación de la normativa relacionada con las cesantías de 

los docentes oficiales. Respecto del principio de inescindibilidad, dijo el alto tribunal que bajo 

ninguna medida podía entenderse la aplicación fragmentada de las normas que gobiernan el 

régimen especial de los docentes; por el contrario, anota esta jurisprudencia que “no se trata de 

normas excluyentes que exigen aplicar una u otra sino de disposiciones que se complementan”. 

Así las cosas, la interpretación que se le debe dar al caso concreto que nos trae al presente litigio 

debe salvaguardar el mandato expresado en la sentencia de unificación citada, es decir, bajo 

ninguna medida pueden dejarse de lado circunstancias legalmente reguladas como la 

imposibilidad de creación de cuentas individuales para las cesantías de los docentes y la misma 

imposibilidad de consignar sus cesantías en cuentas que la legislación no ha previsto. También 

se deben salvaguardar los procedimientos previstos en las normas vigentes para la liquidación de 

las cesantías y sus intereses, ya que una interpretación en contrario equivale a transgredir el 

principio de inescindibilidad y la jurisprudencia misma de la Corte Constitucional. Acto seguido, 

se debe verificar que para la vigencia de 2020 se hayan llevado a cabo los trámites a los que se 

refiere la Ley 91 de 1989, el Acuerdo No. 39 de 1998, el principio de “unidad de caja” consignado 

en el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019 y las demás normas concordantes. Así las cosas, 

encontramos probado lo siguiente:  

 

- Fiduprevisora emitió el Comunicado No. 16 de 17 de diciembre de 2019, en el cual se 

dieron los lineamientos operativos y la fecha para presentar el reporte de cesantías para pago de 

intereses en la primera nómina del año 2020. En dicha comunicación se especificó lo siguiente:  

 

“2. La fecha de recibo de reportes de cesantías para todas las Secretarías de Educación a nivel 

nacional, es hasta el 05 DE FEBRERO DE 2020. Esta fecha es improrrogable y, por tanto, el 

no reporte oportuno de la información a esta entidad, conllevará la no inclusión en nómina de 

los docentes, siendo el Ente Territorial el responsable de las contingencias que se deriven en el 

pago de los intereses y por la mora en el pago de las prestaciones a favor de los docentes”.  



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

 

-Las cesantías de la señora PAULA JOVANNA PACHON HAMON, correspondientes a la 

vigencia de 2020, se encuentran garantizadas desde la realización de la actividad operativa de su 

liquidación y, por tanto, mal podría predicarse un trámite extemporáneo que de lugar a algún 

tipo de indemnización.  

 

Salta a la vista una única conclusión, la cual se encuentra acorde el criterio hermenéutico 

consignado en la sentencia SU-098 de 2018, y es que en el presente asunto no se configura la 

sanción moratoria establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99, como tampoco se podrá 

configurar esta sanción para los docentes que se encuentren bajo los mismos supuestos de hecho 

aquí expresados.  

 

Lo que se solicita en la presente demanda es un hecho de imposible cumplimiento, ya que como 

reiteradamente se señala en el texto del líbelo, se pretende que las cesantías de los docentes sean 

consignadas en una cuenta individual del docente en el FOMAG, siendo que la misma legislación 

previó un sistema distinto para este esquema en donde es inadmisible la administración a través 

de cuentas individuales. Para que esto sea posible se requeriría que el legislador desmonte el 

compendio de normas bajo la cual se erige la estructura del FOMAG y en su lugar disponga otro 

modelo que derogue el que actualmente se encuentra vigente. Así mismo, yerra el demandante 

cuando señala que esta obligación inicia con la entrada en vigencia de la Ley 1955 de 2019, 

artículo 57, siendo que esta norma jamás hace referencia a la constitución de cuentas individuales; 

por el contrario, ratifica el principio de unidad de caja para el pago de las prestaciones 

económicas de los docentes y la prestación de los servicios médico-asistenciales.  

 

Esto conlleva a que inequívocamente nos veamos frente a la “inexistencia de la obligación”, la 

cual respetuosamente solicitamos sea declarado como probado bajo la suficiencia argumentativa, 

con soporte legal y jurisprudencial, que aquí se ha consignado.            

 

CONDENA EN COSTAS  

 

Respecto de las pretensiones del demandante, se resalta que el Ministerio de Educación Nacional 

ha atendido más de 45.000 solicitudes de conciliación extrajudicial en donde, bajo los mismos 

supuestos de hecho y de derecho, se pretende la indemnización que nos trae a esta demanda y 

de la que ampliamente se ha expuesto su improcedencia. Por tanto, con fundamento en lo 

establecido en el artículo 188, adicionado por el artículo 47, inciso 2, de la Ley 2080 de 2021, el 

cual señala “En todo caso, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas cuando se 

establezca que se presentó la demandan con manifiesta carencia de fundamento legal” (negrillas 

fuera del texto original), se solicita respetuosamente que se condene en costas a la parte 

demandante y a favor de los demandados.      

 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

PRUEBAS 

 

Pruebas documentales:  

 

Se adjuntan como pruebas documentales las siguientes:  

 

• Comunicado No. 16 de 17 de diciembre de 2019, en el cual Fiduprevisora S.A. dio los 

lineamientos operativos y la fecha para presentar el reporte de cesantías para pago de intereses 

en la primera nómina del año 2020.  

• Auto admisorio de la demanda de nulidad simple por inconstitucionalidad interpuesta 

contra el artículo 4 del Acuerdo No. 39 de 1998 expedido por el Consejo Directivo del FOMAG.   

 

Muy respetuosamente se solicita al señor juez se sirva decretar las siguientes pruebas 

documentales:  

 

•Requerir a la Gobernación del Bucaramanga a efectos de que aporte las pruebas documentales 

que permitan evidenciar el trámite realizado respecto de la solicitud radicada por la demandante  

 

Que el demandante pruebe que son sus cesantías anualizadas las que no hicieron parte de los 

recursos trasladados por las diferentes fuentes al FOMAG para las cesantías del año 2020.    

 

NOTIFICACIONES 

     Mi representada recibe notificaciones en la calle 72 No. 10-03, correo electrónico: 

t_krueda@fiduprevisora.com.co. Y procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co.  

 

    Cordialmente, 

 
   KAREN ELIANA RUEDA AGREDO 

   CC. No. 1.018.443.763 de Bogotá 

    T.P No. 260125 del C.S. de la J 
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COMUNICADO N.008  

PARA:  SECRETARIOS DE EDUCACION Y 

ENCARGADOS OFICINAS DE PRESTACIONES SOCIALES          
    
DE:  DIRECCION DE PRESTACIONES ECONOMICAS  
   
ASUNTO:  REPORTE DE CESANTIAS PARA PAGO DE INTERESES   

PRIMERA NOMINA AÑO 2020  
   
FECHA:  11 DE DICIEMBRE DE 2020 
________________________________________________________________________________ 

Con el fin de dar cumplimiento al Acuerdo No. 39 de 1998, expedido por el Consejo Directivo del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio - FOMAG, mediante el cual se estableció el procedimiento para el reconocimiento y 

pago de intereses a las cesantías de los docentes afiliados al Fondo del Magisterio, con régimen de cesantías anual, nos  

permitimos realizar algunas precisiones: 

1.Los reportes de cesantías de docentes ACTIVOS y RETIRADOS, deben ser liquidados por las Secretarías de Educación a 

través del programa HUMANO, por cuanto serán obtenidos en línea por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio- FOMAG directamente desde el mencionado programa. Por lo tanto, se solicita a cada secretaría realizar todos 

los procesos necesarios, en cuanto a validación de valores, nombres, municipio, vinculación, fuente de recursos, etc., toda 

vez que son los soportes sobre los cuales se genera el valor a pagar por intereses a las cesantías y se asigna el punto de 

pago. 

Una vez culminado el proceso de liquidación de cesantías en el programa HUMANO, cada Secretaría de Educación debe 

enviar al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-FOMAG  un informe consolidado con el número reportes 

de docentes Activos y Retirados liquidados a través del aplicativo (HUMANO) y el valor total de cesantías. Esta información 

debe ser enviada al correo electrónico  interesescesantias@fiduprevisora.com.co  Como soporte documental, deben 

remitir al Fondo un oficio acompañado del reporte generado por HUMANO, los reportes IMPRESOS deben llegar firmados 

por la autoridad nominadora y por el pagador de la Entidad Territorial Certificada, ya que sin las mencionadas firmas los 

reportes carecen de validez. 

Una vez la Secretaría de Educación confirme al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio- FOMAG  a través 

de correo electrónico que la información puede ser tomada en línea, el FOMAG procederá de conformidad, haciendo la 

salvedad que cualquier cambio que la Secretaría de Educación realice en la información en HUMANO, con posterioridad a 

esta fecha, no se verá reflejado en la información obtenida en línea, por lo tanto no afectará el pago de intereses a las 

Cesantías, siendo la Secretaría de Educación la responsable por el cambio de valores por fuera de los términos. 

2. La fecha de recibo de reportes de cesantías para todas las Secretarías de Educación a nivel nacional, es hasta el 05 DE 

FEBRERO DE 2021. Esta fecha es improrrogable y, por tanto, el no reporte oportuno de la información a esta entidad, 

conllevará la no inclusión en nómina de los docentes, siendo el Ente Territorial el responsable de las contingencias que se 

deriven en el pago de los intereses  y   por la  mora en el pago de las prestaciones a favor de los docentes. 

3. La Fiduciaria como vocera y administradora de los recursos del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO -FOMAG, programa los pagos de intereses a las cesantías con base en los reportes de cesantías allegados por 

la Secretaría de Educación, que en calidad de nominadora liquida las Cesantías y notifica al Educador. 
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4. La Coordinación de Afiliacion de Docentes, Pensionados y Beneficiarios  del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO FOMAG  remite mensualmente a cada Secretaría de Educación la base de datos de docentes 

activos vinculados a través de cada ente territorial, lo anterior con el fin de que cada entidad  valide la información allí 

contenida, como nombres y apellidos, régimen, fechas de afiliación y posesión entre  otros. En consecuencia, los pagos se  

programan  de  conformidad  a  los  datos  registrados en la base  de  docentes  afiliados y a los reportes de cesantías 

allegados por la Secretaría de  Educación. 

5. Solamente se atenderá la información remitida a través de los correos electrónicos institucionales o auto-rizados en 

forma escrita por el Secretario (a) de Educación de cada Entidad territorial. 

6. Es pertinente informar que se encuentra en proceso  un nuevo desarrollo tecnológico para la liquidación de intereses 

a las cesantías  sin embargo  mientras inicia el nuevo aplicativo se procederá de la misma forma que los años anteriores  

Finalmente se anexa a la presente comunicación cronograma de actividades a desarrollar como guía  para el   proceso de  

remisión de reportes, validación de información  y pago de intereses a las cesantías. 

Cordialmente  

Firma recuperable

X
Angela Tobar Gonzalez

Directora de Prestaciones Economicas

Firmado por: 389e2af0-d469-42bb-b25d-6a599a580dc4
 

ANGELA TOBAR  GONZALEZ    
DIRECTORA DE PRESTACIONES ECONOMICAS  
 
Anexos (1) 

  NOMBRE FIRMA FECHA 

PROYECTÓ:  MONICA AMALIA LOPEZ CARLOSAMA    11 DE DICIEMBRE DE 2020 

REVISÓ Y APROBÓ:  JOEL SANCHEZ    11 DE DICIEMBRE DE 2020 

Los arriba firmantes declaramos que hemos revisado el documento y lo encontramos ajustado a las normas y disposiciones vigentes por lo tanto, bajo nuestra responsabi-
lidad, lo presentamos para la firma.  
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CRONOGRAMA   DE  ACTIVIDADES    NOMINA  DE  INTERESES  A  LAS  CESANTIAS  AÑO 2021

DICIEMBRE 2020

LUNES SABADO DOMINGOMARTES MIERCOLES JUEVES VIERNES

validación de  la  

información   liquidada enel 

aplicativo HUMANO. 

Responsable:   Secretaría  

de  Educación 

Remision de comunicado a 

todas  las Secretarías de 

Educación : Resposable 

FOMAG 

ENERO   2021

Liquidación de  Cesantias  

para  el pago de  Interes.  

Responsable:  Secretaría  de  

Educación 

Liquidación de  Cesantias  

para  el pago de  Interes.  

Responsable:  Secretaría  de  

Educación 

Liquidación de  Cesantias  

para  el pago de  Interes. 

Responsable:   Secretaría  

de  Educación 

validación de  la  

información   liquidada enel 

aplicativo HUMANO. 

Responsable:   Secretaría  

de  Educación 

Liquidación de  Cesantias  

para  el pago de  Interes. 

Responsable:   Secretaría  

de  Educación 

Notificación de  cesantias  a  

los  educadores. 

Responsable:  Secretaría  de  

Educación 

Notificación de  cesantias  a  

los  educadores. 

Responsable:  Secretaría  de  

Educación 

FEBRERO 2021

validación de  la  

información   liquidada en 

el aplicativo HUMANO. 

Responsable:   Secretaría  

de  Educación 

validación de  la  

información   liquidada enel 

aplicativo HUMANO, tema    

a  cargo de  la  Secretaría  

de  Educación 

SABADO DOMINGO

Remisión de  correo 

electrónico   confirmando   

la  culminacion del proceso   

e  informando número y 

valor   total de  reportes  de 

cesantias  activos   y 

retirados   liquidados    para  

el pago de   intereses. 

Resposable   Secretaría  de  

Educación.    Confirmación 

del  recibo  Responsable: 

FOMAG   

Remisión de  correo 

electrónico   confirmando   

la  culminación del proceso   

e  informando número y 

valor   total de  reportes  de  

cesantias activos   y 

retirados   liquidados    para  

el pago de   intereses. 

Responsable:  Secretaría  de  

Educación.    Confirmación 

del  recibo  Responsable: 

FOMAG   

Remisión de correo 

electrónico confirmando la 

culminación del proceso e 

información e informando 

número y valor total de 

reportes de cesantias  

activos y retirados 

liquidados para el pago de 

intereses.  Responsable 

Secretaría de 

Educación,Confirmacion del 

recibo FOMAG 

Remisión de correo 

electrónico confirmando la 

culminación del proceso e 

información e informando 

número y valor total de 

reportes de cesantias  

activos y retirados 

liquidados para el pago de 

intereses.  Responsable 

Secretaría de 

Educación,Confirmacion del 

recibo FOMAG 

Remisión de correo 

electrónico confirmando la 

culminación del proceso e 

información e informando 

número y valor total de 

reportes de cesantias  

activos y retirados 

liquidados para el pago de 

intereses.  Responsable 

Secretaría de 

Educación,Confirmacion del 

recibo FOMAG 

LUNES MARTES MIERCOLES JUEVES VIERNES

MARZO 2021

LUNES MARTES MIERCOLES JUEVES VIERNES SABADO DOMINGO

Remisión de inconsistencias 

que impidieron  el pago de 

intereses  las cesantias -

responsable FOMAG 

Remision  de 

inconsistencias que 

impidieron  el pgo de 

intereses a las cesantias -

responsable FOMAG 

Pago de  la  nómina  de  

intereses   y publicación de  

listados  a  traves  de  la  

página  web. Responsable:  

FOMAG  







































  

Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co  
 

 

                                                                                                                                   Nº  031775 

 

Señores  

JUZGADO 013 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

 E.    S.     D. 

 
REFERENCIA: SUSTITUCIÓN DE PODER  
 
 
RADICADO: 11001333501320220009800 
DEMANDANTE: PAULA JOVANNA PACHON HAMON 
DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE  

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, identificado civil y profesionalmente como aparece junto a mi firma, 
actuando en calidad de apoderado de LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL N.I.T. 
899.999.001-7, conforme al Poder General otorgado por el Doctor LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA, 
mediante Escritura Pública No. 522 de 28 de marzo de 2019, protocolizada en la notaria 34 del 
círculo de Bogotá, modificada por la escritura pública No. 0480 de 03 de mayo de 2019 y la escritura 
pública No. 1230 de 11 de septiembre de 2019, protocolizadas en la notaria 28 del círculo de Bogotá, 
en calidad de  Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, en ejercicio de las facultades a él conferidas a 
través de la Resolución No. 015068 del 28 de agosto de 2018 y 02029 del 04 de marzo de 2019, 
expedida por la MINISTRA DE EDUCACIÓN NACIONAL, según lo dispuesto en el Artículo 9 de la Ley 
489 de 1998 y demás normas concordantes. 
 
Manifiesto a su despacho que sustituyo poder a los(las) abogados(as): 
 

Nombre del Abogado Identificación Tarjeta Profesional

ANGELA VIVIANA MOLINA MURILLO    1019103946 BOGOTA 295622 del C.S. de la J.

DIANA MARIA HERNANDEZ BARRETO    1022383288 BOGOTA  290488 del C.S de la J.

GINA PAOLA GARCIA FLOREZ 1018496314 BOGOTA 366593 del C.S. de la J.

JENNY KATHERINE RAMIREZ RUBIO    1030570557 BOGOTA  310344 del C.S. de la J.

JHON FREDY OCAMPO VILLA    1010206329 BOGOTA  322164 del C.S. de la J.

KAREN ELIANA RUEDA AGREDO    1018443763 BOGOTA  260125 del C.S. de la J.

LINA PAOLA REYES HERNANDEZ    1118528863 YOPAL  278713 del C.S. de la J.

MARIA PAZ BASTOS PICO 1096227301 BARRANCABERMEJA 294.959 del C.S. de la J.

SAMUEL DAVID GUERRERO AGUILERA 1032490579 BOGOTA 354085 del C.S. de la J.

https://www.mineducacion.gov.co/p
mailto:procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co


  

Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co  
 

 
 
Con las mismas facultades a mi conferidas, incluida la de sustituir y conciliar, no obstante, lo 
anterior, se ceñirá a las disposiciones de la entidad plasmadas en el Acta del Comité de Conciliación. 
 
Me permito informar a su despacho que el presente apoderamiento no genera costo alguno por 
concepto de honorarios a favor del apoderado, toda vez que se encuentra dentro del ejercicio de 
sus funciones. 
 
La presente sustitución se presume autentica de conformidad con el Inciso Segundo del Artículo 74 
del Código General del Proceso 
 
Por lo anterior, le solicito se sirva aceptar esta petición en los términos y para los fines descritos. 
 
Cordialmente, 
 
 
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS 
C.C. No. 80.211.391 de Bogotá D.C. 
T.P.  No. 250.292 del C.S. de la J. 
 
Acepto: 
 

 
 

Nombre del Abogado Identificación Tarjeta Profesional Firma

ANGELA VIVIANA MOLINA MURILLO    1019103946 BOGOTA 295622 del C.S. de la J.

DIANA MARIA HERNANDEZ BARRETO    1022383288 BOGOTA  290488 del C.S de la J.

GINA PAOLA GARCIA FLOREZ 1018496314 BOGOTA 366593 del C.S. de la J.

JENNY KATHERINE RAMIREZ RUBIO    1030570557 BOGOTA  310344 del C.S. de la J.

JHON FREDY OCAMPO VILLA    1010206329 BOGOTA  322164 del C.S. de la J.

KAREN ELIANA RUEDA AGREDO    1018443763 BOGOTA  260125 del C.S. de la J.

LINA PAOLA REYES HERNANDEZ    1118528863 YOPAL  278713 del C.S. de la J.

MARIA PAZ BASTOS PICO 1096227301 BARRANCABERMEJA 294.959 del C.S. de la J.

SAMUEL DAVID GUERRERO AGUILERA 1032490579 BOGOTA 354085 del C.S. de la J.

https://www.mineducacion.gov.co/p
mailto:procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co
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Bogotá D.C. 

 

Señor 

JUEZ TRECE (13) ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ D.C.  

E.  S.  D. 

 

REFERENCIA:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO-LABORAL 

DEMANDANTE:  PAULA JOVANA PACHON HAMON 

DEMANDADA:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION – FNPSM, BOGOTÁ 

D.C. SECRETARÍA DE EDUCACIÓN  

EXPEDIENTE:   2022-00098-00 

 
CONTESTACIÓN DEMANDA 

 

CARLOS JOSE HERRERA CASTAÑEDA, identificado con la C.C. No. 79.954.623 

de Bogotá y T.P. No. 141.955 del C.S.J., obrando en calidad de apoderado 

de la parte demandada SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ conforme 

al poder que me fue conferido, por medio del presente escrito y estando 

dentro del término legal, procedo a contestar la demanda promovida en 

los siguientes términos: 

 

I 

A LAS PRETENSIONES Y CONDENAS 

 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones y condenas de la 

demandante por carecer de fundamentos de hecho y de derecho en los 

siguientes términos: 

 

DECLARATIVAS 

 

1. Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, habida consideración a 

que el demandante no tiene derecho a que se reconozca y pague la 

sanción por mora establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99, e 

indemnización por intereses, toda vez que las cesantías de la parte actora 

están regladas por el régimen especial del magisterio, esto es, la Ley 91 de 

1989. 

 

2. Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, habida consideración a 

que el demandante no tiene derecho a que se reconozca y pague la 

sanción por mora establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99, e 

indemnización por intereses, toda vez que las cesantías de la parte actora 

están regladas por el régimen especial del magisterio, esto es, la Ley 91 de 

1989. 

 

CONDENATORIAS 

 

1. Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, habida consideración a 

que el demandante no tiene derecho a que se reconozca y pague la 

sanción por mora establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99, e 

indemnización por intereses, toda vez que las cesantías de la parte actora 

están regladas por el régimen especial del magisterio, esto es, la Ley 91 de 

1989. 

 

2. Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, habida consideración a 
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que el demandante no tiene derecho a que se reconozca y pague la 

sanción por mora establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99, e 

indemnización por intereses, toda vez que las cesantías de la parte actora 

están regladas por el régimen especial del magisterio, esto es, la Ley 91 de 

1989. 

 

3. Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, habida consideración a 

que el demandante no tiene derecho a que se reconozca y pague la 

sanción por mora establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99, e 

indemnización por intereses, toda vez que las cesantías de la parte actora 

están regladas por el régimen especial del magisterio, esto es, la Ley 91 de 

1989. 

 

4. Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, habida consideración a 

que el demandante no tiene derecho a que se reconozca y pague la 

sanción por mora establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99, e 

indemnización por intereses, toda vez que las cesantías de la parte actora 

están regladas por el régimen especial del magisterio, esto es, la Ley 91 de 

1989. 

 

5. Me opongo, teniendo en cuenta que, al no ser procedente de la nulidad 

del acto demandado, no es dable que se acceda a lo solicitado por la 

parte actora. 

 

6. Me opongo, teniendo en cuenta que, al no ser procedente de la nulidad 

del acto demandado, no es dable que se acceda a lo solicitado por la 

parte actora. 

 

II 

A LOS HECHOS 

 

Doy respuesta a cada uno de los hechos de demanda en el mismo orden 

de su formulación así: 

 

AL PRIMERO.- No corresponde a un hecho, es una referencia normativa al 

artículo 3 de la Ley 91 de 1989. 

 

AL SEGUNDO.- No corresponde a un hecho, es una referencia normativa al 

artículo 15 de la Ley 91 de 1989. 

 

AL TERCERO.- No corresponde a un hecho, pero valga aclarar que, el 

artículo 57 de la Ley 1955 de 2019 se contrae a indicar que “las cesantías 

definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 1989 serán 

reconocidas y liquidadas por la Secretaría de Educación de la entidad 

territorial y pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio”, más no hace referencia alguna a la forma o fechas en que se 

deben pagar los intereses de las cesantías, y mucho menos a que la 

consignación de cesantías deba realizarse en una cuenta individual del 

docente. 

 

AL CUARTO.- No corresponde a un hecho, es una consideración de orden 

subjetivo de la parte actora, pero valga aclarar que, el artículo 57 de la Ley 

1955 de 2019 se contrae a indicar que “las cesantías definitivas y parciales 
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de los docentes de que trata la Ley 91 de 1989 serán reconocidas y 

liquidadas por la Secretaría de Educación de la entidad territorial y pagadas 

por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio”, más no hace 

referencia alguna a la forma o fechas en que se deben pagar los intereses 

de las cesantías, y mucho menos a que la consignación de cesantías deba 

realizarse en una cuenta individual del docente. 

 

AL QUINTO.- No corresponde a un hecho, es una manifestación propia de 

una pretensión. 

 

AL SEXTO.- Es una afirmación cierta la presentación de la solicitud formulada 

por la parte actora, pero también lo es, que no tiene derecho al 

reconocimiento reclamado como se explicará más adelante. 

 

AL SÉPTIMO.- Es una afirmación cierta la presentación de la solicitud de 

conciliación prejudicial. 

 

AL OCTAVO.- No corresponde a un hecho, sino a la trascripción de un 

extracto de la sentencia de fecha 12 de noviembre de 2020, proferida por 

el Consejo de Estado dentro del expediente con radicado No. 08001-23-33-

0002014-00132-01.                   

 

 

III 

RAZONES Y FUNDAMENTOS DE LA DEFENSA 

 
RÉGIMEN LEGAL DE LAS PRESTACIONES DE LOS DOCENTES. 

 

Desde la expedición de la Ley 812 de 2003 por la cual se aprueba el Plan 

Nacional de Desarrollo 2003, se consagró en su artículo 81 lo siguiente: 

 
 "El régimen prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, que 

se encuentren vinculados al servicio público educativo oficial, es el establecido para el 

Magisterio en las disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la 

presente ley. 

 

El Gobierno Nacional buscará la manera más eficiente para administrar las recursos del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, para lo cual contratará estos 

servicios con aplicación de los principios de celeridad, transparencia, economía e 

igualdad, que permita seleccionar la entidad fiduciaria que ofrezca y pacte las mejores 

condiciones de servicio, mercado, solidez y seguridad financiera de conformidad con 

lo establecido en el artículo 3o de la Ley  91 de 1989. En todo caso el Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio se administrará en subcuentas independientes, 

correspondiente a los recursos de pensiones, cesantías y salud.” 

 

Por su parte el artículo Art 2° y 3° de la Ley 91 de 1989 a través de la cual se 

crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, refiere a la 

forma como se asumirán las obligaciones prestacionales de los docentes, 

entre la nación y los entes territoriales, de la siguiente manera: 

 
Artículo 2º.- De acuerdo con lo dispuesto por la Ley 43 de 1975, la Nación y las entidades 

territoriales, según el caso, asumirán sus obligaciones prestacionales con el personal 

docente, de la siguiente manera: 

 

(…) 
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5.- Las prestaciones sociales del personal nacional y nacionalizado que se causen a 

partir del momento de la promulgación de la presente Ley, son de cargo de la Nación 

y serán pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; pero las 

entidades territoriales, la Caja Nacional de Previsión Social, el Fondo Nacional de Ahorro 

o las entidades que hicieren sus veces, pagarán al Fondo las sumas que resulten 

adeudar hasta la fecha de promulgación de la presente Ley a dicho personal, por 

concepto de las prestaciones sociales no causadas o no exigibles.  

 

Artículo 3°.- Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como 

una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y 

estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad 

fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del 

capital.  

 

Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato de fiducia 

mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento de 

la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a 

la sociedad fiduciaria, la cual será una suma fija, o variable determinada con base en 

los costos administrativos que se generen. La celebración del contrato podrá ser 

delegada en el Ministro de Educación Nacional. 

 

El Fondo será dotado de mecanismos regionales que garanticen la prestación 

descentralizada de los servicios en cada entidad territorial sin afectar el principio de 

unidad." (Subrayado fuera de texto). 

 

INEXISTENCIA DE CUENTAS INDIVIDUALES PARA LOS DOCENTES AFILIADOS AL 

FONDO NACIONAL DE PREATCIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

 

A diferencia de lo dispuesto para los Fondos Privados de Cesantías y del 

Fondo Nacional del Ahorro, el esquema de manejo de las cesantías de los 

docentes del FOMAG tiene vedada la posibilidad de aperturar cuentas 

individuales para cada uno de sus afiliados. Lo anterior se explica a partir de 

la naturaleza y estructura de este fondo cuenta, la cual surge a partir de lo 

dispuesto por el propio legislador en las normas vigentes que gobiernan su 

funcionamiento, así:  

 

1. Al tenor de lo establecido en el artículo 8 de la Ley 91 de 1989, los recursos 

del FOMAG se conforman con una pluralidad de fuentes, que 

corresponden, entre otras, a los realizados a través de los descuentos a los 

afiliados y los aportes de la Nación y las entidades territoriales. Es decir, 

durante la vigencia presupuestal respectiva se reserva el pasivo prestacional 

de los docentes, incluyendo las cesantías.  

 

2. La totalidad de recursos con que se constituye el FOMAG conforman el 

patrimonio autónomo que se administra a través de un esquema fiduciario 

al que se refiere la Ley 91 de 1989. En ese sentido, los recursos se administran 

conforme a las indicaciones de la mencionada ley, las cláusulas del 

contrato fiduciario y las determinaciones que apruebe el Consejo Directivo 

del FOMAG.  

 

3. La Ley 1955 de 2019, artículo 57, señala que “Para el pago de las 

prestaciones económicas y los servicios de salud, el Fondo deberá aplicar el 

principio de unidad de caja con el fin de lograr mayor eficiencia en la 

administración y pago de las obligaciones definidas en la ley, …”. El principio 

de unidad de caja permite que con el recaudo de todos los rubros se 

conforme una caja común destinada a atender el pago de las obligaciones 

asumidas, en este caso, lo correspondiente a las prestaciones económicas 
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de los docentes (incluidas las cesantías y los intereses de las cesantías) y los 

servicios de salud.  

 

De lo anterior se concluye que, en primer término, en el FOMAG no hay 

cuentas individuales para los docentes, y segundo, los valores que 

corresponden a las cesantías no se consignan sino que ya están 

presupuestados y trasladados al fondo, desde el primer mes de cada 

vigencia.  

   

Ahora bien, para mayor claridad del tema, el esquema descrito lo soporta 

un conjunto de normas que indican cómo se apropian los recursos que 

conforman el patrimonio autónomo del FOMAG, incluidas las cesantías y sus 

intereses (Ley 91 de 1989, artículo 8; Ley 715 de 2001, artículo 8 y 36; Decreto 

196, artículos 12 y 13), normas que soportan el régimen especial del 

Magisterio, que finalmente deben interpretarse en concordancia con lo 

dispuesto en el artículo 5 del Decreto 3752 de 2003. Es así como este 

procedimiento surte las siguientes fases:  

 

1. Elaboración del cálculo actuarial que determina el total del pasivo 

prestacional a cargo de la entidad territorial con el FOMAG. Este cálculo se 

elabora con cargo a los recursos del fondo y se presenta de manera 

separada la deuda por concepto de cesantías y pensiones. 

 

2. Una vez definido el monto de la deuda a pagar, y previa revisión del 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público, la sociedad fiduciaria (en este 

caso Fiduprevisora S.A.) comunica a la entidad territorial las cifras 

correspondientes a este concepto.  

 

3. Esta deuda se cubre con el traslado de los recursos del Fondo Nacional 

de Pensiones de las Entidades Territoriales -FONPET- al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio -FOMAG-.  

 

4. En caso de que estos recursos no fueren suficientes para cubrir la deuda, 

la entidad territorial deberá disponer de sus propios recursos hasta cubrir la 

totalidad de las obligaciones corrientes que correspondan.  

 

Teniendo en cuenta que el procedimiento descrito involucra los recursos de 

las cesantías y sus intereses, se puede concluir que anualmente se realiza la 

actividad operativa de la liquidación de las cesantías, ya que los recursos 

están inmersos en el FOMAG antes del 1 de febrero de cada vigencia, bajo 

el principio de unidad de caja. Esta actuación es probatoriamente 

demostrable en la medida en que Fiduprevisora S.A., en su calidad de 

vocera y administradora del FOMAG, emite comunicados a las diferentes 

Secretarías de Educación Certificadas y a los encargados de las oficinas de 

prestaciones económicas de las entidades territoriales, sobre la fecha de 

entrega del reporte de cesantías para pago de intereses en la primera 

nómina de cada vigencia.  

 

Para la liquidación de las cesantías correspondientes al año 2020, que es el 

periodo de cesantías del cual el demandante reclama que presuntamente 

no se realizó la consignación, Fiduprevisora S.A. emitió el Comunicado No. 

16 de 17 de diciembre de 2019, en el cual se dieron los lineamientos 

operativos y la fecha para presentar el reporte de cesantías para pago de 
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intereses en la primera nómina del año 2020. En dicha comunicación se 

especificó lo siguiente: 

 

“2. La fecha de recibo de reportes de cesantías para todas las Secretarías 

de Educación a nivel nacional, es hasta el 05 DE FEBRERO DE 2020. Esta 

fecha es improrrogable y, por tanto, el no reporte oportuno de la 

información a esta entidad, conllevará la no inclusión en nómina de los 

docentes, siendo el Ente Territorial el responsable de las contingencias que 

se deriven en el pago de los intereses y por la mora en el pago de las 

prestaciones a favor de los docentes”      

 

Con lo hasta aquí expuesto, podemos aproximarnos a las siguientes 

conclusiones:  

 

1. El compendio normativo en el cual se sustenta el FOMAG, cuyas normas 

fueron puntualmente citadas, no contempla la posibilidad de la apertura de 

cuentas individuales para cada uno de los afiliados, configurándose así la 

imposibilidad jurídica de acudir a su creación por vía de una orden judicial, 

como lo pretende el demandante, pues el FOMAG se rige por el principio 

de unidad de caja expresamente dispuesto para su administración. 

 

2. El funcionamiento mismo del fondo cuenta, que se administra bajo la 

figura de un fondo común, configura una imposibilidad física para aperturar 

cuentas individuales para cada uno de los más de 300.000 docentes que se 

encuentran afiliados al FOMAG.   

         

3. Ante la imposibilidad física y jurídica de apertura de cuentas individuales 

para cada docente afiliado al FOMAG, la imposibilidad se extiende a la 

figura de la “consignación de cesantías”. En lugar de una consignación, los 

docentes tienen la posibilidad de retirar sus cesantías siempre que su 

solicitud cumpla con el lleno de los requisitos de ley.  

 

4. Teniendo en cuenta las anteriores precisiones, no podría configurarse la 

sanción moratoria contemplada en la Ley 50 de 1990, artículo 99, para el 

escenario del FOMAG, ya que lo que pena la ley en mención es la 

consignación inoportuna de las cesantías y, al estar vedada la posibilidad 

de la consignación de las cesantías de los docentes del FOMAG, de contera 

se descarta algún tipo de sanción.     
 

Procesos de afiliación de los docentes al FOMAG y su diferencia respecto a 

las administradoras de cesantías y el Fondo Nacional del Ahorro 

 

Hasta ahora, nos hemos referido a las diferencias sustanciales que ostentan 

los tres regímenes de cesantías analizados, enfatizando en su naturaleza 

jurídica, los recursos que los conforman y la tipología de trabajador que 

vinculan. En este acápite, se profundiza en el procedimiento de afiliación 

que se debe surtir para vincular a cada trabajador y cómo la misma 

normativa establece las limitantes de adhesión a cada uno de los sistemas.  

 

1. Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – FOMAG:  

 

De conformidad con lo establecido por la Ley 91 de 1989, reglamentada por 

el Decreto 3752 de 2003, los docentes del servicio público educativo que 

estén vinculados a las plantas de personal de los entes territoriales deberán 
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ser afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – 

FOMAG. Lo anterior significa que, por un lado los docentes forzosamente 

deben ser afiliados al FOMAG y a través de ese fondo cuenta obtener el 

pago de sus prestaciones sociales y, por otra parte, sus cesantías deben ser 

reconocidas y pagadas de acuerdo a los procedimiento y reglamentación 

establecida para tales efectos. Es decir, el ordenamiento jurídico no prevé 

que los docentes tengan la posibilidad de elegir otro esquema o figura de 

administración de sus cesantías, sino que por voluntad expresa del legislador 

deben someterse al régimen especial previsto para el magisterio, el cual no 

ha sido retirado del mundo jurídico por parte de algún alto tribunal.  

 

2. Fondos Privados de Cesantías: 

 

De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 98 de la Ley 50 de 1990, aquellas 

personas que se encuentren vinculadas en una relación laboral regida 

mediante contrato de trabajo, obligatoriamente deben afiliarse a una de 

las empresas administradoras de cesantías (AFP), cuya creación se autorizó 

en virtud del numeral 6 del artículo 99 de la citada ley. A diferencia de los 

docentes del FOMAG, los trabajadores a los que les es aplicable este 

esquema tienen la posibilidad de escoger libremente la entidad 

administradora de fondos y pensiones de cesantías a la cual desean afiliarse 

y, adicionalmente, tienen la potestad de trasladar sus saldos de un fondo de 

cesantías a otro, siempre y cuando sean de la misma naturaleza (Ley 50 de 

1990, artículo 99, numeral 5).  

 

En Colombia, actualmente funcionan 4 AFP: Protección S.A., Porvenir S.A., 

Colfondos Pensiones y Cesantías y Old Mutual. 

 

Lo anterior, sin perjuicio de lo establecido en la Ley 432 de 1998, artículo 8, 

que permite a los trabajadores del sector privado su afiliación en el Fondo 

Nacional del Ahorro, gozando de todos los beneficios contemplados para 

este sistema de administración de las cesantías, con excepción de lo 

relacionado con el artículo 12 de la misma ley, referente al cálculo de los 

intereses de las cesantías.           

 

3. Fondo Nacional del Ahorro: 

 

Por disposición expresa del artículo 5 de la Ley 432 de 1998, los servidores 

públicos de la Rama Ejecutiva del Poder Público deben afiliarse al Fondo 

Nacional del Ahorro. Es importante anotar, que el mismo artículo previó que 

dicha afiliación no es aplicable al personal uniformado de las Fuerzas 

Militares y de la Policía Nacional, ni a los afiliados del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio creado mediante la Ley 91 de 1989. La 

excepción era apenas obvia, en razón a que los docentes se encuentran 

cobijados por un régimen especial creado mediante una norma anterior.  

 

De lo anterior se concluye, que las cesantías de los servidores públicos de la 

Rama Ejecutiva forzosamente deben ser administradas a través de una 

figura específica, en este caso, por intermedio del Fondo Nacional del 

Ahorro, de acuerdo a la normativa y reglamentación prevista para tales 

efectos. 

 

Conclusiones: 
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De las acotaciones anteriormente realizadas, en donde se citan 

puntualmente las normas que se refieren a la especificidad de la tipología 

de trabajadores que obligatoriamente se debe afiliar a cada uno de éstos, 

podemos concluir que el diseño que hasta la fecha se encuentra vigente 

corresponde a un sistema de administración de cesantías coherente, en 

donde, atendiendo a la claridad de su reglamentación, no habría lugar a 

ningún tipo de confusión respecto de su funcionamiento y las reglas que, 

según el tipo de trabajador, deben observarse para la liquidación y pago 

de las respectivas cesantías.         
 

 

DEL CASO EN CONCRETO – IMPOSIBILIDAD DE ACCEDER A LAS PRETENSIONES 

DE LA DEMANDA, EN CONSIDERACIÓN A LOS DIFERENTES REGÍMENES DE 

INTERESES DE CESANTÍAS. 

 

Teniendo en cuenta que parte de la discusión jurídica de las pretensiones 

gira en torno a la oportunidad y forma en que deben pagarse los intereses 

de cesantías de los docentes del FOMAG, corresponde puntualizar lo 

relativo al régimen aplicable en cada uno de los regímenes:  

 

4. Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio: 

 

En lo que se refiere a los intereses de las cesantías de los docentes del 

FOMAG, encontramos que la Ley 91 de 1989, artículo 15, señala 

expresamente la manera en cómo se liquidan los intereses de las cesantías 

del personal docente, así:  

 

“El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

reconocerá y pagará un interés anual sobre saldo de estas 

cesantías existentes al 31 de diciembre de cada año, liquidadas 

anualmente y sin retroactividad, equivalente a la suma que resulte 

aplicar la tasa de interés, que de acuerdo con certificación de la 

Superintendencia Bancaria, haya sido la comercial promedio de 

captación del sistema financiero durante el mismo período.”      

 

Adicionalmente, el Acuerdo No. 39 de 1998 del Consejo Directivo del 

FOMAG, estableció el procedimiento mediante el cual se hace efectivo el 

mandato legal contenido en el artículo mencionado. A su vez, el artículo 4 

del acuerdo que se cita, indica:  

 

“ARTICULO CUARTO: El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio realizará el pago de los intereses en el mes de 

marzo, a los docentes cuya información haya sido remitida a la 

Entidad Fiduciaria que administra los recursos del Fondo a más 

tardar el cinco (5) de febrero de cada año, y en el mes de mayo 

a los docentes cuya información haya sido remitida a la Entidad 

Fiduciaria en el período comprendido entre el seis (6) de febrero 

hasta el quince (15) de marzo de cada año. En los casos en que 

la entidad territorial reporte la información con posterioridad a 

ésta fecha, la entidad fiduciaria, programará pagos posteriores, 

de lo cual informará al Consejo Directivo del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio.”  
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Los plazos establecidos en el acuerdo transcrito fueron expedidos y 

publicados por el Consejo Directivo del FOMAG en ejercicio de las funciones 

establecidas en el artículo 7 de la Ley 91 de 1989, entre otras, la de 

“Determinar la destinación de los recursos y el orden de prioridad conforme 

al cual serán atendidas las prestaciones sociales frente a la disponibilidad 

financiera del Fondo, de tal manera que se garantice una distribución 

equitativa de los recursos”. Bajo esa línea, la liquidación de los intereses de 

las cesantías los docentes de FOMAG sigue ese procedimiento. Ahora bien, 

la firma de abogados que representa a la docente YIRA PATRICIA IBARGUEN 

GIRÓN, presentó ante el Consejo de Estado el medio de control de “nulidad 

simple por inconstitucionalidad” del artículo 4 del Acuerdo No. 39 de 1998, 

al cual le fue asignado el expediente No. 11001032500020210068600 (3740-

2021) y su trámite se surte ante la Sección Segunda, Subsección A, de ese 

alto tribunal.  

 

Se concluye entonces que lo dispuesto por el Consejo Directivo del FOMAG 

en materia de intereses de cesantías tiene plena vigencia, por tanto, no 

puede pretender la parte demandante que por vía de las pretensiones de 

la presente acción judicial el juez de esta causa decrete una especie de 

“derogatoria tácita” del acuerdo al que se hace referencia, máxime 

cuando es su misma firma la que está persiguiendo la nulidad de la 

disposición a través de la autoridad competente para declararla.        

 

5. Fondos Privados de Cesantías: 

 

Para la liquidación de los intereses de las cesantías de los trabajadores 

vinculados mediante contrato de trabajo, el numeral 2 del artículo 99 de la 

Ley 50 de 1990, expresamente dispuso lo siguiente:  

 

“2. El empleador cancelará al trabajador los intereses legales del 

12% anual o proporcionales por fracción, en los términos de las 

normas vigentes sobre el régimen tradicional de cesantía, con 

respecto a la suma causada en el año o en la fracción que se 

liquide definitivamente.” 

 

A diferencia de los docentes afiliados al FOMAG, en el caso de los 

trabajadores particulares encontramos que el esquema previsto es un 

porcentaje anual o proporcional por fracción, en este caso el 12%, que se 

aplica a la suma causada en el año o en la respectiva fracción. Nótese, que 

a diferencia de los docentes del FOMAG, los trabajadores particulares: (i) no 

tienen la posibilidad de que la liquidación de los intereses de las cesantías 

se realice respecto del saldo acumulado de cesantías, sino por el de cada 

año individualmente considerado, y (ii) la tasa de interés está atada al 12%, 

sin que se consideren las fluctuaciones de la economía, hecho que sí está 

previsto para los docentes del FOMAG, cuya tasa de interés será la 

certificada por la hoy Superintendencia Financiera, de acuerdo a la 

comercial promedio de captación del sistema financiero durante el mismo 

período.  

 

• Fondo Nacional del Ahorro: 

 

En el caso de este fondo, la liquidación de los intereses se encuentra 

expresamente reglada por el artículo 12 de la Ley 432 de 1998, el cual señala 
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lo siguiente:  

 

“Artículo 12. INTERESES SOBRE CESANTÍAS. El Fondo Nacional del Ahorro 

reconocerá y abonará en la cuenta de cesantías de cada servidor 

público afiliado, un interés equivalente a la variación anual de la 

Unidad de Valor Real-UVR, certificada por el Banco de la República, 

sobre las cesantías liquidadas por la entidad nominadora 

correspondientes al año inmediatamente anterior o proporcional por 

la fracción de año que se liquide definitivamente. No obstante, el 

cálculo del interés tendrá en cuenta las fechas en las que fue 

consignada cada fracción. 

 

Para el efecto, los saldos que administre el Fondo Nacional del Ahorro 

por este concepto se denominarán en UVR y se reexpresarán en 

pesos de acuerdo con el valor de la UVR, certificado por el Banco de 

la República, con base en la fecha de consignación de cada una de 

las fracciones.” 

 

Se concluye entonces que, aún en el esquema previsto para la 

liquidación de los intereses de las cesantías en el Fondo Nacional del 

Ahorro, tampoco se tienen en cuenta el saldo acumulado por concepto 

de cesantías, sino que se replica la fórmula de las AFP correspondiente al 

valor de la cesantía del último año. En cuanto al porcentaje, este se 

encuentra atado a la variación de la UVR certificada por el Banco de la 

República, más no a la comercial promedio de captación del sistema 

financiero durante el mismo período.  

 

Aspecto importante para resaltar, es el atinente al principio de 

inescindibilidad de los regímenes, toda vez que, si bien los trabajadores 

particulares pueden vincularse al Fondo Nacional del Ahorro, el artículo 9 

de la Ley 432 de 1998 establece que “Los empleadores del sector privado 

deberán liquidar y consignar las cesantías de sus trabajadores afiliados al 

Fondo Nacional del Ahorro, de acuerdo con lo establecido en el artículo 

99 de la Ley 50 de 1990”.   

 

SOBRE EL PRINCIPO DE INESCINDIBILIDAD 

 

En línea con el recuento normativo expuesto, las características de cada 

sistema de cesantías tiene claramente delimitada sus reglas en la legislación. 

Es así como para el caso de los docentes del FOMAG, la ley no dispuso la 

existencia de cuentas individuales en la cual se debieran consignar sus 

cesantías, sino que el fondo cuenta se encuentra estructurado en el 

principio de “unidad de caja”. En todo caso, sus cesantías e intereses de 

cesantías se encuentran plenamente garantizados, lo cual, en últimas, 

cumple fielmente los presupuestos constitucionales (artículos 42 y 48) en que 

se sustenta el auxilio de cesantías, esto es: (i) subvencionar las necesidades 

del trabajador mientras permanece cesante, y (ii) atender otros 

requerimientos importantes del trabajador como vivienda y educación.  

 

El hecho de que en el sistema normativo de los docentes se prescinda de la 

herramienta financiera de las cuentas individuales no pone en peligro el 

acceso a este auxilio, por tanto, en el derecho positivo no se incorporó algún 

tipo de indemnización frente a una consignación tardía en una cuenta 
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individual, pues es imposible que este hecho se de en la realidad. Bajo ese 

entendimiento, el Consejo de Estado advirtió que lo que sí debía protegerse 

era el pago oportuno del auxilio de cesantías, y para lo cual dio lugar a la 

sanción moratoria en la Sentencia SU-00580 de 2018.   

 

en tanto y que, lo que sí puede darse materialmente es el pago 

extemporáneo de las cesantías legalmente solicitadas, frente a lo cual, es 

sabido que la sentencia de unificación 00580 de 2018 del Consejo de Estado 

sentó jurisprudencia respecto a dicha situación.  

 

Ahora bien, el hecho que ha generado la apertura del presente debate 

jurídico se encuentra fincado, en parte, al contenido del artículo 13 de la 

Ley 344 de 1996, reglamentado parcialmente por el Decreto 1582 de 1998, 

el cual señala:  

 

“Sin perjuicio de los derechos convencionales, y lo estipulado en la 

Ley 91 de 1989, a partir de la publicación de la presente Ley, las 

personas que se vinculen a los Órganos y Entidades del Estado 

tendrán el siguiente régimen de cesantías: Ver Art. 3° Decreto 

Nacional 1919 de 2002 

  

a) El 31 de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva 

de cesantías por la anualidad o por la fracción correspondiente, sin 

perjuicio de la que deba efectuarse en fecha diferente por la 

terminación de la relación laboral; 

  

b) Les serán aplicables las demás normas legales vigentes sobre 

cesantías, correspondientes al órgano o entidad al cual se vinculen 

que no sean contrarias a lo dispuesto en el literal a) del presente 

artículo; 

(…)” (negrillas fuera del texto original) 

  

En la extensión que esta ley realizó respecto de las personas que se 

vincularan a los órganos y entidades del Estado, hizo salvedad expresa a las 

particularidades del sistema de cesantías de los docentes que se rigen por 

la Ley 91 de 1989. La alocución legislativa no pudo ser más contundente al 

respecto, ya que se apoyó en la secuencia léxica “Sin perjuicio de”, que 

quiere decir “dejando a salvo a”. La misma Corte Constitucional advierte en 

la Sentencia SU-098 de 2018, que cuando existen controversias en la 

aplicación de dos normas que rijan una misma situación laboral se debe 

escoger la más favorable al trabajador; sin embargo, esto no se puede 

realizar de espaldas al principio de inescindibilidad, para lo cual reseña: “El 

principio de favorabilidad como mandato constitucional debe guardar 

consonancia con el principio de inescindibilidad, en este sentido su 

armonización consiste en que una vez se elige la norma más favorable, esta 

debe aplicarse en su totalidad sin escindir su contenido.”.  

 

Se pregunta entonces: ¿Cómo puede aplicarse una norma suprimiendo una 

frase expresamente consignada en ella? A nuestro juicio, es imposible 

desprenderse de la salvedad que puntualmente señala la ley respecto de 

lo estipulado en la Ley 91 de 1989. Una interpretación en contrario 

contraviene la armonía y consonancia que debe imponerse para que 

coexistan los dos principios en la resolución de un caso particular.  

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=5496#1
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=5496#1
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En los hechos de la presente demanda, encontramos que el apoderado de 

la parte demandante fuerza las normas que rigen el imperio de las cesantías 

de los docentes del FOMAG a decir cosas que el legislador no ha 

contemplado. Y, a través de una cuestionable práctica, agrega textos 

inexistentes al contenido del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, buscando 

quizás la formación de una especie de “Lex Tertia” que, aunque 

controvertida, corresponde a una figura que en el derecho penal 

excepcionalmente aplican los jueces en sus decisiones.      

 

III 

EXCEPCIONES 

 

Como consecuencia de los presupuestos expuestos en el capítulo que 

precede, me permito proponer las siguientes excepciones de fondo: 

 

INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN 

 

Cuando se analizó el problema jurídico, se hizo énfasis en la imposibilidad 

jurídica y material de administrar los recursos de las cesantías de los docentes 

del FOMAG bajo la figura de cuentas individuales, lo cual descarta, de 

contera, que se pueda ejecutar el acto físico de la consignación de las 

cesantías, hecho del cual pende la configuración de la sanción moratoria 

de que trata la Ley 50 de 1990, artículo 99.  

 

También se realizó una breve reseña de las órdenes que se desprenden de 

la sentencia de unificación SU-098 de 2018, en la cual la Corte Constitucional 

delimitó el rango interpretativo del principio de favorabilidad para la 

aplicación de la normativa relacionada con las cesantías de los docentes 

oficiales. Respecto del principio de inescindibilidad, dijo el alto tribunal que 

bajo ninguna medida podía entenderse la aplicación fragmentada de las 

normas que gobiernan el régimen especial de los docentes; por el contrario, 

anota esta jurisprudencia que “no se trata de normas excluyentes que 

exigen aplicar una u otra sino de disposiciones que se complementan”. Así 

las cosas, la interpretación que se le debe dar al caso concreto que nos trae 

al presente litigio debe salvaguardar el mandato expresado en la sentencia 

de unificación citada, es decir, bajo ninguna medida pueden dejarse de 

lado circunstancias legalmente reguladas como la imposibilidad de 

creación de cuentas individuales para las cesantías de los docentes y la 

misma imposibilidad de consignar sus cesantías en cuentas que la legislación 

no ha previsto. También se deben salvaguardar los procedimientos previstos 

en las normas vigentes para la liquidación de las cesantías y sus intereses, ya 

que una interpretación en contrario equivale a transgredir el principio de 

inescindibilidad y la jurisprudencia misma de la Corte Constitucional. Acto 

seguido, se debe verificar que para la vigencia de 2020 se hayan llevado a 

cabo los trámites a los que se refiere la Ley 91 de 1989, el Acuerdo No. 39 de 

1998, el principio de “unidad de caja” consignado en el artículo 57 de la Ley 

1955 de 2019 y las demás normas concordantes. Así las cosas, encontramos 

probado lo siguiente:  

 

- Fiduprevisora emitió el Comunicado No. 16 de 17 de diciembre de 

2019, en el cual se dieron los lineamientos operativos y la fecha para 

presentar el reporte de cesantías para pago de intereses en la primera 
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nómina del año 2020. En dicha comunicación se especificó lo 

siguiente:  

 

“2. La fecha de recibo de reportes de cesantías para todas las 

Secretarías de Educación a nivel nacional, es hasta el 05 DE FEBRERO 

DE 2020. Esta fecha es improrrogable y, por tanto, el no reporte 

oportuno de la información a esta entidad, conllevará la no inclusión 

en nómina de los docentes, siendo el Ente Territorial el responsable de 

las contingencias que se deriven en el pago de los intereses y por la 

mora en el pago de las prestaciones a favor de los docentes”.  

 

- Tal como consta en los comprobantes aportados por la parte 

demandante, los intereses de cesantías de la señora Yira Patricia 

Ibarguen Girón correspondientes al año 2020 fueron pagadas en el 

mes de marzo de 2020, cumpliendo así lo dispuesto en el Acuerdo No. 

39 de 1998, artículo 4, expedido por el Consejo Directivo del FOMAG, 

el cual continúa teniendo plena vigencia hasta tanto la jurisdicción 

competente decida lo contrario. 

 

- Las cesantías de la señora Yira Patricia Ibarguen Girón, 

correspondientes a la vigencia de 2020, se encuentran garantizadas 

desde la realización de la actividad operativa de su liquidación y, por 

tanto, mal podría predicarse un trámite extemporáneo que de lugar 

a algún tipo de indemnización.  

 

Salta a la vista una única conclusión, la cual se encuentra acorde el criterio 

hermenéutico consignado en la sentencia SU-098 de 2018, y es que en el 

presente asunto no se configura la sanción moratoria establecida en la Ley 

50 de 1990, artículo 99, como tampoco se podrá configurar esta sanción 

para los docentes que se encuentren bajo los mismos supuestos de hecho 

aquí expresados.  

 

Lo que se solicita en la presente demanda es un hecho de imposible 

cumplimiento, ya que como reiteradamente se señala en el texto del líbelo, 

se pretende que las cesantías de los docentes sean consignadas en una 

cuenta individual del docente en el FOMAG, siendo que la misma legislación 

previó un sistema distinto para este esquema en donde es inadmisible la 

administración a través de cuentas individuales. Para que esto sea posible 

se requeriría que el legislador desmonte el compendio de normas bajo la 

cual se erige la estructura del FOMAG y en su lugar disponga otro modelo 

que derogue el que actualmente se encuentra vigente. Así mismo, yerra el 

demandante cuando señala que esta obligación inicia con la entrada en 

vigencia de la Ley 1955 de 2019, artículo 57, siendo que esta norma jamás 

hace referencia a la constitución de cuentas individuales; por el contrario, 

ratifica el principio de unidad de caja para el pago de las prestaciones 

económicas de los docentes y la prestación de los servicios médico-

asistenciales.  

 

Esto conlleva a que inequívocamente nos veamos frente a la “inexistencia 

de la obligación”, la cual respetuosamente solicitamos sea declarado como 

probado bajo la suficiencia argumentativa, con soporte legal y 

jurisprudencial, que aquí se ha consignado.            
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LEGALIDAD DE LOS ACTOS ACUSADOS: 

 

Conforme ha sido reiterado en numerosas oportunidades por las Altas Cortes 

se entiende que la presunción de legalidad del acto administrativo, hace 

referencia a “la presunción de validez del acto administrativo mientras su 

posible nulidad no haya sido declarada por autoridad competente. La 

presunción de legitimidad importa, en sustancia, una presunción de 

regularidad del acto, también llamada presunción de “legalidad”, de 

“validez”, de “juridicidad” o pretensión de legitimidad.  

 

En el mismo sentido, se ha manifestado que la presunción de legalidad del 

acto administrativo es “la suposición de que el acto fue emitido conforme a 

derecho, dictado en armonía con el ordenamiento jurídico. Es una 

resultante de la juridicidad con que se mueve la actividad estatal.  La 

legalidad justifica y avala la validez de los actos administrativos; por eso crea 

la presunción de que son legales, es decir, se los presume válidos y que 

respetan las normas que regulan su producción” 

 

La presunción se desprende del hecho supuesto de que la administración 

ha cumplido íntegramente con la legalidad preestablecida en la 

expedición del acto, lo que hace desprender a nivel administrativo 

importantes consecuencias  entre ellas, la ejecutoriedad del mismo. 

 

Al respecto vale la pena finalizar reiterando lo expresado en el acápite de 

razones y fundamentos de derecho en el sentido de que las normas 

aplicables al caso concreto de la demandante son aquellas que en efecto 

ha contemplado la entidad demandada.  

 

PRESCRIPCION:  

 

La cual aplicaría conforme a las disposiciones legales y sobre aquellas 

solicitudes que han sobrepasado el término máximo legal para su 

reclamación. 

 

LA GENÉRICA O INNOMINADA.-  

 

Solicito al señor Juez que se sirva declarar probada cualquier otra excepción 

que resulte demostrada en el curso del proceso. 

 

IV 

PRUEBAS 

 

Solicito se tengan como pruebas a favor de la parte que represento las 

aportadas con la demanda, así como también el expediente administrativo 

de la demandante, el cual podrá ser consultado en el siguiente link. 

 
 

https://drive.google.com/drive/folders/1M52SZroY_prHmoYyfSuh39Zo2U9gr4

zX?usp=sharing 

 

Aunado a lo anterior, valga tener en cuenta la inexistencia de una cuenta 

individual del actor en su calidad de docente que presta sus servicios a este 
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ente territorial y afiliado forzoso al fondo nacional de prestaciones sociales 

del Magisterio. 

 

V 

NOTIFICACIONES. 

 

Para efectos de notificaciones a la entidad que represento o al suscrito 

suministro los siguientes datos:  

 

A la entidad en la represento, SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTA, en 

la Av. El Dorado No. 66 -  63 de Bogotá. 

 

Al suscrito en la Carrera 18 No. 137-53 Tercer piso de la ciudad de Bogotá o 

al Correo electrónico del apoderado: chepelin@hotmail.fr 

 

Del Señor Juez,  

 
CARLOS JOSE HERRERA CASTAÑEDA 

C.C. No. 79.954.623 de Bogotá  

T.P. No. 141.955 del C.S.J. 
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8   • DECRETO 	 JI 

2.4 MAR 2021 
"Por medio del cual se establecen lineamientos para el ejercicio de la representación 

judicial y extrajudicial de Bogota D.C., y se efectüan unas delegaciones" 

LA ALCALDESA MAYOR DE BOGOTA, D. C. 

En uso de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas por los 
numerales 1 y 3 del artIculo 315 de la Constitución Poiltica, los artIculos 35, 38 numerales 
1, 3, y 6; los artIculos 39 y 53 del Decreto Ley 1421 de 1993; el artIculo 9 de la Ley 489 de 
1998, los artIculos 159 y 160 de la Ley 1437 de 2011, ci artIculo 17 del Acuerdo Distrital 

257 de 2006 y, 

CONSIDERANDO: 

Que ci numeral 3 del artIculo 315 de la Constitución PolItica atribuye a los alcaldes la función 
de dirigir la acción administrativa del municipio; asegurar el cumplimiento de las funciones 
y la prestación de los servicios a su cargo; y representarlo judicial y extrajudicialmente. 

Que el artIculo 322 Idem establece que ci regimen politico, fiscal y administrativo de Bogota, 
Distrito Capital, será el que determinen la Constitución, las leyes especiales que para el 
mismo se dicten y las disposiciones vigentes para los municipios. 

Que el artIculo 35 del Decreto Ley 1421 de 1993 dispone que el/la Alcalde/sa Mayor es el/la 
jefe/a del gobiemo y de la administraciOn distrital, representa legal, judicial y 
extrajudicialmente a! Distrito Capital, y por disposición del artIculo 53 del mismo Estatuto, 
ejerce sus atribuciones por medio de los organismos o entidades creados por ci Concejo 
Distrital. 

Que ci articulo 9 de la Ley 489 de 1998 faculta a las autoridades administrativas, en virtud 
de lo dispuesto en la Constitución Politica para delegar las funciones a él conferidas por ci 
ordenamiento jurIdico, a sus colaboradores o a otras autoridades con funciones afines o 
complementarias, mediante acto de delegacion expreso. 

) 
Que asi mismo el artIculo 53 del Codigo de Procedimiento Administrativo y de 10 

Contencioso Administrativo - Ley 1437 de 2011, en adelante CPACA dispone que los 
procedimientos y trámites administrativos podrán realizarse a través de medios electrónicos 
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y, para garantizar la igualdad de acceso a la administraciOn, la autoridad deberá asegurar 
mecanismos suficientes y adecuados de acceso gratuito a los medios eiectrónicos o permitir 
ci uso altemativo de otros procedimientos. 

Que el üitimo inciso del artIculo 159 del CPACA, determina que las entidades y Organos que 
conforman ci sector central de las administraciones del nivel territorial, están representadas 
por el respectivo gobernador o aicalde distrital o municipal. En los procesos originados en la 
actividad de los órganos de control del nivel territorial, la representación judicial 
corresponderá al respectivo personero o contralor. 

Que el iuitimo inciso del artIculo 160 del CPACA seflala que los abogados vinculados a las 
entidades püblicas pueden representarias en los procesos contencioso-administrativos 
mediante poder otorgado en la forma ordinaria, o mediante deiegacion general o particular 
efectuada en acto administrativo. 

Que ci artIculo 186 del CPACA dispone que "todas las actuaciones judiciales susceptibies de 
surtirse en forma escrita deberán realizarse a través de las tecnologIas de la inlormaciOn y las 
comunicaciones, siempre y cuando en su envIo y recepción se garantice su autenticidad, 
integridad, conservación y posterior consulta, de conformidad con la icy". 

Que de conformidad con lo seflalado en ci artIculo 197 del CPACA, las entidades püblicas 
de todos los niveles, que actüen ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, deben tener 
un buzón de correo electrónico exclusivamente para recibir notificaciones. 

Que la anterior disposición es concordante con lo previsto en ci artIculo 103 del Codigo 
General del Proceso - Ley 1564 de 2012, en adelante CGP, al determinar que en todas las 
actuaciones judiciales deberá procurarse el uso de las tecnologIas de la información y las 
comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciaies, con ci fin de faciiitar y 
agilizar ci acceso a iajusticia, asI como ampliar su cobertura. 

Que conforme lo estabiece el numeral 13 del artIcuio 2.2.22.2.1 del Decreto Nacional 1083 
de 2015, modificado por ci Decreto Nacional 1499 de 2017 dentro de las poilticas de gestión 
y desempeflo institucionai se encuentra la defensa j uridica. 
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Que el artIculo 17 del Acuerdo Distrital 257 de 2006, faculta a las autoridades administrativas 
del Distrito Capital para delegar el ejercicio de sus funciones a sus colaboradores o a otras 
autoridades con funciones afines o complementarias, de conformidad con la Constitución 
PolItica y la ley, especialmente con la Ley 489 de 1998. 

Que el artIculo 1 del Acuerdo Distrital 638 de 2016 creó el Sector Administrativo Gestión 
Juridica integrado por la Secretarla Juridica Distrital como una entidad del Sector Central, 
con autonomIa administrativa y fmanciera. 

Que el Decreto Distrital 323 de 2016 modificado por el Decreto Distrital 798 de 2019 y por 
el Decreto Distrital 136 de 2020, estableció la estructura organizacional y funciones generales 
de la Secretarla Juridica Distrital. 

Que conlorme con el artIculo 2 del Decreto Distrital 323 de 2016, modificado por el artIculo 
1 del Decreto Distrital 798 de 2019 la Secretarla Juridica Distrital se constituye como el ente 
rector en todos los asuntosjuridicos del Distrito Capital y tiene por objeto formular, orientar, 
coordinar y dirigir la gestión jurIdica de Bogota D.C.; asI como la definición, adopción, 
coordinación y ejecución de polIticas en materia de gestion judicial y representaciOn judicial 
y extrajudicial, entre otras. Por consiguiente, es necesario articular y orientar el ejercicio de 
la representación judicial y extrajudicial a la actual organización administrativa. 

Que el numeral 4 del artIculo 3 del referido Decreto Distrital 323 de 2016, establece en cabeza 
de la Secretarla Juridica Distrital el ejercicio del poder preferente a nivel central, 
descentralizado y local en los casos que la Administración lo determine. 

Que el artIculo 90 del Decreto Distrital 430 de 2018 "Por el cual se adopta el Modelo de 
Gestión Juridica Püblica del Distrito Capital y se dictan otras disposiciones" establece 
competencias especiales a cargo de la Secretarla Juridica Distrital, para ejercer el poder 
preferente a nivel central, descentralizado y local en los casos en que asI lo determine. 
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Que todas la entidades y organismos distritales del sector central, dentro de su estructura, 
cuentan con una dependencia que, entre otras funciones, se encarga de la representación 
judicial y extrajudicial de la respectiva entidad. 

Que es necesario reducir los trámites asociados a la suscripción de poderes generales, 
favoreciendo la celeridad y la economla procesal que demandan los trámites ante la 
jurisdicción. AsI como armonizar las delegaciones otorgadas a los jefes juridicos de las 
entidades en los Decretos Distritales de funciones de éstas, con el Decreto Distrital que 
concentra las reglas de la actividad litigiosa del Distrito. 

Que se requiere incorporar reglas generales en relación con las acciones tutelas, mej orar las 
delegaciones especiales en cabeza de las entidades del sector central y en general, impartir 
lineamientos que actualicen, orienten, unifiquen, articulen y fortalezcan la gestion judicial y 
extrajudicial, de acuerdo con los principios de la función administrativa y con los objetivos 
trazados por el Modelo Integrado de Planeación y Gestión. 

En mérito de lo expuesto, 

DECRETA: 

CAPTULO I 

REPRESENTACION JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL DE LAS ENTIDADES DE 
LA ADMINISTRACION DISTRITAL 

ArtIculo 1°.- Representación judicial y extrajudicial del sector central de la 
administración Distrital. Delegase a los Jefes y/o Directores de las Oficinas o direcciones 
JurIdicas y/o Subsecretarios JurIdicos de las entidades y organismos distritales del sector 
central la representación judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito Capital, en relación con 
sus respectivos organismos, para todos aquellos procesos, acciones de tutela, diligencias, yb 
actuaciones judiciales, extrajudiciales o administrativas que se adelanten con ocasión de los 
actos, hechos, omisiones u operaciones que realicen, en que participen o que se relacionen 
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con asuntos inherentes a cada uno de ellos, conforme a su objeto, misionalidad y funciones; 
con las facultades, limitaciones y reglas previstas en ci artIculo 50  de este decreto. 

Parágrafo. En los casos en que la entidad cuente con más de una dependencia con funciones 
jurIdicas, la delegaciOn recae en aquella que, atendiendo a su estructura intema, desempefle 
la función de representación judicial y extrajudicial. 

ArtIculo 2°.- Representación judicial y extrajudicial del sector descentralizado de la 
administración Distrital. Las entidades del sector descentralizado conforme su naturaleza, 
se representan a sj mismas en to judicial y extrajudicial a través de sus representantes legates 
y conforme los actos de delegación internos. En armonia con las disposiciones y 
orientaciones contenidas en este Decreto se deberá garantizar la coordinación estratégica de 
la gestion judicial y extrajudicial con el sector central de la administración. 

Parágrafo. Cuando en un mismo proceso o actuación se vincule genéricamente al Distrito 
Capital, la Alcaidla Mayor de Bogota, y/o el/la Alcalde/sa Mayor de Bogota y a una entidad 
descentralizada, la entidad cabeza del sector central al que esta pertenezca, atenderá, en 
coordinación con la entidad descentralizada, la representación judicial y extrajudicial del 
sector central de la administración Distrital, sin perjuicio de las disposiciones contenidas en 
los artIculos 8° y 9° de este Decreto. 

ArtIculo 3°.- Representación judicial y extrajudicial de los órganos de control del orden 
distrital. Los órganos de control del orden distrital ejercerán su representación judicial y 
extrajudicial de conformidad con 10 previsto en los artIculos 104, 105 y 118 del Decreto Ley 
1421 de 1993 y los artIculos 159 y 160 del CPACA, o de las normas que los sustituyan. 

Paragrafo. Los procesosjudiciales que se adelanten contra los órganos de control distritaies, 
en los cuales se disponga la vincuiación de Bogota, Distrito Capital, la representaciónjudicial 
y extrajudicial del sector central de la administración, seth ejercida por la Dirección Distrital 
de Gestión Judicial de la SecretarIa Juridica Distrital, con las facultades previstas en ci 
artIculo 5 de este Decreto y en coordinación con ci ente de control. 
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Articulo 40•.. Representación judicial y extrajudicial del Concejo de Bogota. En los 
procesos judiciales y extrajudiciales, trámites administrativos que se deriven de los actos, 
hechos, omisiones u operaciones que expida, realice o en que incurra o participe ci Concejo 
de Bogota, D.C., como corporaciOn, la representaciOn judicial y extrajudicial Ic corresponde 
a la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretarla Juridica Distrital, conforme las 
siguientes reglas: 

4.1. La Oficina Asesora Juridica del Concejo de Bogota, con ci fin de iograr una adecuada 
gestión judicial, deberá coordinar los aspectos jurIdicos y misionales requeridos, con 
la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretarla Juridica Distrital. Conforme lo 
dispuesto por ci sub numeral 4 del numeral IV del Capftulo 1 del Acuerdo Distrital 492 de 
2012, en concordancia con ci artIculo 10 del Decreto Distrital 323 de 2016, modificado por 
ci Decreto Distrital 798 de 2019. 

4.2. Con ci objeto de garantizar la imparcialidad en la defensa de los actos administrativos 
expedidos por ci Concejo de Bogota, en los cuales se pueda prcsentar una conflicto de 
intereses en razón a la posición contradictoria de la administración pübiica frentc al 
respectivo acto, ci Concejo de Bogota cuando lo considere oportuno, podrá asumir 
directamente la defensa judicial, para lo cual la Dirección Distrital de Gestión Judicial 
otorgará ci respectivo poder al Director Juridico del Concejo de Bogota o a quien determine 
la mesa dircctiva de esta corporación. 

ArtIculo 5°.-. Facultades inherentes a la representación judicial y extrajudicial. La 
represdntación judicial y extrajudicial que mediante ci presente Decreto se delega, 
comprende las siguientes facultades: 

5.1. Actuar, transigir, conciliar judicial y extrajudicialmente, desistir, intcrponcr recursos, 
participar en la práctica de los mcdios de prueba o contradicción y en general todo lo 
relacionado con las actuaciones a que hubiere iugar para ci cumplimiento del mandato y la 
defensa de los intereses de la cntidad, en nombre de Bogota, Distrito Capital. 

5.2. Atender, en nombre de Bogota, Distrito Capital, los rcquerimientos judiciales o de 
autoridad administrativa, relacionados con las funcioncs inhcrcntes a la respectiva cntidad. 
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5.3. Constituir apoderados generales y especiales con las facultades de ley, para la atención 
de los procesos, diligencias y/o actuaciones, judiciales, extrajudiciales o administrativas de 
su competencia, conforme a lo dispuesto en el presente decreto. El poder deberá ajustarse a 
los parámetros de identidad corporativa fijados en el artIculo 22 de este Decreto. 

5.4. Iniciar las acciones j udiciales y actuaciones administrativas que fueren procedentes para 
la defensa de los intereses de Bogota, Distrito Capital. Esta facultad podrá ejercerse respecto 
de los actos que la entidad haya proferido, o respecto de asuntos asignados, sin perjuicio de 
la facultad de la Secretarla JurIdica Distrital para iniciar o intervenir en nombre y en defensa 
de los intereses de Bogota, Distrito Capital, en las acciones judiciales contra leyes, decretos 
y/o actos de autoridades administrativas del orden nacional. 

5.5. Atender directamente las solicitudes de informes juramentados, conforme al 
artIculo 217 del CPACA, 195 del CGP y demás normas procesales concordantes, o aquellas 
que las sustituyan. 

5.6. Adoptar todas las medidas necesarias para dar cumplimiento a las providencias 
judiciales y decisiones extrajudiciales y administrativas, en las cuales resulte condenada u 
obligada directamente la respectiva entidad, de conformidad con las disposiciones especiales 
fijadas por el/la Alcalde/sa mayor. 

Parágrafo. Los delegatarios ejercerán estas facultades conforme a la normatividad aplicable 
y en observancia de las polIticas y competencias de los Comités de Conciliación de las 
entidades, procedimientos internos y las directrices que imparta la Secretaria JurIdica 
Distrital. 

ArtIculo 6. Representación del Distrito Capital en audiencias o requerimientos 
judiciales y extrajudiciales. El/la Alcalde/sa Mayor, designará mediante acto 
administrativo los servidores püblicos que tendrán la facultad de comparecer en su nombre 
y representación ante los Despachos Judiciales o autoridades administrativas, cuando 
además del respectivo apoderado, se requiera su presencia expresa como representante legal 
del Distrito Capital. 
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El acto administrativo que realice la designación deberá indicar de manera expresa las 
facultades con que el/los designado/s concurre/n a la instancia judicial o extrajudicial y 
cumpliendo los requisitos del artIculolO de la Ley 489 de 1998 y demás normas 
concordantes. 

En los casos donde sea un requisito legal deberán aportar la autorización del Comité de 
ConciliaciOn de la respectiva entidad. 

Articulo 70•  Reglas para la representación judicial en acciones de tutela. Cada 
organismo integrado o vinculado a una acción de tutela, debe responder directamente ante 
el despacho judicial por los hechos, peticiones y derechos fundamentales presuntamente 
vulnerados y aperturas de incidentes de desacato. Para tal efecto se deberán atender las 
siguientes reglas: 

7.1. Cuando la respectiva entidad se notifique de una acción de tutela, o tenga conocimiento 
de esta y advierta que la respuesta, o informe de tutela debe ser emitido por otra entidad del 
sector central que no está vinculada, o que no ha sido inlormada, deberá advertirlo 
inmediatamente a través del buzón de notificaciones a la Secretarla JurIdica Distrital, quien 
se encargará de realizar el traslado para su integración al trámite. 

7.2. En caso de que varias entidades sean vinculadas o integradas por la Secretarla Juridica 
Distrital a una acción de tutela, los informes y respuestas que se alleguen al despacho judicial 
de conocimiento deberán versar sobre los argumentos de defensa, pronunciarse frente a los 
hechos, derechos y pretensiones en relación con la misionalidad de la respectiva entidad, 
evitando seflalar a otra entidad como responsable de la vulneración del derecho. 

7.3. Cuando una acciOn de tutela vincule genéricamente a el/la Alcalde/sa Mayor de Bogota 
D.C., o el Distrito Capital de Bogota. La Dirección Distrital de Gestión Judicial de la 
Secretarla JurIdica Distrital determinará las entidades del sector central que, conforme a la 
relación misional con los hechos y peticiones, deberán pronunciarse ante el despacho 
judicial. 
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7.4. Las acciones de tutela que vinculen a la Secretarla JurIdica Distrital, como representante 
del/la Alcalde/sa Mayor de Bogota, D.C., o a! Distrito Capital de Bogota serán remitidas a 
las entidades y organismos a los que corresponda la defensa de los intereses del Distrito 
Capital conforme con su misionalidad y competencias. 

7.5. La apertura de incidentes de desacato deberá ser atendido por la entidad condenada o 
involucrada mediante acto administrativo en el cumplimiento. En el caso de que este se inicie 
de manera genérica en contra de Bogota Distrito Capital yio el/la Alcalde/sa Mayor de la 
Ciudad, este será direccionado a la entidad responsable del cumplimiento en consideración 
de lo previsto en el inciso segundo del artIculo 53 del Decreto Ley 1421 de 1993, 
exceptuando los que sean considerados asuntos de alta importancia, los cuales serán 
atendidos por la Dirección Distrital de GestiOn Judicial de la Secretaria JurIdica Distrital. 

Parágrafo. Cuando se presenten las situaciones descritas en los numerales 7.3 y 7.4 del 
presente artIculo, la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretarla JurIdica Distrital, 
comunicará al Despacho Judicial que el/la Alcalde/sa Mayor de la Ciudad de Bogota, como 
maxima autoridad de la administración distrital, ejerce sus atribuciones por medio de los 
organismos y entidades creados por el Concejo de Bogota y que corresponde a las entidades 
a las cuales se les ha dado traslado de la tutela, ejercer la defensa del Distrito Capital. 

CAPITULO II 

DELEGACIONES SECTORIALES 

SECTOR GESTION JURIDICA 

ArtIculo 8°.- Poder preferente de la Secretarla JurIdica Distrital. La Secretarla Juridica 
Distrital podrá ejercer, en aquellos asuntos de alta relevancia o importancia estratégica para 
Bogota D.C., el poder preferente establecido en el artIculo 9 numeral 9.5 del Decreto Distrital 
430 de 2018, con lo cual asumirá la representación judicial del nivel central, descentralizado 
o local con el objeto de centralizar la defensa judicial y extrajudicial del Distrito Capital, en 
los procesos que se tramiten ante cualquier jurisdicción y en cualquier estado del proceso. 
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En ejercicio de estas facultades la Secretaria Juridica Distrital también podrá asumir la 
representación judicial para interponer nuevas acciones judiciales y constituirse como 
vIctima o como parte civil en procesos penales. 

Parágrafo 1. Para ci efecto, la respectiva entidad le otorgará poder especial al abogado que 
designe la Secretarla Juridica Distrital y será otorgado de conformidad con las facultades 
especiales previstas en ci numeral 5.3. del artIculo 5 de este decreto y las demás normas 
procesales aplicables. 

Parágrafo 2. De conformidad con lo previsto en ci articulo 131 del Acuerdo Distrital 761 
de 2020, la responsabilidad contingente del proceso cuya representación es asumida por la 
Secretaria Juridica Distrital, recaerá sobre las entidades demandadas que están siendo 
representadas por ésta. 

Asi mismo, la entidad o entidades distritales que han sido desplazadas en la defensa judicial 
por la Secretaria Juridica Distrital asumirán los gastos, costas, honorarios, agencias en 
derecho y demás erogaciones que se generen como consecuencia del proceso judicial. 

En ci caso de encontrarse vinculadas varias entidades del sector central yio descentralizado, 
se podran suscribir convenios interadministrativos para designar un mismo apoderado, aunar 
esfuerzos financieros y estabiecer parámetros especificos frente a la defensa técnica. 

Parágrafo 3. La entidad distrital qüe ha sido despiazada en la defensa judicial de que trata 
ci presente artIculo deberá continuar haciendo ci seguimiento y acompafiamiento a las 
actuaciones adelantadas por la Secretaria Juridica Distrital y podrá hacer recomendaciones 
sobre el proceso, para lo cual podrá acceder a toda la información que se requiera para ci 
efecto. AsI mismo la respectiva entidad deberá prestar de forma eficaz y eficiente toda la 
información e insumos que requiera la Secretaria Juridica Distrital para ejercer la defensa 
judicial. 

ArtIculo 9°.-. Delegaciones especiales en la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la 
Secretaria Juridica Distrital. Delegase en el/ia Director/a Distrital de Gestión Judicial de 
la Secretaria Juridica Distrital la representación judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito 
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Capital, con las facultades previstas en el artIculo 5 del presente decreto, respecto de los 
siguientes asuntos: 

9.1. En los procesos, diligencias y actuaciones iniciadas contra el/la Alcalde/sa Mayor de 
Bogota, Distrito Capital, que, por razones de importancia jurIdica, económica, social, 
ambiental, de seguridad, cultural, o de conveniencia, se estime procedente. 

9.2. En las acciones populares y de grupo que se adelanten contra Bogota, Distrito Capital, 
y/o entidad del sector central, que se hubieren notificado con posterioridad al 1 de agosto de 
2005. 

9.3. En los procesos para el levantamiento de fuero sindical que deba adelantar Bogota, 
Distrito Capital, y/o cualquier entidad del sector central. 

9.4. En los procesos judiciales y mecanismos alternativos de soluciOn de conflictos, 
notificados con anterioridad al 31 de diciembre de 2001, en los que se vinculó al Distrito 
Capital, las SecretarIas de Despacho, los Departamentos Administrativos, la Unidad 
Administrativa Especial de Servicios Páblicos (antes UESP), las Localidades, los Alcaldes 
Locales, las Juntas Administradoras Locales yio los Fondos de Desarrollo Local. 

9.5. En los medios de control o mecanismos alternativos de solución de conflictos en contra 
o donde se dispuso la vinculación de la Secretarla de Obras Püblicas - SOP, hasta su 
transformación. 

9.7. En los medios de control contra leyes, decretos y/o actos de autoridades administrativas 
del orden nacional, en defensa de los intereses de Bogota, Distrito Capital. 

9.8. En los medios de control iniciados contra los decretos distritales expedidos por el/la 
Alcalde/sa del Distrito Capital de Bogota, D.C. 

9.9. En la coordinación con la Agencia Nacional de Defensa Juridica del Estado para la 
eventual solicitud y trámite del concepto de controversias jurIdicas del que trata el numeral 
7 del artIculo 112 del CPACA, modificado por el articulo 19 la Ley 2080 de 2021. 
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Parágrafo 1. Corresponde a cada una de las entidades y organismos distritales que están 
siendo representados por la Secretaria JurIdica Distrital, proporcionar los antecedentes 
administrativos necesarios para la adecuada gestión judicial, asf como apoyar la defensa 
técnica cuando asI lo requiera la Dirección Distrital de GestiOn Judicial. 

Para el ejercicio de la delegacion efectuada en el numeral 9.2, corresponde a la Secretarla 
Distrital de Gobierno a través de la respectiva alcaldIa local coordinar, centralizar y presentar 
de manera unificada la información del sector de las localidades, cuyas dependencias son 
mencionadas en el articulo 110  del presente Decreto. 

Paragrafo 2. Cuando en un mismo medio de control se acumulen pretensiones de nulidad 
simple y de nulidad y restablecimiento del derecho en contra de un acto administrativo de 
carácter general que disponga la modificación de planta de personal de las entidades del 
Sector Central y del acto administrativo de carácter particular de desvinculación, ejecución 
o cumplimiento, la representación judicial será ejercida por la respectiva entidad. 

ArtIculo 10°.-Facultades especiales delegadas en la Dirección Distrital de Gestión 
Judicial de la SecretarIa JurIdica Distrital. Delegase en el/la Director/a Distrital de 
Gestión Judicial de la Secretarla JurIdica Distrital, las siguientes facultades: 

10.1. Notificarse personalmente de autos admisorios de demandas o del inicio de acciones 
judiciales o extrajudiciales y de actos proferidos en actuaciones administrativas iniciadas 
contra Bogota, Distrito Capital, y/o cualquiera de sus Secretarlas de Despacho, 
Departamentos Administrativos, Unidades Administrativas Especiales sin personerla 
jurIdica, Localidades, AlcaldIas Locales, Juntas Administradoras Locales o Fondos de 
Desarrollo Local, o contra el Concejo Bogota. 

10.2. Otorgar poderes y/o designar apoderados especiales, comparecer directamente en los 
asuntos y reclamar ante las entidades u organismos correspondientes, la entrega de tItulos 
judiciales a favor del Distrito Capital. 

Carrera8Mo. 10-65 
CódigoPosthi: 111711I 
Tel.: 3813000 

lob: Lfnea 195 
	

BoGoTI 
231 0460-FT-078 Version 01 



Continuación del Decreto NO. 089 	DE 2.4 MAR 2021 Pág. 13 de 22 

"Por medio del cual se establecen lineamientos para el ejercicio de la representación 
judicial y extrajudicial de Bogota D.C., y se efectüan unas delegaciones" 

10.3. Comparecer directamente o a través de apoderado en las circunstancias previstas en 
los artIculos 8 y9 del presente decreto y las que sean de competencia de la Secretarla JurIdica 
Distrital. 

10.4. Determinar la entidad del sector central de la Administración Distrital que atenderá la 
representación legal en lo judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito Capital, cuando en un 
mismo proceso o actuación se vincule a más de una entidad Distrital, o cuando se demande 
genéricamente al Distrito Capital, la Alcaidla Mayor de Bogota, y/o el/la Alcalde/sa Mayor 
de Bogota y el asunto no esté previsto en el artIculo 9 del presente decreto. 

10.5. Conformar Comités de Coordinación Interinstitucional para el desarrollo de la defensa 
judicial o extrajudicial de la Adniinistración Distrital. En aquellos procesos que requieran 
un alto nivel de coordinación. 

10.6. Conformar Comités de Coordinación Interinstitucional para el cumplimiento de 
sentencias o decisiones j udiciales o extrajudiciales, que involucren a más de una entidad del 
nivel central, entidad descentralizada o localidad de la Administración Distrital, cuyos 
mandatos requieran un despliegue de actuaciones que correspondan a entidades del Distrito, 
aun cuando no hubieren sido expresamente estabiecidos a su cargo. 

Parágrafo. Los Comités de los que trata el presente artIculo también podrán ser 
conformados por solicitud de las entidades distritales, a través de escrito donde se 
fundamente su necesidad. Dicha solicitud será evaluada por la Dirección Distrital de Gestión 
Judicial de la Secretarla Juridica Distrital. 

SECTOR GOBIERNO 

Articulo 11°.-Delegaci6n especial de la representación judicial y extrajudicial en la 
Secretarla Distrital de Gobierno. Delegase en ci Jefe de la Dirección JurIdica de la 
Secretarla Distrital de Gobierno la representaciónjudicial y extrajudicial de Bogota, Distrito 
Capital, con las facuitades previstas en el artIculo 5 de este decreto. En relación con todos 
aquellos procesos, diligencias y/o actuaciones, judiciales, extrajudiciales o administrativas 
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que se adelanten con ocasión de los actos, hechos, omisiones u operaciones que expidan o 
realicen las AlcaldIas Locales, las Juntas Administradoras Locales, los Fondos de Desarrollo 
Local y las Inspecciones de Policla. 

Parágrafo. Se exceptian de esta asignaciOn, los procesos relacionados en el numeral 9.4 del 
articulo 9 de este decreto. 

Articulo 12°.- Delegación especial de la representación judicial y extrajudicial en el 
Departamento Administrativo de la DefensorIa del Espacio Püblico-DADEP. Delegase 
en el/la Jefe de la Oficina Asesora JurIdica del DADEP, con las facultades previstas en ci 
articulo 5 de este decreto, la representación legal en lo judicial y extrajudicial de Bogota, 
Distrito Capital, en lo que se refiere a la defensa y saneamiento de los bienes inmuebles que 
conforman el patrimonio inmobiliario Distrital, incluidos los procesos necesarios para la 
defensa, custodia, preservación y recuperación de los bienes del espacio püblico del Distrito 
Capital, iniciados con posterioridad al 1 de enero de 2002. 

Parágrafo 1. ExceptCiense de esta delegacion las acciones judiciales que deban iniciarse 
como consecuencia de la adquisicion de inmuebles por via de expropiaciOn, conforme a lo 
dispuesto en el articulo 2 del Decreto Distrital 61 de 2005, o la norma que lo modifique. 

Parágrafo 2. La presente delegacion no comprende la asunción de las cargas u obligaciones 
a cargo del inmueble, relacionadas con pagos pendientes o deudas de este, las cuaies son 
responsabilidad de las entidades disiritales a las que se les haya entregado la administraciOn 
del respectivo inmueble. 

SECTOR HACIENDA 

Articulo 13°.-Delegaciones especiales de la representación judicial y extrajudicial en la 
SecretarIa Distrital de Hacienda. Delegase en el/la Directorala JurIdico/a de la Secretaria 
Distrital de Hacienda la representación judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito Capital, 
con las facultades previstas en el articulo 5 de este decreto, en las siguientes materias: 
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13.1. En la presentación de reclamaciones ante entidades financieras püblicas o privadas, o 
de cualquier otra Indole, relativas a recaudos por concepto de impuestos distritales o ingresos 
no tributarios. 

13.2. En los procesos judiciales en materia fiscal y tributaria. 

13.3. En los procesos, diligencias y actuaciones que se adelanten con ocasión de los procesos 
concursales - Acuerdos de reestructuración, Regimen de Insolvencia Empresarial, 
Insolvencia de Persona Natural No Comerciante y Liquidación Administrativa, en los cuales 
las entidades de la Administración Central del Distrito Capital y del sector de las Localidades 
tengan interés, exceptuando las liquidaciones voluntarias. 

Los entes distritales cumplirán con los requerimientos de las autoridades judiciales y 
admiriistrativas en procura de la defensa de los intereses de su entidad. Para efecto de atender 
dichos requerimientos, deberán cumplir con los lineamientos que expidan la Secretarla 
Distrital de Hacienda y la Secretarla JurIdica Distrital. 

13.4. En los asuntos de carácter administrativos relativos a temas de administración de 
personal, acciones contractuales, entre otros, de las entidades liquidadas o en procesos de 
liquidación que deben ser atendidos y resueltos por la Secretarla Distrital de Hacienda. Lo 
anterior sin perjuicio de las facultades especiales previstas en el numeral 14.2 artIculo 14 de 
este decreto. 

ArtIculo 14°.- Delegaciones especiales en el Fondo de Prestaciones Económicas, 
CesantIas y Pensiones -FONCEP. Delegase en el Jefe de la Oficina Asesora JurIdica del 
FONCEP la representación legal en lo judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito Capital, 
con las facultades previstas en el articulo 5 de este decreto, en las siguientes materias: 

14.1. En los procesos del Fondo de Pensiones Püblicas de Bogota, D.C., Fondo de Ahorro 
y Vivienda Distrital -FAVIDI (ahora FONCEP), relacionados con el reconocimiento y pago 
de las pensiones legal, convencional, sanción, indexación, asI como los demás procesos que 
se refieran a dichas pensiones. 
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14.2. En los procesos de los entes liquidados Caja de Prevision Social Distrital -CPSD, 
Empresa Distrital de Transporte Urbano -EDTU, Centro Distrital de Sistematización y 
Servicios Técnicos —SISE, Empresa Distrital de Servicios Püblicos -EDIS, Fondo de 
Educación y Seguridad Vial -FONDATT y de la SecretarIa de Obras PUblicas -SOP, 
relacionados con pensiones legal, convencional, sanción y otras obligaciones pensionales. 

Parágrafo. El FONCEP asumirá y pagará las condenas judiciales ordenadas por las 
diferentes instancias judiciales, derivadas de las entidades liquidadas o suprimidas en 
materia pensional con cargo al Fondo de Pensiones Püblicas de Bogota, D.C., efecto para el 
cual debe liquidar las condenas a que haya lugar y expedir la resolución de cumplimiento y 
pago de estas, con cargo al Fondo de Pensiones Püblicas de Bogota, D.C. 

De la misma manera, las costas que se decreten en providencias judiciales en las cuales la 
condena principal se refiere a los derechos antes referidos, se pagarán con cargo a los Fondos 
de Pasivos de las entidades liquidadas o suprimidas. 

SECTOR MOVILIDAD 

ArtIculo 15°.- Delegación especial de la representación legal en lo judicial y 
extrajudicial en la Secretarla Distrital de Movilidad. Delegase en el/la Director/a de 
Representación Judicial de la SecretarIa Distrital de Movilidad la representaciOn judicial y 
extrajudicial, de Bogota, Distrito Capital, con las facultades previstas en el artIculo 5 de este 
decreto, para iniciar los procesos judiciales o mecanismos altemativos de solución de 
conflictos derivados de asuntos del resorte exclusivo de la suprimida Secretarla de Tránsito 
y Transporte, y del liquidado Fondo de Educación y Seguridad Vial -FONDATT, en los 
cuales tenga interés Bogota, Distrito Capital. 

De la misma forma, asumirá la representación judicial de los procesos activos contra el 
FONDATT iniciados a partir del 1 de enero de 2012. Lo anterior sin perjuicio de las 
facultades especiales previstas en el numeral 14.2 artIculo 14 de este decreto. 

CAPITULO III 
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DE LAS NOTIFICACIONES 

ArtIculo 16°.- Dirección para notificaciones judiciales, extrajudiciales y 
administrativas. La dirección oficial para notificaciones de autos admisorios, inicio de 
actuaciones extrajudiciales o administrativas, en los que Bogota, Distrito Capital o el/la 
Alcalde/sa Mayor sea sujeto procesal, corresponde a la sede administrativa donde funcione 
la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretaria JurIdica Distrital. 

En consecuencia, las entidades del sector central deberán abstenerse de notificarse en sus 
respectivas sedes administrativas de las referidas actuaciones en representación de Bogota, 
Distrito Capital. 

Paragrafo. Se exceptüan de la aplicación de este artIculo y pueden ser recibidas 
directamente ya sea de manera fisica o a través de mensajes de datos, las notificaciones que 
se describen a continuación. 

La admisión de acciones de tutela. 
La admisión de acciones de repetición. 
La apertura de querellas contra una entidad determinada. 
La apertura de actuaciones administrativas que involucre a una entidad especIfica. 

ArtIculo 170.- Dirección para notificaciones electrónicas en lo judicial y 
extrajudicial. La dirección electrónica oficial para la notificación de autos admisorios de 
demanda y citaciones a audiencia de conciliación extrajudicial de Bogota Distrito Capital, 
es ci buzón de correo electrónico notificacionesiudiciales(isecretariaiuridica.gov.co  

Parágrafo 1. Corresponde a la Dirección Distrital de GestiOn Judicial de la Secretarla 
Juridica Distrital administrar el buzón electrónico seflalado en el presente artIculo. AsI como 
remitir los mensajes de datos contentivos de las notificaciones de autos admisorios de 
demandas a las entidades que conforme con criterios fijados en el presente decreto deban 
ejercer la representación en lo judicial y extrajudicial. La remisión deberá ilevarse a cabo 
máximo al dIa siguiente de su recibo. Para la contabilización de los términos sefialados en la 
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ley se deberá tener en cuenta la fecha en la que el Despacho Judicial remitió la notificación 
en el buzón expresamente seflalado en este artIculo. 

Parágrafo 2. Todas las entidades deben contar con una dirección electrónica para recibir ci 
traslado de las notificaciones judiciales, en los términos seflalados en las Circulares 
Nos. 086 de 2012, 028 de 2013 y 51 de 2015 de la Secretarla General de la AlcaldIa Mayor 
de Bogota, D.C., o las que las sustituyan o modifiquen. En caso de generarse cambio de 
dominio o dirección electrónica, deberá informarse de manera inmediata a la DirecciOn 
Distrital de GestiOn Judicial de la Secretarla JurIdica Distrital. 

Articulo 18°.- Radicación en ci Sistema de Información de Procesos judiciales. Surtida 
la notificación de un auto admisorio de demanda, del inicio de actuaciones, extrajudiciales 
o administrativas, corresponde a la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretarla 
Juridica Distrital realizar la radicación en el Sistema de Información de Procesos Judiciales, 
para posteriormente ser aceptada y actualizada por parte de la entidad competente para 
ejercer la representación en lo judicial o extrajudicial del Distrito Capital. 

Parágrafo. Las acciones de tutela y de cumplimiento deberán radicarse y controlarse 
judiciatmente de manera directa por las entidades y organismos distritales de todos los 
niveles y sectores. 

CAPITULO LV 

COORDINACION INTERADMINISTRATIVA 

ArtIculo 19°.- Conflictos o controversias entre organismos y/o entidades 
distritales. Cuando se presenten conflictos o controversias juridicas, administrativas o 
económicas entre organismos y/o entidades distritales, éstas antes de iniciar cualquier acción 
judicial, extrajudicial, o administrativa, deberán solicitar la intervención de la Secretaria 
Juridica Distrital, para que a través de una negociaciOn interadministrativa se procure un 
acuerdo voiuntario que ponga fin a la controversia, procurando evitar que las entidades 
acudan a lajurisdicción. 
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Corresponde a la Subsecretarla JurIdica Distrital de la Secretarla Juridica Distrital, dirigir la 
negociación, para lo cual establecerá los lineamientos intemos para adelantar la intervenciOn, 
determinará la concurrencia de las dependencias que conforme a la temática deban apoyar 
la intervención, segin lo previsto en el numeral 13 del artIculo 9 del Decreto Distrital 323 
de 2016 modificado por el artIculo 7 del Decreto Distrital 798 de 2019 y en concordancia 
con el numeral 9.3 del artIculo 9 del Decreto Distrital 430 de 2018. 

19.1. Se deberá Ilevar un registro del niimero de mediaciones realizadas, indicando como 
mInimo los siguientes aspectos: entidades participantes, naturaleza de la controversia, 
problema j uridico, resultado de la intervención. 

19.2. En los casos en que se identifiquen causas reiterativas, la Subsecretaria JurIdica 
Distrital, establecerá lineamientos o polIticas distritales, sectoriales o temáticas para evitar 
que se presenten nuevas intervenciones susceptibles de ser llevadas a la jurisdicción. 

19.3. La naturaleza de la intervención realizada por la Secretaria JurIdica Distrital es una 
buena práctica de carácter administrativo que no suspende términos de caducidad ni 
constituye un requisito de procedibilidad fij ado por la ley. 

ArtIculo 200. Representación judicial y extrajudicial en caso de traslado de 
competencias. En los casos en que se presente un traslado de competencias funcionales 
entre entidades del sector central, o entre una entidad del sector central y una del sector 
descentralizado, la representación judicial y extrajudicial en los procesos y actuaciones que 
se encuentren en trámite, asi como en aquellos que se inicien con posterioridad, será asuniida 
por la entidad en cabeza de la cual quedaron fijadas las competencias funcionales y 
misionales que se relacionen con el objeto del proceso. 

En todo caso, las entidades interesadas deberán adoptar las medidas necesarias para 
garantizar que la defensa de los intereses del Distrito Capital no se yea afectada o 
interrumpida. La transferencia documental se deberá realizar con sujeción a las normas 
archivIsticas vigentes. Adicionalmente, se deberá actualizar la totalidad del proceso en el 
Sistema de Procesos Judiciales 
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Articulo 21°.-Actuaciones en acciones populares entre particulares. Corresponde a cada 
entidad atender las acciones populares entre particulares en las que conforme su 
misionalidad y competencia deban concurrir ante los Jueces Civiles del Circuito como 
entidad encargada de proteger ci derecho o el interés colectivo afectado por un particular. 
Lo anterior en los términos del ültimo inciso del artIculo 21 de la Ley 472 de 1998 o aquellas 
que la modifiquen o droguen. 

En el caso de que en el auto de apertura o medida cautelar se vincule a la entidad de la 
administración distrital con la calidad de demandada. Esta deberá recurrir la decision y alegar 
falta de jurisdicción conforme lo previsto en el artIculo 104 de la Ley 1437 de 2011 o aquelias 
que la sustituyan. 

ArtIculo 22°.- Identidad corporativa de Bogota, Distrito Capital, en materia de 
representación judicial y extrajudicial. En el cuerpo de todas las intervenciones 
procesales, de las entidades del sector central deberá señalarse al respectivo Despacho 
Judicial que se está obrando en nombre de "BOGOTA, DISTRITO CAPITAL", y seguido 
entre guiones ci nombre de la respectiva entidad distrital. Cuando se esté representando a 
más de una entidad, solo se deberá seflalar "BOGOTA, DISTRITO CAPITAL- SECTOR 
CENTRAL". 

Todas las entidades distritales deberán incorporar en el encabezado o margen superior del 
cuerpo de los poderes que se otorguen, ci escudo de la ciudad de Bogota y la expresión 
"Bogota, D.C.". Cuando se otorgue poder para asistir a audiencia de conciliación o de pacto 
de cumplimiento, deberá dejarse expresa constancia que el apoderado queda facuitado para 
conciliar o presentar proyecto de pacto de cumpiimiento en nombre de "Bogota, Distrito 
Capital". 

ArtIculo 23°.- Buenas prácticas y lineamientos para ci ejercicio de los apoderados del 
Distrito Capital. Los abogados que representen al Distrito Capital de Bogota, D.C., deberán 
observar los siguientes lineamientos: 
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23.1. Cuando en un proceso se encuentren vinculadas varlas entidades distritales, deberá 
V 

promover la defensa estratégica de la âdminisia4ion distrital, coordinado con los sectores 
administrativos estrategias conjuntas;  

23.2. Debe conocer los sistemas de información y las herramientas disponibles por la 
administración distrital queacilitan la obtención de inlormación relacionada con la defensa 
judicial y extrajudicial del Distrito Capital. Wsi como mantener actualizada la inlormación 
de los procesos a su cargo. 

Parágrafo: Corresponde a los Jefes y/o Directores de las Oficinas Asesoras JurIdicas yb 
Subsecretarios Juridicos de las entidades y organismos distritales del sector central, en 
coordinación con las dependencias de contratación de la respectiva entidad, verificar que los 
abogados externos que sean contratados para defender los intereses de la administración 
distrital, no se encuentren asesorando o adelantando procesosjudiciales en contra del Distrito 
Capital, y mantener dicha probibiciOn durante la vigencia del contrato, conforme al 
parágrafo del artIculo 45 del Decreto Distrital 430 de 2018. 
Articulo 24°.- Coordinación del Sistema de procesos judiciales. La Dirección Distrital de 
Gestión Judicial de la Secretarla Juridica Distrital, tendrá a su cargo la coordinación general 
e interinstitucional del Sistema de Procesos Judiciales. 

Corresponde a los Jefes y/o Directores de las Oficinas Asesoras JurIdicas o Subsecretarios 
Juridicos de las entidades de todos los niveles y sectores, garantizar la actualizaciOn oportuna 
de la información. 

ArtIculo 25°- Cobro de costas judiciales y agencias en derecho. Las entidades Distritales 
deberán realizar el cobro de costas judiciales y agencias en derecho, de manera preferente, a 
través del cobro persuasivo y/o de la jurisdicción coactiva reglamentada en el Decreto 
Distrital 397 de 2011, o el que lo sustituya. 

ArtIculo 26°.- Vigencia y derogatorias. El presente Decreto rige a partir del dIa siguiente a 
la fecha de su publicaciOn y deroga los Decretos Distritales 212 y 270 de 2018. 

PUBLIQUESE, Y CUMPLASE. 
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"Por medio del cual se establecen lineamientos para el ejercicio de la representación 
judicial y extrajudicial de Bogota D.C., y se efectüan unas delegaciones" 

DadoenBogotá,D.C.,alos ' 	

lu 
CLAUDIA NAYIBE LOPEZ HERNANDEZ 

24 MAR 2021 	 Alcaldesa Mayor 

6Z) 
--

I 

- WILLI IBARDOAM  
Secretario 	'dico Distrita 

ProyectO: Paola Andrea G6mez Vdlez - Abogada - Contratista Direccidn de Gestidn judicial. 
Reviad: Luz Elena Rodriguez Quimbayo - Directora de GestiOn judicial. 	I 

Paulo Andrds Rincdn Garay - Asesor -Subsecretaria Juridica fr(, 
AprobO: Ivan David Marquez Castelblanco - Subsecretario Juridico Distrital 
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JUZGADO TRECE (13) ADMINISTRATIVO  

DEL CIRCUITO - SECCIÓN SEGUNDA 
CARRERA 57 No. 43-91 PISO 4º TEL: 555 39 39 EXT 1013 

 
BOGOTÁ D.C. PRIMERO (1) DE SEPTIMEBRE DE DOS MIL VEINTIDOS (2022) 
 
 
EXPEDIENTE N° 1100133350113202200009800 
 
 
DEMANDANTE: PAULA JOVANNA PACHON  
DEMANDADO: LA NACIÓN –MINISTRIO DE EDUCACIÓN NACIONAL –FOMAG 
                           SECRETARIA DE EDUCACIÓN DE BOGOTA  
 
                            JUEZA: YANIRA PERDOMO OSUNA 
 
Se deja constancia que para el día 2 de septiembre de 2022, la secretaria de este 
Despacho CORRIÓ TRASLADO A LAS EXCEPCIONES propuestas por las 
entidades accionadas LA NACIÓN –MINISTRIO DE EDUCACIÓN NACIONAL –
FOMAG y SECRETARIA DE EDUCACIÓN DE BOGOTA por el término de tres 
(03) días contados a partir del 5 de septiembre de 2022 hasta el 7 de 
septiembre de 2022, de conformidad con lo establecido en el parágrafo 2 del 
artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo. 
 
 
 
 
 
 

       La Secretaria 
 
 
 

____________________________ 
ELIZABETH JARAMILLO MARULANDA 
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